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Presentación





A tres meses de su partida, con este libro rendimos un sencillo y 
profundo homenaje al querido compañero y maestro Tomás Palau 
Viladesau, quien desde BASE Investigaciones Sociales, durante 
22 años ininterrumpidos aportó comprometidamente a la produc-
ción de conocimientos, a la formación académica y a la construc-
ción del pensamiento crítico, además de acompañar incansable-
mente a movimientos populares de nuestro país, especialmente a 
las organizaciones campesinas.

No resulta fácil para el equipo de compañeras y compañeros que 
integramos BASE-IS acostumbrarnos a la ausencia física de To-
más (cada tanto pareciera que va a irrumpir con una tacita de 
café en una mano y un cigarrillo en la otra). Este modesto libro 
pretende difundir algunos de sus más recientes aportes respecto 
a las grandes contradicciones del Paraguay, escritos con amplia 
libertad de pensamiento y comprometido con la transformación 
de nuestro país. De alguna manera, con la socialización de sus 
últimas refl exiones, queremos llenar ese inconmensurable vacío 
que sentimos y además, hacer llegar a diferentes sectores sus re-
fl exiones sobre la coyuntura política y socioeconómica de la his-
toria reciente del Paraguay.

Vivimos en un mundo de vértigo, donde las desigualdades so-
ciales y económicas, la opresión y la explotación generan per-
manentes contradicciones que afectan, sobre todo, a los sectores 
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populares, imponiendo agresiva y sistemáticamente la lógica del 
mercado.

Nuestra realidad actual plantea como premisa fundamental la ra-
pidez, la velocidad tanto en la transmisión como en la producción 
de información. Estos parámetros –de supuesta “efi cacia y efi -
ciencia”– que pretendieron instalarse en los espacios de produc-
ción de conocimientos haciendo que cientistas sociales asuman 
“posiciones neutras y apolíticas”, que fl exibilicen sus procesos de 
búsqueda y rigurosidad académica, creando una falsa distancia 
entre la producción de conocimientos y la transformación de la 
sociedad, siempre fue cuestionada por Tomás.

Él permanentemente analizaba y refl exionaba sobre la realidad, 
no como un mero ejercicio intelectual, sino buscando contribuir 
a la transformación de esta sociedad; vivió de manera coherente 
a sus profundas y sólidas convicciones de científi co, metodólogo, 
docente, educador popular y formador.

Así, en un país que en los últimos sesenta años se destaca por la 
escasa atención que se le ha dado a la excelencia académica, a la 
producción científi ca y a la formación profesional, los trabajos de 
Tomás son signifi cativos, porque todo su conocimiento teórico 
aportó e incidió sobre la praxis de personas de diferentes ámbitos.

Con su bagaje teórico –desde las raíces de la sociología clásica 
hasta los pensamientos contemporáneos– sumado a la experiencia 
desarrollada en el campo, más una indiscutida capacidad analítica 
y prospectiva, lo ponían a salvo de la vorágine de supuestos cam-
bios a favor del desarrollo. Asimismo tenía la habilidad de identi-
fi car, dentro de la maraña de datos e informaciones, aquellos que 
le servirían como herramientas de interpretación de la realidad, de 
tal modo que la realidad social –que conocía con exhaustividad– 
quedaba clarifi cada, y de esa manera delineaba ideas, refl exiones, 
que servían para acompañar la lucha de dirigentes de movimien-
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tos populares comprometidos con la transformación de la realidad 
paraguaya.

Su compromiso político como intelectual que acompañaba las lu-
chas sociales y populares es otro de los rasgos que sobresale en 
Tomás, hecho que dejó una huella perfectamente distinguible, y 
por tanto, fácil de seguir, aunque difícil de continuar.

Como intelectual paraguayo con un sello identitario latinoameri-
canista, Tomás luchó desde la época de la tiranía stronista, partici-
pando en espacios de resistencia campesina y ciudadana. Estuvo 
vinculado a organizaciones no gubernamentales que en aquellos 
peligrosos años trabajaron de cerca refl exionando sobre las cau-
sas y condiciones estructurales de la vida del campesinado, de los 
sectores trabajadores, de las familias migrantes, de las agresiones 
a la naturaleza, de la condición juvenil. Todo esto le permitió ga-
nar un vasto conocimiento sobre la realidad paraguaya y la región 
latinoamericana.

Fue maestro, no sólo por ejercer la docencia universitaria tanto 
en Asunción como en la Universidad Nacional de Formosa (Ar-
gentina), sino porque para él no había tarea más importante que 
ir a dar una charla a quien se lo solicitara, no le importaba mucho 
tener que manejar seis horas, ni tener que entrar kilómetros y ki-
lómetros en un inhóspito camino de tierra, le importaban las diez 
o cien personas que lo esperaban, para él valía el esfuerzo, a pesar 
del cansancio por haber hecho lo mismo dos o tres días antes.

El empeño que lo caracterizaba, el valor que él le daba a la sabi-
duría del campesinado y a las sociedades indígenas, el aprender 
de la experiencia, sumado al ahínco con el que hacía frente al 
trabajo, además de los principios que orientaban su vida, le per-
mitió mantener e imaginar nuestro futuro como sociedad, donde 
el principal desafío fue y sigue siendo la lucha contra el avance 
de los agronegocios y la implementación de la reforma agraria 
integral.
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Tomás tenía una posición política crítica y clara, no sólo contra 
el capitalismo, las corporaciones y sus organismos internaciona-
les, sino también una posición crítica aún con los que apoyaba; 
cuando votaba lo hacía a una lista de izquierda; cuando había que 
organizar un análisis de coyuntura los primeros nombres que pro-
ponía era de compañeros de izquierda, cuando había que ir a una 
marcha o movilización, él estaba y nos convocaba a ir.

Este material se titula “Es lógico que una sociedad agredida se 
defi enda”1, no sólo porque fue la frase escogida por muchos para 
homenajear a Tomas, sino porque evidencia lo que estuvo tan 
presente en su vida, el análisis de la realidad para comprender y 
acompañar a los sectores en lucha.

No se recoge toda la producción de Tomás durante este periodo, 
las publicaciones de BASE-IS tienen y siempre tendrán algo de 
él, ya que maduraron y se enriquecieron con sus comentarios y 
aportes. Tampoco están incluidas sus charlas en diferentes jorna-
das y cursos de capacitación, sus intervenciones en paneles a los 
que permanentemente era convocado o las entrevistas concedidas 
a medios nacionales o internacionales. Incluimos sólo –salvo dos 
excepciones– lo que él escribió y fi rmó, principalmente en publi-
caciones de nuestra institución y en la Revista Acción, de la que 
era parte del Consejo de Redacción.

Así, en esta publicación se pueden encontrar las múltiples dimen-
siones de Tomás. El recorrido nos lleva a diversos contenidos en-
tre los que se destacan los análisis políticos nacionales, los agro-
negocios, el avance de la soja, la soberanía alimentaria, así como 
los derechos humanos y la criminalización de la lucha campesina. 
Varios de los artículos presentados analizan la problemática de la 
tierra, enfatizando el desafío pendiente de la reforma agraria in-
tegral, así como propuestas para su implementación. También se 

1 Entrevista concedida a Rosalía Cicioli de la Rel-UITA, en agosto de 2006. En: http://
www.rel-uita.org/agricultura/transgenicos/con_tomas_palau.htm
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aborda el tema de la migración y fi nalmente se presenta un breve 
análisis de coyuntura.

Esperamos que este libro aporte a la comprensión de la realidad 
política y socieconómica paraguaya, contribuyendo a la forma-
ción de militantes del campo popular y anime a diversas personas 
a mantener lo que caracterizó la vida de Tomás, compromiso y 
coherencia ética en la construcción de un Paraguay radicalmente 
distinto al actual.

Equipo de compañeras y compañeros de BASE IS
Asunción, junio de 2012





21

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

2008



22

Tomás Palau Viladesau



23

Luego de transcurrido ya un tiempo prudencial desde el 20 de 
abril, la sensación inicial de desconcierto sobre las actitudes y 
decisiones del presidente electo se va convirtiendo rápidamente 
(para algunos sectores, por supuesto) en decepción.

Durante buena parte de su campaña, Lugo manifestó sus sueños 
sobre un Paraguay unido para su reconstrucción. Como aspira-
ción colectiva es sin duda encomiable; como proyecto político, 
sin embargo, parecería ser poco viable. Al fi n y al cabo la recons-
trucción de algo se debiera basar en un proyecto, plan o propuesta 
y en la contratación de albañiles idóneos. Por ahora no se ve ni lo 
uno ni lo otro (salvo honrosas excepciones personales del anun-
ciado gabinete).

Más bien parecería ser que lo que Lugo pretende es un cambio (o 
al menos dar la imagen de que se está cambiando) para preservar 
las cosas como están. Lo que hay que preservar son –y eso lo 
supieron todos los presidentes de la “transición”– las ganancias 
de los grupos económicos: ganaderos, empresarios de dudosa ex-

Lugo antes del 15 
¿Más de lo mismo o novísima 

estrategia de concertar sobre lo 
inconcertable?*

* Publicado en la Revista Acción, N° 285, julio 2008 - Centro de Estudios Paraguayos 
Antonio Guasch (CEPAG).
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tracción, corporaciones multinacionales. Hay que mantener tam-
bién –para que pocos tengan mucho– la pobreza por encima del 
40%, el 30% de futuras madres paraguayas con desnutrición, el 
70% de jóvenes que buscan primer empleo sin encontrarlo. Para 
mantener este “país de maravilla”, sin embargo, hace falta un pe-
queño cambio, de modo que la gente piense que estamos ante 
“un nuevo escenario”; que el presidente no sea colorado, que no 
provenga de otras desprestigiadas carpas políticas, que no tenga 
un pasado oscuro, que tenga un mínimo de idoneidad y que use 
símbolos patrióticos (como ponchos y rebozos tricolores, las san-
dalias también dan un aire de San Francisco de Asís, ícono de la 
pobreza y la austeridad).

Pero, a pesar de esos “cambios” en la fi gura del ruvichá, se apre-
cia en el común de ese electorado que votó por el cambio, una 
sensación de generalizada frustración. Reciclar escombros para 
construir los cimientos de lo que se espera sería un nuevo edi-
fi cio social no es algo que pueda ser digerido muy fácilmente. 
Establecer conexiones con el ala neoliberal “moderna” de ciertos 
segmentos “progres” del empresariado, de técnicos y sojeros, tie-
ne –a decir verdad– poco que ver con lo que necesita Juan Pueblo 
para tener la seguridad de poder comer durante los próximos cin-
co años, don Juan y señora que mal que mal representan al menos 
la mitad de ese 40,7% del 20 de abril.

Mucha gente no entiende muy bien por qué mientras Lugo y su 
comitiva visitaba al “eje del mal sudamericano”, otra delegación 
–simultáneamente– aceptaba una invitación del Departamento de 
Estado norteamericano para hablar –entre otras cosas, de ener-
gía– y para visitar –entre otros lugares– las instalaciones del Co-
mando Sur en Florida State. Debe destacarse la prudencia de Luis 
Bareiro Spaini, de no aceptar ser parte de esa delegación. Llama-
tivo aquello de “una de cal y otra de arena”. Esperanza Martínez 
es la otra excepción. Se trata de personas honestas y coherentes.
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Las áreas ‘duras’ y las áreas ‘blandas’

El deseo de unidad para sacar al país adelante se traduce, en polí-
tica, en iniciativas de alianzas. En nuestro caso parecería estarse 
avanzando en unir a la APC con los oviedistas y un ala del colo-
radismo: en términos electorales esto signifi ca algo más del 70% 
de los votos de la última elección. Por el momento están fuera, 
la otra ala del coloradismo y partidos menores. En el Paraguay, 
sin embargo, toda alianza implica ceder cuotas de poder. Por el 
momento, entonces, la percepción del proyecto unitario de Lugo 
es más de lo mismo: cuoteo.

Esto no sería tan grave para los intereses de los sectores más po-
bres del país si el cuoteo incluyera albañiles califi cados y míni-
mamente honestos, cosa que no ocurre. Lo más grave es cómo se 
dividió el poder en el Ejecutivo.

Las así llamadas áreas “duras” del modelo (Hacienda, Obras Pú-
blicas, Agricultura y Ganadería, Industria y Comercio, Interior, 
Cancillería) fueron a parar a manos del sector más conservador 
del espectro político disponible (repito, con la excepción de De-
fensa). En tanto que las áreas “blandas”, aquellas sobre las que 
hay mayor fl exibilidad en la asignación presupuestaria y tienen 
que ver con necesidades sociales, fueron dadas a personas de un 
espectro algo más “progre”. Se las usó como para dar la imagen 
de cambio (Acción Social, Salud, Mujer, Niñez, Cultura, Juven-
tud, con la excepción de Educación).

¿Qué puede estar indicándonos esta lógica en la asignación de 
cargos? El cuoteo sin duda busca mantener la línea de fl otación 
política a una altura prudencial, Lugo no podría arriesgarse a ti-
monear un barco con la bodega legislativa cargada de piedras en 
un río de necesidades sociales muy picado.

La conformación de autoridades “duras” conservadoras y “blan-
das” (con bastante magnanimidad) progresistas nos muestra 
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que la brújula que orientará a este nuevo timonel seguirá sien-
do neoliberal en lo sustantivo. Habrá que esperar la respuesta de 
las organizaciones sociales, principalmente campesinas, cuando 
las promesas de la campaña empiecen a ser incumplidas. Con un 
Frente Social y Popular extremadamente debilitado y una presión 
creciente por la tierra, no sería extraño que el conservadurismo 
económico del nuevo gobierno tenga como principal ingrediente 
la represión, para garantizar aún más la gobernabilidad.

No es casual que el futuro ministro de Industria y Comercio con-
sidere que Industria Nacional del Cemento (INC) y Acepar no 
debieran ser estatales sino estar en manos privadas, o que los 
combustibles debieran costar al menos mil guaraníes más por li-
tro. La privatización y la liberalización de mercados de bienes 
básicos están en la esencia misma de la práctica neoliberal. Es 
igualmente sugerente que el otrora progresista futuro ministro del 
Interior considere a los Carabineros de Chile (recordar el papel 
de ese cuerpo armado en la dictadura de Pinochet) “un modelo de 
efi ciencia y honestidad”. El propio Lugo lo ha dicho: Uruguay y 
Chile son los modelos más cercanos que tiene enfrente.

Más de lo mismo o genialidad de estratega. Esto lo sabremos en la 
próxima entrega, o el próximo período presidencial. Puede que el 
presidente electo, ahora con el beneplácito del Vaticano, logre el 
milagro político de reciclar basura y convertirla en alimento para 
un pueblo hambriento. Puede que los esfuerzos aliancistas, cual 
piedra fi losofal, transformen la decepción en satisfacción. Puede 
darse incluso que esta buscada concertación entre los poderes he-
gemónicos reales (los económicos y geopolíticos) y las necesida-
des sociales, confl uya en el idílico estuario de la reconstrucción 
nacional. Pero lo más probable es que no.
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El Agronegocio de la Soja 
en Paraguay

Antecedentes e impactos sociales y económicos*

* Publicado en: Mançano Fernandes, Bernardo (Org). Campesinato e agronegócio na Amé-
rica Latina: a questão agrária atual. São Paulo, CLACSO/Expressão Popular, setiembre 
2008.

1. Los orígenes de la Agricultura de Exportación en el país

En el Paraguay, las relaciones sociales de producción han estado 
siempre muy atrasadas y el capitalismo, sólo imperfectamente ha 
incursionado hasta hoy en el conjunto de la economía nacional, 
especialmente en la agricultura, en la que se da la coexistencia de 
una agricultura capitalista con formas precapitalistas (además de 
la campesina, clásicamente la ganadería extensiva y el peonazgo) 
de explotación de la tierra y de la fuerza de trabajo1.

Mientras en otros países de la región la agricultura capitalista 
ya estaba consolidada hacia fi nes del siglo 19, en el Paraguay la 
primera forma clara de presencia de dicha forma de explotación 
agrícola2 se inicia con la colonización europea y japonesa que se 

1 En efecto, tal como lo afi rma �illes de Staal (200�), cuando una propiedad es más 
extensa que varios cantones franceses, u holandeses, o belgas, los habitantes de esas 
regiones son s�bditos del due�o de la tierra o de la empresa que la posee, antes que 
ciudadanos.

2 Excluimos de esta breve referencia histórica la penetración capitalista posterior a la 
�uerra contra la �riple Alianza: los enclaves madereros y yerbateros ya que no se 
refi eren a producción agrícola y porque �si bien propios del capitalismo� se refi eren 
a formas de trabajo esclavo o de semiesclavitud.
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instala en Itapúa a partir de las décadas de los años 1920 y 1930. 
Es agricultura farmer pero queda circunscrita a esa región. No 
se expande y coexiste (aunque no sin problemas) con la esca-
sa población campesina e indígena que la rodea. Eran épocas en 
que la densidad poblacional era baja y había sobreabundancia de 
tierra. Los productores se organizan en pequeñas cooperativas y 
la producción es comercializada principalmente a escala regional 
sin que se detecte la presencia (al menos relevante) de actores 
económicos extranjeros.

Posteriormente, la descendencia de esta corriente migratoria se 
insertará a una agricultura decididamente conectada a la agroin-
dustria (yerba mate y tung) y ya en la década de los 1970 a la soja 
y al trigo.

Una segunda forma de presencia de la agricultura capitalista en 
el país fue a través del Plan del Trigo impulsado por Stroessner 
a comienzos de la década de 1960. Aprovechando la “revolución 
verde” y el apoyo norteamericano después de la Reunión de Mon-
tevideo con Kennedy sobre la Alianza para el Progreso en 19613, 
la dictadura estima que el Paraguay debe ser autosufi ciente en 
trigo. Stroessner reparte la tierra y asigna los fondos entre empre-
sarios “amigos”, en realidad pseudo empresarios. El Plan fracasa 
a los pocos años. El movimiento campesino de las Ligas Agrarias 
empieza a desarrollarse como reacción a la ocupación capitalista 
de los medios de producción precisamente en Misiones, departa-
mento del sur del país, donde se inicia dicho Plan.

Así, hasta fi nales de los años 1960 la agricultura capitalista apenas 
tenía presencia en el país caracterizada en su estructura agraria 
por el minifundio de los asentamientos antiguos colindantes a las 
zonas ganaderas, las primeras colonizaciones iniciadas por Juan 
Manuel Frutos desde el recientemente creado Instituto de Bienes-

3 Este apoyo norteamericano forma parte de la ofensiva anticomunista en toda Améri-
ca Latina por el reciente triunfo entonces, de la revolución cubana.



29

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

tar Rural (IBR) (en 1963) en el Eje Este (Repatriación, O’Leary y 
J.L. Mallorquín) y en el Eje Norte (Choré), el latifundio ganade-
ro, y el latifundio forestal. Aquel programa de colonización sería 
un intento fallido por desconcentrar la propiedad de la tierra. Pero 
esta colonización sienta las bases fundiarias para lo que vendría 
inmediatamente después.

La primera oleada signifi cativa (y devastadora) de la agricultura 
capitalista, ella ya sí de la mano de empresas multinacionales vin-
culadas a la agroexportación, se da con el ingreso de brasileños 
por expansión de la frontera de la soja en los estados del sur de 
Brasil hacia fi nes de los 1960 y durante toda la década de los 
1970. Es la ofensiva más importante de la agricultura farmer so-
bre la campesina registrada hasta esa fecha. Los resultados en los 
departamentos de Alto Paraná, norte de Itapúa y la mitad oriental 
del de Canindeyú producen resultados ecológicos desastrosos.

Colonias antiguas –pobladas por campesinos paraguayos y crea-
das por el Instituto de Reforma Agraria en décadas anteriores– y 
nuevas, como la de Minga Guazú, son ocupadas por brasileños y 
se expulsa a campesinos paraguayos, quienes se limitan a ocupar 
precariamente la tierra hasta haberla desmontado, de modo a que 
sean aptas para las labores mecanizadas.

Paralelamente al boom de la soja4, se produce también el auge del 
algodón, cuyos precios internacionales se disparan como conse-
cuencia del crack petrolero de 19735. En esos años (y mayormen-
te hasta ahora) el algodón es un cultivo de minifundistas6. Así, la 
difusión del cultivo benefi ció durante un tiempo a los pequeños 

4 Provocado en gran medida por la sustitución de las importaciones de carne de la ex-
Comunidad Económica Europea y su sustitución por proteína vegetal, o sea, soja.

5 De 57 mil has. sembradas en el ciclo 1971/72 se pasa a 312 mil has. en 1978/79 y 
de representar el 5% de las exportaciones del país en el primero de esos dos años, se 
ubica en el 33.7% en 1979 (Cepal, 1986).

6 La extensión promedio del área sembrada de algodón en todas las fi ncas productoras 
de la fi bra en el país es de 2,2 has.
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productores, sin embargo, los mayores benefi ciados fueron los 
integrantes de la larga cadena de intermediación que se observa 
en la comercialización del cultivo y sobre todo, las agroexporta-
doras, que en un comienzo fueron casi todas de capital nacional, 
pero posteriormente asimiladas por compra por parte de corpora-
ciones multinacionales.

La expansión del cultivo de la soja se atenúa durante la segunda 
mitad de la década de los 1980 y primera de los 1990 en una me-
seta de unas 800 mil has. El algodón por su parte se estabiliza en 
alrededor de 350 mil.

A partir de la segunda mitad de la década pasada, sin embargo, se 
empieza a insinuar un nuevo rebrote de la inmigración brasileña, 
esta vez hacia el Alto Paraguay, en el Chaco, pero con fi nes prin-
cipalmente pecuarios, aunque igualmente ruinosa para los frági-
les recursos naturales de esa zona chaqueña.

Ya a comienzos del nuevo siglo, se produce la segunda oleada de 
la penetración del capitalismo agrario con la soja, pero esta vez 
sobre la soja genéticamente modifi cada a partir del ciclo agrícola 
1999-2000. Ahora sí, la infraestructura para la exportación está 
montada y controlada por grandes corporaciones proveedoras de 
insumos y dedicadas a la agroexportación.

Sin disponibilidad de tierras fi scales en esta ocasión, la fronte-
ra de la soja se expande sobre tierras campesinas, sobre campos 
ganaderos reconvertidos y sobre lo que resta de monte. Los efec-
tos ambientales se agravan por la desaparición de los últimos 
bolsones de bosque en la Región Oriental, así como por el uso 
indiscriminado de potentes herbicidas y pesticidas. Los efectos 
sociales, del mismo modo, resultan dramáticos en un país que 
venía sufriendo un acelerado proceso de empobrecimiento y que 
ahora debe asistir a una expulsión masiva de familias campesinas 
de sus tierras.
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La situación hoy es mucho más compleja –y sobre todo, más gra-
ve socialmente– que la que se tenía hace 30 años, cuando se regis-
tra la primera expansión de la agricultura capitalista farmer sobre 
la agricultura campesina. Económicamente, el Paraguay está hoy 
cautivo de las corporaciones del agronegocio.

2.  Las variadas aristas de la hegemonía corporativa 
multinacional

De manera esquemática, la situación actual planteada por esta 
nueva ofensiva de la agricultura capitalista farmer apoyada por la 
constelación de empresas que hacen parte del agronegocio, está 
compuesta por los siguientes elementos:

• Un componente medioambiental en el que se destaca, por un 
lado, la conversión de la soja convencional a transgénica; por 
otro, la intoxicación y muerte de seres humanos y contamina-
ción de fl ora y fauna y, fi nalmente, la deforestación y deserti-
fi cación de importantes territorios de la selva atlántica y otros 
ecosistemas.

• Un componente político entre los que se destacan la indolen-
cia y complicidad en la acción gubernamental, la reacción 
campesina y la pérdida de soberanía del Estado nacional.

• Los componentes social y económico entre los que pueden re-
saltarse, el avance de la frontera del cultivo, la creciente de-
pendencia de productos importados de las exportaciones del 
país, el incremento del precio de las tierras y la presión ex-
terna para lograr un cierto crecimiento del Producto Interno 
Bruto (PIB).

En su conjunto, se trata de un problema complejo, que tiene como 
efecto social fi nal más importante, el desalojo campesino de las 
áreas rurales del país. Esto es, la transferencia de la tierra rural 
campesina, en una primera etapa, a la agricultura empresarial 
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(farmer principalmente, pero también empresas agrícolas pro-
piamente) y, posteriormente, a corporaciones agroexportadoras, 
agroindustriales y/o fi nancieras7.

Este trabajo busca ahondar en el conocimiento de los factores que 
rodean a la decisión de emigrar de las familias afectadas, conocer 
las condiciones de vida y residencia en la etapa previa a la deci-
sión y en la posterior (para aquellas familias que ya han emigra-
do). Se considera que estas familias son propiamente refugiadas 
o desplazadas económicas, ya que se vieron forzadas a abandonar 
su lugar de origen y su producción predial debido a la venta o 
alquiler de sus tierras (que en la mayoría de los casos no es una 
decisión libre, sino forzada) por la fumigación de predios adya-
centes, lo que les causaba perjuicios económicos o sanitarios.

No obstante, se abordan aquí otros factores que describen y ex-
plican el contexto económico, político y social macro en el que se 
inscribe la expansión del monocultivo de la soja transgénica y el 
comportamiento de diferentes actores involucrados: el gobierno, 
el empresariado y los campesinos.

3. Breve reseña sobre la evolución del cultivo

La expansión de la soja en el país está resumida en el siguiente 
Cuadro.

7 “La expansión futura de la soja en el periodo 2004-2014 se espera que impacte 
sobre la estructura de la tenencia de tierras de los estratos de pequeños y medianos 
productores de manera diferenciada según zonas, por medio de la proyección de los 
índices de la década anterior en función de los valores estimados en los escenarios 
de expansión sojera del modelo. De acuerdo a las tendencias basadas en las estadís-
ticas 1991-2002, se prevé que podría continuar la disminución del número de fi ncas 
productoras de soja menores a 50 hectáreas (pequeños y medianos productores), la 
cual alcanzó - 12% en la década 1991 - 2002” (Pedretti, 2006 b; 36).
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Producción agrícola de algodón y soja en el Paraguay 

Producto

 Año

ALGODÓN SOJA 
Superfi cie (ha.) Produc. (ton.) Superfi cie (ha.) Produc. (ton.)

1995-96 300.832 329.751 833.005 2.394.784
96-97 110.897 139.098 939.852 2.670.003
97-98 202.000 222.000 1.005043 2.855.742
98-99 166.204 202.263 1.185.748 3.053.005
99-2000 194.760 246.594 1.176.460 2.980.058
2000-01 297.885 294  .444 1.350.000 3.511.048
2001-02 169.671 123.667 1.445.385 3.300.000
2002-3 240.442 170.064* 1.474.058 4.204.865
2003-4 s/d s/d 1.835.000 4.518.015
2004-5 s/d s/d 1.950.000 4.300.000
2005-6 400.000 350.000 2.035.000 5.200.000

*Los datos para 2005-2006 son estimaciones.

Información adicional puede encontrarse en Gómez (2006). Se 
observa en el Cuadro de arriba que el área de siembra se ha du-
plicado en ocho años, período durante el cual se han incorpora-
do al cultivo un millón de nuevas hectáreas. Una parte de ellas8 
(aproximadamente la mitad) se presume, eran tierras ganaderas 
que han sido reconvertidas a la oleaginosa, la otra mitad eran tie-
rras pertenecientes a familias campesinas que han sido apropiadas 
por venta, alquiler o desalojo.

Durante este periodo (1997-98-2005-06) el avance de la frontera 
de la soja ha mantenido un promedio de 125 mil has. /año. Supo-
niendo que la mitad de ellas pertenecían a familias campesinas 
y que el tamaño promedio de los predios de estas familias haya 
sido de 7 has., la expulsión campesina –sólo por soja– alcanza a 

8 Dado que el último censo agropecuario es de 1991, no es posible contar con infor-
mación confi able.
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nueve mil familias por año. De continuar esta progresión hasta 
alcanzarse la cifra de cuatro millones de has.9, es de esperar que 
en los próximos años la cantidad de familias campesinas expulsa-
das alcance el número de 143 mil, más de la mitad de las 280 mil 
fi ncas con menos de 20 has. registradas en el censo agropecuario 
de 1991.

La producción de soja representa un valor superior al 38% del 
total producido por el sector agrícola y el 7% del PIB total del 
país, y así mismo constituye el 37% del valor de los rubros de 
exportación del sector. En el periodo 1992-2002, el valor bruto de 
la producción de soja se ha incrementado en un 103,96% con una 
tasa promedio anual del 7,72% (Pedretti, 2006 a; 8).

4.  Los componentes medioambientales del avance del 
agronegocio en el campo paraguayo

De la producción convencional a la transgénica

El actual avance de la frontera de la soja, supuso que durante el 
último sexenio se haya sustituido un material genético convencio-
nal cuyas semillas eran proveídas por los propios agricultores que 
lo sembraban, por una semilla genéticamente modifi cada10 que es 
producida por una sola multinacional a nivel mundial.

La principal amenaza de esta soja estriba en los riesgos para la 
salud. Dichos riesgos se multiplican con el fenómeno de contami-
nación genética, por la cual, trazas transgénicas pueden aparecer 
involuntaria, desconocida e inevitablemente, en alimentos y cul-
tivos normales. El caso del maíz Star Link ilustra la gravedad del 

9 Tal como ha afi rmado el entonces Presidente de la Cámara Paraguaya Exportadora 
de Cereales y Oleaginosas (CAPECO), el Sr. Jure Junis.

10 Mayormente introducida –durante los primeros años– de contrabando desde la Ar-
gentina.
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asunto, ya que no es apto para consumo humano y, sin embargo, 
logró fi ltrarse en la dieta humana.

Los consumidores11 carecen de información o ésta es manipulada. 
Se produce así una colonización alimentaria y el nacimiento –por 
la importancia que van asumiendo en el total de las exportaciones 
nacionales– de las “republiquetas sojeras”. Desde que los campos 
se llenaron de la soja transgénica de Monsanto, las campañas me-
diáticas e institucionales sobre las maravillas de este alimento se 
multiplicaron12, a pesar de las dudas sobre su seguridad. Al decir 
de Cereijo (s/f), “la apertura de mercados permitirá la occiden-
talización alimentaria, con la infi ltración de nuevos y variados 
productos prefabricados, que llevarán en su interior ingredientes 
transgénicos”.

Aún a sabiendas de la posibilidad de estos (y otros) riesgos sobre 
la salud humana, los organismos técnicos del gobierno paraguayo 
no han emitido opinión y hacen como que el problema no existe. 
Por lo demás, el sustento legal del cultivo de transgénicos es no-
toriamente frágil, apenas una ordenanza del Ministerio de Agri-
cultura y Ganadería, cuando debiera ser objeto de legislación.

De ser un producto noble, valioso para la alimentación de ani-
males rumiantes, muchas de cuyas variedades convencionales 
habían sido desarrolladas en el país a través de programas de me-
joramiento genético y puestas a disposición de los productores, la 
oleaginosa está hoy bajo control completo de una sola multina-
cional.

11 Principalmente niños pobres a través de desayunos escolares.
12 Recientemente, la esposa del Presidente Nicanor Duarte se “ganó” en Roma, el tí-

tulo de embajadora extraordinaria por su lucha contra el hambre en el mundo, título 
otorgado por la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentaciñon y la 
Agricultura (FAO) por su campaña de difusión de las “vacas mecánicas” producto-
ras del jugo de soja.
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Resulta un contrasentido enajenar a un monopolio privado ex-
tranjero un recurso estratégico clave de la economía nacional13. 
Este hecho, además de sus obvias connotaciones políticas, cons-
tituye una fuente de transferencia de ganancias a la multinacional 
por parte de los productores, por las divisas que deberán salir del 
país para cumplir, entre otras cosas, con el pago de las regalías 
por patentes.

5.  Intoxicación humana y contaminación de fl ora y fauna 
por uso intensivo e inadecuado de herbicidas y pesticidas

BASE Investigaciones Sociales (BASE-IS) viene registrando, 
desde enero de 2003, una cronología sobre casos de muertes e in-
toxicaciones por agrotóxicos, así como de efectos sobre cultivos 
y animales domésticos y movilizaciones campesinas de protesta 
(BASE-IS, 2006). Esta información –aún no procesada– muestra 
claramente el impacto destructor que el uso de agrotóxicos en 
general, y del herbicida Roundup en particular, complemento del 
paquete de la soja RR o transgénica, está teniendo sobre la pobla-
ción campesina.

Los casos más frecuentes se refi eren a muertes de personas, ca-
sos de intoxicaciones agudas y nacimientos de niños/as con mal-
formaciones por exposición de la madre durante el embarazo a 
fumigaciones, muerte de animales domésticos y cultivos de au-
toconsumo.

En un documento aún no publicado, solicitado por la ofi cina de 
la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y 
la Agricultura (FAO) en Paraguay, se expresa textualmente: “En 
el caso de las familias de pequeños productores campesinos no 
desarraigados, que están en contacto directo con el avance de la 
agricultura farmer, la seguridad alimentaria suele verse directa-

13 La exportación de soja representa el 37% de las exportaciones del país.
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mente afectada por la expansión de la soja. Entre las principales 
consecuencias registradas se mencionan frecuentemente casos de 
contaminación ambiental por el empleo en gran escala de agro-
químicos para la producción de soja y sus cultivos complementa-
rios, pudiendo contaminar o afectar negativamente la producción 
de alimentos de los pequeños productores e impactar en la salud 
de los mismos.

En este punto, una amenaza directa a la seguridad es la ocasio-
nada por los casos de deriva de herbicidas (Glifosato, Paraquat y 
hasta 2,4 D) afectando, en la vecindad de pequeños agricultores 
familiares, a los cultivos sensibles de autoconsumo (mandioca, 
poroto, maíz, maní, hortifrutícolas) y de rubros de renta como el 
algodón y el sésamo. Esta situación estimula en gran medida la 
reventa de lotes por parte de los afectados, tendencia que podría 
mantenerse en la década 2005-2014” (Pedretti, 2006 b; 35).

De hecho, cuando se han agotado los intentos de expulsión cam-
pesina por la vía judicial y de la fi scalía, los sojeros echan mano 
ya sea a la acción violenta de pistoleros especialmente contra-
tados, o directamente a la fumigación aérea, lo que ya no puede 
ser resistido por las familias que se ven obligadas a desalojar sus 
predios y viviendas.

Las zonas más afectadas por los casos de intoxicación son los 
departamentos con altos índices de producción de soja, que mani-
fi estan un aumento indiscriminado de la superfi cie de plantación, 
la que según datos ofi ciales llegan casi a las 2 millones de hec-
táreas (5% del área total del país, duplicando el área de cultivo 
de soja en Brasil que constituye el 2,5% de su territorio). Los 
más recientes casos de intoxicación masiva ocurridos en Gral. 
Resquín-San Pedro, Pireca-Guairá, 3 de Febrero-Caaguazú, San 
Pedro del Paraná-Itapúa, y otros, son claros indicios de que el 
problema se viene agravando. Mientras, no se toman las medidas 
precautelares necesarias y exigidas por la ley para salvaguardar la 
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salud de niños, mujeres y hombres campesinos e indígenas y el 
bienestar ambiental (Sobrevivencia, 2004).

Sin duda, este es el problema que más relevancia política ha 
adquirido durante los últimos meses debido a los innumerables 
casos reportados de manera documentada en la prensa sobre los 
efectos de la mala e irresponsable utilización de potentes herbici-
das e insecticidas.

6.  Riesgos para el medio ambiente

Los principales efectos que se observan como resultado de la rá-
pida expansión de la siembra de soja transgénica sobre el medio 
ambiente son: a) deforestación y desertifi cación; b) pérdida o de-
generación de semillas nativas o tradicionales por contaminación 
genética; c) aumento de monocultivo; d) aumento y concentracio-
nes de herbicidas en los suelos y el agua; e) aparición de malezas 
resistentes a los herbicidas; f) muerte de insectos benéfi cos.

Tal como lo expone Stedile (2004) en referencia al proyecto de 
acumulación del capital en la fase neoliberal e imperial del capi-
talismo, éste “precisa de protección jurídica, o sea, de acuerdos 
internacionales que le garanticen libertad de acción en todos los 
países, en todos los sectores, inclusive en la agricultura” (19).

Así debe comprenderse el por qué el Paraguay, a pesar de haber 
fi rmado la Convención de la Organización de las Naciones Uni-
das de Lucha Contra la Desertifi cación en los Países Afectados 
por Sequía Grave o Desertifi cación, y que ha convertido en Ley 
(la N°.970/96) no se siente obligado a obedecerla ni ha sido amo-
nestado en instancias internacionales por no hacerlo.

Pedretti (2006b), por su parte, desde una posición claramente a 
favor del agronegocio de la soja, afi rma que “el principal impacto 
de la expansión de la agricultura mecanizada registrado históri-
camente sobre el uso de la tierra fue la deforestación masiva del 
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Bosque Atlántico Subtropical, aunque éste fue un proceso con-
secuencia de la colonización y no tanto atribuible a la expansión 
de la soja, en sí misma. La expansión futura de la soja se es-
tima que afectará marginalmente al mismo bosque nativo, dada 
su escasez, afectando actualmente en gran escala a las zonas de 
pasturas implantadas (ganadería semi intensiva) y en detrimento 
de la agricultura familiar (pequeña agricultura) en mucho menor 
proporción” (37).

No se ve muy claro que la deforestación haya sido producida 
por la colonización, toda vez que la gran mayoría de zonas co-
lonizadas recibieron apoyo gubernamental (mayormente durante 
Stroessner), mientras la agricultura campesina preparaba tierras 
para su uso mecanizado para monocultivos (algodón, tabaco, 
soja), que sería hecho inmediatamente después por la agricultura 
empresarial. Del mismo modo, a juzgar por lo ya realizado, la ex-
pansión futura de la soja no afectará “marginalmente” al bosque 
nativo, sino que destruirá las 800 mil hectáreas que de él restan, 
de las cinco millones que existían hace 40 años.

En cuanto a la contaminación hídrica, técnicos de Altervida (2004; 
1.2) manifi estan que “se pueden considerar tres fuentes de con-
taminación: los pesticidas, los fertilizantes y la erosión producto 
de las malas prácticas agrícolas y deforestación de los bosques”, 
contaminación que –según ellos– “se ha acrecentado a lo largo 
de los últimos decenios en forma cualitativa y cuantitativa”. Si 
bien la mayor parte de los cursos y espejos de agua se encuentran 
contaminados, no existen estudios que indiquen el grado de con-
taminación de las napas freáticas y más profundas del Acuífero 
Guaraní. Esta forma de contaminación produce frecuente mortan-
dad de peces reportada profusamente por la prensa local.

El uso indiscriminado y masivo de transporte, distribución, frac-
cionamiento y utilización de potentes biocidas (no pocos de ellos 
ubicados en la franja roja) parece ser tan alarmante que los go-
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biernos del Paraguay y el Brasil han iniciado conversaciones para 
realizar una acción conjunta que tienda a mitigar sus consecuen-
cias (Ecoportal, s/f).

El avance de la desertifi cación en ciertas zonas, la contaminación 
química de extensas poblaciones, así como del patrimonio genéti-
co, la masiva deforestación, la contaminación del agua y la rápida 
erosión del suelo en áreas aún no desertifi cadas son resultados 
directos de la forma de operar del complejo sojero.

7.  Los componentes políticos del desarrollo campesino por 
el agronegocio

7.1  La indolencia y complicidad de la acción 
gubernamental

El equipo jurídico de una ONG ambientalista paraguaya (Sobrevi-
vencia, 2006) ha resumido de manera escueta el comportamiento 
gubernamental hacia los agronegocios en una síntesis que retrata 
los niveles de tolerancia e involucramiento de las autoridades y 
organismos de aplicación de la normatividad:

• Las leyes ambientales vigentes no se cumplen. Faltan meca-
nismos de control efi cientes. Hay, por un lado, fl agrante im-
punidad de las transgresiones y por el otro, vacíos legales que 
deben ser remediados.

• No se cumple el Plan Nacional de Seguridad Química, cuyas 
partes son el Gobierno nacional, las autoridades departamen-
tales y municipales, el sector productivo, las ONGs y las co-
munidades y que posee una Secretaría Técnica Permanente, 
ejercida por el Ministerio de Salud.

• Falta información toxicológica dirigida a las instituciones in-
volucradas en el tratamiento de los tóxicos a través de la capa-
citación y adiestramiento de personal.
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• La infraestructura de los laboratorios pertinentes es muy defi -
ciente y los mismos actualmente no están dotados de los ele-
mentos indispensables para la realización de estudios en caso 
de intoxicaciones o accidentes con productos químicos.

• No existe un control integral de las sustancias químicas du-
rante el proceso de su adquisición, almacenamiento, utili-
zación y descarte, ni seguimiento a todo el ciclo de su uso. 
Faltan especifi caciones de uso claras; no se cumplen con las 
reglamentaciones sobre el etiquetado. No se implementan las 
franjas de seguridad establecidas por la Resolución N° 485 
del 11 de diciembre del 2002, y el Decreto N° 18831/86, o 
las mismas son insufi cientes. Además, el uso de agrotóxicos 
está muy incentivado por los extensionistas del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería (MAG).

• Faltan mecanismos fi scales y presupuestarios para asegurar 
la sostenibilidad fi nanciera de las instituciones de monitoreo 
y control de tóxicos, incluidos los laboratorios, por ejemplo 
creando impuestos a la venta de agrotóxicos y otros productos 
que deban ser desincentivados.

• Hay manifi esta impunidad de los delitos cometidos y falta res-
ponsabilidad ante la producción de daños (pobreza, degrada-
ción, enfermedades y muerte) causados a comunidades y eco-
sistemas, a cargo de los autores de estos daños, según requiere 
la vigencia de un verdadero Estado de Derecho. Mientras se 
viola el derecho a la calidad de vida y a la vida misma, el de-
recho al trabajo, a un ambiente sano, a modos de producción 
y vida rural sustentables, hay persecución a los denunciantes, 
criminalización de la lucha social, criminalización de la po-
breza.

• Falta intervención responsable de la Fiscalía para el castigo 
ejemplar de los delitos ecológicos, especialmente la comer-
cialización y uso no autorizado de sustancias químicas; la 
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comisión de envenenamientos por productos de uso común; 
el ingreso al territorio nacional de sustancias nocivas; el uso 
abusivo de los suelos, delitos éstos tipifi cados y castigados 
por el Código Penal y la Ley 716.

• La implementación del modelo de desarrollo extractivista y 
agroexportador benefi cia a unos pocos empresarios y genera 
pobreza, debido al uso de tecnologías inapropiadas que sus-
tituyen la mano de obra humana. Este modelo de desarrollo 
propicia exclusión social, agotamiento de los bienes naturales 
y degradación social y ambiental y, en consecuencia, viola-
ción de los derechos económicos, sociales, culturales y am-
bientales de comunidades indígenas y campesinas, además de 
las urbanas, que son las principales consumidoras de los pro-
ductos y agua contaminados. Un resultado palpable de la im-
plementación de este modelo de desarrollo, es que en nuestro 
país la concentración del poder sobre la tierra y la producción 
es una de las peores de todo el continente americano.

• La expansión de la frontera de la soja y los monocultivos ex-
tensivos, no responde a intereses ciudadanos y rompe con to-
dos los modelos de ordenamiento territorial existentes.

Además de lo mencionado en el documento de Sobrevivencia, 
debe destacarse la actuación de los agentes regionales del Insti-
tuto Nacional de la Tierra y Desarrollo Rural (INDERT), ex IBR 
quienes funcionan como agentes inmobiliarios. El cargo que ocu-
pan les permite conocer la ubicación de asentamientos campe-
sinos de la zona, a sus dirigentes y la situación por la que cada 
comunidad atraviesa.

Los funcionarios del Indert se encargan de efectuar personalmente 
un trabajo de “concientización” de las comunidades referentes a 
la conveniencia de vender sus posesiones justifi cándolas en la fal-
ta de apoyo técnico y crediticio, sumado a las interesantes sumas 
de dinero que pueden ayudar a conseguir para los campesinos. 
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Presentan, entonces, a potenciales interesados en la compra de las 
“derecheras”14, generalmente personas de nacionalidad brasileña 
o menonita, que ofrecen a los campesinos una cantidad de dine-
ro en efectivo exorbitante para ellos, engañándose, pensando que 
podrán solucionar todos sus problemas. Acceden muchos de ellos 
a las propuestas y abandonan sus tierras.

Así, paradójicamente con el apoyo y gestión personal de los agen-
tes del IBR van reconstituyéndose los latifundios y condenan a 
los campesinos al éxodo y al consecuente crecimiento del proble-
ma socioeconómico15.

Son innumerables los casos de agentes del IBR, incluso supervi-
sores departamentales (como fue el caso de Samuel Giret de Alto 
Paraná) que han sido denunciados por presionar a campesinos a 
que vendan sus tierras a brasileños. En la mayoría de los casos, 
como se dijo, estos funcionarios se comportan como operadores 
inmobiliarios buscando campesinos que vendan sus tierras una 
vez que consiguen algún “cliente” entre los sojeros.

Por lo ya citado y por otras razones que tienen que ver con la ne-
cesidad de lograr una cierta velocidad de crecimiento económico, 
o con el desprecio típico que ha caracterizado a las autoridades 
nacionales hacia el campesinado, o por ignorancia o por corrup-
ción, o por todo ello junto, las autoridades administrativas y los 
políticos muestran hasta el momento una criminal indolencia ha-
cia el problema, cuando no complicidad, especialmente por parte 
de integrantes del Poder Judicial (jueces), del Ministerio Público 
(fi scales) y de autoridades policiales y militares16.

14 Lotes de tierras campesinas que aún no han sido jurídicamente mensuradas.
15 León, Juan Antonio (2004).
16 |En numerosos casos de litigios suscitados a raíz de fumigaciones hechas de modo 

irresponsable, o en casos en que campesinos se dispusieron a frenar por vía directa 
tales rociados, ha quedado en evidencia la directa complicidad de fi scales con los 
propietarios quienes ordenaron acciones judiciales de desbloqueo que generaron 
violentas represiones. El caso más dramático es el de Ypecuá en Repatriación, que 
dejó un saldo de dos campesinos muertos.
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7.2  La reacción campesina y popular

En principio se puede hablar de tres reacciones; la de la acepta-
ción pasiva del desalojo, la institucional y la de la acción directa.

El primer grupo está constituido por familias campesinas desalo-
jadas por el poder del dinero. El ofrecimiento es en muchos casos 
en dólares, en efectivo. Los precios suelen oscilar entre U$ 500 
y U$ 1.700 por hectárea, llegándose incluso a ofertarse U$ 3.000 
en casos especiales y se paga ya sea por tierra titulada, con título 
provisorio o incluso por “derecheras”17. No hay datos ofi ciales 
sobre la cantidad de familias en esta situación. Una estimación
–excesivamente grosera– es la mencionada más arriba, de alre-
dedor de 8 mil familias que migran anualmente, sólo por efecto 
directo de la expansión de la soja.

Aunque, en algunos años, este desalojo llegó a ser muy superior. 
En efecto, según datos de la CAPECO (las cifras suministradas 
aparecen en el Cuadro anterior), entre el ciclo agrícola 2002-2003 
y el del 2003-2004 el área sembrada con soja aumentó en 426 mil 
has.; se trataría de unas 14 mil familias que habrían abandonado 
sus lotes y chacras (unas 100 mil personas) que ya no viven en el 
campo, que ya no producen comida, y cuya diversidad productiva 
se ha perdido.

La mayoría de este grupo de familias desalojadas no está incorpo-
rada a ninguna de las organizaciones campesinas locales, regio-
nales o nacionales. La no pertenencia a ellas facilita la no disponi-
bilidad de recursos institucionales, económicos, logísticos y otros 
para resistir a la expulsión.

Un segundo grupo de afectados ha reaccionado de una manera 
que podría defi nirse como “institucional”, a través de sus orga-
nizaciones y en alianza con otras organizaciones sociales, de la 

17 O sea, meras ocupaciones de tierra sin que el IBR haya iniciado trámites para su 
correspondiente legalización.
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Iglesia y de los gobiernos descentralizados. La MCNOC, con al 
menos tres obispos (y buena parte del clero de sus respectivas 
diócesis), no menos de una docena de intendentes, varios repre-
sentantes de concejos departamentales y municipales, unidos a 
organizaciones de docentes, estudiantes, radios comunitarias 
y otras, formaron –durante el 2004 y 2005– lo que dio en lla-
marse las “Coordinadoras Departamentales por la Defensa de la 
Vida y el Medio Ambiente”. En la actualidad, de manera activa, 
se encontrarían funcionando sólo dos de ellas. En formación se 
encuentra también una coordinadora nacional de coordinadoras 
departamentales. La adhesión de una parte de la Iglesia jerárquica 
y de un número signifi cativo de representantes de municipios da 
un respaldo especial a las organizaciones campesinas. En conjun-
to, piensan realizar acciones de concientización a la población, 
denuncias documentadas de casos de violación a la normativa vi-
gente por parte de los sojeros, así como un petitorio al gobierno 
que sería presentado próximamente.

Desde el 2006 sin embargo, estas respuestas “institucionales” se 
vieron debilitadas por la falta de logros concretos, que fueron bur-
lados por la acción gubernamental de claro apoyo al avance de la 
agricultura empresarial. No obstante, y en vistas a las elecciones 
municipales a ser realizadas a fi nes de 2006, muchas de estas or-
ganizaciones departamentales se han volcado a la presentación de 
candidaturas independientes (a los partidos políticos tradiciona-
les), con el propósito de utilizar las herramientas legales que les 
confi ere la actual ley municipal a los intendentes y cuerpos legis-
lativos respectivos, de decidir sobre la forma de uso del suelo en 
el territorio de su jurisdicción.

Otro tipo de reacción campesina es aquella que puede considerar-
se de “acción directa”. Consiste en detener, físicamente, las tareas 
propias exigidas por el cultivo de la soja, desde la disuasión direc-
ta a los propietarios de no cultivar en determinadas parcelas, blo-
quear el paso al personal o vehículos que van a fumigar en cami-
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nos vecinales, hasta la quema de cultivos terminados y listos para 
la cosecha. Debe señalarse que hasta hoy nadie ha reconocido la 
autoría de las quemas: tanto podrían ser realizadas por integran-
tes de algunas bases de organizaciones campesinas exasperadas 
por la situación, como resultado de la instigación de políticos que 
buscan ventajas oportunistas, como realizadas por los mismos 
propietarios para cobrar sus pólizas de seguro ante otras adver-
sidades que deben afrontar18, o podrían haber sido realizadas por 
mandato del propio gobierno para justifi car acciones represivas 
contra los campesinos y sus organizaciones, ante la incapacidad 
del mismo por encontrar una salida democrática al problema. 
Más recientemente incluso, algunas organizaciones campesinas 
han amenazado con “expulsar” de sus tierras a extranjeros que se 
dedican al cultivo de soja19, lo cual ha desatado una reacción de 
parte de gremios empresariales y autoridades gubernamentales.

De todas maneras y desde mediados de 2003 a la fecha, la con-
ciencia del campesinado ha venido creciendo y, como lo apunta 
Fogel (2005), las recientes movilizaciones “cuestionan las bases 
mismas del nuevo pacto de dominación... así ante las pretensio-
nes de eliminar toda regulación a las grandes corporaciones, las 
víctimas plantean la recuperación de la autonomía para formular 
políticas, la repolitización de la economía y la renacionalización 
de las políticas” (89).

En conclusión, por razones que tienen que ver con la necesidad 
de lograr una cierta velocidad de crecimiento económico, o por 
el desprecio típico que ha caracterizado a las autoridades nacio-
nales hacia el campesinado, o por ignorancia o por corrupción, 
las autoridades administrativas y los políticos muestran hasta el 

18 Aplicación de impuestos a la producción y/o exportación de soja, venta anticipa-
da (a futuro) de la producción a precios muy inferiores a los actuales del mercado 
internacional, paro de camioneros por reclamos sobre fl etes, paro de trabajadores 
en el puerto de Paranaguá, coimas solicitadas por autoridades políticas, gastos de 
“custodia” de cultivos (a policías o matones), y otros.

19  Ver Abc Color, abril. 17.2004, p. 16.
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momento una criminal indolencia hacia el problema, cuando no 
complicidad, especialmente por parte de integrantes del Poder Ju-
dicial (fi scales y jueces) y de autoridades policiales y militares.

Es indudable sin embargo, que en poco tiempo la expansión del 
cultivo de la soja transgénica y el uso de la última generación de 
biocidas se ha convertido en una cuestión política de la mayor 
importancia en el país. La delicada situación planteada depende 
de los criterios que vaya a usar el gobierno para vérselas con la 
misma.

7.3  Pérdida de soberanía del Estado nacional

Los cinco gobiernos de la “transición”, desde 1989, se caracteri-
zaron por estar fuertemente infl uidos por las políticas neoliberales 
impulsadas por el Consenso de Washington. La Embajada nor-
teamericana hizo el seguimiento político, en tanto que el Fondo 
Monetario Internacional (FMI) se encargó del suministro de las 
recetas y la verifi cación de su aplicación a los varios y cambian-
tes ministros de Hacienda que pasaron durante estos 15 anos. El 
trabajo de Fogel y Riquelme (2005) se dedica al análisis detallado 
de los problemas de soberanía que acarrea el avance de la soja en 
el país.

Conviene comprender que el complejo sojero es parte de un pro-
yecto de dominación de claro corte imperial que busca asegurar 
para los EE.UU. el control de recursos estratégicos para garanti-
zar el lucro de sus corporaciones y el american way of life para 
su población; forman parte de ese proyecto las fuentes de energía 
(petróleo-gas-hidroelectricidad), la biodiversidad, el agua y, en 
esta parte del continente, la soja, tal como un folleto de propa-
ganda de Syngenta lo aclara, la República Unida de la Soja, que 
abarca buena parte del sur de Brasil, el oriente boliviano, todo 
Paraguay, buena parte del centro-norte argentino y el occidente 
uruguayo.
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Para hacer un resumen, la supeditación del gobierno a los linea-
mientos impuestos por los organismos multilaterales ha implicado 
una creciente pérdida de soberanía del país en un triple aspecto:

Pérdida de soberanía económica
Se produjo una importante restricción de la autonomía de las de-
cisiones políticas, a partir del “encuadre” paraguayo a los Pro-
gramas de Ajuste Estructural y la sujeción a las normativas de la 
Organización Mundial del Comercio (OMC). En toda esa norma-
tiva supranacional de corte neoliberal hay artículos que afectan 
claramente a la autonomía política de los pueblos. Por ejemplo, 
se disminuye la capacidad de proteger legalmente el medioam-
biente, los servicios, etc. Las leyes referidas a estos puntos no 
podrán ser un obstáculo innecesario para el comercio y la inver-
sión. Además las empresas se reservan el derecho a querellar a los 
Estados por acciones gubernamentales que vayan en detrimento 
de su inversión.

Las decisiones al más alto nivel de la política económica del país 
son dictadas por los organismos multilaterales, específi camente 
el FMI, quien por vía de “acuerdos”20 determina estrictamente 
el funcionamiento de los organismos fi nancieros, la política en 
materia de comercio exterior, el comportamiento de los tipos de 
cambio, la política salarial, la política de gasto público. De este 
modo, prácticamente no existe margen alguno para que el país 
pueda, de manera soberana, regular el funcionamiento de la eco-
nomía, y en particular del aparato productivo nacional.

Se observa también una pérdida de soberanía económica cuando 
ese aparato productivo, en su sector más dinámico, está contro-
lado por productores extranjeros, depende del crédito otorgado 

20  El primer acuerdo stand by fi rmado por el Paraguay con el FMI data de diciembre 
de 2003, o sea, pocos meses después de la asunción del actual gobierno de Duarte 
Frutos.
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mayoritariamente por la banca privada multinacional, compra 
exclusivamente insumos productivos, maquinaria e implementos 
de origen extranjero y cuando, las ganancias obtenidas por esos 
productores son remesadas a bancos en el extranjero.

Otra forma de abdicación de la soberanía económica es basar 
todo el crecimiento de la economía nacional en el monocultivo, 
en particular, cuando ese cultivo único –la soja transgénica– y los 
herbicidas con los que viene empaquetado, son proveídos a nivel 
mundial, por una sola multinacional. Este es un caso gravísimo, 
según el cual una empresa extranjera domina monopólicamente la 
principal exportación del país. Se está ante el caso típico de una 
república bananera al estilo centroamericano, sólo que en nuestro 
caso se trata de una republiqueta sojera.

La entrega de la soberanía económica del país se ratifi ca con la 
adhesión que la actual administración ha fi rmado con los inte-
reses del Comando Sur del Ejército norteamericano (Ceceña y 
Motto, 2005). Actualmente, existe una ley que permite la opera-
ción de fuerzas militares de ese país hasta diciembre de 2006 y la 
probable instalación de bases militares.

Pérdida de soberanía territorial
La inexistencia de una ley que prohíba la venta de tierras a ex-
tranjeros en áreas de frontera (como la tienen todos los países del 
Mercosur), tanto a particulares como a empresas, ha implicado 
que ya desde hace varias décadas (desde mediados de los años se-
senta, aproximadamente) se hayan transferido enormes cantida-
des de tierra a esos propietarios. Esto ocurrió y sigue ocurriendo 
tanto en la Región Oriental como en el Chaco.

El resultado es que, en este momento, el Estado paraguayo no 
tiene control real sobre inmensos territorios nacionales en manos 
de extranjeros. Este control es tan poco efectivo que, de hecho, 
las instituciones nacionales han perdido jurisdicción en la gran 
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mayoría de las áreas sojeras del país. La causa principal de esta 
pérdida de soberanía es la corrupción y la venalidad de los gobier-
nos que se sucedieron y que la inició Stroessner.

Actualmente, como resultado de esa venta de tierras, muchas au-
toridades del nivel local (municipal) son de hecho, extranjeros 
que toman decisiones, algunas de gran importancia, no de acuer-
do a los intereses de los paraguayos, sino de los países a los que 
pertenecen.

Los campesinos y sus organizaciones están conscientes de este 
problema y presionan a las autoridades gubernamentales a encon-
trar solución a un problema que, hasta hoy, sigue contando con la 
aprobación de los políticos.

Pérdida de soberanía alimentaria
La soberanía alimentaria es la mejor vía para erradicar el hambre 
y la malnutrición en el mundo, así como para garantizar la seguri-
dad alimentaria duradera sustentable para todos los pueblos.

Es el derecho que tiene el pueblo paraguayo a defi nir sus propias 
políticas sustentables de producción, distribución y consumo de 
alimentos, garantizando el derecho a la alimentación para toda la 
población, con base en la pequeña y mediana producción, respe-
tando sus propias culturas y la diversidad de los modos campesi-
nos e indígenas de producción y comercialización agropecuaria, y 
de gestión de los espacios rurales, en los cuales la mujer desempe-
ña un papel fundamental. La soberanía alimentaria debe asentarse 
en sistemas diversifi cados de producción basados en tecnologías 
ecológicamente sustentables.

Con la expansión del monocultivo de la soja la diversidad produc-
tiva se pierde, el país pierde la capacidad de “defi nir sus propias 
políticas sustentables de producción, distribución y consumo de 
alimentos”, situación que lo vuelve particularmente vulnerable. 
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Recuérdese lo expuesto en los documentos que dieron origen al 
neoliberalismo, los documentos de Santa Fe, en los que puede 
leerse que “el alimento es la mejor arma de control político de 
los países”. Un país con una población hambrienta es fácilmente 
dominable por parte de cualquier poder extranjero.

Esto es exactamente lo que está ocurriendo con el Paraguay. En 
pocos años más, ya no se producirán los alimentos que la pobla-
ción necesita y lo que se consuma será comprado del exterior, 
alimentos a los cuales tendrán acceso sólo los que dispongan de 
dinero para comprarlos, el resto está condenado al hambre, la des-
nutrición y las enfermedades.

Incluso en documentos ofi ciales como el de Pedretti (2006) ya 
citado, puede leerse que: “A nivel regional en las zonas tradicio-
nales de producción sojera, sin embargo, la dependencia creciente 
del desempeño de un solo rubro sensible a las fl uctuaciones del 
clima o de los mercados internacionales ocasiona incertidumbre y 
riesgo de vulnerabilidad” (34-35). El mismo informe (patrocina-
do por la FAO) sigue diciendo: “A nivel rural, se mencionó que se 
registra en las zonas sojeras un proceso de lento pero progresivo 
desarraigo de la agricultura familiar campesina. La relocalización 
de las familias afectadas por desplazamiento hacia zonas urbanas 
del país o del exterior, bajo condiciones de escaso crecimiento del 
mercado laboral, resulta en amenazas a su seguridad alimentaria, 
como grupo focal afectado directamente. Se requerirán políticas 
focalizadas en dichas comunidades para facilitar la reinserción 
laboral de estas poblaciones, principalmente en entornos urbano-
rurales” (35).

Los efectos de la expansión del complejo sojero en el país sobre 
la seguridad alimentaria de la población paraguaya se encuentran 
más detalladamente referidos en un informe sombra o paralelo 
realizado en 2005-06 por organizaciones no gubernamentales so-
bre el cumplimiento de los derechos sociales, económicos y cul-
turales por parte del gobierno paraguayo (Palau y Segovia, 2006).
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7.4  Pérdida de soberanía cultural

Resulta impactante comprobar la forma en que se ha instalado 
en el “discurso ofi cial”, una versión matizada del “pensamiento 
único” de Ramonet, en lo que a justifi cación de la siembra de soja 
se refi ere. El que está en contra de la soja está contra el progreso. 
Son las exportaciones del complejo sojero las que modernizarán 
la agricultura paraguaya dejando importantes “divisas” al país. Al 
igual que la aseveración de fuerte contenido simbólico, expresada 
por el presidente de la Asociación Rural del Paraguay (ARP)21 de 
que la “producción de carne para la exportación es una cuestión 
nacional”, la exportación de forraje pasó también a serlo.

Una comprobación del carácter político que envuelve al complejo 
sojero es que quienes se oponen a él (principalmente las organi-
zaciones campesinas) son subversivas, y sus integrantes delin-
cuentes y terroristas. El discurso anterior es así utilizado como 
justifi cación mediática para legitimar la represión hacia el cam-
pesinado.

Pero bien, siguiendo con el razonamiento anterior, como resulta-
do de la pérdida de soberanía económica, territorial y alimentaria, 
se produce también una pérdida de soberanía cultural.

De acuerdo a los antropólogos, la manera de conocer a un pueblo 
es “a través de sus costumbres de cama y mesa”. Esto es, sus con-
ductas reproductivas. Cuando éstas se degradan es que la iden-
tidad cultural de un pueblo está en descomposición. En el caso 
paraguayo, es muy obvia la degradación de la relación de género, 
el machismo, la creciente violencia doméstica y contra la mujer, 
la visión de la mujer como objeto sexual. Esto es denigrante y 
crece en la medida en que se agrava y profundiza la pobreza. Pero 
de esto no nos ocupamos acá.

21 La ARP es el gremio de los empresarios y latifundistas ganaderos, de gran predica-
mento político sobre la administración Duarte Frutos y por supuesto, de un enorme 
poder económico.
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Las “costumbres de mesa” tienen que ver con lo que come el pue-
blo. Es parte medular de su identidad. Durante los últimos años, 
y por efecto de la creciente pobreza, descampesinización y pér-
dida de la diversidad productiva (o sea, por la creciente inseguri-
dad alimentaria), la población ha ido abandonando los productos 
que formaban parte del tembiʼu Paraguay (locro, porotos varios, 
mandioca, batata, etc.) y han sido suplantados por los farináceos 
(galleta, fi deos), cuando no por la comida chatarra. Esto ocurre 
tanto por el costo de los ingredientes como por los costos de coc-
ción (un plato de fi deos no tarda más de 5 minutos hervirlo, la 
mandioca o los porotos más de una hora), como por la publicidad, 
que ridiculiza ciertos alimentos y exalta a otros. El resultado de 
esta “uniformización neoliberal del consumo de alimentos” (lo 
que se llamó la macdonalización de la comida) es la pérdida de 
costumbres culinarias, la ingestión de alimentos de escaso valor 
nutritivo, altamente contaminados con agroquímicos, lo cual re-
dunda en un deterioro de la salud pública. La sustitución (o pér-
dida) de cultivos de autoconsumo por soja transgénica, acelerará 
este proceso de pérdida de identidad cultural.

De la misma manera, la así llamada “industria cultural” (prensa 
escrita, radio, televisión, cine) se encarga de sobreestimular con 
contenido chatarra (programas y publicidad con violencia y sexo) 
la mente de la población, particularmente de los jóvenes y niños. 
Por otro lado, al no tener el gobierno una política nacional de 
comunicación, el alcance de las emisoras, canales y diarios na-
cionales es pobre y no llega a cubrir las zonas de frontera, las que 
están dominadas por emisiones extranjeras, y por la televisión 
con cable. Todo esto contribuye enormemente a la enajenación 
cultural del país.

El avance y la consolidación de productores extranjeros en todo 
el país contribuirán todavía más a la creciente pérdida de la iden-
tidad cultural.
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8.  Los componentes sociales y económicos del avance de los 
agronegocios

8.1  Principales derivaciones sociales

Como es de suponer, los factores hasta acá mencionados repre-
sentan una clara violación de normas constitucionales e inter-
nacionales por parte de los sucesivos gobiernos paraguayos. Un 
reciente informe sobre la vigencia y situación de los derechos 
económicos, sociales y culturales indica textualmente: “el Estado 
ha incumplido el más básico deber de respetar estos derechos, ya 
que, mediante violentos desalojos, ha obstruido las posibilidades 
comunitarias de obtención de alimentos y agua para la supervi-
vencia. Es más, las fuerzas del orden no solamente han desterrado 
a campesinos e indígenas de sus comunidades de origen, sino que 
también se han apropiado de sus utensilios de trabajo y del hogar. 
El Estado paraguayo ha quitado así a los pobladores de áreas rura-
les no sólo las tierras que les permiten acceder a alimentos y agua 
adecuados, sino también aquellos instrumentos indispensables 
para su obtención y los mismos alimentos que habían producido, 
obligándolos a un desplazamiento forzoso y convirtiéndolos en 
verdaderos refugiados económicos. (Palau y Segovia, 2006; 21).

En otro apartado se expresa: “El modelo sojero es el principal 
responsable de estas penurias [referidas al derecho a la alimenta-
ción] del campesinado y el Estado, que, si no atenta directamente 
contra los derechos de estos ciudadanos como en los casos arriba 
mencionados, renuncia a su deber de protegerlos (ibídem, 22). El 
derecho al agua tampoco es protegido ni garantizado por el Esta-
do paraguayo. La falta de protección es notoria en áreas rurales 
donde la contaminación con biocidas está muy extendida (ibídem, 
35).

Además de estas y otras violaciones a lo legal, el impacto social 
más obvio y destructor, es sin duda el desarraigo campesino que 
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provoca. La población desplazada es heterogénea (campesinos 
medios, pauperizados, poblaciones indígenas, población rural no 
campesina22) por consiguiente, los efectos de los desplazamientos 
son también variables, en todos los casos se verifi ca un acelerado 
proceso de desruralización de la población en regiones que de-
penden básicamente de la agricultura23. Los motivos macroeco-
nómicos aducidos para el apoyo gubernamental de tales modelos 
pueden resultar justifi cados en el corto plazo, pero en el mediano 
y largo, la ausencia o desmantelamiento de las unidades produc-
tivas preexistentes en dichas regiones repercutirá negativamente 
en las condiciones de vida de la población del país.

La falta de empleo en las zonas rurales conlleva un aumento de 
la migración parcial de miembros adultos, sobre todo desplaza-
miento de los familiares hacia las ciudades para estadías de lar-
go plazo. De esta forma, la familia se fragmenta, quedan adultos 
mayores, en muchos casos los abuelos y niños como principales 
mantenedores de la producción. Esta situación de familias nuevas 
de abuelos y nietos, resulta a largo plazo en una simplifi cación 
del sistema productivo y una creciente dependencia de la entrada 
económica suministrada por parte de los miembros emigrados.

El informe de Pedretti (2006 b) ya citado, menciona que con la 
expansión futura de la soja se prevé que se acentúe el proceso de 
una “agricultura sin gente” (sic) como efecto de la concentración 
de la tierra y el consecuente desarraigo de pequeños productores 
de la agricultura familiar. Se espera que continúe especialmente 
en las nuevas zonas la relocalización de familias de agriculto-
res desplazados reubicándose en los mayores centros urbanos y 
en las periferias de pequeños núcleos urbanos, en condiciones de 
marginalidad y precaria subsistencia. En esas últimas poblacio-

22 Constituida en la mayoría de los casos por docentes de escuelas que han cerrado, 
reparadores, vendedores y  comerciantes y otros que han quedado sin actividad por 
la literal desaparición de comunidades campesinas.

23 Este tema es abordado con más detalle en Fogel (2005).
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nes, cuya vida económica y social depende de la vocación pro-
ductiva de la población local, se ha registrado una recomposición 
de las fuentes de empleo. En efecto, las actividades que pierden 
importancia o desaparecen son las relacionadas a la actividad fo-
restal y procesamiento de madera, al trabajo asalariado agrícola, 
la intermediación de la comercialización de insumos y productos 
típicos de la pequeña agricultura, y los pequeños comercios que 
dependen de ese tipo de clientela.

En contraste, aunque en mucho menor escala, “ascienden las ac-
tividades secundarias y terciarias en torno a una clientela más pe-
queña pero considerablemente de mayor poder adquisitivo. Los 
empleos en ascenso están relacionados a la venta de maquinaria, 
equipos e insumos de la agricultura mecanizada, y el empleo de 
tractoristas, choferes, mecánicos, etc.”.

Asimismo, surgen aún en las pequeñas poblaciones de la zona 
farmer, bancos y fi nancieras sucursales del sector privado, super-
mercados modernos y fuentes de empleo que requieren mayor ni-
vel educativo, en general. Entre estos se destaca un pequeño pero 
creciente mercado laboral para asistencia técnica privada, espe-
cialmente en las áreas administrativas, productivas y de evalua-
ción de impacto ambiental. En cuanto a la población marginali-
zada, además de acceder a un escaso mercado laboral en relación 
de dependencia para la población urbana, generalmente presiona 
a nivel municipal por empleos esporádicos relacionados con la 
construcción de obras públicas y su mantenimiento. Esta pobla-
ción requiere de programas educativos y de capacitación para una 
mayor inserción a la vida económica urbana, relacionada con las 
incipientes industrias y el sector de los servicios” (39).

De muy diferente parecer es Fogel (2005), para quien la asocia-
ción entre zonas de expansión de la soja y pobreza, es conclu-
yente.
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Al desarraigo, la precarización del empleo, la pobreza, la con-
centración de población desocupada en los núcleos urbanos y la 
concentración del ingreso, debe agregarse la violencia represiva. 
En efecto, la expansión de los monocultivos ha provocado los 
desalojos de campesinos e indígenas, creciendo estos desalojos 
fuertemente en medio de una ola de criminalización contra di-
chos movimientos. Los desalojos se han duplicado: entre los años 
1994-1998 hubo 100 desalojos, mientras que entre los años 2000-
2003, hubo 69 desalojos y sólo el año 2004 los desalojos registra-
dos se dispararon a 66. En los últimos 15 años, 6.122 campesinos 
fueron arrestados. Durante el 2005, 46 personas han sido senten-
ciadas a 2, 3 y 4 años de prisión por su participación en confl ictos 
por la tierra y más de 600 campesinos han pasado por las diferen-
tes cárceles del país. Actualmente, hay 2.800 imputados en todo 
el país. Las imputaciones son selectivas, generalmente para los 
dirigentes, los motivos varían desde haber participado en movi-
lizaciones, hasta tan triviales como hablar por radio denunciando 
atropellos.

Desde que en el 2004 el presidente Duarte fi rmó un pacto con 
los sojeros y militares, la violencia en los desalojos se volvió una 
práctica continua. Los desalojos se efectúan sin ningún tipo de 
previo aviso. Los policías actúan junto a militares y paramilitares 
de los latifundistas y supervisados por fi scales allanan casas y 
arrestan a los miembros de la familia. Se dan casos de detencio-
nes, golpizas y disparos con armas de fuego. Se detiene a muje-
res, niños e incluso a los heridos y se han dado casos de pérdidas 
de embarazo por las golpizas en los desalojos. A los campesinos, 
los soldados les roban sus enseres, destruyen sus casas, sus co-
sechas y matan todos sus animales. Los desalojos no sólo afec-
tan a los nuevos asentados, sino, a veces, también caen sobre las 
antiguas comunidades, incluso las legalizadas. Estas acciones se 
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utilizan como una forma de amedrentar a las comunidades para 
restar apoyo24.

8.2  Principales derivaciones económicas

Una mirada general sobre las cifras de la evolución por sector en 
lo que se refi ere a la generación de empleo durante las últimas 
dos décadas en el Paraguay, revela que el sector agropecuario per-
dió de manera signifi cativa su capacidad para generar empleo, 
aún cuando continúa siendo el sector de mayor importancia. Esto 
encontraría una explicación en el hecho que la actividad agrope-
cuaria, frente al resto de actividades emergentes, habría mostrado 
un dinamismo mucho más reducido en su papel de generadora de 
empleo (Pedretti, 2006 a; 79).

Dentro del sector agropecuario, la generación de empleo directo 
en términos relativos, en mano de obra intensiva del rubro soja, 
en relación de otros rubros agrícolas es baja. Según datos de la 
encuesta de hogares (EIH) 1997-98, por cada millón de dólares 
producido en algodón se absorbe aproximadamente 1.870 traba-
jadores/año, mientras que en soja se absorbe sólo 193 trabajado-
res/ año (ibídem). Una explotación mecanizada de soja contrata 
en promedio un trabajador directo por cada 300 has.

Asociado a lo anterior, se observa una creciente concentración del 
ingreso (Fogel, 2005)25. Como se sabe, una mayor desigualdad 
económica produce un efecto desacelerador en la economía, de-
primiendo el mercado interno por caída de la demanda de bienes 
de consumo masivo que suelen ser los producidos por el empresa-

24 Relatorios detallados de casos de violencia contra campesinos pueden ser encon-
trados en www.baseis.org.py, www.grr.org.ar o en http://biotech.indymedia.org/
or/2005/04/4225.shtml.

25 De acuerdo a los datos manejados por este autor, el Paraguay seria el país con mayor 
concentración del ingreso en América Latina, el cual medido según el índice de 
Gini, pasó de 0.59 en 1997/98 a 0.61 en 2003, periodo en el cual se dio la más rápida 
expansión del área de siembra de soja.
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riado nacional. Inversamente, se imponen pautas de consumo que 
son satisfechas con bienes importados.

Si bien es cierto que la soja ha aumentado las exportaciones del 
país, la balanza comercial sigue siendo defi citaria. Esto se debe, 
en parte, al hecho que exportar soja implica una creciente depen-
dencia de insumos importados de aquellas exportaciones, princi-
palmente las exportaciones de soja. Sin contabilizar los insumos 
ingresados de contrabando (que son cuantiosos y también pagados 
en divisas), el monto pagado por las importaciones de maquina-
rias, implementos e insumos relacionados a la producción de soja 
en el periodo 2000 - 2004 (en U$ FOB) son: 2000: 106.139.632; 
2001: 121.493.082; 2002: 123.227.750; 2003: 213.578.322; 
2004: 259.899.532 (Pedretti, 2006 a). Estas erogaciones superan 
el 40% de las exportaciones anuales de la oleaginosa.

Debe apuntarse además que la mayor captación de las ganancias 
por exportación del rubro es realizada por bancos extranjeros, 
principalmente brasileños que operan en la zona de frontera.

Así, la exportación de la llamada soja paraguaya es poco más que 
una expresión de deseo: Las semillas son proveídas por Monsanto 
o Syngenta, los herbicidas son adquiridos en el exterior, así como 
los demás biocidas y fertilizantes, los tractores e implementos 
provienen de grandes corporaciones automotrices multinaciona-
les, así como el combustible que utilizan, las empresas que ex-
portan y la bodega que utilizan. En el caso paraguayo, además, 
una buena mayoría de los trabajadores de estas explotaciones son 
brasileros y las ganancias remesadas a bancos de ese país. Con lo 
que puede deducirse que lo único “paraguayo” de esa soja es la 
fertilidad del suelo que la produjo.

La sangría económica no termina acá, ya que –desde Stroessner– 
los gobiernos que se sucedieron han establecido una estructura de 
fuertes subsidios a la soja, lo cual contribuye a la concentración 
de los ingresos. Entre esos subsidios fi guran; el precio del ga-
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soil que es proveído (según la empresa estatal Petropar a precios 
por debajo de su costo); la estructura impositiva particularmente 
con respecto a la soja que tiene una baja o nula presión tributa-
ria26, lo cual limita aún más la capacidad distributiva que podría 
–eventualmente– tener el gobierno. Como lo apunta Fogel (2005) 
“el sector que más renta genera es el que menos impuesto paga” 
(63)27, debe recalcarse que además de bajos impuestos la evasión 
es muy alta; el acceso a líneas de crédito público a tasas preferen-
ciales; las gestiones del gobierno paraguayo para la obtención de 
puertos francos (Paranaguá y Nueva Palmira) y fl etes preferencia-
les; la investigación y desarrollo fi nanciados con fondos públicos; 
el apoyo a la cooperativización de productores sojeros.

El marco político que explica el funcionamiento de este engranaje 
económico está dado por la corrupción generalizada en el sector 
y en el conjunto del aparato administrativo, político, legislativo y 
judicial del país.

9.  En conclusión

La penetración masiva de la agricultura capitalista en el Paraguay 
se remonta apenas a cuatro décadas atrás y lo hace mayormente 
con la soja, en aquel entonces, convencional.

La difusión de la soja transgénica trajo aparejada la rápida expan-
sión de su cultivo a partir de 1998, habiendo duplicado su super-
fi cie de siembra desde esa fecha hasta el presente.

Se pasa de un millón a dos millones de hectáreas sembradas. Una 
parte apreciable, no menor a 40% del área incorporada a la siem-

26 La tasa efectiva es en el Paraguay del 1%, cuando las retenciones impositivas alcan-
zan al 21% en el caso argentino.

27 Según este autor, la soja habría generado aproximadamente U$ 600 millones, pero 
su contribución directa a la recaudación tributaria fue de aproximadamente U$ 1.5 
millones, lo que representa el 0.25% de los ingresos generados por el rubro.
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bra, estaba previamente ocupada por familias de pequeños pro-
ductores campesinos.

Los efectos producidos por el control por parte de los agronego-
cios que se mueven en la cadena productiva sojera pueden agru-
parse en al menos tres componentes; el medioambiental, el políti-
co y el socioeconómico.

Efectos medioambientales
• Sustitución del material genético convencional, por uno gené-

ticamente modifi cado cuyos efectos sobre la salud humana y 
animal –por decirlo conservadoramente– no se conocen aca-
badamente pero se presumen altamente nocivos.

• La expansión de los cultivos modifi cados genéticamente (en 
cierta medida como lo fueron en su momento las semillas hí-
bridas y “mejoradas” de la revolución verde) profundiza la 
colonización alimentaria del país.

• Se han dado casos (el problema no está aún exactamente cuan-
tifi cado) de muertes humanas por fumigaciones de cultivos. 
Las intoxicaciones son más frecuentes en los departamentos 
con mayor área de siembra de soja.

• La prensa registra constantemente casos de destrucción de 
cultivos de autoconsumo y muerte de animales domésticos 
atribuibles directamente a fumigaciones de sojales.

• No se respeta la normativa existente para la protección –entre 
otros– de cursos y espejos de agua, la contaminación hídrica 
es alta así como la mortandad de peces.

• Otros problemas son: deforestación y desertifi cación; pérdida o 
degeneración de semillas nativas o tradicionales por contami-
nación genética; aumento de monocultivos; aumento y concen-
traciones de herbicidas en los suelos y el agua; aparición de ma-
lezas resistentes a los herbicidas; muerte de insectos benéfi cos.
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El componente político 
• Hay indolencia y complicidad del gobierno con el modelo so-

jero; no se hace cumplir la legislación existente, faltan meca-
nismos fi scales y presupuestarios para asegurar la sostenibili-
dad fi nanciera de las instituciones de monitoreo y control, hay 
manifi esta impunidad de los delitos cometidos y falta respon-
sabilidad ante la producción de daños.

• Los agentes del Indert actúan como agentes inmobiliarios fa-
cilitando el traspaso de tierras campesinas a medianos y gran-
des productores sojeros.

• La reacción campesina ante el problema es heterogénea; la 
mayoría de los campesinos no organizados terminan vendien-
do o alquilando sus tierras, esto es, terminan siendo expulsa-
dos; un grupo de campesinos organizados opta por apelar a 
mecanismos institucionales demandando justicia; otro grupo 
realiza acciones directas para parar la invasión.

• No obstante, es evidente que la toma de conciencia por parte 
de un número creciente de campesinos y sus organizaciones 
sobre el problema, lo está convirtiendo en un apartado impor-
tante de la agenda de sus reivindicaciones.

• Hay pérdida de soberanía del Estado nacional, de soberanía 
económica porque las decisiones son tomadas cada vez menos 
de acuerdo al interés nacional y cada vez más a favor de los 
intereses corporativos de las multinacionales proveedoras de 
insumos y agroexportadoras.

• Hay pérdida de soberanía territorial ya que la gran mayoría de 
los 33 mil productores sojeros son de nacionalidad brasileña 
y están ubicados en la zona más próxima a la frontera con ese 
país.

• Hay pérdida de soberanía alimentaria ya que la producción 
alimentaria es cada vez mas defi citaria a nivel nacional, las 
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familias expulsadas ya no producen alimentos para su consu-
mo y se dan cambios drásticos en la composición de la dieta 
diaria.

• Hay pérdida de soberanía cultural ya que debido a la penetra-
ción de la migración extranjera no sólo se perdió la cultura 
culinaria, sino que los medios de comunicación, las transac-
ciones bancarias e incluso el mismo sistema educativo está 
siendo afectado en las zonas sojeras.

Los componentes social y económico del problema
• La expansión de la soja atenta directamente sobre la mayoría 

de los derechos económicos, sociales y culturales (Descs) del 
pueblo paraguayo.

• Induce al desarraigo campesino por la masiva expulsión de 
familias de su lugar de origen en las zonas de expansión del 
complejo sojero.

• Aumenta el desempleo y con ello se profundiza la pobreza y 
se agudizan los problemas sociales tanto en el campo como en 
la ciudad.

• Hay un aumento de la violencia represiva contra el campesina-
do, tanto por parte de las fuerzas policiales y militares, como 
de los paramilitares contratados por sojeros y latifundistas.

• Esto conlleva la criminalización de las luchas campesinas de 
reivindicación de sus intereses.

• Las principales derivaciones económicas, además de lo ya 
mencionado sobre el creciente desempleo son: la concentra-
ción del ingreso; la creciente dependencia de importaciones 
de las exportaciones paraguayas; el creciente défi cit comercial 
del país por la exportación sólo de commodities, los gastos 
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fi scales que son medrados por los fuertes subsidios que otorga 
el gobierno a la producción sojera.
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La crisis de los subprimes y bursátil norteamericana

En agosto de 2007 se inició en los Estados Unidos una crisis en el 
mercado hipotecario, que al cabo de un año está sacudiendo los ci-
mientos mismos del sistema fi nanciero internacional y afectando 
también a algunas variables de la economía, de la economía real.

La crisis se inicia debido a que, con una tasa de interés muy baja 
(del 1%) del dólar1, las empresas inmobiliarias norteamericanas y 
algunos bancos empiezan a dar créditos hipotecarios muy blandos 
para la compra de casas a familias de ese país. En su afán de pres-
tar dinero, reducen las condiciones a los prestatarios y millones 
de familias sin real capacidad de pago se embarcan. Cuando, por 
efecto de la infl ación, empiezan a subir las tasas de interés, las 
cuotas se vuelven muy onerosas para los tomadores de crédito, 
se atrasan en los pagos y se empiezan a ejecutar las hipotecas; un 
millón y tantas en el mismo 2007, casi dos millones en lo que va 
del 2008 y se estima que otras cuatro millones de hipotecas serán 

1 Fijada en el 2003 para promover el consumo y dinamizar la economía.

* Publicado en Revista Acción, N°288, octubre 2008 - Centro de Estudios Paraguayos 
Antonio Guasch (CEPAG).

De cómo la actual crisis del capital 
fi nanciero especulativo afecta la 

Seguridad Alimentaria Campesina*
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ejecutadas a corto plazo. Las casas “recuperadas” por las inmobi-
liarias pierden precio por falta de compradores y las inmobiliarias 
y bancos se quedan con las casas pero devaluadas y sin poder 
venderlas.

Empiezan las quiebras, primero de las inmobiliarias, luego de 
bancos que habían comprado paquetes de hipotecas y recien-
temente, de bancos de inversión2, que también las habían com-
prado. Se produce así un efecto dominó que obliga a la Reserva 
Federal3 a multimillonarios “rescates” fi nancieros, en los que se 
utiliza dinero de los contribuyentes. Los rescates están destinados 
a que no cunda el pánico generalizado por la quiebra total del sis-
tema fi nanciero. Ya para abril de 2008 la crisis se había expandido 
a Europa y más recientemente a China y Rusia.

En los Estados Unidos, por efecto del cese del otorgamiento de 
créditos por parte de los bancos, las compras e inversiones dismi-
nuyen, muchas empresas despiden personal, se reducen –en gene-
ral– las ventas y la economía entra en recesión.

Los vaivenes del dólar y su relación con el precio de las 
materias primas

A todo esto el valor del dólar empieza a caer4 con respecto a las 
demás divisas. Con un dólar devaluado y los bancos en crisis, 
los tenedores de dinero dejan de comprar bonos5 y acciones en 
la bolsa, ya que las empresas empiezan a anunciar pérdidas o ba-
jones en sus niveles de ganancia. El dilema para los capitalistas 
es entonces, ¿qué hacer con el dinero?: sería una irracionalidad 

2 Cuya actividad principal es tomar dinero de ahorristas y adquirir acciones en las 
bolsas de valores.

3 Federal Reserve (o Fed), algo así como el Banco Central norteamericano pero que 
en realidad no es público sino privado.

4 Con cada “rescate” de la Fed el dólar repunta algo pero no logra retomar su valor de 
un año atrás.

5 Que son reconocidos por el Tesoro pero pagaderos en dólares.
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ponerlo en los bancos, ya que están en crisis, y la tasa de interés 
es relativamente baja, los bonos del Tesoro están devaluados y las 
bolsas caen.

La solución es comprar “activos”6. Empieza así la disparada del 
precio del petróleo, del oro, de prácticamente todos los metales, de 
las materias primas de origen agrícola y el auge de la compra de tie-
rras. Es el gran capital fi nanciero tratando de poner a resguardo sus 
cuantiosas reservas. La especulación fi nanciera disminuye abrup-
tamente por dos razones: los mayores controles de las autoridades 
fi nancieras norteamericana, europea, japonesa y porque el destino 
de la especulación es precisamente la actividad fi nanciera, ahora 
en crisis. Por un tiempo, caen los precios de activos que tenían un 
precio “infl ado” (como fue el caso del petróleo) por efecto de las 
compras “a futuro”. La tendencia de esos precios de la “economía 
real” parecería ser que –de ahora en adelante– serán altos por su 
mayor inversión en ellas pero no tanto como habían llegado por 
una disminución en los niveles especulativos. Como ejemplo está 
la soja, que llegó prácticamente a US$ 600 la tonelada y que ahora 
parece estabilizarse en la franja de los US$ 450 - US$ 500.

Commodities agrícolas y producción alimentaria (quiénes 
producen qué)

Las materias primas agrícolas más cotizadas son la soja, el maíz, 
el trigo y el arroz7. De todas ellas se están haciendo agrocombus-
tibles, todas ellas se cultivan bajo el régimen de monocultivos y 
la mayoría de ellas han sido objeto de manipulación biogenética. 
Vale decir, los commodities son producidos y comercializados por 
grandes corporaciones multinacionales o por empresarios agrí-
colas que tienen la capacidad de cultivar a gran escala y utilizar 

6 O sea, bienes tangibles y transables en la economía real, no en la economía virtual 
del universo fi nanciero.

7 Por supuesto, hay otras que también tienen importancia, como la caña de azúcar, la 
palma aceitera, la colza, el tártago.
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insumos biotecnológicos. Son los precios de estos productos los 
que –si bien han bajado un poco con la crisis norteamericana– se 
mantendrán en niveles relativamente altos benefi ciando a los ac-
tores del agronegocio.

Los pequeños productores campesinos –al menos en nuestro 
país– están excluidos de este tipo de producción; los precios de 
sus productos –principalmente alimentos y mayormente destina-
dos al mercado interno– no son afectados por los incrementos 
de precios internacionales y son comercializados, en su mayoría, 
por cadenas de intermediarios que se apropian del excedente que 
hubiera correspondido a los productores.

Hay así una clara segmentación de economías, productos y mer-
cados. Los commodities con buenos precios los producen el agro-
negocio y las grandes empresas y propietarios, los rubros de ex-
portación también, y van al mercado internacional. La economía 
campesina produce alimentos, con bajos precios para el mercado 
interno.

No obstante, si uno observa la oferta alimentaria en el país, en-
cuentra que la dieta diaria, principalmente del consumidor urba-
no, está en buena medida conformada por alimentos importados 
(cuando no introducidos al país de contrabando), que sí se en-
cargan de fi ltrar infl ación dentro del país, por el aumento de los 
precios de los alimentos a nivel mundial.

Más hambre como escenario más previsible

En efecto, durante la gran burbuja especulativa de comienzos del 
20088 los precios de los alimentos subieron rápidamente; el maíz 
se usa para hacer etanol en Estados Unidos, el trigo en Europa, 

8 Mientras el Índice de Precios al Consumidor (IPC) en el Paraguay aumentó el 3,6% 
en el primer trimestre del 2008, el IPC de los alimentos lo hizo en un 6,1% para el 
mismo período, lo que signifi caría un 24% para todo el año si continúa la misma 
tendencia. 
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la soja9 en Sudamérica. La caída del dólar encareció las importa-
ciones alimentarias en moneda local y esos precios no volvieron 
a bajar aunque haya caído el valor del dólar, como tampoco bajó 
el precio de los combustibles que tienen una incidencia directa 
sobre los alimentos.

Algo menos de la mitad del país está debajo de la línea de pobre-
za (42%), y la mitad de esos pobres son pobres extremos, cuya 
defi nición censal es la de aquellas familias que no alcanzan a sa-
tisfacer adecuadamente sus necesidades alimentarias. Sin entrar a 
detallar los problemas derivados de la expulsión campesina, del 
défi cit crónico de creación de empleos en el mercado laboral ur-
bano y otras sutilezas, puede apreciarse nítidamente que el au-
mento en el precio de los alimentos (que para los pobres extremos 
llega a representar hasta el 80% de sus escuálidos ingresos) afecta 
directamente la cantidad y calidad de la ingesta alimentaria de un 
número nada despreciable de familias compatriotas.

Con la emigración campo-ciudad y el abandono del campo a los 
monocultivos, cambian los patrones alimentarios (menos tembiu 
paraguay nutritivamente adecuado, por comida chatarra e hidra-
tos de carbono), cambian las fuentes de abastecimiento (de pro-
ducción propia a supermercados). Con la aplicación de agrotóxi-
cos ya prácticamente no existe comida natural sino envenenada, 
con lo cual se observan nuevas patologías y caída de los niveles 
nutricionales.

En síntesis, la crisis fi nanciera a nivel del capitalismo globaliza-
do contribuirá de modo importante a fortalecer aquellos factores 
que conducen a un aumento de la pobreza, siendo el alimento el 
vector más importante de empobrecimiento y exclusión en nues-
tra sociedad. El aumento del hambre en crecientes sectores de la 
sociedad paraguaya es ya una realidad.

9 La soja se usa principalmente para forraje ganadero, con lo cual se afectaron los 
precios de las carnes.
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* Publicado en la Revista Acción, N° 289, noviembre 2008 - Centro de Estudios Para-
guayos Antonio Guasch (CEPAG).

Hace poco más de dos meses el presidente del Banco Mundial 
había declarado –en un mea culpa sin precedentes– con respecto 
al derrumbe bursátil de comienzos de octubre que las medidas 
que habían tomado en el pasado eran incorrectas. Ya más recien-
temente, Ben Bernanke, presidente del Federal Reserve (Banco 
Central norteamericano), admitió que el gran error del Gobierno 
fue la falta de regulación estatal a los bancos y entidades fi nancie-
ras privadas. Y, poco después, el presidente francés, Sarkozy, ha-
bló de que había que “refundar el capitalismo”. Esta refundación, 
como sabrá el lector, estaba dándose con la inyección de fondos 
estatales a bancos privados por más de un millón de millón de 
dólares, para frenar la debacle de las bolsas en casi todas partes 
del mundo.

Las páginas de Internet y de los periódicos de todo el planeta 
están inundadas de información con respecto al fi n de esta etapa 
del capitalismo, llamada neoliberal, y el necesario inicio de otra, 
también capitalista, en la que probablemente las cosas van a ser 
diferentes, sin mucha precisión sobre sus características. Lo cier-

Cosas de las que debiera estar 
hablándose en economía, 

que nos afectarán muy de cerca 
y de las que (por ahora) no se habla*
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to es que al menos durante los próximos dos años los problemas 
van a ser muy graves y los efectos se dejarán sentir sobre todos 
nosotros.

El economista Eduardo Gudynas por ejemplo1 refi ere a un estudio 
del Global Europe Anticipation Bulletin2 que dice textualmente: 
“nuestros investigadores creen que en el verano de 2009, el go-
bierno de los EEUU entrará en cesación de pago y, por lo tanto, 
no podrá pagar a sus acreedores (titulares de Bonos del Tesoro 
de EEUU, títulos Fanny Mae y Freddy Mac,...). Esta situación 
de bancarrota tendrá obviamente consecuencias muy negativas 
para el conjunto de los tenedores de activos nominados en US$. 
Según nuestro equipo, el período que comenzará entonces será 
favorable para la instauración de un ‘nuevo Dólar’ destinado a 
remediar brutalmente el problema de la cesación de pago y la 
fuga masiva de capitales de Estados Unidos”. Se habla incluso 
de que –para esa fecha– se instaurará el “nuevo dólar” con apenas 
el 10% de su valor actual3.

Al lector no avisado esto puede parecerle contrario a lo que está 
ocurriendo en estas semanas en las que vemos que el dólar se 
valoriza (pasó en poco tiempo de G 3.900 a casi 5.000 a fi nes de 
octubre), pero esto se debe a que, como hay una caída generaliza-
da de las bolsas que trabajan con acciones, los bancos y grandes 
compradores de las mismas las están vendiendo a cualquier pre-
cio con tal de quedarse con el dólar-billete (no con el dólar-acción 

1 Gudynas, E. (2008). Después de la globalización canibalizada, www.alainet.com, 
20/10/08.

2 Global Europe Anticipation Bulletin, octubre 18, 2008. GEAB N° 28, Alerta Crisis 
Sistémica Global - Verano de 2009: Cesación de pago del gobierno estadounidense. 
http://www.economiasur.com/crisisglobal2008/GEAB28UsaCesacion Pagos08.pdf. 
Publicado originalmente en: http://www.leap2020.eu/El-GEAB-N-28.

3 Téngase en cuenta que la crisis argentina de diciembre del 2001 supuso la devalua-
ción del peso sólo a un tercio de su valor anterior.
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o el dólar-bono), de tal manera a asegurar la liquidez44. En estos 
casos la gente se refugia en el dólar.

A falta de dólares en las entidades fi nancieras mundiales y con 
los créditos restringidos al máximo, el componente especulativo 
en los precios de ciertos commodities (como el petróleo, la soja, 
entre otros) se derrumbaron, y se alcanzó lo que algunos llaman 
un precio real de mercado.

La situación, sin embargo, no durará mucho, ya que el “salvataje” 
otorgado por el Federal Reserve y el Banco Central Europeo a los 
bancos privados supuso un sideral aumento de la deuda pública 
y privada nueva para el Gobierno norteamericano, que se suma a 
la deuda que implica el formidable défi cit fi scal de ese país por 
las transacciones de su comercio exterior, lo cual implicará que 
el Estado norteamericano no tendrá fondos para pagar sus deudas 
o que –para hacerlo– deberá emitir billetes sin respaldo real, que 
conducirá irremediablemente a una superdevaluación de su mo-
neda.

Todos estos descalabros causados por las políticas neoliberales 
y la farra de la desregulación fi nanciera de las últimas décadas, 
tendrán profundas repercusiones en todos nuestros países.

En el nuestro en particular, probablemente veremos un descenso 
de las divisas ingresadas por exportaciones de soja y carne, ha-
brá escasez de crédito con disminución probable de circulante e 
inversiones, por el momento un encarecimiento de los insumos 
importados, lo cual signifi ca desaceleración del crecimiento ma-
croeconómico o, en buen castizo, más pobreza.

Además de esto, sin embargo, están las cosas que los economis-
tas locales no dicen. Para esta parte del artículo me baso en una 

4 Una noticia curiosa aparecida en la prensa local del día 27 de octubre daba cuenta 
que un fabricante de cajas fuertes en EE.UU. estaba haciendo pingües ganancias con 
la extraordinaria suba en la venta de sus productos desde comienzos de mes. Esto es, 
la gente guarda sus dólares bajo el colchón.
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reciente declaración de la Sociedad de Economía Política y Pen-
samiento Crítico Latinoamericano (SEPLA) ante la crisis econó-
mica mundial5, transcribo textualmente algunos párrafos de inte-
rés: “la crisis económico-fi nanciera actual ocurre dentro de un 
contexto de múltiples otras crisis, como la de los alimentos, de las 
materias primas, de la energía, del ambiente y, también, de una 
crisis militar donde no se descarta el uso de armas de destrucción 
masiva”. Es que ningún imperio se cae solo sin arrastrar a los 
satélites que se mantenían en su órbita.

A partir de esta crisis, plantea el documento de la SEPLA: “Se 
abre un extenso periodo de convulsiones cuyos resultados están 
abiertos… con mayores niveles de explotación de los trabajado-
res, quienes deberán fortalecer sus organizaciones para enfren-
tar esa agresión”. A esto se refi ere la mayor pobreza antes men-
cionada, que supone –por cierto– mayor desempleo.

Mencionan luego una serie de medidas que deben ser tomadas sí 
o sí a nivel nacional para defender lo que se anticipa meridiana-
mente, medidas éstas sobre las que no se escucha hablar a técni-
cos gubernamentales ni economistas domésticos.

• Ben Bernanke lo dijo, un grave error fue la falta de regulación 
estatal al funcionamiento de las entidades fi nancieras priva-
das. Esta es la primera acción, el Gobierno y en particular 
el Banco Central del Paraguay (BCP) deben implementar un 
mecanismo de control y bloqueo de la salida de capitales, evi-
tando su fuga; aunque en el país estos capitales golondrina no 
tengan la importancia que tienen en otros, una estrecha super-
visión del accionar fi nanciero en el país es el primer paso.

• De la misma manera la paridad cambiaria guaraní-dólar debe 
ser regulada: se necesitan una centralización y un control 
cambiario con política de cambios múltiples y diferenciados; 

5 SEPLA (2008). Salvar a los pueblos, no a los bancos. Publicada en www.rebelion.
org 27/10/08.
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según se trate de divisas para una actividad u otra, el eventual 
derrumbe del dólar implicará fortísimos desajustes internos 
que deben ser anticipados.

• Los gastos externos o escape de divisas deben ser cortados 
al máximo. Es intolerable continuar con el actual défi cit de 
comercio exterior. De igual manera, debe estudiarse la conve-
niencia de declarar una moratoria e inmediata auditoría de la 
deuda pública, liberando recursos para atender las necesida-
des sociales.

• Aunque a nuestros “libremercadistas” les resulte insoportable, 
deberá necesariamente implementarse un control de precios 
de los productos básicos de modo a impedir un masivo y rá-
pido empobrecimiento mayor aún de la población; deben, en 
particular, preverse la difusión de la pobreza extrema y la falta 
de acceso de esa población a los alimentos.

• En esta anticipación a una mayor pobreza deberá desarrollarse 
una política de mantenimiento y recuperación de los salarios 
reales de los trabajadores, asociada a una política de tributa-
ción progresiva –vía reforma tributaria– que afecte al capital 
y sobre todo a la especulación.

• Dadas las difi cultades por las que atravesará el comercio in-
ternacional y el previsible aumento de pobreza, deberán im-
plementarse políticas de protección e incentivo al mercado 
interno y a las actividades económicas con alta generación 
de empleo. Para ese fi n la inversión pública juega un papel 
fundamental.

• Como estas medidas difícilmente van a ser tomadas de manera 
inmediata, dada la debilidad política del actual gobierno Lugo, 
habrá también que asegurar partidas presupuestarias para po-
ner en marcha un seguro de desempleo y políticas de protec-
ción social a los trabajadores desempleados e informales.
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• Aunque el proceso de privatización no ha sido muy profundo 
en nuestro país, deben re-estatizarse empresas estratégicas6, 
incluso aquellas que buscan ser “capitalizadas”. Deben nacio-
nalizarse las empresas privadas en proceso de quiebra. Y, no 
menos importante, embarcarse en un proceso de recuperación 
del control nacional de los recursos naturales7.

• Utilizar las actuales iniciativas como el Mercosur, Unasur y 
otras, para promover una integración regional al servicio de 
los pueblos y no del capital, aprovechando la actual coyuntura 
internacional de la presencia de gobiernos no tan carnalmente 
unidos al neoliberalismo.

Como en muchas otras ocasiones, estas sugerencias (y quizás va-
rias otras que aquí no se mencionaron) sonarán en ciertos oídos 
como iniciativas inviables, otros opinarán que esto huele a socia-
lismo, pero debe tenerse en cuenta que la compra de bancos por 
parte del Gobierno norteamericano, aunque sea parcial, es tam-
bién entonces socialista.

Los neoliberales han recibido un jaque mate debido al profundo 
error de sus seudoteorías, por la voracidad, corrupción y falta de 
escrúpulo de sus actores económicos y el carácter profundamente 
especulativo de sus actividades fi nancieras. Están arrastrando a la 
humanidad a un pozo de pobreza nunca antes vislumbrado.

Esperamos un rapto de sensatez en nuestras autoridades econó-
micas. Esperamos que avisen a la población lo que está por venir 
y esperamos, sobre todo, que empiecen a actuar pronto antes de 
que todo un pueblo deba arrepentirse de haber elegido a quienes 
lo gobiernan.

6 La Flota Mercante del Estado es una de ellas. Olvidarse de la capitalización de la 
Industria Nacional del Cemento, Acepar, Copaco, Ande, Ferrocarril y otras.

7 Tierras vendidas a corporaciones extranjeras de manera directa o vía canje de deuda 
por naturaleza, prospección de petróleo y gas en el Chaco, minerales ferrosos y no 
ferrosos y otros. 
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* Publicado en la Revista Acción, N° 291, febrero 2009 - Centro de Estudios Paragua-
yos Antonio Guasch (CEPAG).

Se habla mucho de que el cambio es necesario, pero hasta ahora 
no se debatió (o se discutió muy poco) qué es lo que se quiere 
cambiar y hacia dónde se quiere cambiar. Sin responder lo an-
terior, las especulaciones sobre si hay o no, sobre si puede o no, 
sobre si se va a dar o no el cambio, resultan fatigosamente infruc-
tuosas1.

Abordemos una primera aproximación: ¿quiénes están dispuestos 
a cambiar? La respuesta es relativamente simple, aquellos que 
–con el cambio– verán favorecidos sus intereses (sean del tipo 
que sean). Un campesino cambiaría su rutina productiva (no todo 
ni completamente) si algún otro rubro agrícola le dará mayores 
ingresos con menos trabajo. Un terrateniente prescindiría de parte 
de su gran propiedad si puede obtener un benefi cio económico, 
político y social superior al que las actuales circunstancias le re-
portan. En fi n, sólo cambian las personas y los cuerpos sociales 
(y cambian sólo parcialmente) cuando perciben que el benefi cio 

1 Debe tenerse en cuenta, sin embargo, que de hecho las cosas cambian, aunque ese 
cambio nos sea imperceptible, Heráclito de Efeso se encargó de ilustrarlo.

Cambio sí ¿pero hacia dónde?
(Releyendo “Una nación dos culturas”, 

de Bartomeu Meliá)*
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que les traería hacer el esfuerzo por actuar diferente es superior al 
benefi cio que hoy obtienen actuando como actúan. Se observa en-
tonces que todo cambio, si bien tiene un costo, sólo se dará cuan-
do hay una convicción de que determinados intereses se verán 
favorecidos en la nueva situación. El cambio implica un riesgo, el 
cálculo de cuánto benefi ciará o perjudicará ese riesgo determina 
la decisión de cambiar.

Otra pregunta oportuna refi ere a ¿qué queremos con el cambio?, 
¿es posible identifi car metas que sean colectivamente comparti-
das, objetivos sobre los que uno pueda decir: queremos esto, y 
esto, y aquello? Me atrevo a pensar que es aquí donde se entra en 
un territorio social plagado de confusiones, producto de esa enor-
me desarticulación y fragmentación a que fue sometida la socie-
dad paraguaya, pero sobre todo la “cultura nacional paraguaya”, 
por una historia política y económica colonial y neocolonial trau-
mática2. En suma, el carácter colonial de la actual cultura predo-
minante en el Paraguay hace que –colectivamente, como pueblo, 
como Estado nacional– no podamos defi nir con alguna precisión 
hacia dónde es que queremos cambiar. Sabemos lo que no que-
remos pero no sabemos qué queremos. Por esto el júbilo masivo 
cuando se fue Stroessner (sabíamos que eso no queríamos) y por 
eso el desastre político de los veinte años posteriores (porque no 
sabíamos lo que queríamos).

Así planteadas las cosas, el advenimiento de Lugo al gobierno 
fue considerado como la posibilidad de un cambio en el país. No 

2 Meliá, Bartomeu (1997) Una nación dos culturas, Asunción, RP Ed/CEPAG. En 
este trabajo el autor afi rma: “Los procesos históricos de colonización no son nuevos 
en el Paraguay y, sin embargo, se está lejos todavía de una comprensión cultural de 
este fenómeno. Más aún, se ha desarrollado sistemáticamente en el seno de los do-
minadores coloniales una cultura de la alianza (una alianza hispano-guaraní que se 
ha modernizado en alianza para el progreso) que no es más que la supresión pura y 
simple de uno de los términos de la dualidad cultural. Mientras que económicamente 
y socialmente hay una polarización dual entre dominador y dominado, culturalmen-
te se pretende haber llegado a una síntesis estableciendo la armonía de los términos, 
armonía por acallamiento de las clases dominadas” (71).
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obstante, sabemos que si bien hay muchos que estarían dispuestos 
a actuar de manera diferente a como lo vinieron haciendo hasta 
ahora (principalmente los sectores socialmente subordinados), 
sin embargo, hay otros que por ningún motivo aceptarían que se 
modifi quen algunos pilares económicos, políticos y culturales 
que cimentaron precisamente el poder que hoy detentan. Ellos 
también piden cambios, pero cambios que a la postre terminarían 
benefi ciándolos aún más.

Al no estar explícito el cambio propuesto (me refi ero a un proyec-
to nacional, o al menos a un programa de gobierno), el concepto 
de cambio –del cambio pretendido con el triunfo sobre los colora-
dos– se perdió en la más densa de las tinieblas. El resultado es que 
hoy cada quien, cada actor social, puja para reivindicar sus inte-
reses particulares; corporativos, de grupo, partidarios o gremiales 
y hay un des-acuerdo alrededor de cambios que reivindiquen in-
tereses nacionales, excepto dos o tres (que sí fi guraron en el plan 
de gobierno), sobre los cuales tampoco hay mucho consenso que 
digamos y que sirven de ejemplo de la disgregación de esa cultura 
nacional a la que alude Meliá: renegociación de Itaipú, reforma 
agraria, combate a la corrupción. ¿Acaso existe acuerdo completo 
sobre los cambios que deben introducirse en estos tres ámbitos? 
Unace y sus adherentes no están de acuerdo en renegociar Itaipú, 
gran parte del funcionariado público todavía colorado, ni el Poder 
Judicial, ni el Ministerio Público, ni la Policía ni cierto lumpen-
empresariado están de acuerdo con sanear el país, los socios de la 
Asociación Rural del Paraguay y los sojeros no están para nada 
de acuerdo con la reforma agraria. O sea, ni siquiera causas que 
parecerían ser nacionales son, en sentido estricto, nacionalmente 
acordadas.

En su intento por hacer algo por el país, Lugo parece haber dise-
ñado una estrategia (de cambio) centrada en el logro de acuerdos 
mínimos sobre la base del diálogo y la negociación. Habiéndose 
llegado a los niveles de desigualdad (en casi todos los sentidos) 
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a los que se llegó en el país, esa estrategia parecería tener pocas 
posibilidades de éxito. Desigualdad sobre la que Meliá en el tra-
bajo ya citado diría: “Por el modo como se procesó la nación pa-
raguaya su cultura es necesariamente colonial… (pero)…lo que 
puede llegar a ser trágico y constituirse en amenaza permanente 
contra el ser nacional es la ideologización unilateral del proceso, 
silenciando el desequilibrio económico dentro de la nación y el 
antagonismo de las clases sociales que precisamente el sistema 
colonial vino a instaurar y que mantiene hasta hoy”. Concluye 
la idea con una sentencia profética: “Si el Paraguay no entiende 
su proceso colonial, está en peligro de volver a ser colonizado 
siempre de nuevo”.

Principalmente los sectores hegemónicos (las fi chas domésticas 
del colonizador) no permitirán que se procese políticamente un 
cambio que altere esa relación de dominador/ dominado que tan 
exitosamente funcionó para ellos por casi un siglo y medio.

Veintidós mil metros cuadrados son los que dispone –en prome-
dio– cada vacuno en el Paraguay para pastar. Es cosa de tener 
mucha tierra, tirarse en una perezosa y ver engordar el ganado. 
Este estilo de vida es indudablemente envidiable. Envidiable pero 
inviable. Si el actual hato ganadero paraguayo (de alrededor de 
8 millones de cabezas) creciera a 20 millones y se mantuviera el 
promedio, las y los paraguayos debiéramos emigrar todos para 
dejarles espacio a dichos rumiantes y sus felices dueños, ya que 
el Estado nacional paraguayo dispone de sólo 40 millones de hec-
táreas. Esta inviabilidad empezó a crearse cuando se funda la se-
gunda colonia en el Paraguay allá por 1870. En la tercera oleada 
recolonizadora (a partir de la década de los años 70), esta vez de 
mano de las corporaciones multinacionales, se termina de usurpar 
el territorio campesino e indígena, para que, fl orecientes, germi-
nen las conocidas semillas oleaginosas, con las que esas multina-
cionales obtienen pingües ganancias.
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Para mantener el promedio de confort del que disfrutaron y hasta 
hoy disfrutan los sectores económicos hegemónicos (los nuevos 
y no tan nuevos representantes locales de los colonizadores) hace 
falta –entre otras cosas– liberar el campo de campesinos e indí-
genas. Esos molestos defensores de lo que podría haber llegado 
a ser una cultura nacional, indispensable para no ser (en la ter-
minología del Pentágono) un Estado fallido, para ser un Estado 
nacional.

El cambio pretendido tendrá que ser defi nido por alguien, ya que 
si no sabemos hacia dónde queremos cambiar, seguiremos igual. 
Y deberá ser defi nido por quienes estén dispuestos a arriesgar 
algo.

Momentáneamente parecen quedar claras no muchas cosas, pero 
una de ellas es que el cambio no va a venir de los que colonizaron 
el país, de los que pretenden “desarrollarlo”, “modernizarlo” o, 
a la postre, “civilizarlo” (¡son tan rudimentarios esos campesi-
nos y esos indígenas!). Va a venir de otros grupos. Esos otros 
grupos, sin embargo, tampoco tienen claro qué es exactamente 
lo que quieren, en consecuencia arriesgan poco, muy poco para 
una apuesta que no se dimensionó adecuadamente. Pero para esos 
grupos; los subalternos, los excluidos y los que están en proceso 
de exclusión, sin embargo, las oportunidades son escasas y ahora 
la tienen. Se pregunta uno si estarán a la altura de las circunstan-
cias. Lugo mostró hasta dónde puede, a partir de ahora se estira 
(entre los que quieren cambiar aunque sea algo) el carro de la 
transformación social o quedamos más o menos como estábamos 
en marzo del 2008.
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Sin el sistema o estructura del agronegocio, la producción de 
commodities para la exportación hubiera sido imposible. Este 
complejo empresarial es el que da sustento a la provisión de 
insumos, producción, comercialización y distribución de tales 
commodities, de ahí que no se pueda entender el porqué de los 
mismos si no se conoce cómo funciona el agronegocio. En este 
apartado se intenta dar una visión muy resumida y parcial de la 
estructura del mismo, enfocado principalmente a cómo opera en 
nuestro país.

Puede verse en el esquema de la siguiente página que el siste-
ma institucional oculto detrás de los intereses del agronegocio es 
complejo y sobre todo económica y políticamente muy podero-
so. Lo que la mayoría de nosotros percibe a simple vista son los 
productores (sojeros, cañeros, ganaderos) y las grandes transna-
cionales de la agroexportación o semilleros, pero el sistema del 
agronegocio es algo mucho más complejo que solamente lo que 
está visible.

El complejo e intrincado sistema 
de intereses económicos que opera 

detrás del agronegocio*

* Publicado en Rojas Villagra, Luis. “Actores del Agronegocio en Paraguay”, Asun-
ción: BASE-IS, marzo 2009.
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El diagrama permite imaginar de manera gráfi ca la cantidad de 
relaciones posibles entre los diferentes actores del sistema del 
agronegocio. Relaciones que son siempre relaciones de poder. De 
poder político, económico e ideológico/cultural, este último ejer-
cido principalmente a través de la prensa empresarial.

Estos actores intervinientes en el agronegocio pueden agruparse 
de diferentes maneras, teniendo en cuenta que los que se mues-
tran en el cuadro son sólo los que operan dentro del país. Sin em-
bargo, los más importantes son actores internacionales.

Actores públicos nacionales
Gobierno (ministerios, poder legislativo, poder judicial, ministe-
rio público, políticas implementadas, banca pública, sistema edu-
cativo).

Actores “públicos” internacionales
Convenios, Acuerdos y Pactos internacionales, organismos inter-
nacionales, organismos fi nancieros internacionales, embajadas de 
ciertos gobiernos extranjeros, con los que el gobierno ha fi rmado 
compromisos.

Actores privados internacionales
Banca privada transnacional, procesadoras y comercializadoras, 
la industria biotecnológica, la industria petrolera, la industria 
automovilística (adaptándose a los agrocombustibles y deman-
dándolos).

Actores privados nacionales
Productores, procesadoras y comercializadoras, bancos y fi nan-
cieras, importadores de maquinarias, equipos y tecnología, em-



87

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

presarios del transporte, contratistas de obras públicas, distribui-
dores y los demás que aparecen en el cuadro.

Todos estos actores apuntan en una sola dirección: control de los 
recursos naturales, control del territorio con expulsión de pobla-
ciones indígenas y campesinas, control del alimento (el arma po-
lítica por excelencia), control del aparato estatal y con esto del 
sistema de toma de decisiones. Se trata de una verdadera ofensiva 
que adquiere una dimensión geopolítica, como lo afi rman Bravo 
y otros autores (2007)1 refi riéndose a los agrocombustibles (aun-
que también es válido por supuesto para el agronegocio en gene-
ral), “El sometimiento de los sistemas agrícolas locales al modelo 
industrial y a una demanda energética exógena es una cuestión 
política que implica relaciones de poder sobre los ecosistemas y 
los pueblos”.

En el caso concreto paraguayo puede verse en el diagrama que se 
presenta que todos esos actores “que someten los sistemas agrí-
colas al modelo industrial” son poderosos; se relacionan unos con 
otros (los bancos fi nancian la siembra, las cooperativas y agroex-
portadoras garantizan mercados, la prensa bombardea con los be-
nefi cios al país de estos empresarios, etc.), se apoyan y controlan 
las decisiones que toma el gobierno (ya sea con coimas, comisio-
nes, benefi cios). A su vez el gobierno emite ordenanzas, decretos, 
leyes... realiza otras acciones como reprimir a campesinos, im-
putar a líderes, etc., en directo benefi cio de los diferentes actores 
del agronegocio. Entender el agronegocio como sistema mundial 
ramifi cado en casi todos los países, implica tener en cuenta que 
la preparación de las condiciones que lo hace –y lo hará– posible 
y rentable data de bastante tiempo atrás, por lo menos desde que 
las políticas neoliberales se hicieron dogma y empezaron a im-

1 Bravo, Elizabeth et al. “Los biocombustibles, una solución ¿para quién?” en Agro-
combustibles, Argentina frente a una nueva encrucijada. Rosario: Programa Argen-
tina Sustentable, 2007.
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plementarse masivamente. Esto es, desde comienzos de la década 
de los años 80.

1.  Infraestructura

Si bien la IIRSA2 se formaliza recién en agosto de 2000, en una 
Reunión de Presidentes de América del Sur llevada a cabo en Bra-
silia3, los componentes que van a defi nirla vienen de años ante-
riores. Por cierto, esta “iniciativa” (nunca se aclaró realmente de 
quién) concreta hoy el plan del capitalismo global en materia de 
infraestructura para esta región del mundo, así como el Plan Pue-
bla Panamá lo hace para México y Centroamérica. No es este el 
lugar, sin embargo, para entrar a detallar los componentes de este 
proyecto que tiene como propósito principal garantizar el fl ujo de 
mercaderías en todo el territorio sudamericano. En lo que atañe 
al Paraguay y a la circulación de las materias primas de expor-
tación que se producen (básicamente soja y otros productos en 
menor cantidad), se hará referencia a continuación, de manera 
muy resumida, a algunos aspectos que refl ejan el modo como la 
infraestructura del país fue y está siendo preparada para favorecer 
los intereses del agronegocio. Téngase en cuenta los importantes 
intereses económicos de diferentes grupos, pero principalmente 
empresas contratistas (controladas como se sabe, por empresarios 
en mayor o menor medida corruptos prohijados durante el perío-
do de Stroessner), que ven en los trabajos que supondrá la IIRSA 
un fi lón por décadas inagotable de superganancias.

2 Ver www.iirsa.org.
3 Según Zibechi, R. (2009) “Mirar más allá de coyunturas”, www.rebelion.org, 14-02-

09, este proyecto fue “encabezado por la burguesía brasileña, que tras el desarrollo 
de interconexiones en infraestructura esconde ‘la apropiación transnacional de los 
bienes de la naturaleza’”.
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2.  Exportación vía fl uvial: puertos y navegabilidad

En el año 1965 se crea la Administración Nacional de Navegación 
y Puertos (ANNP) por Ley 1066/65, que tiene a su cargo en forma 
exclusiva la expotación de todos los puertos del país y el dragado 
y mantenimiento de las vías navegables, estableciendo también 
puertos secos en las principales fronteras con Argentina (Clorinda 
- Puerto Falcón) y con el Brasil (Ciudad del Este - Foz de Iguazú; 
Salto del Guairá - Guaira; y Pedro Juan Caballero - Ponta Pora), 
la ANNP explota también los puertos de Villeta, Concepción y 
Asunción sobre el río Paraguay, y se encuentra en construcción el 
puerto de Pilar situado a 90 km. aguas arriba de la confl uencia de 
los ríos Paraguay y Paraná.

Pero con el auge de la exportación de la soja, a principio de los 
años 80 se establecieron una cantidad importante de puertos y 
cargaderos privados tanto sobre el río Paraná como el río Para-
guay que fueron habilitados por la ANNP y supervisados por esta 
institución. Sin embargo, en 1994 (durante la administración de 
J.C. Wasmosy) en virtud a la nueva constitución nacional apro-
bada dos años antes –que prohíbe los monopolios–, se promulgó 
la ley 419/94 que autoriza el funcionamiento de puertos privados, 
los cuales pasaron a regirse por esta ley pero bajo la supervisión 
de la ANNP. Esto se mantuvo hasta el año 2000, cuando los puer-
tos privados pasan a depender de la fi scalización de la Dirección 
General de Marina Mercante (organismo dependiente del Minis-
terio de Obras Públicas)4. Actualmente además de los 35 puertos 
y cargaderos de soja existen 3 puertos sobre el río Paraguay que 

4 En efecto, por Decreto Presidencial Nº 14402/2001 se designó el 23 de agosto de 
2001 a la Marina Mercante dependiente del Ministerio de Obras Publicas y Co-
municaciones, como órgano de aplicación de la Ley Nº 419/94, para la creación, 
habilitación y funcionamiento de los Puertos Privados. Esta designación se hizo a 
solicitud del Misterio de Obras Públicas y Comunicaciones, en la que requirió se 
deje sin efecto el Decreto Nº 107016/00, de fecha 5 de octubre de 2000, y se designe 
a la Dirección de Marina Mercante, como órgano de aplicación y cumplimiento de 
las disposiciones legales que rigen a los Puertos Privados, Disposiciones y Decretos 
reglamentarios, hasta tanto se determine un Ente Regulador de las actividades por-
tuarias.



90

Tomás Palau Viladesau

manejan el tráfi co de contenedores en abierta competencia con la 
ANNP, que se maneja con tasas portuarias rígidas y ha perdido 
una buena parte del mercado en virtud de que el sector privado 
maneja las tarifas atendiendo la realidad de la oferta y la deman-
da. De hecho, los puertos privados en la actualidad controlan el 
negocio de la agroexportación: “los puertos del norte (de Asun-
ción), Caacupemí y Puerto Fénix, mueven alrededor de 1.500 a 
2.000 contenedores mensuales, respectivamente, tanto de impor-
tación como de exportación, del total de 5.000 contenedores men-
suales que mueve el comercio internacional de nuestro país. “En 
esta zona de Roque Alonso se concentra el 70% del movimiento 
de contenedores de nuestra economía”5.

Puede apreciarse que el proceso de privatización de los puertos 
no es en absoluto casual y está estrechamente vinculado a la pene-
tración del agronegocio transnacional en el país. A este respecto 
al consultar los proyectos que la IIRSA contempla para los próxi-
mos años, pueden encontrarse los siguientes:

• Mejoramiento de la navegabilidad del río Paraguay entre el 
Apa y Corumbá.

• Proyecto binacional de mejoramiento de la navegabilidad del 
río Paraguay Asunción – Apa.

• Sistema de comunicaciones del río Paraguay (Asunción-aguas 
arriba).

• Sistema de predicción de niveles en el río Paraguay (Apa- 
Asunción).

• Ampliación de Pto. Indio.
• Navegabilidad del río Paraná.
• Rehabilitación del puerto de Salto del Guairá.

5 Declaraciones de Francisco Griñó, directivo de Puerto Fénix (Cargill), (www.nues-
tromar.org/noticias) Fuente: AP.19/10/07. WEBPICKING.
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• Optimización del sistema de terminales portuarias del Gran 
Asunción (Accesos terrestres y fl uviales, localización de ter-
minales).

• Proyecto binacional de mejoramiento de la navegabilidad de 
los ríos Paraná y Paraguay desde Santa Fe a Asunción.

• Sistema de comunicaciones en el río Paraguay (Asunción - 
Confl uencia).

• Construcción del Puerto de Ka’arendy sobre el río Paraná 
(Natalio).

• Esclusas de Corpus (Proyecto binacional).
• Pavimentación del tramo carretero Pte. Franco - M. Otaño - 

Natalio y acceso a 9 puertos sobre el río Paraná.
• Proyecto binacional de mejoramiento de la navegabilidad en 

el Alto Paraná (proyecto Ancla).
• Puerto de Encarnación.

Una revisión superfi cial de las obras arriba mencionadas eviden-
cia la estrecha asociación entre el agronegocio de la soja y las 
obras a ser encaradas. Obras por otro lado, que serán afronta-
das con préstamos a ser contratados por el gobierno nacional con 
organismos fi nancieros multilaterales. En otras palabras, el pago 
por el incremento de la deuda externa que supondrá la realización 
de estas obras, será absorbido por el contribuyente paraguayo 
para ser más fl uido el desalijo de la soja del agronegocio desde 
nuestro país a puertos de ultramar.

3.  Infraestructura vial

De la misma manera, el listado de las obras viales que están pla-
nifi cadas en el marco de la IIRSA se superponen casi exactamente 
con los territorios de la soja, o con la conexión entre éstos y los 
puertos fl uviales, puentes, corredores hacia puertos de ultramar 
y eventualmente ferrovías planifi cadas, dando una evidente de-
mostración de que la implantación de la infraestructura nacional 
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está diseñada para servir a los intereses de las transnacionales del 
agronegocio.

En la margen derecha del río Paraná (Canindeyú, Alto Paraná, 
Itapúa) las obras previstas son:

• Pavimentación del tramo Pdte. Franco-Otaño-Natalio y acce-
so a 9 puertos sobre el río Paraná.

• Accesos viales a Encarnación.
• Aeropuerto de Encarnación.
• Relocalización de malla ferroviaria (zona de infl uencia de En-

carnación/Yacyretá).
• Mejoramiento ruta IV Encarnación-K.30 Ciudad del Este6.
• Mejoramiento ruta VI Km.30-Cnel. Oviedo (Mejoramiento 

Ruta 7).
• Mejoramiento ruta I tramo Itá-San Juan Bautista. Misiones 

(Mejoramiento ruta 1).
• Pavimentación troncal II.
• 2º Puente Paraguay/Brasil.

En la zona Norte de la Región Oriental, en la que se expande rápi-
damente la frontera de la soja, además de intensifi carse la implan-
tación de ganado para la producción de carne para exportación, 
fi guran:

• Pavimentación del tramo San Estanislao-Puerto Rosario.
• Pavimentación del tramo Santa Rosa-Puerto Antequera,
• Pavimentación de la ruta Concepción-Vallemí.

En cuanto a la continuación de los corredores bioceánicos a tra-
vés del Chaco, están previstas las obras de:

• Puente Murtinho/Carmelo Peralta.

6 En un reciente anuncio, el Ministro de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC) 
(enero 2008) adelantó que luego del mejoramiento de las rutas IV, VI y I, estos 
tramos serán privatizados “dada la imposibilidad del Ministerio de disponer de pre-
supuesto para su mantenimiento”.
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• Estudio de factibilidad para la pavimentación tramo Pozo 
Hondo / Carmelo Peralta (Chaco).

• Mejoramiento de caminos troncales.

Hacia el sur de Asunción:

• Pavimentación del tramo Villeta-Alberdi (y su continuación a 
Pilar).

• Construcción del puente Ñeembucú/Chaco (Argentina).

Según un estudio, las proyecciones de la distribución de la red 
vial para el período 2005-2025 (en kilómetros) es la siguiente:

Cuadro 1 – Proyecciones red vial 2005 – 2025

Kms. de ruta 2005 2015 2025
Pavimentada 4.000 5.000 8.000
Mejorada 1.500 15.000 24.000
Tierra 54.500 40.000 28.000
Estas cifras resultan dudosas, ya que el total de los tres años suma 60.000, lo cual signifi ca que 
en 20 años no se construirá ni un solo kilómetro de nuevas rutas.

Fuente: MOPC (2005) Diálogo sobre Gestión Vial en Paraguay, Asunción, junio.

Otro dato proveído por el mismo trabajo ministerial es que las 
inversiones viales que estaban previstas y con fi nanciamiento 
para el período 2006-2009 por grandes grupos de obras, era la 
siguiente:
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Cuadro 2 – Obras previstas 2006 – 2009

Obras Préstamo (en US$)
Corredores del Chaco 190.000.000
Corredores viales 110.000.000
Caminos rurales 89.500.000
Ruta 10 77.000.000
Corredores de integración 204.944.089
Corredores Paraguay-Bolivia
Mejoramiento de caminos II 228.450.481
Franja costera 1.500.000
Total 901.394.570

Fuente: MOPC (2005) Diálogo sobre Gestión Vial en Paraguay, Asunción, junio.

Si se exceptúa a la franja costera (que por cierto también sería 
aprovechada como corredor Norte para el acceso al puerto de 
Asunción), el endeudamiento del país para corredores viales –se-
gún esta fuente– que servirían a los propósitos del agronegocio, 
alcanzaría la suma de US$ 900 millones, suma que deberá ser 
pagada por todos los contribuyentes del país.
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Si uno acude a un buen diccionario encontrará varias defi niciones 
del concepto de crimen1: es algo que no se debe hacer, es un delito 
grave, el cual a su vez implica el quebrantamiento de la ley. Por 
cierto, conviene prestar especial atención al concepto de “delito 
político” dado por el diccionario de la Real Academia Española: 
“el que establecen los sistemas autoritarios en defensa de su pro-
pio régimen”. En estos casos los límites entre el delito a secas y el 
delito político se vuelven muy difusos.

La actual ofensiva del gobierno paraguayo contra las organizacio-
nes campesinas y sus dirigentes, apunta a convertirlos en crimina-
les, en actores sociales que violan la ley con acciones “indebidas” 
y “reprensibles” y en consecuencia, son pasibles de juicio y con-
dena. Quizás como en ningún régimen colorado post autoritario, 
esta virulencia del Estado y sus instituciones represivas contra el 
campesinado fue desplegada con tanta violencia.

1 Delito grave, acción indebida o reprensible. Delito: quebrantamiento de la ley, ac-
ción o cosa reprobable, acción u omisión voluntaria o imprudente penada por la ley.

* Publicado en: Palau, Marielle (comp) “Criminalización de la lucha campesina” BA-
SE-IS: Asunción, marzo 2009.

Criminalización a la Lucha 
Campesina*
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Hay razones del momento y razones de tipo más estructurales que 
sugieren una interpretación de un hecho por demás paradójico; 
que se acentúe la represión anti-campesina justo cuando adviene 
un gobierno no colorado en el que se habían depositado expecta-
tivas de cambio.

Las razones del momento más coyunturales tienen que ver, entre 
otras cosas, con la conformación del andamiaje represivo institu-
cional; el Ministerio del Interior, el Poder Judicial, el Ministerio 
Público y el Poder Legislativo están conducidos o integrados por 
personas de una clara vocación autoritaria, conservadora y sumi-
sa a los intereses de las burguesías domésticas y al capital trans-
nacional, cuando no directamente a embajadas que representan 
a los poderes imperiales. Por ser coyuntural esto podría llegar a 
cambiar.

Lo que difícilmente cambie son las condiciones estructurales que 
hacen posible que aunque cambien los gobiernos, no cambien las 
cosas. Para ello conviene volver de nuevo al tema de la ley. Cri-
minales son los que infringen la ley. Pero las leyes no son pro-
ducto de la generación espontánea, las leyes no son universales, 
no son iguales en todas partes. Las leyes son hechas por perso-
nas que forman parte de una sociedad concreta en determinados 
momentos de su evolución. Normalmente tampoco son hechas 
por personas cualquiera que representen a todos los sectores de 
la sociedad, sino por determinados exponentes, de determinados 
sectores sociales, que suelen ser los que tienen más dinero y más 
poder político. Las leyes en consecuencia, tienen un fuerte, muy 
fuerte sesgo oligárquico desde su concepción hasta su aplicación2.

2 “En efecto, es perfectamente posible que las presuntas leyes no sean, en realidad, 
más que leyes impostoras. Muchas veces las leyes son malas leyes o ni siquiera son 
leyes, son prejuicios exitosos, costumbres enquistadas por la historia y la tradición, 
o caprichos de los poderosos que se impusieron un día por la fuerza”. Fernández 
Liria, C., P. F. Liria y L. Alegre Zamorano (2007) Educación para la ciudadanía. 
Democracia, capitalismo y Estado de Derecho, Madrid, Akal.
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De estas “leyes impostoras” está plagada nuestra legislación agra-
ria, nuestro código civil, nuestro código penal y procesal penal. 
Resulta obvio que sea así; esta legislación se construyó a lo largo 
de 140 años de dominación extranjera y explotación latifundista.

Esta primera forma de asedio judicial-penal (en un contexto de 
supuesta democracia formal representativa) deja prácticamente 
inerme a la ciudadanía en general y a las organizaciones campesi-
nas y su dirigencia en particular, para reclamar derechos que pro-
vienen de la enorme sobrecarga de demandas sociales que vino 
siendo acumulada por décadas de postergación. Los reclamos que 
se generan a partir de ello, alimentan un círculo vicioso que esti-
mula a la elite conservadora enquistada en los poderes del Estado 
a elaborar y aprobar nuevas leyes que cercenan aún más la ciuda-
danía de las mayorías.

Pero las condiciones estructurales son muchas más; el derecho 
positivo al que se hizo referencia más arriba es resultado de algo, 
ese algo es la defensa por parte de los propietarios, de las formas 
y mecanismos de acumulación de capital que son propias de un 
país como el Paraguay.

Una vez fi nalizada la guerra contra la Triple Alianza, grandes ex-
tensiones de las mejores tierras fueron transferidas a manos de 
empresas inglesas, anglo-argentinas, francesas, brasileñas o mix-
tas. El territorio nacional fue repartido entre los vencedores y la 
gente que quedaba fue arrinconada en minifundios o explotada en 
regímenes esclavos o semi-esclavos por esa segunda oleada de 
colonizadores3.

Desde entonces, los gobiernos colorados y liberales que se suce-
dieron ofi ciaron de guardianes políticos de los intereses econó-

3 La primera fue la de los españoles en el siglo XVI. Palau (2009) “La cuestión agra-
ria. Principal espacio de acumulación del capital en el Paraguay”. En, Rojas, L. 
(comp.) El gobierno Lugo. Herencia, Gestión y Desafíos, (Asunción, BASE. Inves-
tigaciones Sociales).
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micos de esa oligarquía4 que basó su riqueza en el control de la 
tierra y en la explotación de la madera y la ganadería principal-
mente. Los grandes latifundios forestales y ganaderos, en su gran 
mayoría propiedad de extranjeros o de nacionales vinculados a 
extranjeros, arrinconaron a la población campesina en los estre-
chos márgenes de los minifundios que circundaban las grandes 
propiedades.

En el período de entreguerra (1870-1932) se había ya completado 
el primer proceso de extranjerización de la tierra y con ello de la 
economía en el país. Extranjerización por desposesión al decir 
de Harvey citado por Glauser5 que se intensifi cará a partir de la 
década de los años 70s cuando el modelo ganadero/forestal es 
rápidamente sustituido por el agrícola de exportación.

El principal espacio de acumulación de capital, si bien siempre 
localizado en el campo, cambiaría de escenario y de dueños. La 
producción forestal cedió paso a la agricultura, la ganadería se 
mantuvo y más recientemente se expande en el inmenso territorio 
chaqueño. Los nuevos dueños del proceso aparecen vinculados o 
directamente son las empresas multinacionales. Este proceso fue 
liderado por el algodón y la soja, dos commodities destinadas neta-
mente a la exportación. El algodón, tras un breve período de auge 
que no dura más de una década (iniciándose en 1973), casi desapa-
rece en la actualidad del escenario agrícola nacional. La soja, que 
ingresa masivamente al país también a comienzos de la década de 

4 El breve gobierno febrerista (1936/37) de Rafael Franco que intentó modifi car este 
estado de cosas fue rápidamente derrocado con el apoyo de los sectores oligárqui-
cos.

5 “Por acumulación por desposesión, se hace referencia entonces al despojo con el fi n 
de acumular capital. Se despoja de patrimonios sociales, sean éstos tierras, recursos, 
riquezas o derechos de un determinado grupo social, siempre emplazado en una 
geografía específi ca. Esta acumulación apunta tanto a la expansión sobre ámbitos 
externos al capitalismo, como es el caso de los despojos de patrimonios de uso co-
mún de pueblos indígenas y comunidades campesinas; como a ámbitos internos al 
capitalismo, como la privatización de servicios y bienes públicos del Estado”. Glau-
ser, Marcos (2009). La extranjerización del territorio en el Paraguay. (Asunción, 
BASE. Investigaciones Sociales).
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los 70 del siglo pasado, llega al millón de hectáreas sembradas en 
el 2000, en 27 años. Desde comienzos de la década pasada, en sólo 
10 años, se expande hasta alcanzar dos millones 600 mil hectáreas, 
más recientemente con semillas genéticamente modifi cadas.

La provisión de insumos y la exportación de soja están totalmente 
controladas por empresas multinacionales, la producción misma 
se concentra en unos 4.0006 medianos y grandes productores, de 
los cuales un 80% al menos son extranjeros. La exportación de la 
carne está igualmente concentrada en media docena de frigorífi -
cos directamente vinculados a marcas multinacionales.

Estos dos rubros requieren de grandes extensiones para mantener 
la rentabilidad, son además y como es de suponer, prescindentes 
de mano de obra; un trabajador puede manejar en promedio unas 
150 has. de soja, en los latifundios ganaderos este promedio de 
ocupación de trabajadores es aún más bajo. Se trata de una dis-
puta por la tierra que actúa como una tenaza sobre el territorio 
campesino, y por cierto también, sobre los territorios indígenas. 
Por un lado la demanda de tierra de los sojeros, por otro, el mante-
nimiento y ampliación, en algunos casos, de las tierras ganaderas.

Esta disputa es desigual, mientras la agricultura y la ganadería 
empresarial disponen de una legislación como la descrita ante-
riormente, dispone de guardias armados, de tecnología, de avio-
nes fumigadores, de capital para “comprar” a autoridades locales 
y de acceso directo a los medios de prensa para modelar la orien-
tación de la opinión pública, las comunidades indígenas y asenta-
mientos campesinos se encuentran a la intemperie.

Como es de esperar esta situación confi gura un escenario de alta 
confl ictividad, pero sobre todo de acumulación de pobreza hasta 
límites poco sostenibles para una sociedad así llamada “democrá-
tica”. Surge entonces el dilema de la ingobernabilidad, creciente 

6 Si bien la cantidad total de fi ncas con cultivos de soja ascienden a algo más de 33 
mil.
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en el gobierno Lugo, dada su fragilidad política. La insatisfacción 
de necesidades sociales básicas, desencanto y desorden, es el es-
cenario actual, y que para ciertos sectores la cohesión y el ordena-
miento de la sociedad constituyen el aspecto central del ejercicio 
del poder, su objetivo natural, por lo que la obsesión por el orden 
(y su permanencia) resulta fi nalmente una actitud defensiva de 
quienes lo ejercen.

Esa actitud defensiva se expresa en los remedios que se proponen 
para resolver esta “anomalía” del poder: disciplinar de múltiples 
maneras a la ciudadanía, desactivarla, y en el centro de esta pre-
ocupación por el orden, limitar decisivamente la capacidad rei-
vindicativa del poder campesino, de sus organizaciones sociales 
y políticas, tal vez con “ayuda” de los medios de prensa empresa-
riales, o con la colaboración policíaca7.

El trío conformado por el Poder Judicial/Ministerio Público/
Policía se convierte así en una herramienta efectiva para utili-
zar –como en pesca mayor– la enmarañada red legal represiva 
engendrada en el Poder Legislativo para capturar militantes de or-
ganizaciones sociales y dirigentes de organizaciones campesinas.

En lo que va del gobierno de Fernando Lugo, han sido asesinados 
8 militantes sociales, 208 personas fueron heridas en el marco de 
represiones, se ha detenido a 1.050 militantes e imputado a 333, 
las personas desalojadas suman más de 12.0008.

Esta demostración de que el poder real se encuentra en otro lado y 
no precisamente en las instituciones que lo detentan formalmente 

7 Adolfo Coronato, que fi rma humildemente como “periodista”, dice de los autores 
del libro brasilero Tropa de elite que “la falta de voluntad política de la izquierda y 
la adhesión de la derecha al statu quo institucional acabaron confl uyendo en una jac-
tanciosa coalición conservadora que mantuvo (en la policía) la estructura heredada 
de la dictadura. Esta arquitectura facilita la reproducción de viejas culturas corpo-
rativas, incompatibles con una sociedad compleja y la construcción de una policía 
para la democracia del siglo XXI” (2010). “El estado de Derecho en peligro”. En Le 
monde diplomatique, Edición boliviana, 23, febrero.

8 De agosto de 2008 a diciembre de 2009.
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es irrefutable. Al modelo agroexportador transnacional y a la oli-
garquía ganadera no se los puede tocar.

El trato de criminales a quienes defi enden sus derechos a una vida 
digna en tierra propia tiene un aliado de la mayor importancia, la 
prensa empresarial, a la que Fernández Liria, ya citado, se refi ere 
de manera concluyente: “los medios de comunicación, [que son] 
el arma imprescindible para hacerse oír en el espacio público, 
están hoy día secuestrados por un puñado de grandes empresas 
ocupadas, claro está, en la defensa de sus intereses privados; de 
hecho, existen fortunas particulares que pueden llegar a monopo-
lizar todos los medios de lo que se llama la ‘opinión pública’”9. 
Según Diego Segovia10 “en base a estimaciones generales, se 
puede afi rmar que más del 90% de la información y el entrete-
nimiento que circulan cotidianamente por el país es controlado 
por 7 grandes grupos empresariales. Estos grupos operan en dis-
tintos sectores de la economía y sus medios son los que defi en-
den, en la esfera pública, los intereses que derivan de cada una de 
sus actividades”. Las vinculaciones de los propietarios de estos 
“instrumentos de fabricar mentiras”, en el caso paraguayo, son 
directas con sectores empresariales e inmobiliarios11 y machacan 
diariamente sobre el carácter perverso del actuar de la mayoría de 
los dirigentes campesinos.

Lo poco que pudo haber hecho el gobierno Lugo es condenado 
sistemáticamente (así también por lo que no ha hecho) por estos 

9 Fernández Liria y otros (2007) ya citado.
10 Segovia, D. (2009) “Medios de comunicación en Paraguay: estructura de propiedad 

y situación actual en la nueva realidad democrática”. Artículo presentado en el grupo 
de trabajo de CLACSO: Comunicación Mediatizada, Capitalismo Informacional y 
Políticas Públicas. (Buenos Aires: CLACSO).

11 El trabajo de Segovia menciona por ejemplo los vínculos del dueño de ABC Color, 
entre otros, con la ARP, con la secta Moon y con la Unión de Gremios de la Produc-
ción (UGP) que reúne a los medianos y grandes productores sojeros.
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medios de prensa y por los representantes del capital en las diver-
sas instancias del Estado12.

Mientras tanto, ni las organizaciones campesinas, ni los funcio-
narios del gobierno favorables a un cambio en el sector agrario 
lograron articular un programa que pueda considerarse viable, 
tímidamente emprendieron apenas algunas acciones tibias y des-
hilvanadas que no tuvieron mayor incidencia en las condiciones 
de vida de casi dos millones de personas que –de algún modo- 
todavía viven de la agricultura; la creación de la Coordinadora 
Ejecutiva para la Reforma Agraria (CEPRA); la elaboración de 
un documento denominado “Principales lineamientos de política 
pública en materia de reforma agraria integral, desarrollo territo-
rial y reactivación de la agricultura familiar campesina” a inicia-
tiva del Equipo Económico Nacional; la publicación del Informe 
que la Comisión de Verdad y Justicia y el INDERT presentaron 
al presidente de la República sobre las tierras rurales malhabidas 
en Paraguay, con el listado de las personas que habían sido ilegal-
mente benefi ciadas con 7.851.295 has. del Estado; otro proyecto 
de reforma agraria presentado por el conservador vicepresidente 
de la República al Ministerio de Agricultura (sin que en él haya 
participado el INDERT, organismo específi camente encargado del 
tema) y; la publicación por parte del Equipo Económico Nacional 
de su “Plan estratégico económico y social 2008/2013”, denomi-
nado “Propuestas para un crecimiento económico con inclusión 
social en Paraguay”, dentro del cual se propone la realización de 
la reforma agraria integral con reactivación de la agricultura fa-

12 Volviendo casi proféticas aquellas refl exiones de Ernest Mandel: “Ante el ascenso 
de las multinacionales, el Sstado-nación ha dejado de ser un instrumento econó-
mico adecuado para la burguesía. Pero sigue necesitándolo para auto-defenderse. 
Necesita al Estado para defender sus intereses particulares frente a los competidores 
extranjeros. Necesita el Estado para amortiguar los choques de las crisis económicas 
y sociales. Necesita el Estado para reprimir en caso de crisis socio-económicas ex-
plosivas. En la medida en que el Estado nación le es menos útil, tiende a sustituirlo 
por instituciones supranacionales”. (1992) “Défi cit presupuestario e internacionali-
zación del capital”, La Gauche, 14, 12 de agosto.
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miliar. Y aquí, paremos de contar. Muchos papeles y pocas nueces 
para un país que se debate entre la pobreza y la indigencia.

Este escenario no puede ser más difícil para los campesinos orga-
nizados, aunque podría agravarse en los próximos años, si –como 
todo parece indicar– los sectores que apoyaron a Lugo en el 2008 
se vean de nuevo políticamente relegados en las elecciones del 
año 2013.

Concluyo con una cita de Gilmar Mauro13 que se aplica tal cual 
a nuestro país y que va dirigido precisamente a esa burguesía do-
méstica tan propensa a la violencia: “Hay una forma muy fácil 
de acabar con el MST [en nuestro caso, con las organizaciones 
campesinas], no necesitan criminalizar, si quieren terminar con el 
movimiento, sólo tienen que hacer la reforma agraria”.

13 Quien, a comienzos de febrero de 2010 –en un acto en la Universidad de San Pablo 
contra la Criminalización de los Movimientos Sociales y por la libertad de los presos 
políticos del Movimiento de los Trabajadores Sin Tierra (MST) de Brasil– coordinó 
el acto.
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Habiendo cumplido medio año de gestión, algo más del 10% del 
tiempo de su administración, el gobierno de Lugo continúa gene-
rando reacciones encontradas. Pocas cosas están claras, pero la 
principal de ellas es que la orientación del mismo no contradice 
en lo más mínimo los intereses de los grupos de poder que do-
minan al país; el empresariado fraudulento, la oligarquía terrate-
niente, los narcos y las transnacionales siguen operando tal como 
lo venían haciendo desde hace tiempo. Los avances para edifi car 
una nueva justicia a partir de la ruina en que está, no ha avanzado, 
y la institucionalidad del Estado no ha tenido más cambio que el 
de personas. O sea, las cosas siguen tan igual como antes del 15 
de agosto.

En un primer momento, la opinión más generalizada que se escu-
chaba por esta ausencia de cambios era que el presidente se había 
rodeado de gente que lo cercaba pero que no lo acompañaba en 
sus objetivos. Esta opinión se fue transformando en otra en la que 
efectivamente no es el entorno sino el propio Lugo el que decidi-

Una rápida mirada a la gestión del 
gobierno en sus primeros meses*

* Publicado en la Revista Acción, N° 292, marzo 2009 - Centro de Estudios Paragua-
yos Antonio Guasch (CEPAG).
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damente prefi ere dejar las cosas como están, pasando a ser más de 
lo mismo pero con una imagen más presentable.

En la visión de algunos analistas, lo que el presidente estaría bus-
cando instalar es “un liderazgo sensato (que) probablemente bus-
cará renovar y mejorar el Gobierno y conducir un proceso de 
gestión de los cambios económicos y sociales en los próximos 
años, sin dejar que se produzcan rupturas bruscas que puedan te-
ner graves repercusiones en la estabilidad” (Rubiani1). Esta per-
cepción es sin duda benévola y complaciente con lo que el grueso 
de la población espera, ya que obviamente en un país como el 
nuestro, buscar cambios económicos y sociales sin producir “rup-
turas bruscas” equivale a querer hacer una tortilla sin romper los 
huevos. Cuando la situación es radicalmente seria (y casi un 40% 
de la población postrada en la pobreza es radicalmente serio) la 
radicalidad de las medidas correctoras es insoslayable2.

En un artículo anterior3, mencionaba yo textualmente que las así 
llamadas áreas “duras” del modelo (Hacienda, Obras Públicas, 
Agricultura y Ganadería, Industria y Comercio, Interior) fueron 
a parar a manos del sector más conservador del espectro político 
disponible (con la excepción de Defensa). En tanto que las áreas 
“blandas”, aquellas sobre las que hay mayor fl exibilidad en la 
asignación presupuestaria y tienen que ver con necesidades socia-
les, fueron dadas a personas de un espectro algo más “progre”. Se 
las usó como para dar la imagen de cambio (Acción Social, Salud, 
Niñez, Cultura, Juventud, con la excepción de Educación).

1 Rubiani, P. (2009) “Los desafíos del cambio en el Paraguay”. Acción Nº 291, Febre-
ro.

2 “Llegó la hora de la verdad y de hacer política, no se puede ser contemporizador, 
esta crisis fue generada en el corazón de los países de aquellos que antes sabían 
todo”, Luiz Ignacio da Silva (“Lula”) (05-03-09), durante la apertura de la primera 
reunión del año del Consejo de Desarrollo Económico y Social del Brasil, Agencia 
Estado, citada por la agencia de noticias ANSA.

3 Palau, T. (2008) “Lugo antes del 15: ¿Más de lo mismo o novísima estrategia de 
concertar sobre lo inconcertable?”
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Este hecho marcó y sigue marcando la pauta del rumbo que ten-
drá –en lo esencial– la administración Lugo. Cuando se dice lo 
esencial se hace referencia a los modelos de acumulación de ri-
queza dominantes en el país y a los intereses políticos que lo ro-
dean. Bastan pocos ejemplos; el plan anticrisis del Ministerio de 
Hacienda que es en realidad un plan de rescate al agronegocio 
por la crisis internacional; la así llamada “presencia del Estado” 
en San Pedro y Concepción, que se pervirtió hasta el punto de 
convertirse en una verdadera cruzada contra los movimientos so-
ciales; el nombramiento de Bonzi en el SENAVE, un defensor 
de los transgénicos de la línea dura; la anunciada “concesión” a 
empresas privadas del ministro de Obras Públicas de rutas y de 
la hidrovía en el río Paraguay, obras que serán fi nanciadas con el 
presupuesto público; la inminente privatización de los servicios 
de Internet por parte de CONATEL; las respuestas ambiguas y 
asistenciales a las casi 60.000 familias de sesameros que se pu-
sieron la soga al cuello, en fi n…, son muchos los ejemplos que 
muestran a las claras que el Gobierno no ha manifestado –hasta 
el momento– una intención de mejorar efectivamente las condi-
ciones de vida de esos dos millones y medio de la población que 
apenas sobrevive y que, por el contrario, continúa afi anzando la 
ya clara primacía de los intereses económicos y geopolíticos de 
grandes empresas multinacionales.

Los avances logrados en la dirección de cumplir las principales 
banderas de la campaña del actual Gobierno (recuperación de la 
soberanía sobre las hidroeléctricas, el combate a la corrupción y 
la reforma agraria) son próximos a nulos, aunque en los escalo-
nes más bajos se avanzó en depurar la nómina de funcionarios 
públicos planilleros. Lugo descansó mucho más en las alianzas 
con partidos y referentes políticos moralmente averiados que en 
las fuerzas sociales que lo llevaron al poder y este desatino está 
comprometiendo la estabilidad, o más propiamente, la goberna-
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bilidad4 del país. Se da un sesgo pronunciadamente acentuado de 
las políticas públicas hacia determinados grupos de actores socia-
les (en realidad, económicos) y desatención y abandono hacia los 
reclamos de otros grupos de actores. Este sesgo, visible en lo que 
el Gobierno está haciendo y no en lo que está diciendo, ha lleva-
do al descrédito de una mayoría de electores que en abril del año 
pasado optaron por la fórmula “cualquiera menos los que están”5.

Las consecuencias políticas de este accionar del Gobierno actual 
ya se sienten, pero serán más profundas y graves en el futuro: de 
seguir este rumbo, en el 2013 la ciudadanía apelará a la fórmula 
“más vale mal conocido que bien por conocer” y volverán las 
oscuras golondrinas que durante seis décadas expoliaron nuestra 
dignidad como nación.

Es poco lo que puede agregarse sustantivamente a esta rápida mi-
rada sobre el devenir del actual Gobierno. No todo es incertidum-
bre; hace falta que la ciudadanía tome conciencia de la necesidad 
de distinguir entre gobierno y poder, discernimiento que es clave 
para entender, tanto en el corto como en el mediano y largo pla-
zos, las posibilidades de cambio realistas que existen en el país.

4 Que implicaría no solo la capacidad de gobernar efectivamente, sino además y por 
sobre todo implica la calidad de la interacción que establece la autoridad con los 
actores sociales y, más en particular, signifi ca el establecimiento de políticas que 
tiendan a una distribución más equitativa de los recursos materiales de la sociedad. 
Pero también el fortalecimiento de los medios de control de los ciudadanos sobre la 
manera como se administran y distribuyen dichos recursos. Gobernabilidad o “buen 
gobierno” signifi ca entre otras cosas la garantía de que la provisión de servicios 
básicos como salud, educación, vivienda se realiza sobre la base de principios de 
equidad, honestidad y transparencia. Es en buena medida el control ejercido por los 
ciudadanos sobre los actos de sus gobernantes. Con este principio el concepto de 
gobernabilidad refi ere al resguardo del ejercicio de gobierno sobre la base de deter-
minadas prácticas públicas democráticas, éticas y transparentes.

5 Téngase en cuenta que en abril de 2008 el 20% del electorado colorado votó por 
Lugo.
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Introducción

La reforma agraria ha sido una reivindicación histórica del movi-
miento campesino paraguayo, y ha adquirido una relevancia ma-
yor en el último año, no sólo porque fue una promesa electoral 
del actual presidente, sino también porque el movimiento cam-
pesino ha presionado con más fuerza para que la misma se torne 
realidad. Esto se da en una coyuntura marcada por el avance de 
los agronegocios, una mayor violencia de los sectores terratenien-
tes, aumentando la criminalización y la represión del movimiento 
campesino paraguayo.

El nuevo periodo político que se vive en el país desde agosto del 
año 2008, despertó no sólo la esperanza de cambio en los sectores 
populares, sino también una mayor solidaridad de otros pueblos 
hermanos. El seminario colabora con esta necesidad de conocer 
otras experiencias de organizaciones sociales rurales de América 
Latina, y de apoyar la sistematización de conocimientos volcados 
a fortalecer la lucha por la reforma agraria en el país. Con esa 

* Publicado en: Palau, Tomás y Ortega, Guillermo (comp) “Reformas Agrarias en 
América Latina: Memoria del Seminario Internacional realizado del 3 al 5 de noviem-
bre de 2008 en Asunción (Asunción: BASE Investigaciones Sociales) marzo 2009.

Reformas Agrarias 
en América Latina*
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intención se apoyó el Seminario “La actualidad de la Reforma 
Agraria en Latinoamérica y Caribe” realizada por el Grupo de 
Trabajo de Desarrollo Rural de CLACSO, realizada en el mes de 
octubre de 2008. Se entendió que ambos Seminarios se comple-
mentaban, mientras uno apuntó al intercambio entre intelectuales 
latinoamericanos y movimientos campesinos, el que se presenta 
en este material, apunta al intercambio entre movimientos socia-
les rurales.

Este Seminario tuvo dos objetivos generales, por un lado i) cono-
cer y refl exionar sobre diversas experiencias de reformas agrarias 
en el continente desde la perspectiva de las organizaciones socia-
les y por el otro ii) facilitar a las organizaciones campesinas la 
visualización de los diversos desafíos para impulsar la reforma 
agraria y la vigencia de los derechos humanos en los respectivos 
países. Se pretendía más concretamente i) articular un intercam-
bio de experiencias y conocimientos en torno a la reforma agraria 
desde la perspectiva de las organizaciones sociales involucradas, 
ii) visualizar la condición de las mujeres campesinas en las pro-
puestas/experiencias de reforma agraria y sus relaciones de poder 
dentro de los movimientos campesinos y iii) discutir sobre pro-
puestas concretas y estrategias de desarrollo en el tema reforma 
agraria

Diakonia ha sido la agencia de cooperación que posibilitó la rea-
lización de este seminario, a partir del interés en fortalecer la re-
fl exión, el intercambio de ideas y las experiencias de organiza-
ciones sociales alrededor del eje de trabajo “Recursos Naturales 
y Derechos Humanos”. En este sentido, varios emprendimientos 
han sido impulsados en diferentes países sobre estos temas, ta-
les como las tres Cumbres Continentales de Pueblos Indígenas 
realizadas por organizaciones indígenas en los últimos 8 años. 
La Primer Cumbre Continental de los Pueblos y Nacionalidades 
Indígenas de Abya Yala llevada a cabo en Teotihuacán México, 
del 28 al 30 de octubre de 2000. La Segunda Cumbre Continental 
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de los Pueblos Indígenas, en Quito, del 21 al 25 de julio de 2004, 
y la III Cumbre Continental de los pueblos indígenas, realizada 
en Iximche’, Guatemala, del 26 al 30 de marzo de 2007. En estas 
Cumbres, el tema de la tierra y los territorios ha tenido un lugar 
preponderante para las refl exiones y conclusiones.

El Seminario Internacional “Reformas Agrarias en América La-
tina” ha sido organizado por las siguientes organizaciones: la 
Federación Nacional Campesina (FNC), Altervida, el Comité de 
Iglesias para Ayudas de Emergencia (CIPAE), la Coordinadora de 
Derechos Humanos del Paraguay (Codehupy), el Servicio Paz y 
Justicia y BASE-IS.

En un principio se sintetizan las ponencias, que luego en el texto 
se desarrollan en toda su extensión, como segunda parte del ma-
terial. En la tercera parte se enfatiza el contexto de Paraguay que 
está inmerso en un proceso dinámico, resultado de las promesas 
electorales del nuevo gobierno que se comprometió a impulsar 
–entre otras cosas– la reforma agraria en el país.

La cuarta parte, se refi ere a los temas específi cos que general-
mente en una propuesta de reforma agraria se excluyen, pero que 
hacen al conjunto, y se considera lo más importante del semina-
rio; aquí se profundiza la mirada sobre los sectores “olvidados” 
como las mujeres, los indígenas, los jóvenes, el rol del Estado, la 
soberanía alimentaria, el modelo de desarrollo. En el siguiente 
punto se visualiza la perspectiva de dos sectores, el público y el 
privado, de modo a conocer sus respectivas propuestas. Además 
se presenta la Declaración del Seminario que refl eja la síntesis del 
desarrollo de los participantes y por último la conclusión.

En la primera parte de las ponencias, se presentó la experiencia de 
Colombia, donde se planteó que la Reforma Agraria es un hecho 
político en el contexto latinoamericano. En lo nacional, expresa la 
relación de clase y es el resultado de una correlación de fuerzas, 
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por una parte de los terratenientes, y por la otra, de los campesi-
nos que trabajan la tierra y la hacen producir.

Se entiende que los campesinos que luchan por la Tierra, por su 
derecho a la Tierra, están luchando por un territorio, donde las 
comunidades campesinas o indígenas, con sus identidades, sus 
propias concepciones culturales, puedan asentar de manera esta-
ble su capacidad productiva y ética, garantizando su derecho al 
trabajo, a la vivienda, a la salud, a la educación y a la recreación y 
en donde puedan ejercer sus derechos civiles y políticos.

Una política pública agraria, democrática y popular, debe conte-
ner todo lo relacionado a la distribución de la tierra, con los dis-
tintos aspectos de la producción, poscosecha y comercialización 
–internacional y nacional– de lo producido. Debe estar inmersa 
en un modelo de desarrollo ampliamente progresista. En síntesis, 
la política agraria democrática debe garantizar defi nitivamente la 
materialización de los derechos económicos, sociales y culturales 
del campesinado, es decir, lo que estamos planteando aquí es que 
la Reforma Agraria es un hecho político.

Por su parte, la experiencia de El Salvador narra que el año 1980 
marca un momento en el cual el proceso revolucionario estaba 
iniciándose, estaba en su apogeo. En este marco, se da una Re-
forma Agraria que distribuye la tierra a partir de 150 has, además 
de otras propiedades de cualquier tamaño que no eran cultivadas 
directamente por sus propietarios.

Se promocionan las cooperativas dentro de este proceso, que se 
quedan con grandes extensiones de tierra. En contrapartida, sur-
gen lo que se da en llamar los ‘fi nateros’ que son pequeños parce-
leros que fueron benefi ciarios con pequeñas parcelas que estaban 
en ese momento arrendadas.

La Reforma Agraria se dio con un objetivo contrainsurgente, una 
forma de quitar las banderas a la guerrilla. La distribución de la 



112

Tomás Palau Viladesau

tierra entre los campesinos y las campesinas no fue una Reforma 
Agraria conseguida con un ánimo social, económico, producti-
vo, sino que fue de naturaleza eminentemente contrainsurgente. 
Eso trajo como consecuencia que ella se limitó exclusivamente 
al reparto de tierras. No hubo asistencia técnica, ni créditos para 
los benefi ciarios, no hubo posibilidades de abrir el acceso a los 
mercados, por el contrario, en el momento que se dio la Reforma 
Agraria, se tomó la decisión de empezar a demostrar que los be-
nefi ciarios de ella no iban a poder cumplir y se les puso limitacio-
nes por todos lados.

Los Consejeros Administrativos de las Cooperativas resultantes 
de la Reforma Agraria fueron miembros del ejército, o recomen-
dados de éstos, llegando incluso a proponerse a los caporales, a 
los mandadores, a los peones de confi anza de los grandes terrate-
nientes, para integrar los Consejos de Administración. Surgen en-
tonces unos sujetos jurídicos agrarios, sin mayores derechos, sin 
mayores capacidades para sacar adelante la producción y consti-
tuir verdaderos entes económicos y sociales.

En cuanto a la situación en Paraguay, el representante de la FNC 
expresó que la Reforma Agraria es una decisión política, y que 
para ser implementada se necesita de esa determinación política, 
surgida de la correlación de fuerzas que comprometió la determi-
nación del Estado.

Después de la guerra de la Triple Alianza –contra Uruguay, Brasil 
y Argentina, entre los años 1865 y 1870– se empezaron a vender 
las tierras públicas en Paraguay, ellas fueron puestas en oferta con 
dos argumentos, para reconstruir la nación y para pagar el costo 
de la guerra. Como primera medida se dictó una ley de venta de 
tierras, no menor a una legua cuadrada –alrededor de 2.300 has–. 
Si alguien quería comprar tierras en Paraguay, tenía que comprar 
una cantidad mayor a una legua cuadrada, cosa inalcanzable para 
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los campesinos, pequeños productores, que no tenían posibilida-
des de compra en esa época.

Evidentemente era una medida que posibilitaba la entrega de tie-
rras públicas a grandes empresas trasnacionales. Hasta 1950, se 
entregaron prácticamente alrededor de 25 millones de has. de tie-
rra a grandes empresas, como Carlos Casado, La Industrial Para-
guaya, Yerba Mate Larangeira y otras. Las empresas argentinas y 
brasileñas, estaban ligadas a empresas trasnacionales inglesas. A 
partir de 1950 y hasta el año 2000, fundamentalmente en la época 
de la dictadura de Stroessner, se repartieron tierras, inicialmente 
desde el Instituto de Reforma Agraria (IRA) y después desde el 
IBR hoy transformado en el INDERT.

Estas instituciones repartieron alrededor de 11.883.000 has de 
tierras, de las cuales el 74% fue a parar a manos de políticos, mi-
litares y funcionarios estatales que no tenían nada que ver con la 
Reforma Agraria; sólo un 26% fue a manos de alrededor de 150 
mil familias de pequeños productores. Actualmente, el 80% de las 
tierras aptas para la agricultura está en manos del 1% de los pro-
pietarios –que son los grandes latifundistas– y sólo el 6%, está en 
manos de pequeños agricultores, con menos de 20 has. de tierra 
cada uno. Representan 260 mil familias en todo el país.

En cuanto a la situación en Honduras, se señaló que el sector 
campesino es uno de los sectores más organizados, y que los re-
sultados de la reforma agraria son los mismos, pero el camino 
utilizado es diferente. Honduras no es un país agrícola, por lo cual 
cambia un poco el modelo o las experiencias de reforma agraria, 
pero esto no ha modifi cado mucho los resultados fi nales.

Como antecedente es bueno decir que Honduras no es un país 
agrícola por vocación natural, pero ‘nos convirtieron’ en país 
agrícola. El 65% del territorio hondureño es montaña, por lo tanto 
su vocación natural es la forestería, y el 35% es tierra fértil para 
la agricultura. Desde el siglo pasado, el 80% de las tierras fértiles 
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fue acaparado por la compañía bananera United Fruit Company, 
lo que nos convirtió, ante el mundo, en una nación bananera. Esta 
compañía se convirtió en una empresa de enclave, “con una agri-
cultura moderna, con una agricultura de exportación que lógica-
mente atrajo a mucha gente, no solamente del país, sino del resto 
de Latinoamérica”. Por eso es importante lo que sucede en 1954, 
que divide la historia social de Honduras en dos partes; nosotros 
señalamos, “antes del 54 y después del 54”. En ese año se desata 
la gran huelga bananera, cuando todo el país se opone a la United 
Fruit Company y de esa experiencia surgen los principales movi-
mientos sociales.

Precisamente el movimiento campesino tiene su esencia, su naci-
miento, en la gran huelga del 54, y a pesar que no logró todos los 
objetivos que tenía planteados, de ahí sale la autorización consti-
tucional para organizar sindicatos en ligas campesinas. La Fede-
ración Nacional de Campesinos de Honduras crea todo un movi-
miento de lucha por la tierra, que lleva al gobierno a decretar en 
1960, la primera Ley de Reforma Agraria del país. Esta primera 
ley carecía de los conceptos fundamentales que conocemos hoy 
como indispensables en una ley de reforma agraria. Era la típica 
ley colonizadora, es decir, autorizaba a tomar a una cantidad de 
gente y trasladarla a otra zona del país, dándoles tierras en fun-
ción a que produjeran ahí.

Creo que en América del Sur es muy conocido este tema, es decir, 
la Reforma Agraria como entidad colonizadora que traslada gente 
de un lugar a otro y que aún cuando están en el mismo país, las 
desarraigan de un sitio al que están acostumbrados, al que cono-
cen, y los ponen en un lugar que no les es habitual.

En 1975 se dio un golpe de Estado, y a partir de ahí se retrocedió 
con la Reforma Agraria. Se implementó la Seguridad Nacional, 
persiguiendo a las organizaciones campesinas y despojándolas 
de todos sus logros. En 1992, entra la era neoliberal que trajo la 
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contrarreforma con la Ley de Modernización del Sector Agrícola. 
Esta nueva Ley acaba con la de Reforma Agraria. Pone límites a 
las expropiaciones y solamente se puede expropiar sobre techo, 
es decir, hay un límite que se establece para la propiedad agrícola, 
dependiendo de la zona del país que sea. Pero en las zonas más 
fértiles, el límite es de 360 has., o sea, ningún empresario, ni per-
sona particular, puede tener más de esa cantidad.

Este año hubo una sublevación contra los matones de los terrate-
nientes que asesinaron a un dirigente campesino, y entonces sus 
compañeros emprendieron la iniciativa de “tomar en propia mano 
la defensa” porque los policías no actuaron en la referida situa-
ción. Hoy día, el gobierno aceptó implementar una reforma agra-
ria con los movimientos, pero la ley lo restringe, porque referente 
a los créditos por ejemplo, no existe ningún banco que pueda dar 
créditos, fueron todos vaciados por el neoliberalismo. La gran lu-
cha por la reforma agraria es estar directamente contra el modelo 
neoliberal, lo cual no está en la agenda de los gobiernos.

La Reforma Agraria en Perú, tiene su base en la histórica lucha de 
los indígenas, en donde Tupac Amaru sobresale por haber reali-
zado una alianza con los criollos. En 1947, se ubica la formación 
de la Confederación Campesina del Perú, precedida de muchos 
movimientos de lucha por la tierra a partir de las comunidades 
indígenas. La primera Ley de Reforma Agraria es la 15.037/ 64 en 
la que se implementa la reforma agraria por acción del movimien-
to campesino, y atendiendo al proceso revolucionario de Cuba.

La revolución cubana había triunfado y desde los Estados Uni-
dos se echó a andar una alternativa frente a un proceso que le 
resultaba ajeno y contradictorio a su dominio; en 1961 se da una 
declaración en San José en Costa Rica de adhesión a la Alianza 
para el Progreso. En 1980 aparece Sendero Luminoso planteando 
la lucha armada y el terror que va acompañado del terrorismo 
de parte del Estado. Llega un nuevo gobierno en el año 1981, ya 
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en un nuevo proceso de contrarreforma en curso, desde que el 
general Morales Bermúdez sucedió a Velasco Alvarado. Se reco-
nocen las rondas campesinas, como un renacimiento de activida-
des colectivas para hacer justicia contra los abigeos; se da la ley 
de comunidades campesinas y de deslinde y titulación de estas 
comunidades. Con el gobierno de Fujimori, se aplica el modelo 
neoliberal, un régimen de dictadura con ropaje de democracia, 
que elimina todos los derechos y promueve la inversión de las 
grandes empresas.

Por su parte, el representante de la Organización de Lucha por 
la Tierra (OLT) de Paraguay, mencionó que se está viviendo un 
momento histórico en el país, además de la ausencia de la reforma 
agraria, que es histórica también. Pero la discusión se da a ni-
vel internacional, porque es un proyecto político que se presenta 
como alternativo al modelo tradicional. La Reforma Agraria Inte-
gral es un proyecto desde abajo, que apunta a construir un modelo 
alternativo en contra de la concentración de la tierra y el modelo 
agroexportador.

Para enmarcar el proceso de Reforma Agraria Integral, se puede 
dividir nuestra historia en 3 etapas. Primera, antes de la colonia. 
El recurso tierra se utilizaba en forma colectiva, comunitaria, no 
se usaba como mercancía. Esta experiencia fue truncada por la 
colonización.

Después, en 1811 Paraguay se independiza y se inicia la primera 
reforma agraria, donde el Estado recupera la soberanía sobre la 
tierra y la distribuye a los campesinos e indígenas, además les da 
herramientas.

En 1865 y como producto de la expansión del capitalismo, se 
produce la guerra contra Paraguay, emprendida por Uruguay, Ar-
gentina y Brasil liderados por Inglaterra. A partir de este genoci-
dio, empiezan a venderse las tierras y a formarse los latifundios 



117

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

en poder de empresas extranjeras, que son las que implantan el 
modelo de producción para la exportación.

En este proceso, que hasta el momento se nota con mucha inten-
sidad con un simple mapeo, se puede visualizar la presencia de 
brasileños que acaparan las tierras y ocasionan la expulsión de 
campesinos e indígenas, y los que van quedando están rodeados 
por las grandes extensiones de soja. Existe en esos lugares el des-
pojo de nuestra cultura, costumbres, valor social, minga, solidari-
dad, trabajo comunitario, intercambio de alimentos, que hoy día 
con la penetración del modelo capitalista en su fase neoliberal, 
hace que se vaya olvidando.

La Reforma Agraria Integral es una necesidad que los diferentes 
sectores plantean. La concentración de la tierra es el primer pun-
to, y limita a los campesinos –según los estudios tecnológicos– a 
vivir con 10 has., entonces vemos que se necesitan alrededor de 
3 millones de has. para esto. El acceso a lo mínimo, nos lleva a 
una lucha estratégica, luchar contra la concentración. Si de los 
40 millones de has. de tierras fértiles, se destinan 10 millones 
a los campesinos, de igual forma el resto estaría en manos de 
los latifundistas. Otro punto es la recuperación de las tierras, la 
soberanía territorial. El Estado debe impulsar leyes que protejan 
a los pequeños productores y recuperar las grandes extensiones 
de manos de los que las recibieron de forma malhabida, que son 
alrededor de 8 millones de has.

Evidentemente las leyes de nuestra Constitución no permiten lle-
var a cabo la reforma, de ahí que la discusión de un cambio de la 
misma es un factor muy importante. La Reforma Agraria Integral 
tiene que asumir en primer lugar, la recuperación de la soberanía 
alimentaria. Todos los medios publican los problemas que afectan 
al mundo, crisis alimentarias, energéticas, fi nancieras, climáticas; 
la soberanía alimentaria es una propuesta que puede solucionar 
estos problemas. Nuestro país depende de la exportación de ma-
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terias primas, de las remesas de compatriotas emigrados, y la so-
beranía alimentaria puede ser una vía de recuperación.

Otro punto que se discute es el problema climático. Los indígenas 
hace ya tiempo pidieron que se conserve la biodiversidad porque 
el modelo de producción actual destruye totalmente la naturaleza, 
la forma como se produce, los agrocombustibles, la revolución 
verde que iba a ser la revolución para superar el hambre, y sin 
embargo el mundo tiene ahora 923 millones de hambrientos, que 
no puede remontar.

La agricultura debe ser de nuevo controlada por los indígenas y 
campesinos, hay que recuperar las semillas, ellas no deben estar 
en un depósito, deben estar en el campo, para superar los proble-
mas. La esperanza que el pueblo tiene en el gobierno es alta y 
puede caer, porque no se nota una respuesta clara; en este nuevo 
proceso, hay alrededor de 200 imputados. Se cumplen a rajatabla 
los intereses de los sojeros, por eso hay que continuar con la mo-
vilización, contra la expansión de la soja y por la recuperación de 
los territorios.

La representante de Bolivia manifestó que la Ley de la Reforma 
Agraria de 1996 fue una recomendación del BM, en concordancia 
con el gobierno que cumplió al pie de la letra las recomendacio-
nes y puso las tierras exclusivamente para el mercado interna-
cional. El replanteamiento de la Reforma Agraria fue a través de 
una movilización, a partir de un reagrupamiento. En el Oriente 
boliviano se planteó la lucha por la tierra iniciándose esto en la 
organización de mujeres campesinas e indígenas, que se denomi-
nó Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (SIDOB), y 
que forma parte de la Federación Sindical de Trabajadores Cam-
pesinos.

Las mujeres son parte activa en el programa del Oriente Bolivia-
no, se realizaron pactos entre las organizaciones que empiezan a 
su vez a tener sus propios planes. Sirvió para plantear la nueva 
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constitución política, para pelear por la tierra que estaba en ma-
nos de la derecha. A partir de ahí, en los discursos aparece que las 
mujeres no sufrirán más discriminación.

Hay sólo 2 millones de has. en manos de campesinos y 10 mi-
llones en posesión de los indígenas, que se consiguieron a partir 
de las demandas de las organizaciones en el marco del gobier-
no de Evo Morales. Ha sido un proceso largo, desde 1996 hasta 
el 2007, cuando se pudo entregar tierra. Existen alrededor de 30 
millones de has. demandadas, 10 millones ya fueron entregadas, 
con títulos. Hay 2 mil familias sin tierras, asentadas. La ley 3.545 
permitió un espacio importante, el acceso a la tenencia de la tierra 
en igualdad de condiciones para mujeres y varones Es un derecho 
refl ejado en un Decreto; no solamente dan tierra sino también los 
servicios básicos, con caminos y créditos.

EMAPA es una empresa del Estado, creada a través del Vicemi-
nisterio de Desarrollo Rural Agropecuario para acopiar los pro-
ductos. Es un proceso terminado bajo un convenio entre las or-
ganizaciones campesinas, que se convirtió en un pacto nacional. 
Los dueños de las tierras son los que defi nen qué tipo de desa-
rrollo se va a hacer, así como la explotación de la riqueza de los 
recursos naturales, la recuperación de los recursos naturales para 
el pueblo, la participación activa en todas las instancias donde se 
deciden cuestiones campesinas e indígenas. En la nueva Constitu-
ción fi gura el derecho al acceso a la tierra de las mujeres. Todo se 
hace en base a la presión, a la lucha, a pesar que nosotros estamos 
en el gobierno, ellos, la derecha, está todavía en el Poder Judicial, 
se aprobó la nueva ley, a través de un cerco al Congreso. Debe 
haber unidad y fuerza, que son los únicos valores que pueden 
realizar los cambios.

A continuación, un miembro de la Coordinadora Nacional de Or-
ganizaciones Campesinas (CNOC) de Guatemala, relató la histo-
ria de la lucha del pueblo guatemalteco a partir de la llegada de 
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los españoles en 1524, cuando se pisoteó al pueblo y con armas 
y violencia se apoderaron de las tierras para robar madera, pie-
dras, fueron robos escandalosos que se hicieron. Después vino 
el segundo robo, con la reforma liberal de 1871; se crearon las 
condiciones perfectas para la producción de café. La introduc-
ción del café necesitaba grandes extensiones de tierras, entonces 
despojaron a muchas comunidades indígenas de sus territorios y 
los obligaron a vivir en las fi ncas, bajo orden y a benefi cio de los 
nuevos dueños.

Después llegaron las dictaduras que fueron derrotadas en 1944, 
con el movimiento de maestros, obreros, campesinos, indígenas e 
intelectuales, que cada 20 de octubre se celebra como un triunfo. 
Con el presidente Arbenz se impulsa en el año 1952 el Decreto 
que da vida a la Reforma Agraria, que trabajó para los intereses 
de los campesinos e indígenas. Con el apoyo de créditos y con el 
comité agrario, se avanzó mucho y en menos de dos años, fue-
ron entregadas miles de hectáreas de tierras. Hasta 1954 se im-
plementaron muchos benefi cios, jornales, vacaciones, jubilación, 
pero todo fue perdido cuando el presidente fue derrocado por un 
golpe de Estado, comandado por Castillo, que duró cuatro meses. 
Este golpe se hizo desde Honduras, fueron los del norte los que 
lo promovieron, para poder recuperar las tierras cedidas con la 
Reforma Agraria.

En la década del sesenta aparece el primer grupo guerrillero que 
lucha por la tierra, pelearon durante 36 años, y fueron las co-
munidades indígenas y campesinas las que más sufrieron. Mu-
rieron 250 mil hermanos. La matanza realizada por los militares 
fue atroz. Durante ese tiempo se habló de Reforma Agraria, pero 
solamente se entregaron las mismas tierras. Los ricos fueron los 
benefi ciados con créditos y apoyo técnico.

En 1986, hay una orientación hacia el neoliberalismo y la eco-
nomía de mercado. La política agraria empieza a ser direcciona-
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da hacia la destrucción total de las estructuras institucionales del 
sector público. Los campesinos fueron excluidos de la política 
agraria, y dejan de ser sujetos de acciones de asistencia técnica y 
crediticia, quedando esto en manos de organismos privados. Des-
pués de la fi rma de la paz, de igual forma continúa la matanza de 
dirigentes campesinos e indígenas; se crea un instituto para tratar 
el tema tierra, Fondo de Tierras, que atiende todas las políticas 
económicas del mercado y de los bancos mundiales, que hicieron 
que la tierra se vendiera como mercancía, y subió tremendamente 
el costo. Los efectos perversos están a la vista, el nivel de pobreza, 
la aparición de enfermedades ya erradicadas, emergen de nuevo y 
allí comienza nuevamente la reivindicación de la Reforma Agra-
ria como demanda de las organizaciones campesinas e indígenas.

En relación a la experiencia de Reforma Agraria realizada en Ni-
caragua, se narró lo vivido entre 1979 y 1990. Se resaltó el pro-
ceso nicaragüense, donde se obvió a los indígenas en materia de 
Reforma Agraria, como también a las mujeres y a los jóvenes a 
quienes les fue negado el acceso a un patrimonio.

Se tuvieron dos procesos agrarios, uno impulsado por Anastasio 
Somoza para neutralizar las acciones guerrilleras en la montaña 
y evitar el contacto con el campesinado y el otro, un proceso de 
lucha que se inició ya en 1928 con el General de Hombres Libres, 
Augusto César Sandino, luego asesinado en 1934. Sandino fue 
el promotor de los procesos agrarios que constituyeron modelos 
de cooperativas agropecuarias en Nicaragua. Se produce luego 
un retroceso en la lucha y en 1958, es retomada por Bernardino 
Villa Ochoa, que es el antecedente del Frente que nace en 1963. 
Bernardino es el símbolo de la Unión Nacional de Agricultores y 
Ganaderos.

En 1979 el Frente erradica el Programa apoyado por la dictadura, 
dentro del esquema de la Alianza para el Progreso, en base a la 
unidad de fuerzas de la burguesía nacional no latifundista, de los 
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sindicatos, de los religiosos, de los guerrilleros, campesinos, y 
trabajadores, que culminó en el año 1990.

El programa histórico del Frente Sandinista para la reconstruc-
ción de Nicaragua, era parte de un conjunto de políticas económi-
cas y sociales que debían llevarse adelante para superar el cuadro 
difícil de la tenencia de tierra. Por ejemplo el 2% de la población 
agropecuaria era propietaria casi del 48% de las unidades produc-
tivas y el 37% de la población rural apenas era dueña del 18% de 
las áreas productivas.

El Movimiento Sin Tierra de Brasil, presentó la situación de los 
campesinos y campesinas, y la Reforma Agraria. Brasil es el ter-
cer país más grande del mundo, ocupa ocho millones de kilóme-
tros cuadrados, el mayor de América Latina, y tiene una diversi-
dad ecológica muy grande. En la historia de Brasil, se entrecruzan 
portugueses y españoles y la lucha de transformación de concien-
cia es fruto también de la contribución de otros países. Existe 
pues una diversidad de aportes en Brasil, de escuelas dentro de 
los asentamientos, de comunidades tradicionales, familiares, y to-
dos forman parte de un proceso de formación de conciencia.

Esto para nosotros es un tema muy importante, porque creemos 
que a través de la educación, la formación de conciencia, el pro-
yecto puede continuar y llegar a lo estratégico, que es el cambio 
social. La gente necesita saber lo que pasa a nivel del contexto 
actual, lo que pasa en la política económica y social, en el mundo 
y en América Latina.

El año 1945 es un hito en la historia de las luchas campesinas, 
porque se da inicio a la organización de las Ligas Campesinas en 
el Noreste Brasileño, con la incorporación de la Liga de Mujeres 
Campesinas cuya principal reivindicación era la cuestión de la 
Reforma Agraria y el acceso a la tierra. Otro período que marca 
la historia de Brasil es la dictadura militar de 1964, que reprimió 
la lucha popular e implementó la “revolución verde” que cambia 
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toda la concepción de la agricultura. Fue una imposición en donde 
la agricultura tradicional pasa a ser industrial en base a químicos.

En la década del setenta, con el fi n de la dictadura militar, empie-
za a reorganizarse el campo popular, resurge la Central Única de 
Trabajadores, el Movimiento de Trabajadores Rurales Sin Tierra, 
el Partido de los Trabajadores. También la Comisión Pastoral de 
la Tierra, con el apoyo de la Iglesia Católica, especialmente ligada 
a la Teología de la Liberación que incursiona y fomenta la organi-
zación del pueblo. Posteriormente, se articulan el Movimiento de 
Mujeres Campesinas y otras organizaciones. En este período se 
agrupan movimientos sociales del campo y de la ciudad, que tiene 
una efervescencia por la lucha de los derechos “preferenciales” 
como lo llamamos en Brasil, que se efectiviza en la discusión por 
una nueva Constitución en 1978.

Con el ascenso de las masas del bloque popular, se participa en 
la primera elección directa de 1989, Lula se presenta por prime-
ra vez como candidato del Partido de los Trabajadores y pierde. 
Debido a diversos procesos de lucha por la tierra y la Reforma 
Agraria, no se tiene un carácter único, hay diferentes formas de 
lucha, como por ejemplo los “acampados” de la Vía Campesina, 
de la Comisión Pastoral de la Tierra y la propuesta del gobierno 
para la solución de los problemas agrarios.

La situación actual en el campo es la ausencia de un proyecto de 
nación y de controles públicos adecuados de la gestión agraria. 
Hay 40 mil familias del Movimiento de Trabajadores Rurales Sin 
Tierra (MST) acampadas, entre 230 mil familias acampadas de 
otras organizaciones. Se tienen 800 mil catastrados, y el gobierno 
tendría que implementar las políticas de compensación del Ban-
co de la Tierra. Existen cuatro millones de familias sin tierra en 
Brasil, mientras que el 1,6% de los propietarios controla entre el 
46 y el 78% de las mismas. Aumentaron los propietarios extranje-
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ros de tierras, y también hay zonas en que tomaron todas las que 
quedaban.

El proyecto neoliberal que implementó Lula, dio como resultado 
un proceso en el cual perdió toda su popularidad, y ahora dentro 
del partido se elegiría un nuevo candidato que seguiría los próxi-
mos cuatro años, para que luego pueda retornar Lula.

El avance del latifundio, las plantaciones de soja y los monocul-
tivos están creciendo en Brasil y repercuten sobre la tenencia de 
la tierra, existe concentración de ella, pérdida de la biodiversidad, 
reducción de áreas de cultivos diversos, como también pérdida de 
la cultura, polución del agua y de la atmósfera. Lo que se está vi-
viendo en Brasil es una contrarreforma. Nuestra concepción de la 
Reforma Agraria es la movilización política, la distribución de la 
tierra, poner fi n a los latifundios y establecer límites a las propie-
dades, organizar los territorios campesinos y que se implementen 
políticas públicas para la producción.

Por su parte, el Presidente del Instituto Nacional de Desarrollo 
Rural y de la Tierra (INDERT) de Paraguay expuso su perspecti-
va sobre la Reforma Agraria, signifi cando que ella comienza con 
el acceso a la tierra y una producción diversifi cada y sostenible. 
Para el INDERT la Reforma Agraria ha dejado de ser una simple 
repartición de tierras, para convertirse en un componente más del 
sistema de agricultura, concebido como algo fundamental, para 
que la población rural garantice sus derechos humanos a la ali-
mentación, producción, diversifi cación y planifi cación de la fi nca, 
para el autoconsumo y la renta. También el crédito debe ser parte 
de la Reforma Agraria, la participación de los benefi ciarios, de 
las mujeres, de los agricultores, las organizaciones campesinas; 
esos son los ejes centrales. La base fundamental de la Reforma 
Agraria es la creación de asentamientos agrícolas, y la adopción 
en esos asentamientos de un sistema de agricultura basado en la 
agroecología.
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Se considera que existen dos modelos bien diferenciados de de-
sarrollo rural. Uno de ellos es la agricultura mecanizada, basada 
en un paquete tecnológico, con semillas mejoradas, transgénicas, 
sistema de fertilización y combate a las plagas con agrotóxicos, 
mecanización con alta tecnología, representada por la soja, el tri-
go, el girasol. El otro modelo es la agricultura campesina, que 
necesita de un tipo diferenciado de desarrollo rural, y que no pasa 
por el modelo mecanizado, pasa por adoptar un sistema propio 
acorde con la superfi cie de la tierra, con las necesidades econó-
micas y sociales que tienen y con su cultura. Se trata de trabajar 
activa y coordinadamente, no solamente con los distintos organis-
mos del Estado, sino también con organizaciones de la sociedad 
civil, ONG rurales y sociales que se ocupan del desarrollo rural, 
a los efectos de que en los asentamientos campesinos se adopten 
sistemas familiares de agricultura campesina, la agroecología, el 
manejo del suelo, de los bosques, rendimiento y productividad 
de los suelos, procesamiento agroindustrial de materia prima, ya 
sean familiares, asociativas o mixtas para productos como locro, 
almidón, harina de maíz y no solamente para el autoconsumo, 
sino también para la venta.

Se están emprendiendo acciones para la Reforma Agraria, y como 
primera medida fi gura la recuperación de lotes del INDERT en 
manos de personas no benefi ciarias del Estatuto Agrario. Son 
lotes subocupados o desocupados, que fueron objeto de una es-
peculación perversa en donde estuvieron involucrados distintos 
actores, el que vende el lote, el que compra el lote, el funcio-
nario del INDERT y en algunos casos, escribanos públicos que 
autorizaron la transferencia, en casos de títulos de propiedad. Por 
otro lado existe un plan de detectar y recuperar excedentes fi sca-
les, importantes superfi cies que fueron objeto de alambramientos 
y de apropiación indebida por parte de particulares. También la 
compra y expropiación directa de aquellos que no se encuentran 
debidamente explotados y la expropiación pública de tierras que 



126

Tomás Palau Viladesau

no cumplen con la función económica y social. Existe un marco 
normativo que limita pero no impide la Reforma Agraria. Éste 
debe ser modifi cado.

Por último, el representante de la ARP, manifestó que están dis-
puestos a colaborar con el INDERT y el gobierno nacional, en un 
sistema de desarrollo integral de una colonia donde tienen partici-
pación entes privados y públicos. El lema de la ARP es Desarrollo 
con Trabajo, y desean que la Reforma Agraria sea realmente de 
los campesinos. Es necesario en primer lugar saber cuántos son 
realmente los campesinos o los agricultores sin tierra, porque no 
sólo por vivir en el campo ya se es agricultor. La propuesta es que 
el campesino no sea solamente agricultor, sino que tenga también 
su vaca, porque el lugar donde menos confl ictos existen es donde 
el campesino tiene su lechera y su vaca. El pequeño productor 
puede tener hasta quince cabezas, si realmente planta una hec-
tárea de caña dulce y Camerún. Tenemos datos a través de estu-
dio satelital que en San Pedro hay cuatrocientas mil hectáreas en 
manos de los agricultores que no están siendo utilizadas actual-
mente. El problema es de organización, crear fuentes de trabajo 
y tranquilidad.

El objetivo de la ARP es reencauzar el debate sobre la Reforma 
Agraria, que como actor de este proceso, está convencida que a 
todos conviene. Las inversiones del Estado en la entrega de tie-
rras gratuitas no ha generado mayores efectos positivos, no ha 
incrementado la productividad y la producción, pero sí ha creado 
una deuda interna al Estado, los registros de propiedad son total-
mente inseguros, inexistentes, los postulados del acceso a la tierra 
muchas veces han sido desvirtuados, radicalizados, hasta quizás 
politizados. Estamos de acuerdo que debe haber acceso a la tie-
rra, pero para quién; si la persona benefi ciada quiere poner una 
herrería para qué quiere diez hectáreas, o aquel que quiere instalar 
un almacén, defi nitivamente tenemos que empezar a trabajar con 
‘agricultores productores rurales’ y no campesinos.
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Nuestra propuesta es la Política de Reforma Agraria Integral Sus-
tentable (PRAIS) que es un principio de conjuntos pragmáticos, 
directrices propositivas, estrategias pro activas, para la adminis-
tración de la tierra y sobre todo el aseguramiento de la propiedad 
privada, que nos de la seguridad de poseer la tierra.

Conclusión

La riqueza del Seminario es indudable, tanto en términos de lo 
que puede llegar a producir, como lo que deja de producir un 
programa de reforma agraria en nuestros países si no se la realiza. 
Los planteamientos hechos son sufi cientemente elocuentes como 
para arrojar algunas enseñanzas que, resumidamente, se presen-
tan a continuación.

Todo proceso conducente a la implementación de programas de 
reforma agraria, tiene precondiciones que aparecen como indis-
pensables:

• Es preciso una modifi cación, reelaboración, actualización 
y ordenamiento de la legislación vigente en la materia. En 
la mayoría de nuestros países (y en la mayoría de los casos 
de manera intencional) el marco jurídico vigente1 es adver-
so, contradictorio, hay superposición de normas, no existe un 
Fuero Agrario, no existe una adecuada reglamentación del uso 
de la tierra, no hay catastro ni identifi cación de tierras, sin lo 
cual no se puede hacer reasignación de tierras y otros aspec-
tos centrales de un programa de reforma agraria, todo lo cual 
obstaculiza la implementación de la reforma. Sin este sanea-
miento la maraña normativa es un impedimento real.

• De la misma manera actúa el defi ciente marco institucional. 
La cantidad de agencias gubernamentales que operan sec-
torialmente, su descoordinación, superposición, carencia de 

1 En el caso paraguayo empezando por la misma Constitución Nacional.
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recursos en algunos casos o de peso político en otros2, hace 
que no puedan desarrollarse acciones direccionadas conjunta-
mente, por lo cual hay desperdicio de recursos y es frecuente 
que las asignaciones presupuestarias a las instituciones guber-
namentales sectoriales estén distorsionadas, lo que debe ser 
revisado.

• Lo anterior puede ser el resultado de que ni siquiera exista un 
proyecto de nación, lo que entre otras cosas, genera falta de 
controles públicos adecuados de la gestión agraria.

• Lo anterior sugiere la conveniencia de que los programas de 
reforma agraria tengan anclaje y coordinación con instancias 
de gobierno subnacionales de modo a lograr una efectiva des-
centralización3 del proceso.

• Otra precondición indispensable se refi ere a los principales ac-
tores del proceso; las organizaciones campesinas e indígenas. 
En efecto, el campesinado y el movimiento indígena deben 
tener reconocimiento político y social4, mientras sigan siendo 
ellos y sus organizaciones ciudadanos de segunda clase no 
se logrará el protagonismo de base que exige todo programa 
exitoso de reforma agraria. En ese sentido, la personería ju-
rídica a las organizaciones campesinas, la habilitación civil 
de las mismas es indispensable. En otras palabras, la imple-
mentación debe haber un esfuerzo mixto Estado-sujetos de la 
reforma agraria.

2 Nótese, que para el caso paraguayo, el INDERT es apenas un Instituto, no tiene 
rango ni siquiera de Subsecretaría, por no decir ya de Secretaría o Ministerio.

3 Naturalmente, esto dependerá de cada caso en particular, ya que en la generalidad de 
los casos estos gobiernos subnacionales no siempre han operado de manera efi ciente 
y suelen estar saturados de intereses políticos heterogéneos.

4 Reconocimiento constitucional, reconocimiento en toda la legislación nacional y en 
particular en la legislación agraria, que tengan instancias para poder ser elegidos y 
para poder ser actores donde decidan elementos esenciales en temas agrarios.
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Durante el Seminario quedó en claro también la importancia de 
los alcances políticos de cualquier programa de reforma agraria. 
Entre los más importantes se señalaron los siguientes:

• Se consideró que la reforma agraria es siempre una cuestión 
política: expresa la relación de fuerzas en el campo. La refor-
ma agraria es un acuerdo político de clases al interior de una 
sociedad hecho desde el Estado. Muy diferente a lo que puede 
ser una propuesta en una campaña electoral, en estos casos los 
candidatos la incluyen en su programa pero apenas suben, la 
olvidan.

• La presión campesina, la de sus organizaciones es siempre una 
condición indispensable para los procesos de cambio agrario. 
“Cuando hay fuerza y hay unidad de los movimientos socia-
les, sí se puede... la unifi cación del trabajo campo-ciudad, es 
la mejor manera de cómo podemos adquirir la fuerza”, mani-
festaba una de las participantes al Seminario. En efecto, un 
proceso de reforma agraria no lo puede hacer sólo el campesi-
nado, requiere del apoyo de otras fuerzas, lo cual garantizará 
su sustentabilidad.

• Como la reforma agraria signifi ca transformar la estructura 
de tenencia de la tierra, la oligarquía terrateniente siempre 
ha generado violencia en torno a ella. En el caso extremo de 
Colombia se manifestó que lo primero que hacen las FARC 
en 1964 es una propuesta de programa agrario, con lo que se 
quiere decir que –en ese país– la guerrilla fue en sus inicios un 
elemento defensivo del campesinado, en sí el elemento de un 
campesinado atropellado por las fuerzas armadas que defen-
dían a los terratenientes. La exclusión política es así el origen 
de la violencia guerrillera. En Colombia –se mencionó– habrá 
paz cuando haya reforma agraria.

• Naturalmente, esto lleva a la criminalización de la lucha 
campesina que resulta ser una constante en América Latina 
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y cuando la ley no les basta a los oligarcas, éstos apelan a la 
violencia directa.

• Otra forma de desacreditar las reformas agrarias5 es por vía 
del vaciamiento de sus contenidos esenciales, son las expe-
riencias de reformas agrarias conservadoras; se reparte tierra 
para sacar argumentos a las fuerzas progresistas. En estos ca-
sos sólo se reparte tierra (caso Stroessner), no hubo asistencia 
técnica, ni créditos para los benefi ciarios, no hubo posibilida-
des de abrir el acceso a los mercados, por el contrario, en el 
momento que se dio la reforma agraria, se tomó la decisión 
de empezar a demostrar que los benefi ciarios de ella no iban 
a poder cumplir y se les puso limitaciones por todos lados. 
Es que la reforma agraria no entra en el modelo neoliberal, 
es inaceptable, entonces toman el término, lo vacían y le dan 
el contenido propuesto por el Banco Mundial o alguna otra 
agencia similar.

Durante el Seminario los participantes plantearon otros alcan-
ces que –si bien no son aspectos técnicos inherentes a la reforma 
agraria– se derivan de ella y pueden afectarla positiva o negati-
vamente:

• Entre los factores que atentan contra la reforma agraria se 
mencionaron; el desconocimiento acerca de lo que es, lo que 
implica, sus alcances en el grueso de la población; la falta 
de políticas claras; el caer en la politiquería; las divisiones 
internas y el sectarismo entre las organizaciones; se apuntó 
además que la emigración ha sido posible por el abandono de 
la reforma agraria.

• A su vez, y como derivación importante se señaló que la lucha 
por la tierra es también la lucha por un territorio y con ello es 

5 Que de hecho cayeron en el “olvido” de la agenda de los organismos multilaterales 
durante un cuarto de siglo, desde mediados de los 70s hasta apenas entrado el nuevo 
siglo, coincidentemente con el auge del neoliberalismo.
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la lucha por mantener una cultura. Que las reformas agrarias 
deben equiparar el derecho al acceso a la tierra a hombres y 
mujeres por igual y que toda esta política de reforma agraria 
tiene que ir asociada al derecho a la seguridad alimentaria, así 
como que los indígenas deben participar y hacerse la reforma 
agraria para ellos, procesos particulares y específi cos en el 
caso de ellos/as.

En cuanto a los componentes de todo proceso de reforma agraria 
debe tener, más allá de las especifi cidades que pueda asumir en 
cada región o para grupos específi cos de familias campesinas e 
indígenas, quedó claro que:

• Existen al menos tres grandes componentes sin los cuales un 
programa de reforma agraria no existe: tierra (saneamiento 
de la ocupación para los que la tienen y asignación para los 
que no la tienen); infraestructura (social como escuelas, sa-
lud, etc., y productiva como electrifi cación, caminos, puen-
tes, silos, etc.) y: crédito público (de diferentes tipos según la 
situación de cada familia de productores).

• En el Seminario se mencionó igualmente que la reforma agra-
ria es concebida como uno de los factores fundamentales para 
que la población rural garantice sus derechos humanos a la 
alimentación, producción sufi ciente de alimentos en las fi n-
cas campesinas, diversifi cación productiva y planifi cación de 
la fi nca no sólo para autoabastecimiento sino también para 
encarar la comercialización de los productos agrícolas, ani-
males y vegetales. La base fundamental de la reforma agraria 
es la creación de asentamientos agrícolas y la adopción en 
esos asentamientos, de un sistema de agricultura basado en la 
agroecología.

• Del mismo modo se reiteró que es necesaria la modifi cación 
de la estructura del Estado, del sistema de propiedad y tenen-
cia de la tierra y de otros componentes como la producción, 
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infraestructura, servicios en general, comercialización, y que 
tengan como centro, la seguridad, la soberanía alimentaria y 
como objetivo fi nal el desarrollo integral de la población cam-
pesina. En otras palabras, todo programa de reforma agraria 
integral debe contener de hecho, la distribución equitativa, la 
materialización de los derechos económicos, sociales y cultu-
rales.

Finalmente, pero no por eso menos importante, el Seminario puso 
el acento en un aspecto que es normalmente soslayado cuando 
se plantea una reforma agraria, las condiciones económicas ne-
cesarias para el éxito de la misma. Resulta que, aunque se den 
todas las condiciones arriba enumeradas, si los destinatarios de 
la reforma agraria no alcanzan la sostenibilidad económica no se 
producirá el efecto buscado que es el desarrollo rural. Para que 
esa viabilidad sea posible debe tenerse en cuenta que:

• En primer lugar, la reforma agraria implica un cambio en el 
modelo de desarrollo en el que estará inmersa. Debe respon-
der a un modelo de desarrollo inclusivo en el que la agroex-
portación de materias primas no sea el rasgo característico del 
mismo.

• Por otro lado y de manera central, debe garantizarse la efi -
ciencia económica de la reforma agraria, que se da princi-
palmente garantizando la productividad del sector reformado 
y con la intervención del Estado en la comercialización de 
la producción, hoy en manos de acopiadores, comerciantes o 
empresas transnacionales.

Consideramos que este Seminario ha arrojado sufi cientes ense-
ñanzas que deberían ser tomadas en cuenta para plantear y apoyar 
iniciativas de reformar la estructura agraria de nuestros países, 
aprovechando el momento político de la región y la debacle gene-
ralizada del neoliberalismo como régimen económico capitalista 
mundial.
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El modelo capitalista de producción agrícola, comúnmente de-
nominado agronegocios, está profundamente hegemonizado por 
las corporaciones transnacionales, tanto en el mundo como en el 
Paraguay. La creciente concentración en los mercados mundiales 
de insumos para la producción agrícola, de comercio de materias 
primas del sector, de producción de alimentos y de comercializa-
ción al consumidor fi nal, se profundiza de igual manera a escala 
global, en simultáneo con la concentración dentro de la economía 
interna del país. Cada vez menos empresas controlan porciones 
mayores de mercado.

Esta participación creciente del capital transnacional en el sector 
agrícola del país se constituye en gran medida en el núcleo del 
modelo de los agronegocios implantado y extendido en el territorio 
nacional. Este núcleo transnacional es el principal elemento orga-
nizador de la estructura de producción agrícola, la cual, por este 
mismo hecho, está orientada a la exportación de lo producido en el 
país en función a las necesidades y demandas del comercio inter-
nacional, muy por encima de los requerimientos y necesidades de 

Algunas refl exiones sobre los 
sesameros, el capital, 

el mercado y el Estado*

* Publicado en la Revista Acción, N° 294, mayo 2009 - Centro de Estudios Paragua-
yos Antonio Guasch (CEPAG).
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consumo de la población local. Por tanto, el papel que desempeñan 
las transnacionales en la economía nacional es de un peso deter-
minante en la conformación de la misma y, lógicamente, en los re-
sultados que arroja, en los ámbitos económico, social y ambiental.

Las transnacionales por lo general no se involucran directamen-
te en la producción misma en el campo, sino que más bien son 
proveedores de insumos para la producción agrícola y por sobre 
todo, acopiadores de la misma. Reducen al mínimo la toma de 
riesgos propios de la producción del sector.

Cuando fracasan las políticas sociales…

El confl icto del sésamo tiene ciertas similitudes –aunque a escala 
menor– con lo sucedido con el algodón en su momento: es un 
cultivo de pequeños productores; de difícil, parcial (o cara) me-
canización, principalmente en su fase de cosecha; su comerciali-
zación está controlada por un oligopsonio (pocos compradores/
exportadores) que son empresas extranjeras que fi jan el precio; 
está destinado en su casi totalidad al mercado externo. Lo más 
relevante es que, al ser un cultivo de productores campesinos, 
tiene la característica de ser un importante rubro de distribución 
de ingresos en el país, para sectores que tienen serias difi cultades 
en obtener ingresos en efectivo.

La exportación la semilla de sésamo se vio afectada durante los 
últimos meses por tres factores: la caída de precios internaciona-
les, las condiciones impuestas por los países importadores (prin-
cipalmente referidas a los agroquímicos utilizados durante su pro-
ceso productivo, almacenamiento y transporte), y la sequía del 
período agrícola anterior.

Mientras el primer factor tendió a disminuir su cotización (aun-
que nunca tanto como se pretendió) a nivel local, el segundo puso 
en alerta a los exportadores que conocen el manejo sanitario del 
cultivo y tomaron una posición cautelosa con sus compradores 
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(ante la posibilidad de que sus embarques sean rechazados), que 
en un 60% estaba constituido por el mercado japonés. El tercer 
factor debiera haber sido un factor que empujara hacia el alza al 
precio por la caída en la productividad, cosa que sin embargo, no 
ocurrió. No obstante conocer estas difi cultades (la sequía ya es-
taba presente en la época de siembra, la crisis internacional ya se 
había desatado, y los exportadores ya conocían las advertencias 
de los compradores), las empresas agroexportadoras alentaron su 
cultivo, prometiendo precios similares a los pagados en la cose-
cha 2008. Repetimos, conociendo que la situación del mercado 
no sería similar a la del 2008.

La medida del Gobierno, de acopiar la cosecha e indemnizar al 
productor por las pérdidas por sequía, suscitó una esperable reac-
ción por parte de los grupos económicos hegemónicos: el Gobier-
no estaba interviniendo en el mercado y la comercialización del 
producto, que es poco menos que una herejía para los seguidores 
del culto al libre mercado y en general a las políticas neoliberales. 
Sin excepción alguna, los gremios patronales del sector agrope-
cuario apoyados por la prensa empresarial desataron una verda-
dera cruzada contra el Gobierno y en particular contra el Espacio 
Unitario Popular –liderado entre otros por Elvio Benítez– que re-
clamaba un mejor precio y un resarcimiento a las pérdidas en la 
productividad provocadas por la sequía.

Lo que es bueno para mí es malo para ti

A propósito del tema del subsidio a los sesameros, es legítimo 
compararlo con el caso de los sojeros, ya que ambos sectores pro-
ducen en el ámbito agrícola. En el Paraguay la producción me-
canizada en el campo se centra en el cultivo de soja, que alcanzó 
en el 2007 una superfi cie de 2.644.856 hectáreas en el país. Uno 
de los insumos más importantes para la producción mecanizada 
de soja es precisamente el diesel, que mueve toda la maquina-
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ria que traslada los insumos (semillas, agroquímicos y tractores) 
hasta las zonas de producción, mueve los tractores, sembradoras, 
fumigadoras y cosechadoras que realizan la producción propia-
mente dicha, y posteriormente trasladan la producción hasta silos 
y puertos para su comercialización.

En todo este proceso se utiliza el diesel subsidiado por los contribu-
yentes paraguayos, a través de la estatal Petropar. Dependiendo del 
precio del combustible, su incidencia en los costos de producción 
de la soja varía, aunque no signifi cativamente. Según el presidente 
de la Coordinadora Agrícola del Paraguay, fi lial Alto Paraná, Ing. 
Rubén Sanabria, este combustible representa el 25% del total de 
sus costos de producción1. El precio del diesel es de G. 4.270 por 
litro. Según estimaciones de la CAPECO, el costo de producción 
de soja en la zafra 2007-2008 fue de 430 dólares por hectárea2. 
Con base en estos datos, se puede calcular, de modo aproximado, 
el monto del subsidio recibido por los productores de soja a través 
del precio del diesel (este es sólo uno de los subsidios de este sec-
tor, el mismo accede a diversas ventajas adicionales por el lado de 
las reducciones y exenciones impositivas). Para no sobreestimar 
el monto de este subsidio indirecto, se asume en el cálculo que la 
incidencia del diesel en el costo de producción es del 20%, y la 
pérdida que asume Petropar por litro comercializado es de G. 800.

1 Estructura corrupta del gasoil infl a costos en la producción, ABC Color, 22 de marzo 
de 2009.

2 Subieron los costos en la agricultura, ABC Color, 7 de enero de 2009. Zafra 2007-
2008.
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Zafra 2007-2008

Primero obsérvese el costo del diesel por hectárea de soja produ-
cida.

Costo soja por ha. = US$ 430
Incidencia diesel en costos = 20%

Costo diesel para producción de soja =
US$ 430 X 20% =
US$ 86 por ha.

Ahora estímese el porcentaje que Petropar subsidia a los compra-
dores de diesel.

Precio del litro diesel más pérdida de Petropar =
4.270 + 800 = G. 5.070

Subsidio indirecto de Petropar =
(800/5.070) X 100 =

15,8%

Con estos datos, puede calcularse el subsidio por hectárea de soja 
y fi nalmente el subsidio total en función a las hectáreas de soja 
producidas en dicha zafra.

Subsidio por ha de soja = US$ 86 X 15,8% = 
US$ 13,6 por ha.

Subsidio total Zafra 2007-2008 = 
2.644.856 ha X US$ 13,6 = 

US$ 35.970.041

Con base en estos datos puede afi rmarse que en el periodo 2007-
2008 los productores de soja obtuvieron en concepto de subsidio 
indirecto, a través de la compra del diesel a un precio subsidia-
do por Petropar, la suma aproximada de 36 millones de dólares. 
A partir de esto puede concluirse que sólo en el último periodo 
presidencial (2003-2008) el subsidio recibido por este sector, con 
base en la reducción de sus costos de producción, fue superior a 
los 100 millones de dólares (esta estimación corresponde sólo a la 
producción de soja, no incluye otros rubros mecanizados como el 
maíz, girasol, trigo, etc., lo que elevaría el subsidio que recibe el 
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sector). Esta es una información adicional que debe ser tenida en 
cuenta en el momento de discutir las políticas de subsidios, y más 
importante aún, las políticas de desarrollo del Gobierno actual.

Como puede verse, lo que para los sojeros es bueno, para los se-
sameros (recordemos que se trata siempre de subsidios) puede 
llegar a ser incluso una imputación a juicio político del Presidente 
de la República.

Bueno sería que, aunque sea por una vez, las políticas públicas 
favorezcan a los que han sido secularmente postergados por el 
modelo agroexportador vigente.
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* Publicado en la Revista Acción, N° 295, junio 2009 - Centro de Estudios Paraguayos 
Antonio Guasch (CEPAG).

Desde que asume Lugo, 
empiezan a sucederse una serie de acontecimientos 

que tienden a distraer la atención de la ciudadanía. Acontecimientos 
que son profusamente cubiertos por la prensa empresarial.

Son como fuegos de artifi cio que encandilan 
y hacen mirar para arriba mientras los ladrones 

que están abajo nos meten la mano en el bolsillo. 

Densos bancos de neblina ocultan o por lo menos difi cultan la 
visión de los problemas reales.

Sobre los bancos de neblina

Los hijos “naturales” (como si pudieran existir hijos virtuales) del 
obispo ¿dos, tres, 17?, no importa. Testigos falsos que tratan de 
involucrarlo en el secuestro y muerte de Cecilia Cubas, la inusita-
da democratización en la fabricación y uso de bombas, la utiliza-
ción de un cuartel para subvertir con ideas la intachable y apolíti-
ca tradición de nuestras fuerzas armadas, las constantes rencillas 

Visibilidad reducida por humo. 
Temperatura y presión atmosférica 

en ascenso. Probables tormentas 
aisladas*



140

Tomás Palau Viladesau

del clan Franco con el Ejecutivo, el chismerío político de alta 
densidad mediática y bajísima estatura intelectual, pronósticos 
cataclismáticos porque Petropar debe a PDVSA, el negociado de 
marihuana de José Pakova Ledesma, Elvio Benítez y la “probable 
complicidad de Lugo”, triunfalistas anuncios de juicio político 
frenados abruptamente por apoyos de cierta embajada al number 
one, crucifi xiones y escenas de autofl agelación de desamparados 
sin techos, abandonados y dejados sin recursos por el malvado de 
Pablino (Cáceres). Petardos, buscapiés y 12x12s, y, de tanto en 
tanto, una cañita voladora lanzada por algún obeso senador. Está 
el escenario montado para una demostración circense con acceso 
gratuito para un público infantilizado y desprevenido.

Infantilizado por la industria del divertimento barato de los me-
dios de comunicación, desprevenido sobre estos problemas por-
que es más importante ocuparse de qué van a comer los chicos 
hoy, o cómo lo mando a la escuela sin zapato, o qué hago con la 
abuela enferma, o cómo consigo para el pasaje de hoy. Circo sin 
pan. Es evidente que el imperio actual es peor que el romano de 
antaño.

Sobre la realidad detrás de la neblina

Parecería estarse dando una situación bastante particular, la me-
táfora sería la de un remolino pero que en su interior hay dos co-
rrientes: una que corre en el sentido de las agujas del reloj y otra 
que corre en sentido contrario.

La que corre en el sentido de las agujas refl eja el hecho de que hay 
cada vez más gente –aunque no parece ser aún la mayoría– que 
está organizada y que no se deja seducir por los cantos de la pros-
tituida sirena del “pensamiento único”, de esa prensa chatarra tan 
propia de nuestro país y característica de nuestra chata oligarquía. 
Para hoy ya hizo su aparición en el Paraguay el debate político, 
con tropiezos y todavía no muy sintonizado pero con mayor cla-
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ridad, se están dejando oír los planteamientos de una izquierda 
incipiente, mejor visibilizada en ciertas organizaciones sociales, 
lo cual representa un potencial desgaste de la derecha neolítica en 
el terreno político-ideológico que hace un uso muy desgastado de 
argumentaciones pueriles. El desgajamiento de la masa electoral 
de los partidos tradicionales (incluyendo al de los caballos) es 
muy notorio. Hoy el Partido Colorado sabe que solo no podrá ga-
nar ninguna elección, los liberales son –como lo fueron hasta que 
apareció Lugo– “pan comido” para cualquier otro contrincante 
electoral. El sustento de esta aseveración no es el 20 de abril de 
2008 sino una última encuesta que mostraba que Lugo (a pesar 
de la neblina, de los pitos, los hijos, las matracas, cencerros y 
platillos que la derecha política en retroceso hace sonar a través 
de la prensa subordinada) recibía un 54% de apoyo ciudadano. Y 
esto pone muy nerviosa a cierta gente. Esta contracorriente den-
tro del remolino se empezó a mover de a poco pero puede tomar 
impulso.

En el sentido opuesto a las agujas del reloj (y esto casi en sentido 
literal) está la corriente conocida vulgarmente como “desestabi-
lizadora”; la de los grandes señorones de la oligarquía, la aristo-
cracia provinciana, yuppies1 al servicio de las multinacionales, y 
viejos carcamanes corruptos que amasaron ingentes fortunas a la 
sombra de dictaduras y partidos tradicionales. Estos son los que 
están haciendo sonar los sonajeros.

¿Por qué la neblina por ellos propiciada? Para tapar las conse-
cuencias del modelito de “desarrollo” que nos impusieron desde 
hace mucho tiempo; el aumento de la pobreza, la inestabilidad 
laboral, la expulsión campesina de sus tierras, la creciente inse-
guridad alimentaria (o sea, más hambre), la cada vez menos con-
tenible demanda por un cambio distributivo de la riqueza, la pro-

1 En inglés, plural del neologismo que viene de la contracción de young urban proffe-
sionals, o jóvenes profesionales urbanos.
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fundización del modelo basado en el agronegocio, la droga y la 
corrupción que sigue tan campante (ley de agrotóxicos, de defen-
sa de las inversiones extranjeras…), sostener al dólar (con fondos 
públicos) para solaz de los agroexportadores, que el rechazo al 
Impuesto a la Renta Personal (IRP) pase lo más desapercibido 
posible para que ellos (los ricos, o mercaderes según Sastre, sigan 
gozando de los mismísimos privilegios de siempre), los negocia-
dos de los anteriores gobernantes (por qué tanto ahínco de Nica-
nor (Duarte Frutos) para que le suceda Blanca (Ovelar de Duarte), 
¿será porque Blanca supo tapar las trapisondas en el Ministerio de 
Educación y Culto (que es sólo un botón de muestra para conocer 
el stock de desfalcos a los bienes públicos por parte de los gobier-
nos colorados de la “transición”)? En suma, Lugo, sin representar 
amenaza alguna de cambio en la orientación político-ideológica 
del Estado, es lo sufi cientemente molesto para sacarlo. En alguna 
medida está metiendo el dedo en el avispero, pone algunos palitos 
en la rueda de esa bicicleta del capitalismo doméstico obsesiona-
do siempre por aumentar sus rindes económicos.

No puedo dejar de parafrasear a Alfonso Sastre2 (probablemente 
el más importante dramaturgo de habla hispana vivo) señalando 
que Lugo en un año empezó a destapar ollas (ollitas por ahora) 
y el hedor que sale de ellas nos muestra que “el Paraguay de los 
mercaderes” está librando una batalla feroz contra el Paraguay de 
los pueblos (que en él habitan).

La presión que los “mercaderes” están imprimiendo a la atmós-
fera política va en aumento, pero también aumenta la ira de ese 
pueblo históricamente vapuleado. Esto presagia que pueden dar-
se tormentas aisladas (difícilmente generalizadas), pero tenemos 
que estar preparados con el mejor paraguas que hay para contra-

2 Conversación con Alfonso Sastre, dramaturgo y candidato de la ilegalizada Iniciati-
va Internacionalista. “Siempre he amado la justicia y la libertad, y con esas ideas he 
procurado siempre y procuro hoy untar todo lo que se pone a mi alcance”, Santiago 
Alba Rico, www.rebelion.com, 21 de mayo 2009.
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rrestar esas perturbaciones del cuadrante de la derecha: el desa-
rrollar un criterio propio, usar la inteligencia para entender lo que 
nos está proponiendo como menú, la horda aquella del neolítico 
incrustada en nuestras instituciones políticas. Y termino otra vez 
con Sastre cuando le preguntaron en la entrevista citada: “¿Por 
qué hay tanta gente inteligente que se pasó al corifeo3 de los mer-
caderes?”, respondiendo Sastre: “Porque vivimos en el marco… 
de una situación de degradación y mercantilización de la inteli-
gencia”.

Sepamos usarla.

3 Persona que es seguida de otras en una opinión, ideología o partido.
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El desarrollo rural 
en el Paraguay 2009

Detalles de una deuda anunciada*

Las bases legales e institucionales para la cuestión agraria

Según las estadísticas de la FAO, el Paraguay es el país que tiene 
el más alto nivel de concentración de la tierra –al menos– en el 
continente americano. Según los datos parciales del último censo 
agropecuario (datos del 2008), 2.6% de los propietarios concen-
tran el 85.5% de las tierras. Esta situación tendió a agravarse en 
los 17 años que mediaron entre el último y el anterior censo agro-
pecuario de 1991.

Los terratenientes ganaderos, que históricamente formaron parte 
de la élite política y económica del país, se encargaron en 1992 
de formular una nueva Constitución que –en la práctica– elimina 
toda posibilidad de avanzar en la distribución de tierra por vía de 
la expropiación, tanto de aquellas tierras que serían de interés so-
cial, como de aquellas pertenecientes a latifundios improductivos 
y que pudieran haberse asignado a las aproximadamente 200 mil 
familias de campesinos sin tierra.

* Publicado en http://www.sudamericarural.org/ index.php?mc=52&nc= &next_
p=1&cod=26 31 de agosto del 2009.
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La base legal que se vincula al componente de la tierra del de-
sarrollo rural, o más propiamente, a difi cultarlo, además de los 
artículos constitucionales referidos a la reglamentación de la ex-
propiación, está constituida por el Código Civil, el Penal y el Es-
tatuto Agrario, este último de mayor relevancia directa pero que 
sigue sin poder ser aplicado por la inexistencia de su reglamen-
tación. La Convención Americana de los DD.HH. ratifi cada por 
el país y que contiene varias referencias al desarrollo rural, de la 
misma manera, es letra muerta.

El marco institucional en el que deberían inscribirse los progra-
mas de desarrollo rural está constituido primariamente por el 
Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), y más específi ca-
mente por su Vice Ministerio de Agricultura y por el INDERT. En 
la práctica sin embargo, el MAG ha funcionado al menos desde 
hace medio siglo para apoyar el desarrollo de rubros para la pro-
ducción de materias primas para la exportación, en el caso de la 
agricultura, específi camente del algodón y la caña de azúcar y 
más recientemente de la soja y en menor medida el sésamo. No 
existe un Ministerio o al menos un Viceministerio de agricultura 
familiar o campesina. Por su parte, el INDERT (formalmente ads-
crito al MAG) tiene una jerarquía política de tercer nivel, esto es, 
con muy escasa capacidad de incidencia política y con un presu-
puesto muy pequeño que se destina en un alto porcentaje a gastos 
corrientes. Este Instituto (anteriormente llamado IBR, o Instituto 
de Bienestar Rural) se comportó históricamente (cuando había 
amplia disponibilidad de tierras fi scales) como una gran empresa 
inmobiliaria del sector público que se encargó de repartir tierras 
–especialmente en el período de gobierno de Stroessner– a líderes 
políticos, militares y clientela política del momento.

Otras instituciones gubernamentales que tienen vinculación par-
cial al desarrollo rural, como el ministerio encargado de las obras 
públicas, el de salud, educación y organismos de combate a la 
pobreza, como la Secretaría de Acción Social (SAS), de la infan-
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cia, de la mujer, la de benefi cencia y otros, presentan un accionar 
balcanizado, sin coordinación entre ellos, y con políticas inefi -
cientes inspiradas por la focalización de la ayuda a la pobreza de 
corte neoliberal.

Un modelo atentatorio al desarrollo rural

La agricultura familiar campesina estuvo históricamente empu-
jada hacia tierras marginales desde el fi nal de la guerra contra la 
Triple Alianza (1865-1870). Durante 90 años, hasta la década de 
los años 60, por los grandes latifundios ganaderos, forestales y 
yerbateros, y durante el último medio siglo por el advenimiento 
y consolidación de la agricultura mecanizada y la aplicación del 
paquete tecnológico de la revolución verde y la transgénica, pos-
teriormente sobre la base de dos cultivos primados, el algodón y 
la soja. La paulatina reducción del área de siembra del algodón 
–un cultivo eminentemente minifundiario– descampesinizó vio-
lentamente al mundo rural.

En estos años, la agricultura de base campesina está atenazada 
por el crecimiento territorial de la soja (que pasa de 20 mil a un 
millón de has. entre 1972 y el 2000, y de un millón a 2,6 millones 
de has. entre el 2000 y el 2008, por efecto de la introducción de 
semillas transgénicas) y por el mantenimiento de la base territo-
rial del latifundio ganadero. En el caso de la soja, la expansión del 
área de siembra se acompaña de un irreversible deterioro ambien-
tal (deforestación, contaminación del agua y el ambiente y otros), 
expulsión campesina hacia núcleos urbanos (16 mil familias/año 
sobre un total aproximado de 380 mil familias campesinas), gra-
ves afecciones y muertes humanas, y destrucción de cultivos de 
autoconsumo familiar y muerte de animales domésticos).

El Paraguay, como los restantes países del cono sur sudameri-
cano, tiene hoy como estado nacional escasa soberanía para di-
rigir su política agropecuaria, determinada por los intereses de 
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los grandes grupos multinacionales encargados de la provisión de 
insumos y la agro exportación de materias primas agropecuarias 
a los mercados metropolitanos. Los monocultivos (agrícolas y fo-
restales) y la implantación de pasturas para el ganado vacuno son 
las constantes. Para los sectores económicamente poderosos del 
país (y por cierto, la prensa empresarial que los representa públi-
camente) esto es desarrollo rural. El campesinado y los pueblos 
indígenas deben ser expulsados del territorio rural, ya que repre-
sentan el atraso y la improductividad.

Nuevo gobierno y demanda campesina

El triunfo de Fernando Lugo en abril de 2008 despertó expectati-
vas de cambio en el sector campesino paraguayo, de hecho, uno 
de los tres principales pilares de su campaña electoral había sido 
implementar la reforma agraria. Habiéndose cumplido un año de 
gestión, los resultados son desalentadores; no sólo no se logró 
avanzar en prácticamente nada, sino que en declaraciones recien-
tes, el propio presidente dijo que no podría esperarse resultados 
en materia de reforma agraria sino hasta el 2023. En 14 años más 
se estima que la población rural paraguaya, de ser hoy de alrede-
dor del 40%, se reduzca a algo menos del 30%.

En materia de políticas públicas hacia el desarrollo rural, el go-
bierno creó la CEPRA y se habla de la posible creación de un 
Vice Ministerio de Agricultura Familiar. Sobre lo segundo sólo 
hay conjeturas, por su lado, el CEPRA hizo tímidos intentos de 
sanear la adjudicación de lotes de dos o tres asentamientos, pero 
los trámites fueron judicializados y todo terminó ahí.

Por su parte, la demanda campesina se centra en primer lugar en 
el acceso a la tierra, y secundariamente en los demás componen-
tes de la reforma agraria; mejora de la infraestructura comuni-
taria, crédito, refi nanciación de créditos, subsidios por pérdidas 
climáticas y otras. Las organizaciones del sector, por cierto con 
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grandes diferencias entre ellas, no lograron hacer planteamientos 
unitarios, lo que debilita en gran medida su capacidad y poder de 
negociación con los representantes de la agricultura empresarial 
y con el propio gobierno.

La decepción por lo realizado por el gobierno en materia de de-
sarrollo rural hizo aumentar la crispación de las organizaciones 
que no apoyaron al luguismo desde sus inicios. En las que sí lo 
habían apoyado, se da en estos meses una tendencia a endurecer 
la demanda y a radicalizar los planteamientos, gestándose pau-
latinamente una unidad parcial de estos grupos hasta hace pocos 
meses también divididos.

Así las cosas, las perspectivas no se muestran muy promisorias. 
El avance de la agricultura empresarial, apoyada por las políti-
cas públicas sumisas al capital transnacional, la devastación de 
los recursos naturales restantes, las condiciones de vida cada vez 
más hostiles de las comunidades campesinas e indígenas y la sa-
turación mediática criminalizando la demanda social campesina, 
dejan de lado el desarrollo rural y propenden a esbozar un país 
cada vez más desigual.
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* Publicado en la Revista Acción, N° 297, agosto 2009 - Centro de Estudios Paragua-
yos Antonio Guasch (CEPAG.

Expectativas infundadas

El año de gobierno que acaba de fi nalizar Lugo mostró que aquel 
40,7% de abril del año pasado estaba compuesto por el voto de 
personas que esperaban algo sin tener un fundamento importante 
para construir esas esperanzas1. Fue como plantar una planta de 

1 Este se refl ejan en un artículo de Luis Ortiz Sandoval, originalmente publicado en 
ALAI y posteriormente reproducido en www.rebelion.org el 20 de abril de 2008 con 
el título El umbral del Estado stronista. Elecciones políticas y cambio social. En él se 
dice: “La posibilidad de dar vuelta la página de 60 años de gobierno oligárquico, no 
releva el temor a la alternancia política después de la investidura de Lugo en un país 
cuya historia está signada por la persecución al adversario y el recurrente recurso 
al revanchismo político. Y es precisamente allí donde radica la importancia de su 
fi gura como ex prelado, como fi gura carismática, que por situarse en el ‘centro’ y 
‘por encima del bien y el mal’, apuesta por la reconciliación y a hacer a un lado el 
temor a la purga. En sus propias palabras: ‘Prometemos que no habrá persecuciones. 
No habrá exclusión ideológica, ni religiosa, ni étnica. Queremos que se cumpla el 
principio constitucional de que todos somos iguales ante la ley. Si tiene que haber 
privilegiados serán los más olvidados’ [Entrevista a Fernando Lugo por Claudia 
Korol, CLACSO – Pañuelos en Rebeldía]. La trayectoria ética de compromiso y ho-
nestidad puede valerle a Fernando Lugo convertirse en un presidente electo creíble 
y acreditado (legítimo) el próximo 20 de abril. Pero inmediatamente deberá romper 
con un sistema clientelista colorado, que más temprano que tarde puede volvérsele 
encima y poner en jaque la democracia. Esta ruptura sólo es posible a condición de 
reformar la actual estructura de distribución de la tierra, de dinamizar el mercado de 
trabajo y la puesta en marcha de una profunda reforma del Estado”.

Un primer año con 
poco para recordar*
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poroto y esperar que salgan maíces. Tendremos que esperar la 
próxima cosecha para comernos el chipa guazú.

Resulta evidente que las apariencias engañan. No sólo hay que 
aparentar deseos de cambio, no es sufi ciente no ser colorado, no 
basta con proclamar como indeclinables las demandas de los des-
poseídos, no alcanza con aparentar ser amigo de Evo, Correa o 
Chávez, ciertamente no dice gran cosa usar sandalias y no usar 
corbata; hace falta ser lo que se aparenta. Ahí es donde falló la 
expectativa de aquel 40%. Muchos creyeron (¿creímos?) que con 
las declaraciones, atuendos y trayectoria del primer mandatario 
estaba garantizado el advenimiento de una nueva sociedad para el 
Paraguay. El fi asco resultó ser grande.

Por el momento, lo único que aparentemente se logró es la alter-
nancia en el gobierno, como dice el dicho “hace falta cambiar algo 
para que todo siga igual”. La ciudadanía fue teniendo el gradual 
convencimiento que Lugo no era –ni de lejos– lo que aparentaba, 
que su gabinete (si bien es cierto con algunas excepciones, pero 
son meras golondrinas que no hacen otoño) siguió –como antes– 
a pie juntillas las directrices de los organismos fi nancieros multi-
nacionales, que la represión policial y militar a los movimientos 
sociales tendió a aumentar, que el combate a la corrupción tuvo, si 
alguno, muy modestos logros que mostrar, que la reforma agraria 
quedó postergada para el 20232 (o sea, cuando este gobierno ya 
no esté), que el pretendido avance en la negociación con Brasil 
por Itaipú hasta ahora no pasó de ser la declaración de dos pre-
sidentes, la ciudadanía –o buena parte de ella– está convencida 
que los problemas siguen amontonándose y que en el Ejecutivo 
prefi eren “no innovar demasiado” para que no se enojen los due-
ños del país.

2 Según declaraciones del propio presidente de la República no hace mucho tiempo.
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Réplica del modelo social demócrata

En algún momento a comienzos de su mandato el Presidente ha-
bía dicho que para él los casos o gobiernos de Chile y Uruguay 
eran dos modelos a seguir. Si lo dijo en serio, lo dijo todo. Se trata 
de dos regímenes de claro tinte social-demócrata que, por decir-
lo de alguna manera, recibieron un país “ordenado”, claramente 
formateados a la hechura neoliberal y con pobreza sí, pero con 
desigualdades sociales mucho menos pronunciadas que las que 
tenemos en casa. Ni Vázquez ni Bachelet enfrentan los niveles de 
corrupción que hay acá, ni tienen la proporción tan alta de cam-
pesinos y población rural acorralada como la tiene nuestro país. 
A los poderosos no les interesa mucho que los gobiernos sean de 
color rosado, azul o amarillo, les importa que sus intereses no 
sean afectados, es por eso que los gobiernos rosados son del todo 
funcionales a los modelos de acumulación de riqueza actualmente 
vigentes: dan la apariencia de progresistas (y, de hecho, algunas 
dádivas otorgan a los estratos más bajos de población) pero no 
representan, ni remotamente, un desafío a aquella hegemonía.

Lugo lo dijo todo, digo, ya que desde el nombramiento de su ga-
binete “económico” hasta la última derogación del Decreto 1937 
sobre limitaciones y cuidados en la aplicación de agrotóxicos, 
pasando por la represión creciente a indígenas y campesinos, el 
equipo de gobierno está tratando de hacer bien el deber para in-
sertarse en el concierto de los países que gozan de la aprobación 
norteamericana. Es de suponer que lo acontecido en Honduras es 
una advertencia para aquellos que no están convencidos de que 
no se puede jugar con fuego, o sea, no se permiten cambios en la 
estructura del modelo económico.
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Poderoso caballero es Don Dinero

Pero, entonces, ¿quiénes tienen la sartén por el mango?, ¿qué in-
tereses son aquellos a los que Lugo y su gabinete saben que no 
hay que afectar? La respuesta es relativamente sencilla.

Obsérvese aunque sea inadvertidamente quiénes y cómo están 
haciendo buena letra para postularse en el 2013. Es un secreto 
ampliamente compartido que tanto Federico Franco como Rafael 
Filizzola gustarían de vestir la franja tricolor en el pecho dentro 
de cuatro años, y para ello no escatiman enviar a jaurías de po-
licías a vejar a campesinos, o asisten muy trajeados a la Expo y 
coquetean con exponentes de la Asociación Rural del Paraguay 
o la Unión de Gremios del Paraguay o cuanta cámara patronal 
existe. Y Lugo –confundido o desinteresado– da una vez un paso 
adelante y enseguida dos para atrás.

No debiéramos confundirnos, el país tiene cuatro grupos de poder 
real muy “convincente” cuando se trata de imponer consignas: los 
ganaderos, los sojeros y las multinacionales, la mafi a y el empre-
sariado corrupto, todos ellos empotrados en diferentes sectores 
del poder político formal (sea éste el Parlamento, la justicia, el 
Ministerio Público y los aparatos represivos de seguridad y de-
fensa). Hasta podría pensarse que la esfera en la que Lugo tiene 
realmente capacidad de decisión es minúscula. No se explica de 
otro modo que las cosas sigan tan igual como antes de que asu-
miera. Por lo demás, la imagen presidencial hoy no es la misma 
que tenía hace un año y no solamente por razones estrictamente 
políticas.

El retorno al origen

El cambio social pretendido, como todo cambio social, no suele 
ser resultado del advenimiento de personas carismáticas o (pre-
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tendidamente) mesiánicas3. Es algo mucho más lento que –histó-
ricamente– surgió casi siempre de la organización de la ciudada-
nía para expresar demandas habitualmente sociales y trasladarlas 
a la esfera de las decisiones políticas. Diciéndolo de manera di-
recta, el cambio social es resultado del confl icto. Y este no es un 
exabrupto mío, lo dijo uno de los padres de la sociología (por si 
acaso, para nada marxista): Max Weber4 con estas palabras: “El 
confl icto (...) no puede ser excluido de la vida cultural. Es posible 
alterar sus medios, su objeto, hasta su orientación fundamental y 
sus protagonistas, pero no eliminarlo”. En el marco de su carácter 
ineliminable, Weber critica el concepto de progreso precisamen-
te porque desconoce el confl icto y porque su valoración positiva 
jamás calcula los costos individuales y colectivos que comporta.

El “progreso” (concepto positivo al que supuestamente nadie se 
opone) sigue justifi cando en el país, antes y después del 15 de 
agosto pasado, el atropello a las mayorías empobrecidas cuyos 
“costos individuales y colectivos” no son tomados para nada en 
consideración.

Aquí radica una parte de las causas de la desesperanza que a un 
año de gobierno masculla una mayoría creciente de la población; 
en aras de un imaginario progreso (¿producido por la soja, la 

3 Al respecto dice James Petras: “Un examen detallado de los 24 años de política 
electoral de Ibero América demuestra que todas las suposiciones planteadas por los 
intelectuales de centro izquierda a favor de la política electoral como instrumento 
para el cambio social han probado ser falsas. En un cuarto de siglo toda una serie de 
regímenes políticos de Ibero América ha fracasado en mejorar el nivel de vida, redis-
tribuir la riqueza, promover el desarrollo nacional o resolver los problemas básicos 
de vivienda, distribución de la tierra, empleo y desnacionalización de la economía. 
Al contrario, los regímenes electorales han ahondado y extendido las políticas re-
gresivas que precedieron a su gobierno. La tierra y la propiedad han resultado estar 
más concentradas; la diferencia entre el 10% más rico y el 50% más pobre se ha 
ensanchado; amplios sectores de empresas públicas han sido privatizados y des-
nacionalizados; y cientos de miles de millones de dólares han sido extraídos de los 
trabajadores y transferidos a bancos extranjeros pagando la deuda exterior muchas 
veces”. www.rebelion.org, 24-03-05.

4 Weber, Max (1982). “El sentido de la ‘neutralidad valorativa’ de las ciencias socio-
lógicas y económicas”, en Ensayos sobre Metodología Sociológica, Buenos Aires: 
Amorrortu Editores.
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exportación de carne, las inversiones privadas directas extranje-
ras?), no hay ni siquiera vestigios de una preocupación hacia los 
campesinos fumigados con glifosato, o a los indígenas expulsa-
dos de sus tierras y obligados a dormir con 0 grados centígrados 
en la Plaza Uruguaya y de las penurias (costos individuales y co-
lectivos diría Weber) de una cada vez más importante mayoría 
hasta hoy silenciosa.

Pero la culpa no es de Lugo, ni de Borda, ni de Filizzola ni de 
López Perito. No. La culpa de la decepción la tenemos nosotros 
mismos. Hemos esperado cosechar maíces cuando en realidad te-
níamos plantitas de poroto. Pusimos esperanzas donde no había 
que ponerlas.
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1.  Breve resumen de la situación del sector

En 1870, cuando el imperio inglés terminó de convertir 
el proyecto emancipatorio nacional iniciado por Gaspar 
Rodríguez de Francia y continuado por los López en un 
apéndice territorial mutilado de los intereses del capital bri-
tánico, se inició para el Paraguay y su gente, el segundo –y 
lúgubre– proceso de colonización vivido en estas tierras. Co-
lonia fuiste y colonia serás, habían sentenciado en Londres1 

1 “Nos limitaremos a citar un ejemplo: en 1864, el embajador inglés en Buenos Aires, 
Edward Thornton, envió un informe a Londres sobre el comportamiento del presi-
dente de Paraguay, Francisco Solano López, explicando cómo “estaba infringiendo 
todos los usos de las naciones civilizadas”. Textualmente, los delitos eran los si-
guientes: “Los derechos de importación sobre casi todos los artículos son del 20 o 
25 por 100. Los derechos de exportación son del 10 al 29 por 100”. En 1865, Brasil, 
Argentina y Uruguay, fi nanciados por los bancos ingleses, invadieron Paraguay y lo 
“civilizaron”: exterminaron a cinco sextas partes de la población. En 1865, Paraguay 
tenía un millón y medio de habitantes; en 1870, al fi nal de la guerra, 250.000”. Fer-
nández Liria, C., Fernández Liria P. y L. Alegre Zahonero. (2007) Educación para 
la ciudadanía. Democracia, capitalismo y Estado de Derecho, (2ª Edición), Madrid, 
Akal.

* Publicado en: Rojas Villagra, Luis “Gobierno Lugo. Herencia, gestión y desafíos”. 
Asunción: BASE-IS, diciembre 2009.

La cuestión agraria
Principal espacio de acumulación 

del capital en el Paraguay*
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los rectores del Capital. Ese maleficio continúa hasta nues-
tros días2.

Grandes extensiones de las mejores tierras fueron transferidas a 
manos de empresas inglesas, anglo-argentinas, lusitanas o mix-
tas. El territorio nacional fue repartido entre los vencedores, y la 
gente que quedaba fue arrinconada en minifundios o explotada en 
regímenes esclavos o semi-esclavos por esa segunda oleada de 
colonizadores. Aparentemente, del Paraguay no quedaba nada, o 
casi nada.

Carlos Pastore en su libro “Lucha por la tierra en el Paraguay”, 
se encarga del relato de lo que pasó después de ese genocidio, y 
de cómo la tierra en el Paraguay se convirtió en una mercancía, 
abundante hasta hace pocas décadas, pero mercancía al fi n. Mer-
cancía es un bien transable, o sea, un objeto de compraventa, algo 
que puede ser comprado por quien tiene dinero; ni en 1870 ni en 
el 2009 los que necesitan tierra para sobrevivir tenían el dinero 
para comprarla, en consecuencia, fueron y son expulsados de ella.

Ese desmembramiento territorial del Paraguay por las fauces del 
capital extranjero supuso primero, la instalación de latifundios 
madereros, yerbateros y ganaderos. Posteriormente, ya durante 
el reinado del régimen patrimonialista de Stroessner, los pedazos 
desmembrados de ese cuerpo, de ese territorio, pasaron a otras 
manos3; a las de los actores del capitalismo agrario que desde la 
década del 60 del siglo pasado, con las promesas de desarrollo sin 
fi n de la “revolución verde”, pasaron a ocupar progresivamente el 
territorio nacional.

2 De ahí que festejar el bicentenario es cuanto menos, una chiquilinada. O como lo 
pone Meliá: “El Paraguay no fue colonizado; está siendo colonizado hoy, con más 
fuerza y rapidez que en años y siglos anteriores”. Meliá, B. (2009) “Pueblos indíge-
nas en el Paraguay, ¡esos desconocidos!”. En Acción, No. 300, 15-16, noviembre.

3 A veces directamente, como en el caso de empresas extranjeras que se instalan prin-
cipalmente en el Alto Paraná para la producción de maíz y soja; en otros indirecta-
mente, a través de la “venta” de tierras públicas a amigos del régimen que –especu-
lación inmobiliaria mediante– la traspasan a propietarios extranjeros.
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Desde comienzos de la pasada década de los setentas, la socie-
dad campesina tradicional que sobrevivió pese a todo, empieza 
su rápido proceso de deterioro. De la mano del algodón, ese cam-
pesino marginado de las políticas públicas ingresa masivamente 
al mercado, suplanta los rubros de autoconsumo por el algodón 
y vive un fugaz sexenio de auge entre 1974 y 1980, con precios 
altos, dinero en mano, estableciendo vínculos con el agronegocio 
y aprendiendo a usar lo que para entonces era la nueva generación 
de agrotóxicos. Paralelamente, las zonas más fértiles del bosque 
atlántico, básicamente la margen derecha del Paraná, son rápida-
mente desmontadas y avanza la frontera de la soja. Se consolida 
la agricultura empresarial mecanizada en manos de extranjeros, 
con estrechos vínculos con el sector fi nanciero y una producción 
orientada a la agroexportación.

Cuando los precios del algodón caen, a comienzos de los años 
ochenta, el ciclo de ocupación de las tierras públicas (la frontera 
agrícola) se va cerrando. El campesinado algodonero, minifun-
dista, y sobre todo sus descendientes, se quedan sin el pan y sin 
la torta, sin precio para su producción y sin tierra para sobrevivir 
él y su familia. Es la época en que empiezan las primeras grandes 
ocupaciones de tierra por parte de campesinos en Alto Paraná, y 
que se expanden luego al resto de la Región Oriental.

Pero también los segmentos que en el transcurso de un período 
más reciente –años noventa– innovaron sus estrategias producti-
vas –recurriendo a una inserción más intensa y efi ciente al mer-
cado (horticultores, fruticultores y pequeños granjeros, que lle-
garían al 30% del sector)– entraron en una fase de estancamiento 
e inclusive de declive. Las importaciones de productos a precios 
más bajos y de mejor calidad provenientes de los países veci-
nos, así como la inexistencia de políticas públicas diferenciadas 
de fi nanciamiento y de mejoramiento tecnológico, incidieron en 
la mencionada retracción. A estas tendencias hay que agregar la 
conformación de un estrato de campesinos sin tierra, dependien-
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tes del trabajo asalariado o de pequeñas actividades por cuenta 
propia.

Hoy, los grupos campesinos que todavía disponen de ciertos re-
cursos productivos (tierra e instrumentos de labranza) intentan 
reconstruir sus capacidades de autoalimentación, a costa de una 
más intensiva auto-explotación de la fuerza de trabajo, y esperan 
que los jóvenes que migran a las ciudades del país, o al exterior, 
les hagan llegar remesas de dinero, menos abundantes que las de 
otras épocas, pero siempre de vital importancia. Los estratos con 
menores recursos y los campesinos sin tierra, son los más vulne-
rables. Las cada vez menores oportunidades laborales existentes 
en los mercados de trabajo urbanos, debido al ya prolongado es-
tancamiento de la economía nacional, les dejan horizontes muy 
estrechos de supervivencia. Si no se sumergen en las condiciones 
más duras de la pobreza extrema es porque, en varias de las co-
munidades rurales, todavía persisten importantes recursos y ener-
gías de capitales sociales y comunitarios (redes de cooperación y 
solidaridad).

A partir del año 2000 la situación del campesinado empeora aún 
más; la incorporación de material genéticamente modifi cado y el 
uso masivo de nuevos y potentes agrotóxicos en la agricultura 
empresarial, así como el sostenido repunte de los precios inter-
nacionales de la carne, implicaron una mayor demanda de tierra 
para la agropecuaria de exportación, y aceleraron la expansión 
de la frontera de la soja4, los precios de la tierra aumentaron y 
el acoso a la economía campesina fue objeto de una agresión sin 
precedentes. Este es el panorama agrario en el que asume Lugo, 
que en su campaña promete como punto más importante, el inicio 
de la reforma agraria. En el Anexo 1 se hace una presentación 
sucinta de los principales problemas del sector.

4 Entre 1974 y 2000 (26 años) la soja pasó de 40 mil a 1 millón de hectáreas. Entre 
2000 y 2009 se llegó a 1 millón 600 mil hectáreas. Esto es, en nueve años casi dupli-
có el área de siembra alcanzada en un cuarto de siglo.
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2.  Lo que hizo o dejó de hacer la administración Lugo5

A más de un año de gestión de gobierno, es poco o nada lo que 
Lugo puede mostrar en avances para el reordenamiento de la cues-
tión agraria. Varios son los factores que impidieron estos avances.

Parlamento. La precaria alianza electoral que llevó a Lugo a triun-
far en el 2008, mostró sus debilidades una vez que hubo que asu-
mir la administración del país. Los sectores más conservadores de 
la oligarquía ganadera, de la muy obsecuente tecnocracia local al 
servicio de las multinacionales y conservadores en general, se en-
contraban representados, y muy bien representados, en el partido 
más grande de la Alianza Patriótica para el Cambio (APC), el Par-
tido Liberal6. Esta fracción (mayoritaria por cierto) tiene intereses 
compartidos con el Partido Colorado y con la Unión Nacional 
de Ciudadanos Éticos (UNACE) de Oviedo (carnalmente unido 
a la ultraderecha brasileña); estas tres bancadas parlamentarias se 
convirtieron en este año y tanto de la gestión Lugo, en el principal 
obstáculo, no sólo para implementar acciones referidas al reorde-
namiento agrario, sino para avanzar en cualquier otro orden que 
suponga la más mínima amenaza a los intereses de la mafi a, del 
gran capital, o de los grandes propietarios7.

Diversidad que sofoca. Lo del Parlamento ya se sabía, pero uno 
hubiera esperado que el escaso margen de maniobra que le que-

5 Este apartado está basado en el artículo de Riquelme, Q. y T. Palau (2009) “Desafíos 
pendientes de concretarse. Reforma agraria y desarrollo rural”. En, Por un Paraguay 
sin discriminaciones. Informe Derechos Humanos en Paraguay 2009, Asunción, Co-
dehupy/PIDHDD.

6 El otro grupo parlamentario de derechas, el partido Patria Querida y las dos mi-
núsculas fracciones de la social democracia hacen coro, en general, al destemplado 
concierto de los que para nada quieren un cambio del actual estado de cosas.

7 Es interesante traer a colación al respecto la siguiente cita: “En Alemania y en todas 
partes, es el capital el que manda a los políticos. El capital ha convertido la política 
económica en algo parecido a la meteorología: un fenómeno ajeno a toda voluntad 
de gobierno. Un capital enloquecido que nos ha llevado a la crisis, es quien gobierna 
a nuestros políticos, que son meros gestores. Y no al revés”. Rafael Poch de Feliú 
(2009) Burbuja especulativa de materias primas. Nos llevan a un segundo batacazo, 
La Vanguardia.
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daba al Ejecutivo pudiera haber sido aprovechado por Lugo para 
obtener ciertos avances. Tener el poder administrativo no es poca 
cosa cuando las ideas están claras. Sin embargo, la gran hetero-
geneidad de los integrantes de la APC y del propio gabinete que 
conformó el presidente, fue otro factor que creó desasosiego en 
los sectores que esperaban ver avances en un país en el que la dis-
tribución de la tierra es la más injusta del mundo. Desde el ya alu-
dido Partido Liberal en el extremo derecho del espectro político, 
hasta sectores que se autoproclaman de izquierda “dura”, pasando 
por variadas formas de socialdemocracia-progresismo, crearon 
un ambiente de contradicciones en materia de políticas públicas 
que produjeron como resultado la neutralización de acciones. El 
gabinete igual, desde obedientes discípulos del neoliberalismo en 
Hacienda, pasando por aprendices de represores en Interior8, has-
ta supinos ignorantes de la materia en Agricultura y Ganadería, o 
bienpensantes ex-militantes en carteras sociales, se logró lo que 
se tenía que lograr; desconcierto primero y desilusión después. 
Sin proyectos claros, con notables contradicciones en su accionar, 
la reforma agraria prometida se empantanó en una ciénaga de im-
putaciones, amenazas, y cloacales laberintos judiciales.

Para judicializarte mejor. Otras dos joyas heredadas de perío-
dos anteriores son el Poder Judicial y el Ministerio Público. En 
ambos casos, sus máximas autoridades no sólo no hicieron nada 
por ponerse a tono con los nuevos tiempos, sino que gastaron 
todas sus energías para detener, por los mecanismos que tenían a 
su alcance, cualquier acción emprendida por las organizaciones 
campesinas o por el gobierno a favor de éstas. Fiscales/as de corta 
edad cronológica (aunque no todos/as) y menor edad mental (eso 
sí, casi todos/as ellos/as) se encargaban de imputar a campesinos, 
mientras jueces muy sumisos emitían sentencias a quienes osaban 

8 Cuyo más reciente regalo para la ciudadanía es un nuevo proyecto de ley “antiterro-
rista” a la hechura del colombiano Uribe y para beneplácito de la embajada usame-
ricana.
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demandar algo de tierra para poder comer. Una verdadera farán-
dula judicial al servicio de intereses corporativos.

La mediocracia, o dictadura de los medios. En concierto con los 
grandes propietarios, con el capital extranjero, con el Parlamento 
y con los instrumentos judiciales del sistema, los medios de pren-
sa empresariales (tanto radiales como los escritos y televisivos) 
han intentado modelar la opinión pública a su antojo, pero siem-
pre boicoteando de manera sistemática las iniciativas sociales del 
gobierno y en especial, todo lo atinente a la reforma agraria. No 
son pocas las veces que durante este año corrieron sólo con la vai-
na al propio Lugo, quien, desorientado, con miedo, o simplemen-
te falto de convicción, tuvo que tragar sus propias palabras para 
no disgustar aún más a personajes de la ralea de un Zuccolillo o 
de otros tantos que con cámara o micrófono en mano, no titubean 
en degradar el periodismo con tal de preservar sus privilegios.

A pesar de esos pesares, algo se hizo. Se enumeran algunas de 
esas acciones:

• El Poder Ejecutivo creó la CEPRA, por decreto 838/2008, 
como espacio de articulación, coordinación y sinergia de ins-
tituciones del Estado para desarrollar el Programa de Refor-
ma Agraria Integral9. Entre sus objetivos fi guran, coordinar y 
promover el desarrollo económico, social, político y cultural; 
impulsar la gestión de las políticas públicas en relación a los 
asentamientos y, contribuir al logro de la reforma agraria. Los 
ejes estratégicos que se propone trabajar son: el acceso a la 
tierra, la asistencia técnica integral, el crédito, las inversio-
nes sociales, los insumos e infraestructura, el catastro rural 

9 La CEPRA está conformada por el Consejo Nacional de la Vivienda (CONAVI), 
el Crédito Agrícola de Habilitación (CAH), la Secretaría del Ambiente (SEAM), la 
Procuraduría General de la República, el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad 
Vegetal y de Semillas (SENAVE), los ministerios sociales, representantes de orga-
nizaciones rurales y de organizaciones sectoriales involucradas en el proceso de 
reforma agraria, el Consejo de Gobernadores y el INDERT, que tendrá a su cargo la 
secretaría ejecutiva.



162

Tomás Palau Viladesau

y la estrategia institucional para la integralidad de la reforma 
agraria.

• Otra de las iniciativas fue la elaboración de un documento 
denominado “Principales lineamientos de política pública en 
materia de reforma agraria integral, desarrollo territorial y 
reactivación de la agricultura familiar campesina” a iniciativa 
del Equipo Económico Nacional. Con este documento se bus-
caba un marco general que sirviera de guía para esta política.

• Otra acción de este período ha sido el informe que la Comi-
sión de Verdad y Justicia (CVJ) y el INDERT presentaron al 
Presidente de la República, sobre las tierras rurales malha-
bidas en Paraguay, con el listado de las personas que habían 
sido ilegalmente benefi ciadas con 7.851.295 has. del Estado. 
Transcurrido todo el año, no se han tomado decisiones que 
corrijan esta anormalidad.

• Por otro lado, el Ejecutivo, conjuntamente con Cepra, pre-
sentó al Congreso el Proyecto de Ley que buscaba aprobar 
dos Convenios de Cooperación entre Itaipú y la Administra-
ción Nacional de Electricidad (ANDE) para tendidos eléctri-
cos en áreas rurales. Las benefi ciarias del primer convenio 
serían familias de cinco asentamientos del Departamento de 
San Pedro. El aporte de Itaipú era de G 1.440.000.000, y el 
de la ANDE ascendía a G 1.587.800.000. El segundo conve-
nio preveía obras de mejoras y ampliaciones de infraestruc-
tura eléctrica en otras localidades del interior del país, con G 
129.999.832.536 aportados por Itaipú; la ANDE pondría esta 
misma suma. Este proyecto fue rechazado en comisiones por 
pedido de los senadores Alfredo Jaeggli y Miguel Abdón Sa-
guier. El Poder Ejecutivo lo retiró a mediados de junio.

• El MAG, sin la participación del Indert o de la CEPRA, reci-
bió a mediados de agosto de la Vicepresidencia de la Repú-
blica, el proyecto de reforma agraria a ser implementado por 
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el Estado. El ministro Enzo Cardozo indicó que el proyecto 
presentado por el vicepresidente de la República, Federico 
Franco, señala una mayor asistencia a 69 asentamientos que 
ya se encuentran identifi cados ante las instituciones del Es-
tado. En setiembre se realizó en la Dirección de Extensión 
Agraria (DEAG) una reunión con todos los referentes de los 
centros de desarrollo agropecuario del interior del país. En di-
cha reunión se delineó la estrategia de acciones territoriales y 
sistemas de comunicación para acercar la asistencia educativa 
y técnica a los pequeños productores del país.

• En setiembre de 2009, el Equipo Económico Nacional pu-
blicó su “Plan Estratégico Económico y Social 2008/2013”, 
denominado “Propuestas para un crecimiento económico con 
inclusión social en Paraguay”. Dentro de este plan se propone 
la realización de la reforma agraria integral con reactivación 
de la agricultura familiar.

No es mucho más lo que puede apuntarse en dirección a lo que 
pomposamente el gobierno había anunciado como reforma agra-
ria. Las viejas estructuras que respaldan la ocupación del terri-
torio por el capital, continúan imponiéndose tal como se venía 
dando hasta ahora.

3.  Una guía breve de desafíos importantes y acciones 
concretas que convertirían el dolor paraguayo en un buen 
vivir, o al menos en un vivir decente para su población

Debe tenerse claro que no podrá haber desarrollo rural en el país 
sin que haya un desarrollo nacional. Lo rural y lo nacional en 
el Paraguay están –por ahora y por un buen tiempo– indisolu-
blemente unidos. Hablar entonces de reforma agraria, desarrollo 
rural, consolidación de la agricultura familiar campesina y con-
ceptos análogos, implica plantearse necesariamente la cuestión 
nacional. Es preciso entonces partir de los desafíos amplios, de 
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largo plazo, vinculados al acontecer internacional para llegar en-
tonces a sugerir acciones concretas que respondan a aquel fi n.

La crisis fi nanciera, económica y social iniciada en la segunda 
mitad de 2008 a nivel mundial, mostró muchas cosas que no vie-
nen a cuento enumerar, pero rescato una: el sistema fi nanciero 
debe actuar bajo controles y fi scalización del Estado para cumplir 
aquello para lo cual existe, fi nanciar la producción. Si no existe 
esa supervisión pública, el capital fi nanciero seguirá conduciendo 
económicamente al país, y sólo aquellas actividades primadas por 
el capital multinacional, tendrán el apoyo fi nanciero necesario, el 
resto será timba especulativa.

El anunciado pico del petróleo documentadamente notifi cado, 
tendrá consecuencias devastadoras en países como el nuestro, 
tanto por el aumento del precio de los hidrocarburos y sus im-
pactos sobre el transporte, como por la dependencia actual de la 
agricultura de los derivados del petróleo10, lo cual a su vez pro-
ducirá un...

Aumento generalizado de los precios de los alimentos11, lo que no 
es difícil imaginar, tendrá a su vez un efecto demoledor sobre el 
aumento de la pobreza, la desnutrición y la salud en general.

Hay muchos otros desafíos planteados en el escenario mundial 
que deberían ser tomados en cuenta para pensar lo que exige el 
presente, de cara a un proyecto de país a futuro. La inviabilidad 
de un modelo de “desarrollo” basado en las exportaciones de 
materias primas; la supeditación tecnológica de países como el 
nuestro, incapaces siquiera de desarrollar tecnología apropiada 

10 Que no sólo mueve tractores, sino que está en la base de la producción de fertilizan-
tes fosfatados, de muchos de los biocidas, de la mecanización agrícola propiamente 
tal, de la comercialización de la producción, del procesamiento de las materias pri-
mas, y hasta el desplazamiento de los consumidores hacia los centros de compra.

11 Dice al respecto George Monbiot en The Guardian: “El reto de alimentar a siete mil 
u ocho mil millones de personas mientras se reducen los suministros de petróleo es 
increíble. Pero será todavía mayor si los gobiernos pretenden que no va a suceder”. 
Monbiot, G. (2009) Al menos, salvemos la agricultura, www.rebelion.org 23-11.
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moderna y efi ciente para lo que es lo más propio del país, la agri-
cultura; la biopiratería, fi nanciada por las multinacionales farma-
céuticas y fuertemente apoyada por las ONG conservacionistas 
internacionales; la enajenación del territorio nacional a manos de 
personas y corporaciones extranjeras; la contaminación genética 
del germoplasma autóctono; la alienación cultural del pueblo por 
la acción de las corporaciones mediáticas que funcionan bajo el 
patronato de gigantescas “industrias del ocio y la información”; 
la sostenida disolución de la calidad y cobertura de la educación 
pública; la presencia de tropas y ofi cialidad extranjera que actúan 
en nuestro territorio; la hegemonía de los organismos multilate-
rales en el dictado de las políticas económica, fi scal y monetaria 
del país. En fi n, el listado puede continuarse, es el listado que 
enumera las características de un Estado fallido.

Se trata pues de dejar de ser un failed state, lo cual no es tarea 
fácil, es prácticamente como reconstruir el país.

Pero volviendo a la cuestión propiamente agraria, ¿qué plantean 
los desafíos globales arriba enunciados?

• Que el Banco Central y el Ministerio de Hacienda trabajen 
coordinadamente y bajo una conducción política clara, para 
defi nir el funcionamiento del sistema fi nanciero (y económi-
co) del país, de modo que el crédito llegue de manera oportu-
na y a tasas de interés compatibles con la condición económi-
ca que se vive.

• La certeza, en el horizonte temporal, del pico del petróleo (y 
de los severos cambios climáticos) debiera obligar a las au-
toridades a diseñar un modelo de agricultura cada vez menos 
dependiente de sus derivados, lo cual signifi ca un apoyo por 
parte de las políticas públicas, para aumentar la productivi-
dad y la rentabilidad de la agricultura campesina, así como 
reorientar recursos hacia un sistema de transporte basado me-
nos en el petróleo y más en energías renovables.
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• En la misma dirección, tomando en cuenta el sostenido au-
mento del precio de los alimentos12, parecería aconsejable di-
señar e implementar efectivamente un programa de soberanía 
alimentaria basado en el subsidio a la producción de una can-
tidad mínima anual (y mantenimiento de stocks) de alimentos 
básicos de la población; utilizar la producción local campe-
sina de alimentos, para abastecer los desayunos y almuerzos 
escolares, los programas de ayuda social, y a establecimien-
tos públicos con alta concentración de personas (hospitales, 
cárceles, cuarteles y otros).

• Pensar desde ya en un modelo de desarrollo rural diversifi ca-
do, basado no exclusivamente en la exportación de dos o tres 
rubros (como es ahora el caso con la soja y la carne), sino en 
la producción y exportación de alimentos elaborados o semi-
elaborados. Parecería ser una opción perfectamente realiza-
ble y más acorde con los desafíos que augura el escenario 
internacional.

• Resulta desde luego imprescindible para lo anterior, encarar 
de manera ordenada aunque fi rme, la implementación de po-
líticas conducentes a reformar el sector agrario, distribuyendo 
tierra con criterio productivo, dando participación al campe-
sinado en el diseño y ejecución de estas políticas, proveyendo 
un nuevo marco normativo e institucional para el sector, lo 
cual no sería posible en las actuales condiciones políticas si 
no es por la vía de una reforma constitucional importante.

En el Anexo se detallan algunas medidas13, que implementadas 
aisladamente no producirían un efecto apreciable, pero que toma-

12 Aunque en general, el de todas las materias primas, que aumentan de precio a nivel 
internacional no sólo por un incremento de la demanda sino también por ser conside-
rados dichos activos como “refugios” seguros (y muchas veces especulativos) ante 
las cada vez más frecuentes crisis económicas internacionales.

13 Se trata por supuesto de un listado incompleto pero básico, de estrategias, políticas, 
acciones y recomendaciones que –de ser implementadas– darían como resultado un 
re posicionamiento del sector rural como un factor clave para el desarrollo nacional.
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das conjuntamente pueden suponer un cambio verdaderamente 
importante en el funcionamiento del Estado. Supondrían una dis-
tribución de los recursos y factores de producción, que es absolu-
tamente necesario para que en un plazo prudencial, el país deje de 
ser un Estado fallido.

Anexo

Algunos problemas y sus desafíos concretos en materia de agri-
cultura campesina en el país.

Problemas Desafíos y acciones prioritarias

De carácter social

Empobrecimiento de la población 
campesina. Intensifi cación de la mi-
gración campo-ciudad. Entre otras 
causas, por la inseguridad alimentaria 
provocada por la falta total de apoyo a 
la diversifi cación productiva.

Fomento del arraigo a través de una política 
de Estado de apoyo a la producción cam-
pesina, a sus colonias y asentamientos. En 
particular, un programa de apoyo a la diver-
sifi cación productiva. Se debe incluso con-
templar el subsidio a determinados bienes 
y servicios a ser puestos a disposición de la 
economía campesina.

Altísima concentración de la tierra 
(Gini: 0.93 según FAO).

Encarar un programa de reforma agraria que 
apunte específi camente a la desconcentra-
ción de la tierra.

Inseguridad jurídica de la tenencia de 
la tierra por parte de una amplia franja 
de pequeños productores.

Apoyar toda forma de saneamiento jurídico 
sobre la ocupación de la tierra campesina. 
Fomento del arraigo a través de una política 
de Estado de dotación de infraestructura 
social a asentamientos y colonias campe-
sinas, así como de ordenamiento territorial 
participativo.

Gran cantidad de campesinos sin tie-
rra, estimándose su número en aproxi-
madamente 200 mil.

Creación de un fondo de tierras a disposi-
ción del INDERT, utilizando mecanismos 
tales como: recuperación de excedentes 
fi scales, desafectación de propiedades del 
Estado, recuperación de tierras mal adjudi-
cadas, expropiación, etcétera.



168

Tomás Palau Viladesau

Pérdida creciente de conocimientos 
autóctonos sobre técnicas productivas.

Crear programas especiales de capacitación 
para jóvenes rurales con el énfasis puesto en 
la revalorización de la identidad y cultura 
campesina, y el desaliento a la emigración.
De la misma manera, para la mujer rural.

Desvalorización de la cultura e iden-
tidad campesina y desapego creciente 
de los/as jóvenes rurales sobre la acti-
vidad agrícola.

Fuerte discriminación a la mujer rural, 
su trabajo, su rol en la familia, su par-
ticipación en organizaciones.

Realización de campañas a favor de la par-
ticipación femenina en organizaciones e 
instancias de gobierno, principalmente en 
niveles locales.

Falta de unidad de las organizaciones 
de pequeños productores agrícolas; 
cooptación política y económica por 
parte de las autoridades, de los líderes 
de las organizaciones.

El MAG debiera propender a la creación de 
una única instancia de diálogo con organi-
zaciones campesinas, apoyando lo que sería 
un Foro Nacional de Agricultura Familiar 
Campesina.

Falta de una educación relevante. El 
sistema escolar no es funcional al 
mundo rural y no existen programas 
de capacitación en áreas como educa-
ción ambiental, técnicas alternativas 
de producción, salud, y otras

Reestructurar los servicios de educación en 
general y de la educación agropecuaria de 
nivel medio y de los IPA, de modo a conver-
tir sus instituciones en focos de investiga-
ción y difusión de conocimientos y técnicas. 
Apoyar iniciativas que tiendan a una refor-
ma efectiva del sistema educativo formal 
para el sector rural, ampliando el porcentaje 
de regionalización curricular, la capacitación 
especial del docente, y otros.

Referidos a las políticas públicas sectoriales

Falta de apoyo estatal a asentamien-
tos y colonias campesinas. Falta de 
infraestructura social y productiva. 
Reducción socialmente irresponsable 
del gasto público.

Potenciar la CEPRA, dotándola de fondos 
genuinos y sufi cientes y otorgándole mayor 
peso político para efectivizar la coordina-
ción inter institucional.

Falta de regulación para la venta in-
discriminada de tierra a empresarios 
extranjeros.

Buscar mecanismos administrativos que 
impidan o al menos difi culten la compra de 
tierras por parte de extranjeros. Difundir 
datos de la Comisión Interinstitucional de 
Zona de Seguridad Fronteriza (CISOZEF).
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Inadecuado marco normativo e ins-
titucional para encarar procesos de 
apoyo a la economía y la sociedad 
campesina en un escenario de equidad 
distributiva. El actual marco norma-
tivo e institucional es funcional a un 
modelo de concentración.

Encarar un programa de modernización 
institucional del sector y revisión exhaustiva 
de la legislación agraria actual en la que hay 
omisiones, aberraciones, superposiciones y 
contradicciones.

Falta de continuidad de políticas por 
la muy alta rotación (con criterios 
meramente político-partidarios) de las 
autoridades administrativas del sector.

Elección de ministros y miembros del gabi-
nete en base a criterios técnicos. Eliminar el 
cuoteo como mecanismo de asignación de 
cargos.

Falta de participación de los actores 
subalternos en el sistema de toma de 
decisiones (INDERT, MAG y otros).

Lograr que las instancias en las que se to-
man decisiones sectoriales cuenten con la 
participación de representantes de las orga-
nizaciones campesinas.

Se desestima dogmática y acrítica-
mente el establecimiento de un pro-
grama de subsidios a la producción 
campesina, lo cual implica –entre 
otras cosas– el desinterés guberna-
mental por la seguridad alimentaria 
del país.

Instaurar un sistema de subsidios a la agri-
cultura campesina orientada al abasteci-
miento alimentario del mercado interno.

Estructura fi scal regresiva que atenta 
contra las posibilidades de fi nancia-
miento al sector.

Reforma del sistema tributario, adoptando 
criterios de progresividad, en particular, en 
lo referente a la carga impositiva de las pro-
piedades mayores, de modo a liberar tierra 
para el mercado. Con la reforma del sistema 
impositivo, se podría disponer de fi nancia-
miento para el sector.

Débil capacidad negociadora de los 
gobiernos ante países de la región, 
ante el MERCOSUR, y ante organis-
mos multilaterales de comercio inter-
nacional, especialmente en materia de 
comercio agrícola.

Idoneidad y compromiso con las metas del 
gobierno, debieran ser exigencias centrales 
para el nombramiento, en Cancillería, de los 
encargados de la política exterior en materia 
de comercio agrícola.
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Ausencia casi completa de tecnología 
adecuada a los requerimientos de la 
agricultura de los pobres rurales.

Dar apoyo económico a la Dirección de 
Investigación Agrícola (DIA), Dirección de 
Educación Agraria (DEA), Instituto Agro-
nómico Nacional (IAN) y otros organismos 
pertinentes, para el desarrollo de tecnologías 
adecuadas a la producción campesina.

La asistencia técnica –cuando existe– 
está dirigida a los rubros de exporta-
ción de fi ncas mayores. Es inadecuada 
para la producción campesina.

Reorientar los servicios de asistencia técnica 
según el interés de los pequeños producto-
res.

Prácticamente nulo desarrollo de las 
microagroindustrias bajo control cam-
pesino.

Brindar apoyos crediticios e impositivos 
para la instalación de agroindustrias, espe-
cialmente Programa de Desarrollo Empresa-
rial para las Pequeñas y Medianas Empresas 
(PYMEs), bajo control de cooperativas u 
organizaciones campesinas.

Degradación de los suelos y caída 
sostenida de los rindes productivos 
especialmente en tierras de asenta-
miento campesino, sin una política de 
recuperación de los mismos.

Diseñar e implementar un programa nacio-
nal de recuperación de suelos para zonas de 
producción campesina.

Fracaso del proceso de 
descentralización por: insufi ciencia 
de recursos, escaso poder político 
de autoridades regionales y locales, 
corrupción generalizada de las 
mismas.

No insistir en transferir a los poderes locales 
(gobernaciones y municipios) funciones 
que puedan resultar estratégicas para el 
desarrollo rural.

Criminalización de la lucha social. 
Persistencia de prácticas autoritarias 
de los representantes del poder 
político, administrativo, militar y 
policial en las comunidades rurales.

Des-criminalizar la protesta campesina y 
considerar la demanda social insatisfecha, 
objeto de preocupación, para una mayor 
gobernabilidad.

Falta de reglamentación del nuevo 
Estatuto Agrario que permita 
implementar de manera efectiva las 
formas alternativas de tenencia de la 
tierra en él contempladas.

Reglamentación del nuevo Estatuto Agrario 
para permitir la implementación efectiva 
de las formas alternativas de tenencia de la 
tierra en él contempladas.
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Referidos a la expansión de la agropecuaria de exportación

Expansión de la agricultura 
empresarial y farmer para ampliación 
del área de cultivo de soja transgénica.

Revisión del marco jurídico y presentación 
de proyectos de ley para; i. controlar la 
compra de tierra por parte de extranjeros; 
ii. frenar la expansión del cultivo de la 
soja; iii. frenar la utilización de organismos 
genéticamente modifi cados hasta que sus 
efectos sean exhaustivamente conocidos: iv. 
penalizar severamente las agresiones a los 
recursos naturales.

Destrucción acelerada de los 
recursos naturales: deforestación, 
contaminación de cursos de agua, uso 
intensivo de agrotóxicos.

Proveer los recursos necesarios para que la 
SEAM, SENAVE, Dirección de Toxicología 
y otros organismos pertinentes, desarrollen 
con efi ciencia su tarea.

Pérdida acelerada del patrimonio 
genético autóctono.

Apoyar la implementación de un programa 
de creación de bancos locales de semillas, 
para la preservación del patrimonio 
genético.

De carácter económico

Muy altas tasas activas de interés del 
sistema fi nanciero, y amplio spread 
(propagamiento) con las tasas pasivas.

A tono con el nuevo clima internacional en 
materia fi nanciera, el Banco Central debiera 
diseñar mecanismos de control sobre el 
funcionamiento del sistema fi nanciero 
privado multinacional que opera en el país.

Ausencia signifi cativa de la banca 
pública para el fi nanciamiento de la 
agricultura campesina. Posibilidad de 
la implementación de propuestas de 
reforma conservadora y neoliberal de 
la banca pública.

Reestructurar el sistema de la banca pública 
buscando la efectiva democratización del 
crédito.

Muy alto componente importado 
de los insumos de la producción 
agropecuaria (los insumos de la 
agricultura de exportación producen 
défi cit en el comercio exterior).

Estimular la producción nacional, en 
particular aquella orientada a la elaboración 
de insumos y de tecnología adecuada para la 
producción agrícola y pecuaria, de manera 
a disminuir el componente importado de la 
producción nacional.
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Estrechez del mercado, para la 
producción de los pobres rurales. 
Redes de comercialización 
controladas por agentes especulativos.

Brindar apoyatura técnica y jurídica a 
instituciones, grupos u organizaciones 
dedicadas a la comercialización de la 
producción campesina (tanto interna 
como internacional), buscando disminuir 
los eslabones de intermediación entre el 
productor y el consumidor.

Falta de mecanismos y oportunidades 
para la inserción de organizaciones 
de pequeños productores, de 
comercializar internacionalmente de 
manera directa su producción.

Flexibilizar el marco normativo 
administrativo y otorgar a las organizaciones 
campesinas la capacidad de realizar por sí 
mismas, operaciones de comercio exterior. 
Potenciar y sanear el cooperativismo 
nacional.

Deterioro sostenido de los términos de 
intercambio de la fi nca campesina con 
agentes económicos externos. Efecto 
desestructurador de los cambios en el 
sistema de precios relativos internos 
de la economía.

Ejercer un efectivo control de los precios de 
los productos campesinos, interviniendo en 
el mercado. Ofrecer precios de garantía al 
pequeño productor.

Peligro de privatización de los 
acuíferos del subsuelo. La iniciativa 
de descentralización de los 
servicios de agua potable implica 
un debilitamiento del poder de 
negociación del actor nacional ante 
las transnacionales.

Declarar los bienes del subsuelo paraguayo 
(incluyendo el agua) como patrimonio 
nacional no sujeto a privatización. Impedir 
la descentralización de los servicios de 
provisión de agua potable a la población.
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* Publicado en: Codehupy. Informe de Derechos Humanos, diciembre 2009. En coau-
toría con Quintín Riquelme.

Entre los compromisos electorales de Lugo se encontraba hacer 
realidad el postulado constitucional de la reforma agraria. Este 
primer año de gestión se caracterizó por la continuidad de prácti-
cas represivas del Estado y de otros agentes tolerados por él para 
el desalojo forzoso de grupos campesinos. También se mantuvie-
ron modos de gestión y débil institucionalidad que sostienen el 
prebendarismo y el clientelismo característico de los gobiernos 
anteriores, postergándose la efectiva transformación en la distri-
bución de la tierra en el país.

1.  Introducción

La reforma agraria y el desarrollo rural siguen siendo dos grandes 
desafíos que el gobierno de Fernando Lugo no ha podido concre-
tar. A más de un año de haber asumido la Presidencia de la Repú-
blica, continúa con múltiples difi cultades para enfrentarlos deci-
didamente. La mayor parte del tiempo se desgasta en cuestiones 
particulares y sectoriales, en turbulencias debidas a actuaciones 
poco claras y a indefi niciones en el manejo de asuntos confl ic-

Desafíos pendientes de concretarse
Reforma agraria y desarrollo rural*
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tivos, así como en las respuestas a múltiples ataques de sectores 
opositores.

Muchos de los problemas que enfrenta hoy se deben al desorden 
institucional que ha heredado y también a las permanentes pre-
siones que ejercen los diversos sectores sociales, empresariales y 
partidarios, que esperan que el gobierno priorice sus respectivos 
intereses. Esto en alguna medida se esperaba, por la larga hege-
monía del Partido Colorado, que controló el aparato estatal en 
benefi cio propio; pero lo inesperado es que a más de un año de 
tener el control del gobierno, parece no encontrar el rumbo que 
permita superar estos problemas y estos desafíos. La composición 
heterogénea de la nucleación que lo postuló y lo llevó a la Presi-
dencia, la APC, también contribuye a profundizar este problema. 
La lucha por ganar espacios de poder en el gobierno, sumada a 
la minoría con que cuenta en el Congreso, complican aún más la 
situación.

Por otra parte, este nuevo contexto sociopolítico que se da en Pa-
raguay desde 2008 produce un hecho llamativo: se profundizan 
los confl ictos sociales con un gobierno que promete reforma agra-
ria, transparencia en la gestión, mayor participación y mejor dis-
tribución de la riqueza. Esta misma experiencia se había vivido 
con la caída de la dictadura de Alfredo Stroessner, en 1989. Las 
necesidades sociales reprimidas durante varias décadas eclosio-
naron en fuertes confl ictos a los que el Estado, acostumbrado a 
“resolverlos” con represión, no pudo encontrar una salida institu-
cional. En la actual coyuntura ocurre algo parecido: los confl ictos 
se acrecientan porque los sectores sociales que históricamente pa-
decieron los defectos de un Estado prebendario-clientelista creen 
que ha llegado el momento de cambios profundos, pero de nuevo 
el Estado se muestra impotente para dar respuestas institucionales 
a la crisis social. Los gobiernos colorados de la llamada transición 
a la democracia no han tenido la capacidad o no han querido mo-
dernizar las instituciones estatales; al contrario, el clientelismo y 
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el prebendarismo político como prácticas usuales se mantuvieron, 
haciendo imposible el efectivo avance hacia una mayor institu-
cionalización del Estado.

Entre los problemas de orden estructural heredados por el gobier-
no podríamos citar, entre otros:

• Falta de un diagnóstico real para orientar su accionar ade-
cuadamente. Este défi cit se da en casi todos los ámbitos, pero 
es mayor en temas sensibles como la tenencia de tierra: no 
se cuenta con un catastro nacional que determine la situación 
real de la tenencia, tampoco hay un censo fi dedigno de los que 
carecen de ella, se manejan estimaciones sin bases sólidas. 
Estas limitaciones hacen que la elaboración de políticas para 
democratizar el acceso a la tierra se vuelva muy compleja, 
sino imposible. La ausencia de estadísticas que den cuenta de 
la realidad era funcional a gobiernos prebendarios y cliente-
listas como los del Partido Colorado, pero no sirve cuando se 
quiere encauzar la problemática por la vía formal e institucio-
nal.

• La ausencia de una institucionalidad seria. Las institucio-
nes fueron creadas y adaptadas para responder al objetivo de 
perpetuación en el gobierno de grupos minoritarios con gran 
poder económico y político. La corrupción, la coima y el des-
control en estas instituciones eran la norma, no existía articu-
lación interinstitucional para una acción coordinada y cada 
cual accionaba por su cuenta. La ausencia de un delineamien-
to de políticas y estrategias generales orientadas a un mayor 
desarrollo social y económico con equidad condujo gradual-
mente a la profundización de la pobreza de la gran mayoría, 
facilitando el incremento de poder económico y político para 
un círculo muy pequeño. La ausencia de institucionalidad se 
tradujo en falta de control de las actividades económicas, so-
ciales y políticas. El contrabando, las compras estatales sobre-
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facturadas, el uso desmedido de agroquímicos, las contabili-
dades paralelas, así como la coima en todas las transacciones, 
formaban parte del cotidiano de estas instituciones, pero eran 
prácticas funcionales a los grupos que manejan el poder real.

• Estructura jurídica anquilosada y corrupta. Esta estructu-
ra fue también adaptándose a los intereses de los sectores con 
poder. La normativa legal en muchos casos no facilita sino 
que impide los cambios necesarios para disminuir las grandes 
desigualdades. Un caso paradigmático es el de la Corte Su-
prema de Justicia, donde los ministros y la ministra actuales 
juzgan sus propios casos para asegurarse la inamovilidad, ante 
un pedido generalizado de cambios en la cúpula del Poder 
Judicial. La Fiscalía General del Estado, creada para defen-
der a la sociedad, se juega directamente a favor de quienes 
tienen el poder económico y político. La ley es aplicada sin 
contemplación contra los sectores más débiles. Esto se vio en 
las ocupaciones de tierras, en las cuales los fi scales, fi scalas, 
jueces, juezas y la Policía Nacional actuaban sin contempla-
ción alguna.

• El Congreso Nacional como escenario de disputa de po-
der. Este poder del Estado se ha convertido en el principal 
espacio de disputa entre la oposición y el ofi cialismo. Muchos 
proyectos de ley aprobados y en estudio parecieran pensados 
para trabar las acciones del gobierno. Un ejemplo es el de 
la llamada ley de agrotóxicos (ley 3742/09), que fl exibiliza 
su uso en contravención a normas anteriores y en contra de 
las poblaciones circundantes a los grandes cultivos. Otra ley 
sancionada y posteriormente vetada por el Ejecutivo es la de 
descentralización, cuyo objetivo habría sido debilitar fi nan-
cieramente al gobierno central, potenciando las gobernacio-
nes y municipios, mayoritariamente en poder de la oposición 
ejercida por el Partido Colorado. Finalmente, se registra el re-
corte presupuestario en instituciones dependientes de la Presi-
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dencia de la República, como las secretarías de Acción Social, 
de Emergencia Nacional, entre otras, con lo cual se debilita la 
acción del Ejecutivo.

• Concentración de tierra en aumento. La publicación de los 
resultados del Censo Agropecuario de 2008 muestra que la 
concentración de la tierra en pocas explotaciones agropecua-
rias sigue en aumento. Así, el 85,49% (27.807.215 ha) de la 
superfi cie destinada a la producción agropecuaria y forestal 
está concentrado en el 2,58% (7.478) de las explotaciones 
agropecuarias mayores a 500 ha. Por otro lado, las fi ncas pe-
queñas también aumentan y las de superfi cie media bajan, lo 
que indica que se está dando una polarización mayor entre las 
pequeñas y grandes propiedades.

Concentración de la tierra en Paraguay
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2.  Iniciativas estatales

En los 15 meses de gestión del gobierno actual, se ha intenta-
do realizar algunas mejoras en los campos más críticos, como la 
cuestión agraria, creando nuevas instituciones y nombrando per-
sonas idóneas en esos campos. Citamos algunas.

El Poder Ejecutivo creó la CEPRA, por decreto 838/2008, como 
espacio de articulación, coordinación y sinergia de instituciones 
del Estado para desarrollar el programa de reforma agraria inte-
gral1. Entre sus objetivos fi guran coordinar y promover el desarro-
llo económico, social, político y cultural; impulsar la gestión de 
las políticas públicas en relación a los asentamientos; y contribuir 
al logro de la reforma agraria. Los ejes estratégicos que se propo-
ne trabajar son el acceso a la tierra, la asistencia técnica integral, 
el crédito, las inversiones sociales, los insumos e infraestructura, 
el catastro rural y la estrategia institucional para la integralidad de 
la reforma agraria.

La creación de Cepra quizás sea una de las iniciativas más impor-
tantes en los últimos años para viabilizar la reforma agraria. Pero 
sigue tropezando con muchas difi cultades para hacer efectiva su 
tarea. Estas difi cultades tienen que ver básicamente con la inca-
pacidad de las instituciones componentes de coordinar acciones 
y de gestionar efectivamente el uso de los recursos. La mayoría 
de las instituciones están afectadas por la baja ejecución presu-
puestaria.

Otra de las iniciativas interesantes fue la elaboración de un docu-
mento denominado “Principales lineamientos de política públi-

1 La CEPRA está conformada por el Consejo Nacional de la Vivienda (CONAVI), 
el Crédito Agrícola de Habilitación (CAH), la Secretaría del Ambiente (SEAM), la 
Procuraduría General de la República, el Servicio Nacional de Calidad y Sanidad 
Vegetal y de Semillas (SENAVE), los ministerios sociales, representantes de orga-
nizaciones rurales y de organizaciones sectoriales involucradas en el proceso de 
reforma agraria, el Consejo de Gobernadores y el INDERT, que tendrá a su cargo la 
secretaría ejecutiva.
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ca en materia de reforma agraria integral, desarrollo territorial y 
reactivación de la agricultura familiar campesina” a iniciativa del 
Equipo Económico Nacional2.

Con este documento se buscaba un marco general que sirviera de 
guía para esta política. Entre sus propósitos están:

• implementar una reforma agraria integral como parte funda-
mental del desarrollo económico y social, involucrando a los 
sectores campesinos, empresariales y del Estado;

• fortalecer la agricultura familiar campesina como proveedora 
de alimentos que garantice soberanía y seguridad alimentaria 
y nutricional, articulándola a las economías locales, naciona-
les e internacionales para lograr crecimiento con equidad y 
sustentabilidad ambiental;

• promover la participación del sector campesino a través del 
fortalecimiento del tejido social y comunitario, atendiendo en 
particular los aspectos generacionales y de género;

• promover el arraigo territorial, social y cultural de los pueblos 
indígenas.

Otra acción de este tiempo ha sido el informe que la CVJ y el IN-
DERT presentaron al presidente de la República sobre las tierras 
rurales malhabidas en Paraguay, con el listado de las personas que 
habían sido ilegalmente benefi ciadas con 7.851.295 has. del Es-
tado. Transcurrido todo el año, no se han tomado decisiones que 
corrijan esta anormalidad.

Por otro lado, el Ejecutivo, conjuntamente con CEPRA, presentó 
al Congreso el proyecto de ley que buscaba aprobar dos conve-
nios de cooperación entre Itaipú y la ANDE para tendidos eléctri-

2 El Equipo Económico Nacional está conformado por el ministro de Hacienda, el 
ministro de Agricultura y el de Ganadería, el ministro de Obras Públicas y Comuni-
caciones, el ministro de Industria y Comercio y el presidente del Banco Central del 
Paraguay.
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cos en áreas rurales3. Las benefi ciarias del primer convenio serían 
familias de cinco asentamientos del departamento de San Pedro. 
El aporte de Itaipú era de G 1.440.000.000, y el de la ANDE as-
cendía a G 1.587.800.000. El segundo convenio preveía obras 
de mejoras y ampliaciones de infraestructuras eléctricas en otras 
localidades del interior del país, con G 129.999.832.536 aporta-
dos por Itaipú; la ANDE pondría esta misma suma. Este proyecto 
fue rechazado en comisiones por pedido de los senadores Alfredo 
Jaeggli y Miguel Abdón Saguier. El Poder Ejecutivo lo retiró a 
mediados de junio.

El MAG, sin la participación del Indert o de la CEPRA, recibió 
a mediados de agosto de la Vicepresidencia de la República el 
proyecto de reforma agraria a ser implementado por el Estado. 
El ministro Enzo Cardozo indicó que el proyecto presentado por 
el vicepresidente de la República, Federico Franco, señala una 
mayor asistencia a 69 asentamientos que ya se encuentran identi-
fi cados ante las instituciones del Estado. En septiembre se realizó 
en la DEAG una reunión con todos los referentes de los centros 
de desarrollo agropecuario del interior del país. En dicha reunión 
se delineó la estrategia de acciones territoriales y sistemas de co-
municación para acercar la asistencia educativa y técnica a los 
pequeños productores del país.

En septiembre de 2009, el Equipo Económico Nacional publicó 
su “Plan estratégico económico y social 2008/2013”, denominado 
“Propuestas para un crecimiento económico con inclusión social 
en Paraguay”. Dentro de este plan se propone la realización de la 

3 Proyecto de ley “Que aprueba los convenios de cooperación N° 4.500.009.768/2008 
y N° 4.500.0_0.242/2009” suscritos entre la Itaipú Binacional y la ANDE para la 
ejecución de proyectos en el sistema eléctrico nacional, destinados a atender los 
requerimientos de infraestructura, identifi cados a nivel de la Cepra, para numerosas 
familias de cinco (5) asentamientos del departamento de San Pedro, y de las obras 
de mejoras y ampliaciones de infraestructuras eléctricas del sistema de distribución 
en departamentos del Paraguay y amplía el presupuesto general de la nación para el 
ejercicio fi scal 2009, aprobado por la ley N° 3692 del 13 de enero de 2009.
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reforma agraria integral con reactivación de la agricultura fami-
liar.

3.  Casos

Al cabo de un año del gobierno Lugo se puede constatar que –tal 
como se sugirió más arriba– la institucionalidad represiva que ya 
había sido diseñada para el terrorismo de Estado ha sido perfec-
cionada. La prueba de ello han sido las visitas de fi scales para-
guayos a Colombia a fi n de recibir asesoramiento de sus pares de 
aquel país. Pero es la “Declaración conjunta de los presidentes de 
la República de Colombia y de la República del Paraguay”, del 29 
de septiembre de 2008, la que aclara el marco normativo y el es-
píritu en que se enmarca la actual política represiva del gobierno 
hacia los movimientos sociales.

3.1  La lucha por la tierra sigue cobrando víctimas

En enero de 2009, un dirigente campesino, Juan Ramón Gonzá-
lez, murió tras un enfrentamiento con policías del Grupo Especial 
de Operaciones (GEO), en un predio de más de mil hectáreas, 
propiedad de la Compañía Agrícola Itakyry SA (Caisa), en el de-
partamento de Alto Paraná. Según los datos de la comisaría de 
Itakyry, González fue asesinado en un mutuo tiroteo entre ocu-
pantes y policía. El dirigente campesino pertenecía a un grupo de 
sintierras que días antes de lo acontecido había sido desalojado4.

Otro campesino asesinado fue Vicente Espínola, del asentamiento 
Arroyito, distrito de Horqueta (departamento de Concepción). En 
febrero de 2009, el cuerpo de Espínola fue encontrado dentro de 
las tierras del establecimiento ganadero Santa Adelia, de Arroyito, 

4 Muere supuesto sin tierra, tras una balacera en sojales quemados. Diario ABC Color. 
Asunción _2 de enero de 2009. Disponible en: <http://archivo.abc.com.py/2009-
0_-_2/articulos/486528/muere-supuesto-sintierra¬tras-una-balacera-en-sojales-
quemados>, consultado el _4 de noviembre de 2009.
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perteneciente a Jorge Luis Zanetti. Dirigentes de la zona señala-
ron que guardias privados que custodiaban la estancia dispararon 
contra el hombre que había ingresado al predio para cazar ani-
males silvestres. Espínola vivía en uno de los asentamientos de 
Arroyito, según labriegos. Sin embargo, otras fuentes indicaron 
que ocupaba una de las carpas ubicadas cerca del lindero del es-
tablecimiento que es reclamado por organizaciones de sin tierra5.

Enrique Brítez Irala, de 30 años, había desaparecido en mayo de 
2009 de un campamento de sin tierras perteneciente a la Mesa 
Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (MC-
NOC), en Choré (departamento de San Pedro). Días después, 
su cuerpo fue encontrado colgado de un árbol en una propiedad 
cercana al campamento. Este establecimiento tiene cerca de 900 
has., pertenece a Fernando García y se encuentra en el barrio 
Ovetense de la Colonia Jejuí. El grupo de sin tierras venía mante-
niendo fuertes enfrentamientos con relación a este terreno, debido 
a sus intenciones de ocuparlo. La forma en que fue encontrado 
el cuerpo había causado dudas entre los intervinientes, quienes 
decidieron trasladarlo a la morgue judicial de la capital para la 
autopsia correspondiente. Los restos de Brítez fueron inhumados 
en medio de todo tipo de acusaciones contra Fernando García. 
Los campesinos y las campesinas sospechan que la víctima fue 
asesinada en otro lugar y luego colgada por sus captores, simu-
lando un suicidio6.

Abraham Sánchez Gayoso, de 19 años de edad, falleció en sep-
tiembre de este año asesinado por guardias privados del estable-
cimiento Iriarte Cué, en el distrito Unión (departamento de San 

5 Hallan cadáver de campesino en tierras de una estancia. Diario ABC Color. Asun-
ción 11 de febrero de 2009. Disponible en: <http://archivo.abc.com.py/2009-02-
11_/articulos/494913/hallan-cadaver-de-campesino-en-tierras-de-una-estancia>, 
consultado el 14 de noviembre de 2009.

6 Aparece colgado dirigente campesino. Diario ABC Color. Asunción 3 de mayo de 
2009. Disponible <http://archivo.abc.com.py/2009-05-03/articulos/5_8078/apare-
ce-colgado-dirigente-campesino>, consultado el 14 de noviembre de 2009.
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Pedro). Según el informe policial, la muerte se produjo durante 
un enfrentamiento armado entre los guardias privados del estable-
cimiento y un grupo de sin tierras de la coordinadora Sebastián 
Larroza. El capataz de la estancia y tres empleados fueron dete-
nidos como sospechosos del crimen. El grupo al que pertenecía 
Sánchez Gayoso viene reclamando desde hace varios años al In-
dert la realización de una mensura judicial de la fi nca. El dirigente 
de los sin tierras, Florencio Burgos, descalifi có el informe de la 
policía al negar que los campesinos y las campesinas se hayan 
enfrentado con los custodios. La fi scala de San Pedro, Rosa Ta-
lavera, imputó por “homicidio doloso” a los tres empleados de la 
estancia, DF, JJV y VF, detenidos como sospechosos del asesina-
to de Gayoso. La fi scala Talavera dispuso además la libertad de 
LE, capataz del establecimiento7.

3.2  Enfrentamientos en aumento entre el campesinado y 
el sector productor de soja en gran escala

El confl icto entre campesinos, campesinas y productores y pro-
ductoras de soja se intensifi ca. En el distrito de Lima (departa-
mento de San Pedro) la consigna declarada por los campesinos y 
campesinas integrantes de la Coordinadora de Lucha por la Tie-
rra y la Soberanía, que comienzan a ocupar efectivamente varias 
propiedades de brasileños, o arrendadas por estos, es no permi-
tir ni una hectárea del cultivo de la soja. Todas las ocupaciones 
van acompañadas de un trabajo de siembra de rubros de consumo 
propio y de renta que ya se realizan, por parte de los grupos que 
ingresaron. Unos 13 grupos de 20 a 25 campesinos y campesinas 
cada uno comienzan a construir ranchos dentro de las propieda-
des que reclaman. En este distrito, las propiedades ocupadas no 

7 Joven campesino es muerto por guardias privados en San Pedro. Diario Última 
Hora. Asunción 2 de septiembre de 2009, disponible <http://www.ultimahora.com/
notas/251657-Joven-campesino-es-muerto-por-guardias¬privados-en-San-Pedro->, 
consultado el 14 de noviembre de 2009.
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sobrepasan las 200 has. y todas son dedicadas al cultivo de soja. 
Los pobladores de las localidades de Tercera Línea, Cuarta Línea, 
Quinta Línea, Sexta Línea y de Carumbey llevan, desde hace un 
año, un confl icto con los “brasiguayos”8 que vinieron a instalarse 
en medio de estas comunidades y realizan fumigaciones indis-
criminadas, según los vecinos y las vecinas. Aunque las institu-
ciones encargadas como la SEAM, el SENAVE y la Fiscalía del 
Medio Ambiente hayan estado en la zona en varias ocasiones, el 
problema sigue sin solucionarse hasta el momento. La resistencia 
de los productores a cumplir con las leyes ambientales desembo-
có en una lucha que puede agravarse, dado que los campesinos y 
las campesinas manifestaron que ya no permitirán el cultivo en la 
zona. Joel Cabrera, uno de los dirigentes del distrito, señala que se 
agotaron todas las instancias posibles para llegar a una solución9.

En octubre de 2008, en el mismo distrito de Lima, campesinos y 
campesinas que ocupaban una propiedad de 1500 has. fueron des-
alojados. Con la presencia de un pelotón de efectivos antimotines 
y 10 agentes de la Policía Nacional, la Fiscalía de Santa Rosa del 
Aguaray autorizó la desocupación de la estancia San Pablo. Un 
grupo de 50 familias pertenecientes a la Coordinadora por la De-
fensa de la Soberanía, lideradas por Antonio Cabrera, ocupaba el 
terreno desde hacía dos meses. El establecimiento, de unas 1500 
has. de extensión, perteneciente a Pablo Velilla, está cultivado 
por soja, maíz y sésamo. Mientras se efectivizaba el desalojo, los 
empleados de la estancia procedieron a la fumigación del campo 
cultivado. El hecho generó la protesta de las campesinas y los 
campesinos, quienes, supuestamente con palos y armas blancas, 

8 “Brasiguayo” es un neologismo que refi ere a brasileños y brasileñas que adquieren 
tierras en la zona de frontera en territorio paraguayo así como a sus descendientes y 
a sus compatriotas que trabajan en esas tierras.

9 Campesinos ocupan 13 fi ncas para evitar el cultivo de soja en Lima. Diario La Na-
ción. Asunción1 de octubre de 2008. Disponible en: <http://anteriores.lanacion.com.
py/noticias/ noticias.php?not=205854&fecha= 2008/10/01>, consultado el 14 de 
noviembre de 2009.



187

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

acusaron al fi scal Víctor Paredes de proteger a los productores y 
productoras que utilizan agrotóxicos en el campo. La caldeada 
situación que se vivió entre el grupo campesino y el agente fi s-
cal y la fuerza del orden no llegó a una situación peor gracias a 
la intervención de Roberto Cañete, dirigente de la Coordinadora 
por la Defensa de la Soberanía, quien solicitó a sus compañeros 
y compañeras replegarse y esperar un momento oportuno para 
volver a ocupar la propiedad. Varios niños y mujeres de todas las 
edades estaban en el grupo de ocupantes de tierra10. En diciembre 
de 2008, empleados que sembraban soja en un establecimiento 
agrícola de la compañía Morotîngue, distrito de San Pedro del 
Paraná (departamento de Itapúa), denunciaron que habían reci-
bido disparos de arma de fuego, presumiblemente de parte de un 
grupo de campesinos y campesinas. La propiedad de unas 1500 
has. pertenece a Javier Virino Castro Arévalos, arrendada por la 
fi rma Trocisa, de Trociuk y Cía., con sede en la localidad de Fram 
(Itapúa). Según Pablino Araújo, conductor del tractor que recibie-
ra cinco impactos de bala, el ataque se produjo cuando estaban 
cargando agua a la pulverizadora, a un costado de un monte del 
lugar. El chofer estaba en compañía de cuatro compañeros de tra-
bajo, y con un agente de policía, quien custodiaba los trabajos en 
el establecimiento11.

En enero del presente año, unas 10 ha de tierra que iban a ser utili-
zadas para cultivo de soja ardieron en llamas luego de que perso-
nas desconocidas ingresaran a la propiedad del colono brasileño 
Francisco Bergen e incendiaran parte del terreno ubicado en Lima 
(departamento de San Pedro). Bergen señaló que no es la primera 

10 Confl icto de la tierra se agrava en el Departamento de San Pedro. Diario Última 
Hora, Asunción 18 de octubre de 2008. Disponible en <http://www.ultimahora.
com/notas/163581-Confl icto-por-la-tierra-se-agrava-en-el-Departamento-de-San-
Pedro>, consultado el 14 de noviembre de 2009.

11 Atacan a tractorista de la empresa Trociuk, en Itapúa. Diario ABC Color, Asunción 
21 de noviembre de 2008.Disponible en: <http://archivo.abc.com.py/2008-11 -21/
articulos/471714/atacan-a-tractorista-de-la-empresatrociuk-en-itapua>, consultado 
el 14 de noviembre de 2009.
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vez y que los autores “son los mismos de siempre”, apuntando a 
campesinos y campesinas de la zona norteña12.

En conmemoración del Día Internacional de la Mujer, en marzo 
de 2009, unas 200 mujeres campesinas e indígenas asociadas a la 
Coordinadora Nacional de Organizaciones de Mujeres Trabaja-
doras Rurales e Indígenas (CONAMURI) se manifestaron frente 
a uno de los locales de la empresa Agrofértil, ubicada en el cru-
ce Liberación, distrito de Choré (departamento de San Pedro), 
dedicada a la venta de productos agroquímicos y de semillas en 
todo el territorio nacional. Las y los manifestantes acusaron a la 
fi rma de estar contaminando el medio ambiente por la mala utili-
zación de los agroquímicos. De la movilización también partici-
paron representantes de distintos sectores campesinos y sociales 
del departamento de San Pedro, para reclamar a las autoridades 
que declaren de inmediato la prohibición del uso masivo de los 
productos, que causaron diversos perjuicios contra el medio am-
biente y la vida de las personas que se encuentran en la cercanía 
de los grandes cultivos, preferentemente de soja. Repudiaron a 
las autoridades de los poderes Judicial y Legislativo acusándolas 
de estar “al servicio de la plata” y de dejar de lado a miles de 
compatriotas, quienes cada día piden el acompañamiento de sus 
autoridades, reclamando justicia y siendo víctimas de la ola de 
inseguridad y la pobreza reinantes13.

En noviembre de 2008, cinco personas resultaron heridas por 
disparos de armas de fuego por parte de guardias de seguridad 
privada, en un confl icto de tierra en la frontera seca. El hecho 

12 Queman propiedad para cultivo de soja en Lima. Diario ABC Color, Asunción 6 
de enero de 2009, disponible en: <http://archivo.abc.com.py/2009-01-06/articu-
los/484822/queman-propiedad-para-cultivo-de-soja-en-lima>, consultado el 14 de 
noviembre de 2009.

13 Mujeres piden eliminar la mala utilización de agroquímicos. Diario ABC Color. 
Asunción 10 de marzo de 2009, disponible en: <http://archivo.abc.com.py/2009-
03-10/articulos/502496/mujeres-piden-eliminar-lamala-utilizacion-de-los-agroqui-
micos>, consultado el 14 de noviembre de 2009.
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ocurrió en una propiedad en litigio judicial, propiedad de Ángel 
Martínez, cercana a la frontera seca entre Brasil y Paraguay, en 
el lugar denominado 29 de Septiembre (departamento de Canin-
deyú). Resultaron heridos con proyectiles de escopeta y pistolas 
Roque Reyes (22), Antolín Ortiz (22) y Jorge Martínez (26). Ade-
más, fueron heridos con balines de goma Ángel Martínez (50), 
Francisco Martínez (42) y Petrona Duarte (42). Según la Policía, 
los responsables de los disparos fueron guardias de seguridad de 
la empresa Guardianes SRL. De acuerdo a versiones de Concep-
ción Domínguez, abogado defensor de Ángel Martínez, el pro-
blema empezó cuando un grupo de personas se acercó a un sector 
donde otros estaban construyendo un cercado perimetral, tratan-
do de impedir que continuaran con la obra. Según Domínguez, 
la propiedad en cuestión tenía medida cautelar de suspensión de 
construcción, dictada por la jueza en lo civil Silvia Cuevas Ove-
lar, por lo que Ángel Martínez, acompañado por otros familiares, 
habría intentado parar la obra, y fueron atacados por los efectivos 
de seguridad que se encontraban resguardando a quienes estaban 
trabajando en ella14.

En enero de 2009, pobladores y pobladoras de Francisco Caba-
llero Álvarez (departamento de Canindeyú) expulsaron a cinco 
funcionarios del Indert que intentaron recuperar 154 lotes de 
manos de brasiguayos de esta comunidad. Las lugareñas y los 
lugareños reaccionan con supuesta violencia ante la inminente 
pérdida de sus respectivas derecheras15. En febrero de 2009, 160 
familias de dos asentamientos campesinos fueron desalojadas de 

14 Balean a cinco personas en confl icto de tierra. Diario ABC Color, Asunción 9 de 
noviembre de 2008. Disponible en:<http://archivo.abc.com.py/2008-11-09/articu-
los/468003/balean-a-cinco-personas-en-confl icto-de-tierra>, consultado el 14 de 
noviembre de 2009.

15 Se denomina derecheras a los derechos de ocupación concedidos por el Indert a 
sujetos de la reforma agraria sobre una determinada parcela. Ocupantes atacan a 
cinco funcionarios del INDERT. Diario ABC Color, Asunción, 15 de enero de 2009. 
Disponible en <http://archivo.abc.com.py/2009-01-15/articulos/487372/ocupantes-
atacana-cinco-funcionarios-del-indert>, consultado el 14 de noviembre de 2009.
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una propiedad ubicada en la colonia El Triunfo, distrito de Repa-
triación (departamento de Caaguazú), ocupada desde hacía ocho 
años. Se trata de los asentamientos San Antonio y San Miguel, 
habilitados dentro de un inmueble presumiblemente pertenecien-
te a Mareirián Pérez Ramírez. Durante el desalojo, fueron que-
mados los ranchos y las casas que se encontraban en dos franjas 
de las parcelas. En tanto, una escuela ubicada en San Antonio, a 
la que acuden unos 80 niños y niñas del lugar, fue parcialmente 
destruida por efectivos de una empresa de seguridad denominada 
La Montada, contratada por el supuesto propietario de las tierras. 
El desalojo se llevó a cabo por personal policial de la jefatura 
departamental16.

Unos 15 policías de la Agrupación de Protección Ecológica y Ru-
ral, que tenían a su cargo el resguardo de una propiedad privada, 
fueron supuestamente repelidos por un grupo de 50 campesinos 
y campesinas sin tierras en octubre de 2008. Un uniformado cayó 
herido, mientras otro fue tomado de rehén por más de una hora y 
media. El hecho ocurrió en la propiedad perteneciente a la fi rma 
Olinda SA, ubicada en el km 32 de la ruta 7, distrito de Min-
ga Guazú (departamento del Alto Paraná). Por su parte, las y los 
miembros del asentamiento Comuneros denunciaron que los po-
licías invadieron el asentamiento, golpeando a sus ocupantes e hi-
riendo a tres de ellos. Uno de los detenidos fue Vicente Florentín, 
herido de un disparo, mientras que la otra fue María Mereles, in-
ternada en el centro de salud de Minga Guazú. La mujer presentó 
rastros de golpes y de perforaciones de clavos en los pies17.

16 Empresa privada ejecutó desalojo. Diario ABC Color, Asunción 4 de febrero de 
2009. Disponible en <http://archivo.abc.com.py/2009-02-04/articulos/492771/em-
presa-privada-ejecuto-desalojo>, consultado el 14 de noviembre de 2009.

17 Enfrentamiento con toma de rehén deja policías y sintierras heridos y detenidos. 
Diario ABC Color, Asunción 22 de julio de 2009. Disponible en: <http://anteriores.
lanacion.com.py/noticias/noticias.php?not= 257929&fecha=2009/07/ 22>, consul-
tado el 14 de noviembre de 2009.
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3.3  Represiones a manifestantes por pedido de subsidio y 
reprogramación de deuda

En julio de 2009, en la ciudad de Caaguazú (del departamento 
homónimo), policías uniformados reprimieron a labriegos y la-
briegas que ocupaban un campamento, porque se negaban a acep-
tar un cateo que pretendía encontrar personas sospechosas de un 
asesinato ocurrido en la zona. La víctima del crimen había sido 
Albino Gamarra Ojeda, comerciante de 58 años de edad. Luego 
de la represión quedaron 49 personas detenidas y hubo que inter-
nar a 13 dirigentes. Los campesinos y las campesinas indicaron 
que no hubo resistencia a la realización del cateo, sino que los 
agentes “atropellaron y reprimieron brutalmente”. Por su parte, el 
comandante de la Policía Nacional, Viviano Machado, manifestó 
que el enfrentamiento entre los campesinos y campesinas y los 
agentes se debió a que los primeros comenzaron a atacar a los 
uniformados con piedras y honditas. También señaló que cinco de 
los labriegos detenidos contaban con órdenes de captura por otros 
delitos. Las 49 personas detenidas son imputadas por perturba-
ción de la paz pública18.

4.  Recomendaciones

• Iniciar desde la Presidencia de la República un diálogo per-
manente con las organizaciones campesinas, indígenas y po-
pulares a fi n de diseñar e implementar las políticas públicas 
que cimentaron su programa electoral. Realizar el catastro 
rural, identifi car con mayor precisión la cantidad de tierras 
apropiadas ilegítimamente por los propietarios y las propieta-
rias actuales de grandes extensiones.

18 Federación campesina desmiente a la policía. Diario ABC Color, Asunción 7 de julio 
de 2009. Disponible en: <http://archivo.abc.com.py/2009-07-07/articulos/537743/
federacion-campesina-desmiente-a-la-policia>,consultado el 14 de noviembre de 
2009.
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• Realizar censos, encuestas y otras formas de sistematización 
de información que permitan disponer de estadísticas secto-
riales confi ables para implementar políticas informadas y fun-
damentadas en el sector, contemplando el enfoque de género 
en su diseño y asegurando el registro desagregado por sexo, 
de manera a permitir el análisis de la situación de las muje-
res rurales en cuanto a sus necesidades específi cas de salud, 
planifi cación familiar, educación, acceso a la propiedad de la 
tierra, al empleo, al crédito, seguridad social, etc.

• Asegurar la participación de las mujeres en el diseño de la 
reforma agraria y en sus benefi cios en igualdad con los hom-
bres, y prestando atención a su situación específi ca, adoptan-
do medidas apropiadas para eliminar la discriminación de la 
mujer rural y crear las condiciones para la igualdad de oportu-
nidades entre hombres y mujeres en todos los planes, progra-
mas y proyectos relacionados con la reforma agraria.

• Propiciar durante todo el proceso de diseño, implementación, 
monitoreo y evaluación una perspectiva de derechos de niñas, 
niños y adolescentes rurales, teniendo especial consideración 
su opinión y su interés superior, en particular al momento de 
generar condiciones para el ejercicio y disfrute de su derecho 
a la vida, supervivencia y desarrollo.

• Asegurar las condiciones para que la Cepra cumpla con la 
función para la cual fue creada.

• Impulsar la presentación y aprobación parlamentaria de una 
ley que instituya el impuesto a la tierra y a las exportaciones 
de soja.
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“No hay democracia sin policía”
Tropa de elite
Tomás Palau1

La capacidad de gobernar alude a la capacidad de un gobierno 
de mantener el orden. La vulgarización reciente en el tratamiento 
de temas políticos asimiló el concepto de gobernabilidad al de 
la continuidad o preservación del régimen político que se quie-
re consolidar, sea el de los colorados, el de Lugo o el que sea. 
Pero este no es el concepto original de gobernabilidad (asociado 
al funcionamiento fl uido de la economía2). Es también diferente 

1 Este artículo está basado en dos textos de dos maestros a quienes muchos de los que 
estudiamos sociología en nuestros países debemos mucho: Edelberto Torres-Rivas y 
Mario dos Santos.

2 La inestabilidad de la economía, descubierta analíticamente en el período de entre-
guerra, es el fenómeno respecto del cual se habla originalmente de gobernabilidad/
ingobernabilidad… La inestabilidad monetaria se prolonga en inestabilidad produc-
tiva y en inestabilidad social que deben ser procesadas a través de las instituciones 
y los sujetos (o actores) sociales. Giba, Denis (1981) Inestabilitá del capitalismo e 
agire sociale. Problemi nella teoria economica tra le due guerra. En Quaderni Fun-
dazione G. Feltrinelli, Nº 13.

Gobernabilidad
¿Qué es, para qué y para quiénes?*
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al uso que se le dio a ese término posteriormente, que se refi ere a 
la sobrecarga de demandas sociales y a la incapacidad del sistema 
político de darles satisfacción, lo cual lleva a la inestabilidad del 
conjunto del sistema. Estos dos sentidos más específi cos de la 
palabra –que no son los únicos– están presentes en procesos de 
transición como el nuestro3.

Así pues, desorden, insatisfacción de necesidades sociales, inca-
pacidad del sistema político, inestabilidad del sistema, son cons-
titutivos del concepto de ingobernabilidad. Hoy en día, con tantas 
ocupaciones, cortes de ruta, asaltos, secuestros, el tema del orden-
de-la-sociedad constituye para los sectores dominantes de nuevo 
(tal como lo había sido con los autores que fundaron la sociolo-
gía) un desafío mayor y un tema de refl exión. Estamos asistiendo 
a una profunda revolución conservadora, que a partir de la crisis 
por la que atravesamos busca ordenar de nueva manera las socie-
dades donde el capitalismo es la condición para lograrlo.

Pero las cosas no están fáciles, la gente se desencantó de la polí-
tica (por eso prefi rieron a un obispo y no a los políticos), se des-
encantó y desconfía de la política, desencanto y desconfi anza que 
se traslada como desconfi anza hacia la democracia. “Por ello, el 
problema de la gobernabilidad está anudado a otro tipo de crisis, 
el de la construcción democrática en sociedades postautoritarias 
y empobrecidas, problema que tiene dos dimensiones constituti-
vas: la efi cacia y la legitimidad”4.

Insatisfacción de necesidades sociales básicas, desencanto y des-
orden, conforman el escenario actual. Para ciertos sectores5 la co-
hesión y el ordenamiento de la sociedad constituyen el aspecto 

3 Dos Santos, Mario (2005) “Gobernabilidad en la transición a la democracia en Ar-
gentina”. En Revista Mexicana de Sociología, Nº 1.

4 Torres-Rivas, Edelberto (1993) América Latina. Gobernabilidad y democracia en 
sociedades en crisis. En Nueva Sociedad, Nº 128, noviembre-diciembre, 88-101.

5 Pensemos en los latifundistas, en los sojeros, en los grandes potentados de las ciuda-
des y en sus representantes políticos, como el ministro del Interior.
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central del ejercicio del poder, su objetivo natural, por lo que la 
obsesión por el orden (y su permanencia) resulta fi nalmente una 
actitud defensiva de quienes lo ejercen.

Ingobernabilidad y crisis se entrelazan y confunden en los actua-
les procesos políticos y explican la creciente insufi ciencia estatal 
para institucionalizar los confl ictos. Esta es la versión conserva-
dora de la ingobernabilidad, ya que la inestabilidad crónica de 
estas democracias mínimas se origina en la economía donde la 
caída de la tasa de ganancia, la sobreproducción (o el subconsu-
mo), y sobre todo el trabajo asalariado y campesino y la compe-
tencia derivada de la apropiación privada de la ganancia, llevan 
a una contradicción insalvable entre clases y a luchas políticas 
desordenadoras de la vida política, que confi rman la tesis de que 
la democracia burguesa y el capitalismo “mantienen una relación 
tensa entre sí, precaria e irresoluble en el fondo”6.

Sin embargo, la ingobernabilidad conservadora no resultaría di-
rectamente de la relativa incompetencia estatal, de su parálisis, 
sino de los efectos desestabilizadores que se traducen en desen-
canto político, de la cadena de frustraciones que la ciudadanía ter-
mina por acumular, del recelo de la opinión pública por la sordera 
de los funcionarios, resultado de la brecha que aparece entre lo 
que se les ofrece y lo que reciben.

La democracia, según este razonamiento, cuando se profundiza, 
ofrece cosas y aumenta demandas, lo cual vuelve ingobernable la 
sociedad. La pérdida de confi anza entre los electores y sus par-
tidos, entre la ciudadanía y las políticas estatales, es decir, todo 
lo que queda sin cumplir en una sociedad democrática, produce 
estados de ingobernabilidad. Y como sociedades como la nuestra 
en este momento no limitan la participación popular, el resultado 

6 Claus Offe (1989) Partidos políticos y nuevos movimientos sociales, Sistema, Ma-
drid, p. 29.
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es una desconfi anza hacia la democracia misma. “Esto no sirve, 
antes vivíamos mejor”, etc…

Lo conservador aparece también en los remedios que se proponen 
para resolver esta “anomalía” del poder: disciplinar de múltiples 
maneras a la ciudadanía, desactivarla, y, en el centro de esta pre-
ocupación por el orden, limitar decisivamente la capacidad rei-
vindicativa del poder obrero y campesino, de sus organizaciones 
sociales y políticas, tal vez con “ayuda” de los medios de prensa 
empresariales, o con la colaboración policíaca7.

Con el advenimiento de Lugo y el fi n de la pesadilla colorada la 
ciudadanía se “activó”. En estas circunstancias hay dos elementos 
que explican tal comportamiento. Por un lado, la larga espera de 
los grupos populares para resolver elementales y viejas demandas 
socioeconómicas y especialmente políticas, pospuestas siempre 
por los regímenes anteriores. Por el otro, el rápido e inevitable 
deslizamiento hacia la ideologización de temas y demandas, y es-
pecialmente la polarización de las posiciones desde las cuales se 
formulan, explicable sin duda por la extrema polarización econó-
mico-social existente. Estos condicionamientos –nos dice Torres-
Rivas– constituyen el precio inicial de la democracia electoral, en 
cuyo contexto se inscribe el problema de la gobernabilidad.

La gobernabilidad se refi ere también a las condiciones sociales 
necesarias para que la racionalidad del poder8 pueda desempeñar-
se con efi cacia, legitimidad y con respaldo ciudadano. Por ello, 
la gobernabilidad se refi ere a la capacidad de la autoridad para 

7 Adolfo Coronato, que fi rma humildemente como “periodista”, dice de los autores 
del libro brasilero Tropa de elite que “la falta de voluntad política de la izquierda y 
la adhesión de la derecha al statu quo institucional acabaron confl uyendo en una jac-
tanciosa coalición conservadora que mantuvo (en la policía) la estructura heredada 
de la dictadura. Esta arquitectura facilita la reproducción de viejas culturas corpo-
rativas, incompatibles con una sociedad compleja y la construcción de una policía 
para la democracia del siglo XXI” (2010) “El estado de Derecho en peligro”. En Le 
monde diplomatique, Edición boliviana, 23, febrero.

8 Se supone que el poder político tiene que ser racional.
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canalizar los intereses de la sociedad civil, a la interacción que 
se da entre ambos, para alcanzar el desarrollo económico y para 
construir una sociedad democrática.

Otro tema vinculado a la raíz de la ingobernabilidad que es la des-
igualdad social y económica hace referencia a la necesaria pero 
nunca iniciada reforma del Estado que debe alcanzarse pensando 
que el mercado es por naturaleza el campo de batalla generaliza-
do para la satisfacción de intereses particulares o corporativos. El 
mercado dejará de ser el reino de la competencia salvaje por la re-
glamentación estatal, que introduce principios de orden, solidari-
dad, intereses colectivos, que reducen los intercambios desenfre-
nados. La propuesta capitalista de fraude, beligerancia económica 
generalizada, sólo encuentra su freno en el Estado. El equilibrio 
se alcanza por vía política. Aquí también hay un gran défi cit que 
aumenta la ingobernabilidad.

Así pues la noción de gobernabilidad aparece vinculada a los fac-
tores sociales, políticos, económicos de la actual coyuntura que 
conspiran contra gobiernos electos democráticamente. Debe que-
dar claro que no basta la condición legal de un gobierno en tanto 
la estrategia electoral para crear consenso ha resultado ser insufi -
ciente para producir gobiernos fuertes. En concreto, la debilidad 
del actual gobierno se experimenta al enfrentar las diversas he-
rencias que se originan en los profundos desajustes económicos, 
la inestabilidad política, las cicatrices aún frescas de la brutalidad 
con que se violaron los derechos humanos y otros factores. En 
suma, después de una elección, el pueblo espera un buen gobier-
no.

Debe quedar claro así que la estrategia electoral no crea lealtad de 
masas hacia el orden político y por lo tanto no aparece la legitimi-
dad de la autoridad como su resultado.

Las elecciones últimas en nuestro país se apoyaron en la movili-
zación que produce la exasperación de la pobreza, un voto castigo 
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resultado de la desregulación de la economía y de los dolorosos 
ajustes económicos. Ni la legalidad formal ni la legitimidad de-
mocrática pueden descansar en estas mayorías volátiles, sin parti-
do, sin programa, sin futuro, sino en apoyos permanentes, que no 
deriven del azar electoral ni de las contingencias políticas.

Para que sean legítimos y con ello pueda lograrse la gobernabili-
dad, los gobiernos pos autoritarios como el nuestro tienen que ser 
efi caces en el doble sentido de competencia técnica y adminis-
trativa, por un lado, y de voluntad política para enfrentar, aunque 
no resolver plenamente, los problemas sociales de la pobreza y 
la exclusión, por otro. Respetar mínimamente sus ofertas electo-
rales. La gobernabilidad exige una nueva fuente de legitimidad, 
apoyada en las exigencias de las mayorías, en su participación 
libre, que buscan que sus carencias elementales empiecen a ser 
atendidas y satisfechas.

La gobernabilidad supone así, además, calidad técnica de los re-
cursos humanos disponibles, sin los cuales la improvisación y la 
chapucería continuarán haciendo estragos con los recursos de la 
comunidad, con los proyectos de cambio, con la confi anza depo-
sitada en esta aparente nueva democracia.
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“Nuestra lucha no es sólo contra la CALT, 
sino contra todas las fuerzas ocultas que la empujan1”.

1.  El reconocimiento

Conmemorar los veinte años de funcionamiento del SITRANDE 
es –entre varias otras cosas– un motivo para reafi rmar la identi-
dad del movimiento gremial en el Paraguay. En un país con tan 
larga trayectoria divisionista, por personalismos internos o por 
manipulación de poderes externos, mantener por dos décadas en 
alto la bandera de los intereses de los trabajadores, implica una 
poco usual madurez en la dirigencia de nuestras organizaciones 
sociales en general y obreras en particular.

Pero hay otro mérito que amplifi ca el anterior; mantener la uni-
dad, la fuerza y la constancia en la reivindicación de los derechos 

1 Manifi esto de la Asociación Tranviaria del 18 de octubre de 1936 contra la empresa 
CALT [Compañía Americana de Luz y Tracción] que explotaba el servicio. Gaona, 
Francisco (1990). Introducción a la historia gremial y social del Paraguay, Asunción, 
CDE/RP Ed, Tomo III, 68.

SITRANDE, un capítulo en la 
historia social del país*
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de los trabajadores en una empresa pública. Que no es cualquier 
empresa pública, sino probablemente la más importante en tér-
minos de cantidad de trabajadores, cobertura de sus servicios y 
ubicación estratégica de esos servicios no sólo para el desarro-
llo del país sino para el bienestar de todo el pueblo. Se trata por 
esas mismas características, de una empresa que ha estado en la 
mira de los corruptos que administraron (y siguen administrando) 
nuestro país por décadas, que ha estado en la mira de los intere-
ses de grandes corporaciones multinacionales que no escatima-
ron recursos ni infl uencias políticas para poder privatizarla por 
los pingües benefi cios que genera la distribución de electricidad. 
Con SITRANDE sus trabajadores conquistaron importantes be-
nefi cios sociales, y con SITRANDE pueden decirse sin remilgos, 
el Paraguay sigue contando con una empresa pública encargada 
de buena parte de la producción y de la distribución de energía 
eléctrica. No es poca cosa en estas dos décadas que vivimos bajo 
el maléfi co poder del neoliberalismo y la corrupción.

2.  Un poco de refl exión

Me tocó acompañar de cerca un pedacito de esta historia, aquella 
que aparece en la última parte del libro que el sindicato publicó, 
con motivo de sus 15 años de existencia2, su relectura fue motivo 
para ponerme a revisar el aporte, o lo que signifi ca la historia 
escrita “por los de abajo” para entender mejor una historia cer-
cenada en su veracidad por los relatos de la historiografía clásica 
construida como una narración que se basa en el núcleo diplo-
mático/político/militar que nos enseñan en las escuelas y libros 
de texto. En este tipo de historia no es posible extraer ninguna 
interpretación ya que no tiene teoría, es una historia que no nos 
dice por qué ocurrió lo que ocurrió, o si no lo menciona hace re-
ferencia a banalidades.

2 15 años de historia. Conquistas y resistencias (2005), Asunción. Sindicato de Traba-
jadores de la ANDE.
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La historia de SITRANDE relatada en la referida publicación es 
lo contrario, ya que penetra en los complejos procesos sociales 
y económicos que en la mayoría de los casos no son controlados 
por las personas, en la mayoría de los casos ni son conscientes, 
pero que transforman las estructuras sociales y económicas.

Un ejemplo, las resistencias y reivindicaciones que jalonan la his-
toria de SITRANDE se basaron, entre otras cosas, en la denun-
cia pública de las irregularidades (caso del descuento compulsivo 
para la caja partidaria de la ANR, o arbitrariedades de los sucesi-
vos presidentes), en la educación y la concientización de sus aso-
ciados que empezaron a tomar conciencia de su pertenencia a una 
clase, la clase trabajadora que pretendía seguir siendo explotada 
y la opinión pública que empezó a conocer las reales intenciones 
de los gobiernos neoliberales de la época (los de Rodríguez y 
Wasmosy en concreto).

El resultado de este proceso de lucha (como lo menciona Edward 
Thompson, en su estudio sobra la formación de la clase obrera in-
glesa de 1963), es el de la toma de conciencia que se produce en el 
marco de esa lucha de clases. Ese autor defi ne la clase como una 
formación social y cultural que no existe por fuera de la historia 
concreta, es una formación social que depende de la conciencia 
de los actores y de sus condiciones de existencia.

Pues bien, lo que SITRANDE hizo en estos veinte años es preci-
samente eso, hacer tomar conciencia a sus asociados de sus con-
diciones de existencia como trabajadores, convirtiéndolos en ac-
tores conscientes de pertenecer a una clase social que por cierto, 
ha entendido que esa clase no se agota en los trabajadores de la 
ANDE sino que se extiende al resto de los trabajadores del país.

Como prueba de lo anterior deben mencionarse los innumerables 
vínculos de solidaridad que el sindicato estableció, ya desde sus 
comienzos con otros trabajadores, como con los STEIBI de Itai-
pú, y con el STICCAP de la construcción en el Alto Paraná para 
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ampliar posteriormente esa solidaridad de clase con otros trabaja-
dores de la ciudad y el campo, siguió la vinculación con la Central 
Unitaria de Trabajadores (CUT) (posteriormente la CUT-A), con 
Federación de Trabajadores Bancarios del Paraguay (FETRA-
BAN), la vinculación con el Frente Social y Sindical (FSS), la 
participación en el Congreso Popular del año 2000.

Como retribución a esa política de solidaridad de clase SITRAN-
DE recibió varios apoyos en múltiples ocasiones, quizás el más 
relevante de los cuales haya sido el recibido durante los 37 días 
de la huelga de ese año. La vinculación internacional se inició ya 
desde los comienzos con la adscripción del sindicato a la Comi-
sión Sindical del Sector de la Energía del Mercosur (COSSEM), 
Federación Latinoamericana y Caribeña de Trabajadores del Sec-
tor Energía, el ser una de las organizaciones proponentes de la re-
cuperación de la soberanía energética en la campaña Pdte. Lugo, 
la decisiva participación de los compañeros en la fundación de 
FETRASEP que aglutina a los sindicatos de la ANDE, Itaipú, Ya-
cyretá y PETROPAR.

El leer la historia desde la perspectiva que la plantea SITRANDE, 
desde la perspectiva de “los de abajo”, resalta de manera clara 
algo que ha sido reivindicado por los defensores de la historia 
social; la posibilidad de ver claramente la relación entre la acción 
social, la estructura, el cambio histórico, las relaciones económi-
cas, políticas, culturales entre las clases y los grupos sociales. Es 
por eso que este tipo de historia es fundamental para entender por 
qué somos lo que somos.

Otro autor clásico, Eric Hobsbawm, en su libro Sobre la Historia 
del 2002 tiene un capítulo dedicado a los que hacen la historia 
desde abajo mencionando que sólo se puede hacer este tipo de 
historia a partir del momento en que la gente corriente se con-
vierte en un factor constante en la toma de grandes decisiones y 
tales acontecimientos. No sólo en momentos de excepcional mo-
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vilización popular como, por ejemplo las revoluciones, sino en 
todo momento o durante la mayor parte del tiempo. Por cierto, 
SITRANDE nos muestra a gente común “los trabajadores” quie-
nes reunidos, se convirtieron en factor constante de grandes deci-
siones y no sólo en momentos en que se quiso privatizar la esta-
tal, sino en todo momento, resguardando los derechos laborales y 
apoyando las reivindicaciones de otros trabajadores en momentos 
en que la “fl exibilización laboral” daba luz verde para avasallar 
todo lo conquistado durante décadas.

3.  Un poco de historia

Permítaseme incluso enraizar el espíritu que permitió a SITRAN-
DE ser lo que es hoy, a las primeras formas de organización 
sindical del sector eléctrico (por cierto, mencionado de paso al 
comienzo de la citada publicación). Ahí se indica (y más extensa-
mente en el clásico libro de Francisco Gaona) cómo ya tan tem-
pranamente como 1914 se constituye el primer sindicato de esta 
rama de trabajadores3, que nueve años después la sindicalización 
alcanza ya a los trabajadores de la propia Compañía Americana 
de Luz y Tracción (CALT)4 y el movimiento sindical se conso-
lida. Recién acabada la guerra del Chaco, el 31 de octubre de 
1936, la Federación de Obreros de la CALT y los trabajadores 
nucleados en la Asociación Tranviaria declaran una huelga de 42 
días que recibe la solidaridad de varias organizaciones sociales 
de la capital (nótese la semejanza con lo que ocurriría 64 años 
después en la huelga de 37 días de SITRANDE y el apoyo por ella 
recibido). Al respecto dice Gaona: “Esta victoria de la Asociación 
Tranviaria, no obstante algunas concesiones obreras, constituye 

3 La Sociedad de Conductores de Vehículos y Motormans vinculados a la empresa 
eléctrica inglesa que explotaba el servicio de tranvías, la Asunción Tranway Light 
and Power Company, la cual a su vez dependía de su funcionamiento de la concesio-
naria anglo-argentina que proveía el servicio eléctrico, la CALT.

4 Al decir de Gaona (ob. cit.) “la empresa extranjera más negrera que se registra en los 
anales sociales del país”, 67.
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una magnífi ca victoria de los trabajadores, lograda con un apoyo 
popular masivo” (ob.cit., 69).

La CALT se nacionalizará recién en 1948 para convertirse en la 
actual ANDE. Se debía esperar aún 42 años más para que los tra-
bajadores del sector eléctrico pudieran tener “un gremio realmen-
te representativo”, al decir de sus actuales dirigentes.

No soy un especialista en los temas obreros, pero deben ser muy 
pocos en el país, los sindicatos que pudieran echar mano a una 
historia tan rica como la que tienen los trabajadores del sector 
eléctrico. Es quizás el tener esa raíz profunda lo que hizo posible 
que en 1990 haya podido surgir un sindicato con la sobriedad, la 
madurez, la idoneidad y la sagacidad necesarias para la defensa 
de los intereses obreros en un sector tan intrincado como el eléc-
trico. Y no es adulación, es tratar de comprender por qué, en los 
precisos años en que el movimiento obrero paraguayo se reorga-
niza luego de la dictadura, se convulsiona y se pulveriza luego, 
por qué SITRANDE logra capear las más difíciles pruebas. No 
es obra de la casualidad ni del azar, es gracias a la capacidad de 
sus sucesivos dirigentes, pero es también gracias a la herencia de 
varias generaciones que lucharon por las mismas causas.

4.  Finalizando

En momentos en que los partidos políticos conservadores, que 
son la abrumadora mayoría con representación parlamentaria, 
muestran sus obscenas inclinaciones hacia las diversas oligar-
quías que controlan al país y su supeditación a los adversarios de 
los intereses nacionales que son las empresas multinacionales o 
simplemente extranjeras, los movimientos sociales se constituyen 
en la única alternativa real para hacer del Paraguay un país viable.

Al decir del Departamento de Estado norteamericano, el nues-
tro es un “estado fallido”; prácticamente ha perdido su soberanía. 
¿Quiénes defi enden lo que resta de autodeterminación?, cierta-
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mente no los parlamentarios, menos aún los sojeros o ganaderos, 
¿o acaso los políticos? Los que están defendiendo al país son los 
movimientos sociales. Lo defi enden a pesar de los políticos y de 
los gobiernos que vinieron sucediéndose desde el golpe del 89.

Con el advenimiento del gobierno Lugo las expectativas de que 
esta situación se revierta aumentaron. Todos los movimientos so-
ciales, incluyendo a SITRANDE, participaron de la campaña pro-
poniendo en este caso concreto los pasos a seguir para recuperar 
la soberanía energética, enajenada por los patriotas de la “recons-
trucción nacional”.

Los sindicatos, el movimiento campesino, las mujeres organiza-
das, los estudiantes, los consumidores, en fi n, el movimiento so-
cial paraguayo tiene por delante un desafío que pocas veces se le 
ha presentado antes en la historia reciente del país, hacer avanzar 
un proceso que pintaba bien, pero que fue desdibujado por errores 
propios y agresiones externas. Cada uno en su puesto tiene un 
papel que jugar, ya sea para las municipales de fi n de año, para lo 
que podría ocurrir dentro de tres años, para salirnos de este pozo 
cuya atmósfera se volvió irrespirable después de 140 años de in-
toxicación política.

Para fi nalizar, quisiera recordar un párrafo de la introducción que 
había preparado para el libro de Ricardo Canese5, el autor “plan-
tea como que lo importante es volver accesible el debate energé-
tico a todos los interesados, y en particular presentar cuáles son 
las Políticas de Estado más convenientes en materia energética 
para el Paraguay. Dentro de ese objetivo fundamental, el núcleo 
del problema es la recuperación de la soberanía hidroeléctrica na-
cional.

Considero que esto se está convirtiendo en realidad. Hoy la ciu-
dadanía esta mucho más informada de lo que se entregó a extran-

5 Canese, R. (2006). La recuperación de la soberanía hidroeléctrica del Paraguay. En 
el marco de Políticas de Estado de  energía.Asunción, Sinergias.
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jeros con el inocuo tratado de Itaipú. Es un logro de Canese y de 
otros que en silencio vinieron haciendo un trabajo de hormiga 
luchando por la recuperación de esta parte de nuestra soberanía, 
me refi ero a los compañeros sindicalistas, principalmente de SI-
TRANDE, que de manera sacrifi cada no claudicaron para que el 
debate energético no sea sólo de especialistas sino que sea un 
debate nacional”.
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Supongamos que tenemos enfrente un reloj; en el que donde sería 
las nueve menos cuarto está la extrema izquierda, y en lo que se-
ría las tres y cuarto la extrema derecha. Hay ciertas ideas que uno 
no logra ubicarlas con precisión en este tablero. Supongamos que 
una idea está en las nueve menos diez, ¿de qué es, de derecha o de 
izquierda? Para los que están parados en la nueve menos cuarto 
es de derecha, para los que están en las tres y diez es de izquier-
da. Abajo aparecen algunas de ellas. Usted dirá si le parecen de 
izquierda o de derecha, pero tenga presente que esa ubicación que 
usted le otorgue delatará también su posición, aunque no sabría 
decirle si es su posición ideológica o cronológica.

La Reforma Agraria

Tanto los países capitalistas avanzados como los socialistas hicie-
ron en su momento importantes reformas agrarias en sus países.

La idea era superar las viejas relaciones sociales y productivas en 
el campo que venían de la época feudal, éstas se basaban en la pro-

Estos planteamientos, ¿son de 
derecha o de izquierda?*
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piedad de grandes extensiones de tierra, baja utilización de mano 
de obra o su sobre explotación, el poder político y económico y 
el prestigio social derivaban de esa propiedad. La modernización 
de esas sociedades puso límites al tamaño, otorgó benefi cios a 
los pequeños y medianos productores, intervino en el mercado de 
productos agropecuarios, mejoró la infraestructura de las comu-
nidades y poblados, diversifi có el mercado laboral rural y otras 
medidas. Esto permitió que esa parte de la población del país se 
integrara al resto de la sociedad, dio autosufi ciencia alimentaria al 
país, se logró una importante distribución del ingreso. En suma, 
el país se desarrolló. Cuando se invoca la necesidad de hacer en 
nuestro país la reforma agraria, ¿se está defendiendo una plata-
forma de izquierda o son los de la derecha los que la debieran 
buscar? Estos planteamientos, ¿son de derecha o de izquierda?

La reforma Tributaria

Lograr que los que ganan más paguen más es un principio elemen-
tal de la economía de los países desarrollados. El uso de tarifas 
y aranceles para el comercio exterior es casi tan antiguo como el 
capitalismo mismo. El impuesto a las propiedades mayores es un 
principio republicano. Estos componentes de una política tributa-
ria o fi scal son los que la convierten en progresiva (más impuestos 
para los que tienen más). En el Paraguay ocurre lo contrario, la 
mayor fuente de recaudación del fi sco no es el de la renta perso-
nal, o el de la renta empresarial, o el del Imagro, sino el IVA, un 
impuesto que todos pagan por igual, sea rico o pobre. Se trata de 
una estructura tributaria regresiva1. Los mayores ingresos deve-
nidos para el Estado mediante una reforma tributaria pueden ser 
aplicados a políticas sociales universales que benefi cian a los más 
desprotegidos. Mejorar esa estructura tributaria ¿es una medida 

1 Para un pobre pagar el mismo IVA sobre el gasoil que un rico, representa un porcen-
taje mucho más alto de sus ingresos que el que representa para una persona acauda-
lada.
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de izquierda o más bien nos acerca a cómo funcionan los países 
capitalistas modernos?

El control gubernamental de la política monetaria

Desde hace unas décadas a esta parte se puso de moda (o sea, 
cierta ideología propuso a los países menos desarrollados) que los 
bancos centrales de nuestros países debían ser independientes del 
gobierno. Si se tiene en cuenta que la política monetaria es una 
política económica que usa la cantidad de dinero como variable 
de control para asegurar y mantener la estabilidad económica y 
que para ello, las autoridades monetarias usan mecanismos como 
la variación del tipo de interés, y participan en el mercado de 
dinero, se puede deducir que sería muy difícil lograr estabilidad 
económica si el gobierno (el ministerio de Hacienda o de Eco-
nomía) va por un lado y el Banco Central por otro. Nótese que 
la política monetaria tiene como objetivos: a) dar estabilidad al 
valor del dinero; b) lograr la plena ocupación o pleno empleo 
(mayor nivel de empleo posible) y, c) evitar desequilibrios per-
manentes en la balanza de pagos. Sería utópico pensar que la Re-
serva Federal (banco central norteamericano) opere por su cuenta 
independientemente de por dónde vaya la Casa Blanca (gobierno 
norteamericano), pero eso nos imponen a nosotros. El resultado 
es que la estabilidad económica queda así en manos de otros, no 
del gobierno. Esos “otros”, los directivos de los bancos centrales 
suelen responder a las directrices de los organismos fi nancieros 
multilaterales. En consecuencia, la estabilidad económica de un 
país pasa a depender de esos organismos.

¿El control de la política monetaria por parte del gobierno es una 
medida defendida por la derecha (EE.UU., Europa, etc. lo hacen) 
o por la izquierda (eso también ocurre en China, Cuba, etc.)?
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La gratuidad de ciertos servicios universales básicos

En buena parte de los países capitalistas la educación es obliga-
toria y gratuita en todos sus niveles, lo mismo ocurre con la salud 
(el presidente B. Obama acaba de lograr la aprobación de una ley 
que reforma el sistema sanitario norteamericano que universaliza 
la prestación gratuita de esos servicios). En muchos países tam-
bién la vivienda está subvencionada, o el transporte, la jubilación, 
en fi n, los servicios sociales básicos. ¿Cuando en el Paraguay se 
aboga por la gratuidad y universalización de estos servicios se 
está adoptando una posición de izquierda o de derecha?

La soberanía de un país sobre sus recursos estratégicos

Recursos estratégicos son los que posibilitan los procesos pro-
ductivos claves para garantizar cierta hegemonía a nivel nacional. 
En el Paraguay se ha venido enajenando muchos de los recursos 
estratégicos (la biodiversidad, el agua, la prospección petrolí-
fera, los bosques, la prospección mineral, incluso el territorio). 
Normalmente estos proyectos se venden como proyectos de de-
sarrollo que crearán empleo y derrame económico, cuando, en 
los hechos, no crean derrame económico y generan muy pocos 
empleos2. Esta conducta de vender al extranjero los recursos na-
turales estratégicos del país, es un comportamiento político de la 
derecha o de la izquierda?

2 Esto está descrito por el investigador mexicano Gian Carlo Delgado que advierte 
concretamente sobre los proyectos mineros. En busca de la “seguridad ecológica”, 
www.pagina12.com.ar, 22-03-10. Agrega este autor: “Cuando la gente ve que les 
destruyeron la tierra y se ven despojados y reacciona, se empieza a generar una serie 
de mecanismos legales, de desprestigio social y de criminalización de los movi-
mientos, por parte de la empresa y de otros actores involucrados en el negocio que 
implica la minería. Durante la década del noventa, casi al mismo tiempo en todos los 
países de América latina se formularon leyes de minería, según las cuales el capital 
internacional que realiza inversión extranjera directa (IED) puede operar en esos 
países más fácilmente. Se les da tratamiento de capital nacional, certeza jurídica, la 
garantía de sacar las ganancias y todo lo que implica la política neoliberal en térmi-
nos de inversión extranjera directa”.
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La utilización de recursos propios para el desarrollo 
nacional

En nuestro país producimos electricidad y compramos petróleo 
(para el transporte, la cocción, etc.), producimos alimentos pero 
los compramos (o lo contrabandeamos) de fuera y en vez de ex-
portar comida exportamos forraje, tenemos abundancia de agua 
pero es uno de los países del continente con menor cobertura de 
agua potable para su población o para riego agrícola, tenemos 
excelentes recursos humanos pero los exportamos por sobrantes 
(vía emigración califi cada), tenemos muy buenos artistas, música, 
etc. pero compramos enlatados culturales del extranjero, tenemos 
excelentes docentes y educadores pero se adoptan “reformas edu-
cativas” que vienen de fuera. ¿Podremos salir adelante así? Cuan-
do uno defi ende la posición de usar primero lo nuestro y en todo 
caso, si nos falta traerlo de fuera, ¿está adoptando una posición de 
izquierda o acaso la derecha no ha hecho y sigue haciendo esto en 
la mayoría de los países capitalistas desarrollados?

La defensa y ampliación del mercado interno

Es la cantidad de bienes y servicios que se producen y comer-
cializan dentro de un país. Cuantos más productores y más con-
sumidores existan más dinámico es ese mercado interno. Más 
dinámico quiere decir que habrá más productores con ganancias 
aceptables y más consumidores con costos de abastecimiento ac-
cesibles.

En el Paraguay la mayoría de lo que se produce y se comercializa 
va al mercado externo o al comercio internacional con lo cual lo 
que queda dentro del país es poco; los productores (industriales, 
productores agrícolas, artesanos, etc.) tienen tremendas difi culta-
des para sobrevivir (excepto los sojeros, ganaderos y frigorífi cos) 
y los consumidores (casi 40% de ellos según el actual índice de 
pobreza) viven agobiados por la estrechez y la necesidad. Se pre-



212

Tomás Palau Viladesau

gunta uno, ¿apoyar mediante políticas redistributivas la amplia-
ción del mercado interno, sería una política de la derecha o de la 
izquierda?

La erradicación del hambre y la desnutrición

Se suele decir que un país con gente hambrienta y mayormente 
enferma es un país que tendrá poca o ninguna competitividad. La 
mayoría de los países capitalistas y socialistas que lograron un 
cierto desarrollo pusieron como prioridad la soberanía alimentaria 
y la seguridad de su población en materia de alimentos. EE.UU. 
subsidia su agricultura, el Programa Agrícola Comunitario (PAC) 
de la Unión Europea hace lo mismo, al igual que Japón con el 
arroz y así varios otros. Dejar de producir (o de estimular la pro-
ducción de) alimentos ¿es una medida que nos hace más “compe-
titivos” o más vulnerables? Propugnar como política nacional la 
seguridad alimentaria ¿es cosa de izquierdistas o le interesa más 
bien a la derecha?

Quedan un montón de ideas más que aumentarían nuestra confu-
sión ideológica; el saber si somos de derecha o de izquierda.

Lo que parece estar medianamente claro es que hay ideas que son 
buenas y otras que son malas. ¿Para quién se preguntará usted?

Bueno, para nadie en particular y para todos en general, o sea para 
el país. ¿Esas ideas buenas para el país, tienden a estar más bien 
hacia las nueve menos cuarto o hacia las tres y cuarto?
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* Foro Temático por la Reforma Agraria, realizado en Asunción 27 de junio de 2010. 
Organizado por CSER.

Ésta es una propuesta que fue elaborada durante un año y medio 
mas o menos y se presentó en noviembre del 2010 en el parla-
mento nacional, es una propuesta elaborada por seis organiza-
ciones campesinas, acompañado por un equipo técnico, el cual 
integré junto con Quintín Riquelme y Juan Martens. Las seis 
organizaciones son Asociación de Productores del Alto Paraná 
(ASAGRAPA), Coordinadora Regional de Agricultores de Itapúa 
(CRAI), Coordinadora de San Pedro Norte, FNC, OLT y la Orga-
nización Nacional del Norte (OCN).

Esta propuesta, de las seis organizaciones que mencioné, no es 
muy diferente a otras propuestas que han elaborado diferentes or-
ganizaciones campesinas, concretamente el “Congreso Campesi-
no”, la MCNOC, también tiene su propuesta. Pero ésta, creemos 
que reúne las principales demandas del campesinado organizado 
de nuestro país, tiene tres ejes principales, el eje tierra, el eje pro-
ducción, y el eje infraestructura.

El primer eje, la democratización del acceso y la propiedad de la 
tierra. Esta propuesta, plantea primero, una modifi cación del tex-

Propuesta de Reforma Agraria*
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to constitucional, establecer de manera expresa en la constitución 
nacional, el derecho a la tierra como un derecho fundamental de 
campesinos y campesinas, concretamente, habría que modifi car 
el articulo 109 de la Constitución Nacional, en lo que se refi ere 
al previo pago, para la expropiación de latifundios, previendo la 
posibilidad de establecer un plan de pago de los benefi ciarios al 
estado.

Por otro lado, se propone que el parlamento debiera establecer 
como una causa de justifi cación, que excluye la anti juridicidad, 
el ingreso a un inmueble que no cumple la función económica y 
social. Además, en lo que se refi ere a los latifundios improducti-
vos, establecer impuestos a la tierra de propiedades, que no estén 
sujetas a la reforma agraria fi jando la taza imponible de acuerdo al 
precio de mercado de las diferentes regiones del país. Igualmente, 
se propone al Parlamento, sancionar una ley que establezca un 
proceso ágil, para la recuperación de tierras mal habidas, sobre lo 
cual no se ha hecho casi ningún progreso en estos dos años. Ade-
más, que esta ley, modifi que el sistema legal de determinación 
de los latifundios, establecer como parámetro una determinada 
cantidad de hectáreas y no la utilización de su superfi cie agroeco-
lógicamente útil, que es muy confusa, y se propone en este campo 
también prever anualmente una partida presupuestaria importante 
para la compra de tierras destinada a la reforma agraria.

Por su parte el Poder Ejecutivo, tendría que promover la anula-
ción, desde el INDERT, la adjudicación de tierras, a personas no 
sujetas a la reforma agraria o en extensiones mayores a lo que es-
tablece el Estatuto Agrario vigente. En tanto, promover, la adjudi-
cación de las tierras malhabidas recuperadas, a las y los legítimos 
benefi ciarios de la reforma agraria. Se propone también al ejecu-
tivo, establecer una comisión entre los miembros del INDERT y 
organizaciones campesinas, que se encargue de la identifi cación 
de tierras malhabidas y excedentes fi scales, a los efectos de recu-
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peración1. Hay muchos otros aspectos más en el material que hace 
referencia a lo que acabo de decir, por ejemplo, la gran proble-
mática de los asentamientos, en cuanto a la seguridad jurídica por 
parte de los pequeños propietarios de sus lotes.

El segundo eje, tiene que ver con una propuesta de producción, 
industrialización y comercialización, todos sabemos que la mera 
repartición de tierras no se llama reforma agraria, en todo caso se 
pueden llamar programas de colonización, pero jamás reforma 
agraria. No hay reforma agraria, si falta el componente producti-
vo y el componente infraestructura en las comunidades, asenta-
mientos y colonias campesinas, entonces este segundo eje aborda 
este tema.

Por otro lado, es muy difícil plantear arraigo campesino y la sub-
sistencia de las familias campesinas dentro de la tractorización, 
con el uso de agrotóxicos, fertilizantes, semillas genéticamente 
modifi cadas. Por lo que la propuesta pone una fuerte énfasis en el 
manejo ecológico del suelo, un segundo elemento es el de proveer 
a la economía campesina con tecnología apropiada, asistiendo 
técnicamente mediante la capacitación, desde el vice-ministerio 
en este momento, se lanzó el Programa de Producción de Alimen-
tos (PPA) que intenta en alguna medida proveer entre otras cosas, 
de tecnología apropiada a las familias campesinas.

Otro elemento propuesto de este eje, es la diversifi cación de la 
producción, todos nosotros, sabemos que el monocultivo ha lle-
vado a la pobreza, al desastre ambiental a todo el país, no solo 
la región oriental sino también, ahora en la región occidental. 
La producción de monocultivo avanza rápidamente, de la soja 

1 En este sentido, felicitar al actual secretario del INDERT, el ingeniero agronomo 
Marciano Barreto, por la reciente convocatoria que hizo en Ypacarai para plantear 
el plan de trabajo del Indert, en unas reuniones que entiendo yo, van a tener con-
tinuidad y en donde los dirigentes de las organizaciones campesinas van a tener 
oportunidad de plantear iniciativas en este sentido, esto sería muy resumidamente el 
primer eje referido a la tierra.
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y pastura actualmente, anteriormente, el algodón y la expansión 
tremenda en este momento, del monocultivo de caña de azúcar 
entre otras cosas para el etanol, entonces la diversifi cación de la 
producción es algo fundamental para promover el arraigo cam-
pesino.

El otro elemento de la propuesta es promover sistemas foresta-
les y agroforestales, teniendo en cuenta la grave situación que 
atraviesa el país con la deforestación y la desaparición de los re-
cursos con que contaban las familias campesinas en fl ora, fauna, 
etc. etc. Igualmente, se propone el fuerte estímulo a la semillería 
de semillas nativas, porque muchísimas semillas nativas, se están 
perdiendo, están literalmente desapareciendo y otras están en vías 
de extinción con la incorporación de nuevas variedades transgé-
nicas, concretamente, la soja, ahora viene el maíz, el algodón, en 
fi n variedades que van contaminando las especies nativas. Ade-
más, el fomento a las pequeñas y medianas empresa y la agroin-
dustrialización bajo control campesino. Cuando se preparaba este 
documento, se analizaba que la vinculación del campesino a la 
agroindustria se realiza siempre o casi siempre en términos defi -
citarios, en términos desventajosos, eso pasó con el algodón orgá-
nico, supuestamente se iba a dar mejor precio y al fi nal no se dio, 
eso pasa con la caña de azúcar orgánica, pasa con los pequeños 
tambos que proveen de leche a multinacionales, las empresas me-
nonitas y otros.

Siempre la vinculación del pequeño productor con la agroindus-
tria o con el agronegocio, ha sido desventajosa, entonces, el fo-
mento de las Pymes y de la agroindustrialización, es otro punto 
de ésta propuesta. El mercadeo de productos agropecuarios, don-
de uno puede tener la mejor producción del mundo, en pequeñas 
fi ncas agroecológicas y todo lo que esto implique, si no hay mer-
cado, no pasa nada. Entonces, se propone establecer, centros de 
comercialización distritales, departamentales, y en este momento 
a iniciativa del Viceministerio se está promoviendo, el mercado 
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institucional. Por ejemplo, el desayuno escolar en las escuelas ru-
rales, es a base de leche en polvo, pero Paraguay no produce leche 
en polvo, acá no hay empresa que produce este producto, y se 
está comprando a multinacionales o a empresas extranjeras. ¿Por 
que no pensar, que el campesinado organizado no pueda abastecer 
de leche a las escuelas?, Generándole a ese pequeño productor 
una venta, una salida a su producción, lo mismo quien habla de 
leche, puede hablar de poroto, de maíz, de otros productos, que 
los ministerios puede comprar, el Ministerio de Educación, para 
las merienda escolar, el Ministerio del Interior, para la policía, el 
Ministerio de Justicia y Trabajo, para las cárceles, que el ejercito 
para la intendencia, en fi n hay un enorme mercado, que en este 
momento está siendo acaparado o por empresas extranjeras o por 
supermercados o por grandes mayoristas.

Otro aspecto de este eje, son los servicios productivos, servicios 
productivos como créditos. El dato que se maneja es que sola-
mente el 8% del campesinado paraguayo tiene crédito público, 
entonces, facilitar el acceso al crédito, no digamos subsidiado, si 
no a tazas razonables, se está trabajando, en este momento en el 
Viceministerio y no se en que medida el Indert, está participando 
con el Crédito Agrícola de Habilitación, para que habilite líneas 
de créditos que sean realmente accesibles pero hasta el momen-
to no hay muchos avances. Y, fi nalmente, se propone también, 
el seguro agrícola. Entablar conversaciones para que el Banco 
Central, que es el que regula las empresas aseguradoras incluya al 
pequeño productor como clientes del seguro agrícola.

Por último, la propuesta de dotación de infraestructura a las co-
munidades, se solicita que el MAG tenga una mayor cobertura, 
con la incorporación de recursos humanos adecuados y califi ca-
dos. Igualmente, se propone que el Ministerio de Obras Públicas, 
encare la construcción y mejoramiento, fíjense el cálculo que se 
hizo, por parte de algunos técnicos, 74.600 KM de caminos, para 
alrededor de 5 mil asentamientos. El MOPC fue muy efi ciente, en 
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la construcción de caminos que sirven para el traslado de soja, y 
no así para caminos rurales de todo tiempo, para las comunidades 
campesinas. Al MEC, se le pide mejorar la calidad educativa; al 
Ministerio de Salud Pública, potenciar puestos y centros de sa-
lud con recursos humanos califi cados; al Senasa, la provisión de 
agua potable; al Ministerio de Hacienda, suministrar los fondos 
requeridos para la ejecución de la reforma agraria. En fi n, así al 
Ministerio de Industria y Comercio, a la SAS, a la ANDE, a la 
SEAM, al Infona, al CAH, a COPACO, a la INC, al Senave, y 
a la Procuraduría General de la República, para que impulse la 
recuperación de tierras malhabidas y evitar las ventas de dereche-
ras, y a las Gobernaciones y Municipios, apoyar las actividades 
promovidas desde los gobiernos centrales,

Estas, son las propuestas de éstas seis organizaciones, que po-
drían incorporarse a este evento que el CESER está organizando, 
como un llamado al gobierno a que no abandone a esta gran masa 
campesina que cada vez se va reduciendo más por falta de estos 
servicios.
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* Publicado en la revista Nueva Sociedad No.229, setiembre-octubre de 2010, Buenos 
Aires <www.nuso.org>.

Paraguay es un país particular en el contexto latinoamericano. 
Mucho más agrario que sus vecinos, con bolsones de feudalis-
mo que aún persisten, acumula altísimos índices de inequidad, 
en particular en la distribución de la tierra. El artículo analiza la 
historia reciente y las características de la estructura económica y 
social de Paraguay, la fuerte presencia de la oligarquía y la con-
centración en unas pocas actividades (sobre todo, la producción 
de soja). Y, como contracara, una política excluyente, incapaz de 
responder a las demandas sociales y, pese al ascenso de Fernando 
Lugo, siempre proclive a reprimir y criminalizar la protesta.

“La Expo muestra el Paraguay que trabaja”. Así titula el conser-
vador diario ABC Color en un suplemento1 acerca de los éxitos 
obtenidos por los integrantes de la poderosa ARP en sus expo-
siciones anuales de ganadería, “industria” y comercio. El título 
advierte, en un versátil equilibrio semántico, que quienes no ex-
hiben en la “Expo” –esto es, los que no pertenecen ni a la ARP 

1 Suplemento Rural, ABC Color, Asunción, 28/7/2010.

La política y su trasfondo. 
El poder real en Paraguay*
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(ganaderos), ni a la Unión de Gremios de la Producción (UGP, 
sojeros)2 o a la Federación de la Producción, la Industria y el Co-
mercio (FEPRINCO, grandes comerciantes y fi nancistas)– no tra-
bajan; en otras palabras, los asalariados y campesinos. Cada tanto 
los sucesivos presidentes de la ARP nos recuerdan también que la 
ganadería es una “cuestión nacional” y los de la UGP, que la soja 
es “la principal fuente de riqueza del país”. Para que la ciudada-
nía no olvide quiénes son los dueños del país y que sus intereses 
deben ser salvaguardados como “cuestiones nacionales”, o sea, 
de Estado.

1.  A modo de revisión

Una breve digresión histórica permitirá entender los orígenes del 
poder real en Paraguay hoy. A diferencia de la mayoría de los paí-
ses de la región –algunos antes y otros después–, que de alguna 
manera atravesaron desde comienzos del siglo pasado por un pro-
ceso de industrialización y, posteriormente, de industrialización 
sustitutiva de importaciones, Paraguay pasó de un modelo depen-
diente de las exportaciones primarias a otro distinto, pero también 
de casi exclusiva actividad primaria. No vivió la experiencia de 
la urbanización por atracción migratoria, no consolidó una clase 
obrera de alguna importancia cuantitativa, no se conformó tam-
poco una burguesía industrial. En consecuencia, aquellas formas 
de producción y acumulación mitad feudales mitad capitalistas se 
mantuvieron vigentes hasta hace muy poco (muchos opinan que 
hasta ahora).

En efecto, al fi nalizar la guerra contra la Triple Alianza3, lo que 
quedó del país estaba devastado, la población prácticamente ex-
terminada y las tierras vendidas a extranjeros, principalmente a 

2 Reúne a varios gremios patronales rurales, agroindustriales y agroexportadores.
3 Guerra impulsada por Inglaterra y en la que participaron directamente Argentina, 

Brasil y Uruguay entre 1865 y 1870.



221

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

personas o empresas argentinas, brasileñas, inglesas o mixtas. 
Las actividades económicas giraban alrededor de tres pivotes: la 
explotación de la madera, la ganadería de exportación y los yer-
bales. Es fácil imaginar que la base fundiaria de tal modelo era la 
gran propiedad. Esto implica que desde hace 140 años se mantie-
ne esa increíble concentración de la propiedad rural que todavía 
hoy la FAO (por sus siglas en inglés) registra como la más alta 
del mundo4.

Los cambios que no se dieron

Esta estructura productiva sufrió cambios recién hacia fi nes de 
los años 50 del siglo XX. Alfredo Stroessner, que representaba a 
una facción antagónica a la vieja oligarquía liberal5 y a sectores 
oligárquicos dentro del propio Partido Colorado, asumió en 1954, 
y al poco tiempo comenzó a romper esa antigua estructura de po-
der, confi scó algunos latifundios, expropió otros, los parceló y los 
puso en venta a pequeños propietarios6.

La Escuela de Guerra del Brasil, donde Stroessner había estudia-
do, le impuso la Doctrina de la Seguridad Nacional, impulsada 
entre otros por Goldbery de Couto e Silva. Uno de los postulados 
de dicha doctrina sostenía que cualquier territorio vacío era terri-
torio del enemigo, por lo cual, ante la presencia de focos guerri-
lleros, se inició un intenso esfuerzo para poblar la frontera con 

4 Con un índice de Gini de 0,91 (dato de comienzos de la década de 2000). Banco 
Mundial (BM): Paraguay. Impuesto inmobiliario: herramienta clave para la descen-
tralización fi scal y el mejor uso de la tierra, vol. I: Informe Principal, abril de 2007.

5 Se hace referencia al Partido Liberal, creado luego de la guerra y pro-porteñista, así 
como el Partido Colorado era pro-brasileño.

6 En su mayoría se trataba de campesinos que habían dado el triunfo al Partido Co-
lorado en la guerra civil de 1947 (apenas siete años antes) y que ahora exigían un 
programa de colonización agraria que descongestionara los minifundios en los que 
habían sido arrinconados por la vieja oligarquía. Este periodo coincide con las gue-
rrillas que provenían de Argentina, apoyadas por el gobierno militar que en ese país 
derrocó a Juan Perón en 1955. Perón había sido buen amigo de Stroessner.
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el Brasil, “la marcha hacia el Este”, coincidente con la “marcha 
hacia el Oeste” en la política de poblamiento brasileña.

Esto dará inicio a un plan de colonización alimentado por campe-
sinos minifundiarios colorados, que cumplirá el doble propósito 
de poblar territorios hasta entonces ocupados por extensos latifun-
dios madereros y yerbateros y, al mismo tiempo, descomprimir la 
presión social de una amplia capa de productores arrinconados en 
pequeñas parcelas en los departamentos próximos a Asunción7. 
El resultado fue una erosión de la base fundiaria del latifundio: en 
poco más de una década, la actividad económica principal pasó 
de la exportación de madera y yerba a la agricultura, algodón pri-
mero y soja después. Lo mismo que ocurriera a fi nes de los 50 
hacia el Este ocurrirá con dos o tres años de diferencia, con un 
programa de colonización, en el norte de la Región Oriental.

Pero estos planes de poblamiento campesino no implicaron la 
desconcentración de la propiedad de la tierra, ya que la mayor 
parte de la tierra “repartida” había sido fraccionada en pequeños 
lotes (de 20 hectáreas) para los campesinos, mientras que otra 
parte fue dividida en fracciones que podían llegar a las 2.000 hec-
táreas como “lotes ganaderos”. Estos últimos fueron otorgados a 
líderes políticos y militares próximos a Stroessner, quienes poste-
riormente los fraccionaron y aprovecharon así una sobreganancia 
especulativa al vendérselos a empresas inmobiliarias o a com-
pradores extranjeros, principalmente brasileños, que empezaron 
a ingresar masivamente al país a partir de la segunda mitad de los 
60. Los latifundios ganaderos ya existentes en otras regiones no 
fueron afectados.

7 El tipo de colonización, una calle cada 2.000 metros a ambos lados de la ruta prin-
cipal, permitió también un estricto control político del movimiento de personas en 
las colonias, ubicando en los lotes de entrada de las calles a incondicionales del 
régimen.
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Para qué sirven los pobres

A medio siglo de aquellos acontecimientos, queda claro que lo 
que se buscaba con esos programas, llamados de “reforma agra-
ria”, era habilitar tierras de bosques prácticamente vírgenes para 
la instalación, a partir de mediados de la década del 70, de una 
agricultura farmer y empresarial a gran escala. Esta agricultura 
iría siendo paulatinamente estructurada alrededor de empresas 
agroexportadoras multinacionales y de cooperativas de grandes 
productores capitalizados, que a la postre resultaban altamente 
funcionales al modelo en ciernes. Los departamentos de Alto Pa-
raná, el norte de Itapúa y el oriente de Canindeyú estaban ya inte-
grados, a comienzos de los años 90, a este modelo de agricultura, 
controlado casi completamente por extranjeros.

Este modelo, si bien produjo una rápida incorporación de un im-
portante segmento del campesinado al mercado (principalmente 
a través del algodón8), mantuvo, a través fundamentalmente de 
la soja, las características de un enclave9, con escasísima disemi-
nación de los avances tecnológicos incorporados. Paralelamente, 
la aristocracia ganadera se recuperó rápidamente de los avatares 
políticos de los 50 y 60 y comenzó a ganar aún más territorio en 
los 80, ahora con métodos más o menos intensivos (ganadería de 
engorde para la exportación10, alta genética, pasturas implantadas 
y otros).

8 El algodón tuvo su periodo de auge entre 1973 y 1982, en parte debido al crack 
petrolero de 1973 y al desarrollo de una genética adaptada a las características agro-
lógicas regionales.

9 Ramón Fogel y Marcial Riquelme: Enclave sojero, Centro de Estudios Rurales In-
terdisciplinarios, Asunción, 2007.

10 Aunque buena parte de esa carne estaba destinada a los mercados brasileños próxi-
mos por vía del contrabando, el sector político a cargo de esta actividad se consolidó 
durante el periodo stronista y se diversifi có en diversos rubros pseudoempresariales. 
Hasta hace pocos años la densidad de carga de la ganadería paraguaya era de un 
animal por hectárea, o 1,7 animales por habitante. Miguel García y Alejandra Prado: 
La soberanía alimentaria en Paraguay, Acción contra el Hambre, Asunción, 2006.
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El neofeudalismo

Sea por los latifundios de antaño devenidos en campos sojeros, 
sea por los actuales latifundios ganaderos, el país no dejó de ser 
un territorio caracterizado por la herencia feudal, oligárquica y 
conservadora que lo marcó desde la Guerra de la Triple Alian-
za. La tierra –en mucho mayor medida que en otros países de 
la región– sigue siendo el elemento mediador para la obtención 
de los símbolos de estatus social y acumulación de riqueza y, en 
consecuencia, la clave para el ejercicio del poder político. No es 
casual que la derecha política y el poder real, el económico, se 
hayan unifi cado más que nunca durante el gobierno de Fernando 
Lugo en defensa de los intereses latifundistas. De ellos derivan, 
todavía, la hegemonía política y la acumulación capitalista de ri-
quezas.

Cárteles, drogas y poder real

Pero hace falta todavía un poco más para entender las raíces de 
la actual situación política. La apetencia de poder y riqueza de 
Stroessner, casi como la de cualquier autócrata, no parecía tener 
límites. Una vez que se consolidó en el poder, comenzó a tender 
lazos con narcotrafi cantes, facilitándoles primero el traslado de 
insumos para la producción de cocaína hacia Bolivia, Perú y Co-
lombia, y posteriormente para la producción de marihuana en el 
país. Y, como lógico complemento, también facilitó el lavado de 
dinero proveniente de tales actividades. Delegó estas tareas en 
su segundo, el general Andrés Rodríguez, quien fue nombrado 
comandante del regimiento de mayor poder militar de la época. 
Rodríguez asumió entonces el control completo de las activida-
des vinculadas al tráfi co y la producción de drogas, así como del 
lavado de dinero.

Desde comienzos de la década de los 70 este secreto a voces fue 
respaldado por juicios iniciados en el exterior, de modo que Ro-
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dríguez no puede salir del país por tener una orden de captura de 
Interpol. Fue recién en 1989 cuando el Departamento de Estado 
norteamericano, ante la necesidad de una sucesión de Stroessner, 
decidió limpiar su situación11. No obstante, para esa época los 
narcos no solo estaban consolidados en el país, sino que se habían 
convertido en uno de los poderes económicos reales más impor-
tantes, que controlaba buena parte del territorio del norte de la 
Región Oriental.

Empresarios pero no tanto

Debe entenderse que la base de sustentación política de Stroessner, 
que originariamente estuvo constituida por campesinos empobre-
cidos y parte importante del Partido Colorado, sufrió, en el pri-
mer quinquenio de su dictadura, profundas modifi caciones. Las 
purgas internas dentro del partido, la “limpieza” de las Fuerzas 
Armadas, donde quedaron solo los incondicionales al líder, así 
como las razzias a los sindicatos y organizaciones estudiantiles 
hostiles al gobierno y la puesta en funcionamiento de un Estado 
de terror, hicieron necesario que redefi niera su base de sustenta-
ción política.

Los nuevos militares y los nuevos líderes civiles del Partido Co-
lorado fueron premiados con tierras, cargos y dádivas vinculadas 
a la repartición de segmentos de actividades económicas. Las ra-
mas inmobiliarias, empresas contratistas, de transporte, de impor-
tación y exportación y específi camente el contrabando, acopio, 
comercialización interna y distribución minorista de alimentos y 
bebidas fueron por lejos las más benefi ciadas, de donde surgieron 

11 Los motivos reales del relevo impuesto por la embajada norteamericana se vincula-
ron a las difi cultades encontradas por las empresas multinacionales y los organismos 
fi nancieros multilaterales para operar libremente en el país según los criterios del 
Consenso de Washington, en ese momento ya en discusión avanzada. Para ello se 
aprovechó un episodio en el que, presionado, el gobierno de Stroessner tuvo que 
intervenir una importante casa de cambio de plaza, propiedad de Rodríguez.



226

Tomás Palau Viladesau

los empresaurios”: una casta de maleantes12 políticos de guante 
blanco devenidos en empresarios por el régimen, que continúan 
siendo hoy encumbrados parlamentarios, dirigentes y dueños de 
importantes empresas y medios de comunicación13. Surge con 
fuerza el rentismo, que va a caracterizar desde entonces al régi-
men de Stroessner y a los gobiernos que lo sucedieron.

2.  Sobre el poder real

De ese modo se conformó la estructura del poder real en Para-
guay, basada fundamentalmente en cuatro grupos14: la oligarquía 
ganadera, los narcos, los “empresaurios” y las multinacionales. 
Como quedó dicho, el primero es el más antiguo; el segundo y el 
tercero se instalaron con Stroessner; el último es el poder emer-
gente a partir del golpe de 1989 y está integrado por quienes pa-
san a ser los “adalides” de la democracia mínima que rige en el 
país hoy.

Los gobiernos que se sucedieron luego del golpe contra Stroessner 
fueron directamente una expresión de los intereses de alguno de 
estos cuatro grupos (o de varios de ellos) o debieron respetar las 
reglas del juego y atenerse a límites muy defi nidos. Desde los par-
tidos políticos se les exigieron amplios esfuerzos para compati-
bilizar las agendas partidarias con aquellos intereses. La violenta 
salida del presidente Raúl Cubas Grau en marzo de 199915 es una 

12 Buena parte de ellos tienen prontuarios policiales nada despreciables.
13 Quizás el más conspicuo de ellos sea el ex-presidente Juan Carlos Wasmosy, quien 

fue catapultado al poder mediante importantes contratos en la construcción de la 
represa de Itaipú.

14 Que por cierto, son solo analíticamente distinguibles, ya que la superposición de 
intereses convierte a esta elite en multifacética; muchos ganaderos comparten sus 
pasturas con la droga, la mayoría de los “empresaurios” tienen sus intereses en la 
ganadería, no pocos sojeros se dedican también parcialmente a la ganadería y al 
contrabando de insumos para la producción y así.

15 En esta coyuntura se produjo el asesinato del vicepresidente Luis María Argaña, 
la muerte de media docena de jóvenes en disturbios callejeros y el posterior asilo 
político de Lino Oviedo. Cubas Grau había ejercido la Presidencia durante solo siete 
meses.
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muestra elocuente de la rigidez de las normas de comportamiento 
político impuestas por los grupos de poder real. Estos grupos se 
opusieron frontalmente a que el ex-general Lino Oviedo, a la sa-
zón protegido por Cubas Grau (cuyo eslogan de campaña fue “Su 
voto vale doble”, aludiendo a la rehabilitación política que daría a 
Oviedo, en ese momento preso por anteriores juicios pendientes), 
ocupara ciertos territorios económicos reservados a otros “padri-
nos”.

Esta “imprudencia” le costó a Oviedo dos breves detenciones por 
supuestos delitos de desacato, su pase a retiro, su posterior con-
dena a 10 años de cárcel y la salida al exilio en 1999. Luego de su 
pase a retiro, Oviedo creó su propio movimiento político16, pos-
teriormente convertido en partido, que supuso una ruptura inter-
na importante dentro del Partido Colorado. Esta escisión de casi 
30% de su nómina de afi liados tuvo repercusiones decisivas en la 
derrota experimentada por esa fuerza en las elecciones de 2008, 
en las que obtuvo su menor votación desde la época de Stroessner. 
Ya en las elecciones de 2003, que defi nieron al sucesor del pre-
sidente provisional Luis Ángel González Macchi (quien asumió 
interinamente en 1999 para completar el periodo de Cubas Grau), 
los márgenes históricos de votación de dicho partido se habían 
achicado.

La gestión de González Macchi estuvo marcada por una inten-
sifi cación de la corrupción, que se expandió –por una manifi esta 
falta de liderazgo del advenedizo presidente– hasta alcanzar ri-
betes que fueron denunciados no solo por la propia derecha, sino 
por organismos internacionales y regionales. El clima ciudadano 
era que no podía venir nadie peor. Para las elecciones de 2003, 
el partido de Oviedo, Unace, se presentó con candidato propio y 
logró un nada despreciable 15% en el nivel nacional, incluso con 
su líder fuera del país. Esa cifra aumentaría a 24% cinco años 

16 Se trata del movimiento UNACE.
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después, cuando el propio Oviedo se presentó como candidato. 
En aquella oportunidad, la postulante colorada, Blanca Ovelar, 
apenas consiguió 34%. Lugo, con el apoyo del Partido Liberal, 
una izquierda balcanizada y los independientes, llegó a 40,8%.

… sobre la leche derramada

La derrota del Partido Colorado, 15 años después de que Andrés 
Rodríguez terminara su mandato, casi 20 años después del golpe 
de Estado y a 60 años de que el partido asumiera ininterrumpi-
damente el control del aparato estatal, produjo un impacto que 
desestructura a esta fuerza política hasta el día de hoy17. Es lógico 
que los intereses del poder real que se encontraban relativamente 
cómodos (aunque afectados por el descontrol de la corrupción) y 
que manejaban prácticamente todas las instancias del poder po-
lítico formal se vieran súbitamente amenazados (aunque después 
se verá que no fue sino una apreciación apresurada) por la irrup-
ción de un ex-obispo, supuestamente portador de los principios 
de la Teología de la Liberación y precedido por la fama de ser 
defensor de los intereses de los desposeídos.

El enojo de los grandes

Pero la reacción de la derecha fue rápida y con estrategias múlti-
ples, y además no todo el aparato estatal estaba perdido. Las dos 
cámaras del Poder Legislativo continuaron bajo control mayo-
ritario de la oposición: los partidos que apoyaron directamente 
a Lugo (por falta de una denominación más feliz, los defi nimos 
como el “luguismo”) solo cuentan con tres parlamentarios en to-
tal (sin contar a los liberales), de un total de 120. Esta barrera 
parlamentaria le permitió a la derecha controlar casi completa-
mente el proceso político en los últimos dos años sin mayores 

17 Para la elección interna de candidatos a intendente de Asunción entre los colorados 
se presentaron originalmente 24 candidatos.
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sobresaltos. Debe tenerse en cuenta que la Constitución aprobada 
en 1992 (durante la presidencia de Rodríguez y después del gol-
pe) confería poderes al Parlamento que la anterior, sancionada en 
1967, no contemplaba18. El cerrojo parlamentario se ha mostrado 
muy efi caz a la hora de obligar a Lugo a negociar pactos y acuer-
dos que lo han hecho perder legitimidad ante buena parte de sus 
electores y organizaciones políticas.

Por otro lado, también el Poder Judicial –conformado en su mo-
mento a la medida del Partido Colorado y ajustado a las “reglas 
de juego” de los poderes reales– se encargó de reforzar la barrera 
a las iniciativas del Ejecutivo y, sobre todo, de los grupos so-
ciales organizados, cuando intentaron impulsar públicamente sus 
reivindicaciones. El Ministerio Público cumplió la importante ta-
rea de imputar a los molestos, casi siempre dirigentes sociales, y 
mirar distraídamente hacia otro lado cuando los detentores de pri-
vilegios atentaban contra las normas. Tomando en consideración 
lo anterior, puede apreciarse el escaso margen de maniobra de 
que dispuso y dispone Lugo para ejercer algún poder signifi cativo 
que implique una amenaza real a los intereses verdaderamente 
hegemónicos.

El Parlamento, entre las instituciones estatales, y la prensa, en-
tre las privadas, no han cesado en ningún momento, en los casi 
dos años transcurridos desde la asunción de Lugo, de boicotear 
sistemáticamente su gestión. Ya sea por vía del desprestigio per-
sonal de la fi gura presidencial, ya sea por el bloqueo sistemático 
a los proyectos de ley, el gobierno se vio obstaculizado y no pudo 
dar tan siquiera los primeros pasos en sus principales promesas 
de campaña, entre las cuales se destacaba el inicio de la reforma 

18 En conversación con el autor, uno de los asambleístas constituyentes de aquella 
época manifestó que hubo un acuerdo general sobre estos artículos constitucionales 
en el pleno de la Asamblea, por el temor que inspiraba la aparición de un nuevo 
Stroessner en la conducción política del país.
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agraria y la formulación de políticas orientadas a disminuir la po-
breza19.

Corrupción, o la renta del Estado

Hay todavía otro elemento que debe incluirse en este repaso. 
Desde Stroessner, nada puede entenderse en el Paraguay si no se 
toma en cuenta la corrupción, heredera directa del rentismo. Si 
bien los pseudoempresarios surgidos de las prebendas políticas 
otorgadas por el dictador descuellan por sus habilidades en este 
ámbito, el hecho de que “todo se puede conseguir en el país si 
uno tiene dinero” ha convertido a la mayoría de los ganaderos en 
estafadores20, a la mayoría de los empresarios en evasores21, y a 
los exportadores en infractores permanentes de las normas am-
bientales, sanitarias y laborales. Y, lógicamente, ha hecho que la 
administración pública, benefi ciaria (menor, pero directa y cuan-
titativamente más importante) del rentismo, esté íntimamente in-
fi cionada de estas prácticas, hasta el punto de que en Paraguay 
resulta difícil hacer un trámite cualquiera en tiempo y forma sin 
que medie una comisión, coima o “mordida”. A tal grado ha lle-
gado la corrupción que existen muchos casos denunciados en los 
últimos años que, por desidia de la Fiscalía o por connivencia de 
la Corte Suprema, han quedado en la más completa impunidad22.

19 Como ejemplo, un dato: el gasto social per cápita en Paraguay es de apenas US$ 
100, en tanto que Argentina destina US$ 1.500, Uruguay US$ 1.100, Brasil US$ 
870 y Chile US$ 790. Esto da una idea de la magnitud de la deuda social que se va 
acumulando.

20 Esto se ha logrado corriendo linderos de sus propiedades, apropiándose de exceden-
tes fi scales, eludiendo normativas ambientales y varias otras fl agrantes violaciones a 
la legalidad.

21 Ya sea por la introducción o salida de mercaderías de contrabando, ya sea por la 
doble contabilidad, ya sea incumpliendo el código laboral o las normas de seguridad 
en el trabajo.

22 Incluso uno de los ministros de esa Corte ha sido sindicado de delitos que lo hacen 
imputable.
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La corrupción explica el hecho de que solo la mitad de la econo-
mía paraguaya esté registrada. La otra mitad opera en negro. La 
corrupción sistémica es funcional a esta forma de acumulación de 
riqueza. La economía negra es operada básicamente por “empre-
saurios” y narcos (y, como se dijo, por buena parte de los gana-
deros, o narcoganaderos), aunque sus “benefi cios” se expanden al 
resto de la economía, principalmente bajo la forma de generación 
de empleo informal. Por lo tanto, si algún gobierno decidiera em-
prender una lucha frontal contra la corrupción, afectaría la tasa de 
desocupación. La economía “registrada” descansa principalmen-
te en la soja, la exportación de pobres (remesas desde el exterior) 
y la carne. En mucho menor medida aparecen los aportes del sec-
tor servicios y la construcción. La industria produce solo 16% del 
PIB. Como es de suponer, este modelo ha venido generando des-
de hace ya un cuarto de siglo, y seguirá generando a menos que se 
registre un cambio, una gran cantidad de pobres: desocupación, 
migración del campo a la ciudad, inseguridad urbana, graves pro-
blemas educativos, de salud y de vivienda.

Yankees come home

Esta situación de alta corrupción política, extrema fragilidad de 
las instituciones, alta vulnerabilidad social, omnipotencia de los 
intereses económicos en las decisiones políticas, junto con su ubi-
cación en el corazón geográfi co del Cono Sur sudamericano y la 
abundancia de recursos naturales, hace de Paraguay un blanco 
notablemente atractivo para los intereses geopolíticos imperiales. 
Ya desde la época de Stroessner, la presencia militar norteameri-
cana en el país ha sido una constante.

No se trata de una presencia conspicua sino, por el contrario, 
de una situación disimulada, con énfasis en servicios de inteli-
gencia diseminados en diferentes regiones y sectores del Esta-
do. La cercanía de Brasil (principal amenaza geoestratégica para 
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EEUU en la región); la Triple Frontera (desde donde, al decir de 
la embajada norteamericana, se fi nancian actividades terroristas); 
la proximidad con Bolivia (en la estratégica zona del Chaco, en 
donde se ha modernizado un antiguo aeropuerto con capacidad 
de aterrizaje de aviones de gran porte); la presencia de grandes 
corporaciones multinacionales (vinculadas al suministro de insu-
mos y a la exportación de soja23) con casas matrices en EEUU; la 
abundancia de recursos estratégicos (agua, biodiversidad, fuentes 
de energía); todo esto ha hecho del país un blanco clave de los 
intereses de EEUU. En otras palabras, Washington necesita una 
presencia importante en el sur del territorio sudamericano como 
la que tiene en el norte, en Colombia; necesita una Colombia en 
el Cono Sur para controlar geopolíticamente la subregión y desa-
rrollar acciones ante cualquier eventualidad.

La política del teju ruguai24

Esta estrategia ha sido complementada con otra, orientada a cri-
minalizar la protesta social. La derecha necesita el camino des-
pejado: así como la incorporación de la soja transgénica ha gene-
rado la más rápida expulsión de campesinos de sus tierras desde 
que existen registros25, es importante acallar voces disidentes que 
puedan entorpecer la dinámica económico-política de los actores 
que ejercen el poder real.

En efecto, la actual ofensiva del gobierno paraguayo (ya bajo el 
gobierno de Lugo) contra las organizaciones campesinas y sus 
dirigentes apunta a convertirlos en criminales, en actores sociales 

23 El epicentro de la soja se sitúa cerca de la Triple Frontera, en los departamentos de 
Alto Paraná, Itapúa Norte, Canindeyú y San Pedro, que limitan con las zonas de 
mayor producción sojera de Brasil.

24 En guaraní, literalmente, “cola de lagarto”, expresión popular para designar el láti-
go.

25 En el periodo intercensal 1992-2002, la población rural descendió de 47% a 43% y, 
de acuerdo con las proyecciones, hoy estaría en 39%. Censo Nacional de Población 
y Viviendas. 2003 y Proyecciones de la Población. Paraguay, DGEEC, Asunción.
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que violan la ley con acciones “indebidas” y “reprensibles” y, 
en consecuencia, hacerlos pasibles de juicio y condena. Quizás 
como en ningún régimen colorado posautoritario anterior, esta 
virulencia del Estado y sus instituciones represivas contra el cam-
pesinado ha sido desplegada con una alta dosis de violencia26.

Hay razones del momento y razones de tipo estructural que per-
miten interpretar este hecho por demás paradójico: que se acentúe 
la represión anticampesina justo bajo un gobierno no colorado en 
el que se habían depositado expectativas de cambio.

Las razones del momento, más coyunturales, tienen que ver, entre 
otras cosas, con la conformación del andamiaje represivo institu-
cional: el Ministerio del Interior, el Poder Judicial, el Ministerio 
Público y el Poder Legislativo están conducidos o integrados –
como ya se mencionó– por personas con una clara vocación au-
toritaria, conservadora y sumisa a los intereses de las burguesías 
nacionales y el capital transnacional, cuando no directamente a 
embajadas que representan a los poderes externos. Por ser coyun-
tural, esto podría llegar a cambiar.

Lo que difícilmente cambie son las condiciones estructurales. En-
tre esas condiciones estructurales debe destacarse la importancia 
de la “legalidad” hoy existente en el país. Se trata de leyes que 
fueron creándose y mejorándose a lo largo de 140 años de domi-
nación oligárquica. Una legislación que fue pergeñada a veces 
paciente, a veces violentamente, no por personas cualesquiera 
que representaban o representan a todos los sectores de la socie-
dad, sino por determinados exponentes de determinados sectores 
sociales, que suelen ser los que tienen más dinero y más poder 

26 El Ministerio del Interior está a cargo de un militante de la derecha que ya ha anun-
ciado su intención de presentarse como candidato a presidente de la República en las 
próximas elecciones.
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político. Las leyes, en consecuencia, tienen un fuerte sesgo oli-
gárquico27.

Esta primera forma de asedio judicial-penal (en un contexto de 
supuesta democracia formal representativa) deja prácticamente 
inerme a la ciudadanía en general, y a las organizaciones cam-
pesinas y su dirigencia en particular, para reclamar derechos que 
provienen de la enorme sobrecarga de demandas sociales que 
vino siendo acumulada por décadas de postergación. Los recla-
mos que se generan a partir de ello alimentan un círculo vicioso 
que estimula a la elite conservadora enquistada en los poderes del 
Estado a elaborar y aprobar nuevas leyes que cercenan aún más la 
ciudadanía de las mayorías.

Se mencionó ya la importancia de la soja y la ganadería como 
mecanismos de acumulación de capital. Pues bien, la provisión 
de insumos y la exportación de soja están totalmente controladas 
por empresas multinacionales; la producción misma se concentra 
en unos 4.000 medianos y grandes productores28, de los cuales 
al menos 80% son extranjeros. La exportación de la carne está 
igualmente concentrada en media docena de frigorífi cos directa-
mente vinculados a marcas multinacionales.

Estos dos rubros requieren de grandes extensiones para mantener 
la rentabilidad. Además, y como es de suponer, son prescindentes 
de mano de obra: un trabajador puede manejar en promedio unas 
150 hectáreas de soja, pero en los latifundios ganaderos el prome-
dio de ocupación de trabajadores es aún más bajo. Se trata de una 
disputa por la tierra que actúa como una tenaza sobre el territorio 
campesino, y por cierto también sobre los territorios indígenas.

27 “En efecto, es perfectamente posible que las presuntas leyes no sean, en realidad, 
más que leyes impostoras. Muchas veces las leyes son malas leyes o ni siquiera son 
leyes, son prejuicios exitosos, costumbres enquistadas por la historia y la tradición, 
o caprichos de los poderosos que se impusieron un día por la fuerza.” Carlos Fer-
nández Liria, Pedro Fernández Liria y Luis Alegre Zahonero: Educación para la 
ciudadanía. Democracia, capitalismo y Estado de Derecho, Akal, Madrid, 2007.

28 La cantidad total de fi ncas con cultivos de soja asciende a algo más de 33.000.
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Esta disputa es desigual. Mientras que la agricultura y la ganade-
ría empresarial disponen de una legislación como la descrita an-
teriormente, cuentan con guardias armados, tecnología, aviones 
fumigadores, capital para “comprar” a las autoridades locales y 
acceso directo a los medios de prensa para modelar la orientación 
de la opinión pública, las comunidades indígenas y los asenta-
mientos campesinos se encuentran a la intemperie.

Como es de esperar, esta situación confi gura un escenario de alta 
confl ictividad, pero sobre todo de acumulación de pobreza has-
ta límites poco sostenibles para una sociedad democrática. Surge 
entonces el dilema de la ingobernabilidad creciente de la gestión 
de Lugo, dada su extrema fragilidad política. La insatisfacción de 
las necesidades sociales básicas, el desencanto y el desorden son 
los rasgos centrales del escenario actual. Pero para ciertos secto-
res la cohesión y el ordenamiento de la sociedad constituyen el 
aspecto central del ejercicio del poder, su objetivo natural, por lo 
que la obsesión por el orden (y su permanencia) resulta fi nalmen-
te una actitud defensiva.

Esa actitud defensiva se expresa en los remedios que se proponen 
para resolver esta “anomalía” del poder: disciplinar de múltiples 
maneras a la ciudadanía, desactivarla y limitar decisivamente la 
capacidad reivindicativa del poder campesino, de sus organiza-
ciones sociales y políticas, tal vez con “ayuda” de los medios de 
prensa empresariales, o con la colaboración policial29.

El trío conformado por el Poder Judicial, el Ministerio Público y 
la Policía se convierte así en una herramienta efectiva para uti-

29 Adolfo Coronato, que fi rma humildemente como “periodista”, dice de los autores 
del libro brasileño Tropa de elite que “la falta de voluntad política de la izquierda 
y la adhesión de la de-recha al statu quo institucional acabaron confl uyendo en una 
jactanciosa coalición conservadora que mantuvo [en la policía] la estructura here-
dada de la dictadura. Esta arquitectura facilita la reproducción de viejas culturas 
corporativas, incompatibles con una sociedad compleja y la construcción de una 
policía para la democracia del siglo XXI”. “El estado de derecho en peligro” en Le 
Monde Diplomatique edición boliviana, 23/2/2010.



236

Tomás Palau Viladesau

lizar –como en pesca mayor– la enmarañada red legal represiva 
engendrada en el Poder Legislativo para capturar militantes de 
organizaciones sociales y dirigentes de organizaciones campesi-
nas. En lo que va del gobierno de Lugo, han sido asesinados 8 
militantes sociales, 208 personas fueron heridas en el marco de 
represiones, se ha detenido a 1.050 militantes e imputado a 333, y 
los campesinos desalojados suman más de 12.000.

Esta demostración de que el poder real se encuentra en otro lado, 
y no precisamente en las instituciones que lo detentan formal-
mente, es irrefutable. Al modelo agroexportador transnacional y a 
la oligarquía ganadera no se los puede tocar.

Ceder para conservar

El trato como criminales a quienes defi enden sus derechos a una 
vida digna en tierra propia tiene un aliado de la mayor importan-
cia, la prensa empresarial, a la que Fernández Liria se refi ere de 
manera concluyente: “los medios de comunicación, el arma im-
prescindible para hacerse oír en el espacio público, están hoy día 
secuestrados por un puñado de grandes empresas ocupadas, claro 
está, en la defensa de sus intereses privados; de hecho, existen 
fortunas particulares que pueden llegar a monopolizar todos los 
medios de lo que se llama la ‘opinión pública’”30. Según Diego 
Segovia, “en base a estimaciones generales, se puede afi rmar que 
más de 90% de la información y el entretenimiento que circulan 
cotidianamente por el país es controlado por siete grandes gru-
pos empresariales. Estos grupos operan en distintos sectores de 
la economía y sus medios son los que defi enden, en la esfera pú-
blica, los intereses que derivan de cada una de sus actividades”30.

30 “Medios de comunicación en Paraguay: estructura de propiedad y situación actual 
en la nueva realidad democrática”, artículo presentado en el grupo de trabajo de 
Clacso “Comunicación mediatizada, capitalismo informacional y políticas públi-
cas”, Clacso, Buenos Aires, 2009.
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Las vinculaciones de los propietarios de estos “instrumentos de 
fabricar mentiras” en el caso paraguayo son directas con sectores 
empresariales e inmobiliarios31 y machacan diariamente sobre el 
carácter perverso del actuar de la mayoría de los dirigentes cam-
pesinos.

Lo poco que pudo haber hecho el gobierno de Lugo ha sido con-
denado sistemáticamente (también por lo que no ha hecho) por 
estos medios de prensa y por los representantes del capital en las 
diversas instancias del Estado32.

Linfoma cancerígeno maligno

 La recientemente descubierta enfermedad de Lugo aparece como 
una metáfora de la agitada historia contemporánea de Paraguay. 
El diagnóstico se conoce en un momento clave, un momento en 
el que los que desean conservar el modelo basado en la expo-
liación, el saqueo y la pérdida de soberanía y los que aspiran a 
modifi carlo, aunque sea mínimamente, se enfrentarán, hacia fi nes 
de 2010, en unas elecciones municipales en las que se dirime no 
tanto quién se quedará con el gobierno de tal o cual municipio, 
sino la actual correlación de fuerzas políticas. Si el “luguismo” 
mantiene el 40% obtenido en 2008, es probable que se anime en 
2011 a plantear una Asamblea Constituyente. Si no lo logra, de-
berá resignarse a correr un poco más hacia la derecha el poncho 

31 El trabajo de Segovia menciona por ejemplo los vínculos del dueño de ABC Color, 
entre otros, con la ARP, con la secta Moon y con la UGP.

32 Volviendo casi proféticas las refl exiones de Ernest Mandel: “Ante el ascenso de 
las multinacionales, el Estado-nación ha dejado de ser un instrumento económico 
adecuado para la burguesía. Pero sigue necesitándolo para autodefenderse. Necesita 
al Estado para defender sus intereses particulares frente a los competidores extran-
jeros. Necesita al Estado para amortiguar los choques de las crisis económicas y 
sociales. Necesita al Estado para reprimir en caso de crisis socioeconómicas explo-
sivas. En la medida en que el Estado-nación le es menos útil, tiende a sustituirlo por 
instituciones supranacionales”. “Défi cit presupuestario e internacionalización del 
capital” en La Gauche No 14, 12/8/1992.
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juru33 que Lugo pretendió seguir usando luego de dejar de ser 
obispo.

El panorama no se presenta para nada claro, y no solamente por 
razones políticas (terreno en el que la opacidad del escenario es 
mayúscula), sino por razones biológicas, causal que, de producir 
la inhabilitación del presidente para el ejercicio de sus funciones, 
puede dejar al país bajo la conducción de uno de los personajes 
más mediocres y recalcitrantemente conservadores de la variopin-
ta fauna política doméstica, lo cual traerá –sin ninguna duda– un 
periodo de serias perturbaciones. Regresión neoliberal y vuelta al 
Estado policial de “derecho” aparecen como amenazas concretas, 
aunque fi nalmente mucho dependerá de cuán sólidas (o no) sean 
las bases civiles de apoyo al actual proceso.

33 En guaraní, literalmente, “la boca del poncho”, expresión muy utilizada por Lugo 
para describir el “centrismo” que caracteriza su posicionamiento ideológico.
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La autoestima es a nivel personal lo que la moral de un colectivo 
cualquiera es a nivel social. Si una persona tiene autoestima no 
necesita “tener”, le basta con “ser”. Uno se sabe a sí mismo capaz, 
se reconoce como honesto, se sabe solidario con los demás, cono-
ce lo que debe conocer, le gusta lo que hace, no tiene temores del 
futuro. En fi n, tiene autoestima. Los hombres, decía Kant, “por 
mucho que amen la vida, aman más aquello que hace a la vida 
digna de ser vivida”1.

La autoestima proviene siempre de la forma como se construyó la 
historia personal de cada uno. Si de chico lo golpeaban, le prohi-
bían todo, su familia era un desastre, si no le hablaban de valores, 
de joven no pudo estudiar, luego no conseguía trabajo, no tuvo 
una vida afectiva correspondida, entonces seguro que esa persona 
no va a tener autoestima. Va a necesitar “tener” y tener y tener 
para creer que “es alguien”. Va a necesitar “consumir”, cosas, 

1 Esta cita de E. Kant la tomé de Santiago Alba Rico (2010) en su artículo de www.
rebelion.org del 23 de setiembre en el que habla del prólogo que escribió al libro de 
Carlos Fernández Liria y Luis Alegre El orden de El Capital. Por qué seguir leyendo 
a Marx.

La desmoralización, efi caz 
herramienta para lograr sumisión y 
control político de las poblaciones*
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experiencias, vértigos, pero siempre consumir, como desaforado. 
Esto, claro, si tiene cómo pagarlo, y si no tiene, entonces menos 
autoestima todavía.

La falta de autoestima lleva también a la desmoralización. Se vive 
bajoneado, uno tiende a volverse conformista, al peichanteara-
voi, a aceptar acríticamente lo que se le dice, a despreocuparse de 
todo lo que no sea de interés inmediato, a ser una persona dócil, 
dócil pero agresiva a la vez (por efecto de las sucesivas e intermi-
nables frustraciones).

A nivel nacional, esto ocurre también con los pueblos. Nos ocu-
rre a nosotros como colectivo nacional. Estamos desmoralizados, 
estamos siendo desmoralizados, imperceptible y cotidianamen-
te. Nos están mostrando que somos nada, a lo sumo poca cosa y 
de poco valor. Los principales medios a través de los cuales nos 
desmoralizan son los de comunicación masivo, la escuela y las 
religiones de corte pentecostalistas.

Pongo ejemplos:

• En la tele, la crónica roja (de los acuchillados, los ingresos 
a Emergencias Médicas, una madre que golpea a su bebé, el 
motociclista descuartizado bajo un camión, los robos, las chi-
cas prostituidas, el asesinato de alguien) nos recuerda que vi-
vimos en un ambiente de zozobra y que debemos cuidarnos, 
que nuestra sociedad es “mala”, que las instituciones no fun-
cionan, que nos pueden agredir a la vuelta de la esquina2.

2 Dice Bourdieu al respecto; “Así pues, las presiones de la competencia se conjugan 
con las rutinas profesionales para llevar a las televisiones a producir la imagen de 
un mundo lleno de violencias y delitos, de guerras y odios raciales, y a proponer a la 
contemplación cotidiana un entorno amenazador, incomprensible e inquietante, del 
que conviene, ante todo, retraerse y protegerse… Así se introduce hábilmente, poco 
a poco, una fi losofía pesimista de la historia que estimula más el retraimiento y la 
resignación que la rebelión y la indignación, y que, lejos de movilizar y politizar, 
sólo puede contribuir a aumentar los temores… (así como) la delincuencia y la vio-
lencia no dejan de aumentar favorece las ansiedades y las fobias por la ‘seguridad’”. 
Bourdieu, P. (1999) “La televisión, el periodismo y la política”. En, Contrafuegos, 
Barcelona, Anagrama, 104-105.
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• Casi lo mismo, pero con menos carga emotiva que la imagen, 
pasa con los diarios y la radio.

• En la escuela nos enseñan a no saber aprender. Los estudian-
tes deben repetirlo todo como loritos, no se puede preguntar 
y menos cuestionar, se pasa de grado como si tal cosa (sobre 
todo si la escuela es privada y uno paga las cuotas puntual-
mente), se institucionaliza el bullying3, las y los maestros son 
en su mayoría semianalfabetos, tienen un sueldo miserable y 
se les exige mucho (hasta ser operadores políticos), los locales 
escolares se vienen abajo; en fi n, de pe a pa la escuela (y la 
secundaria y la universidad y los posgrados) es una institución 
física y académicamente en desmoronamiento. Se busca que 
la gente no aprenda, que sea burra, que no piense por sí mis-
ma. Esto último es hoy considerado (ya en algunos círculos) 
algo peligroso y subversivo.

• Del fundamentalismo religioso no hablemos, Pablo de Tarso 
está de moda: somos pecadores, somos la bofetada a Dios, 
el pecado original es magnifi cado como nuestra insuperable 
maldición, el cielo se nos permanecerá cerrado a menos que 
cantemos, bailemos, gritemos como energúmenos en algún 
recinto (muchos de los cuales antes fueron salas de cine) sa-
grado y bendecido por fanáticos religiosos devenidos en pas-
tores por obra y gracia de la miseria e ignorancia circundante. 
El fi el que asiste regularmente a estos espectáculos entre cir-
censes y grotescos termina –a la corta o a la larga– desmorali-
zado, con autoestima cero.

Televidente estupidizado, egresado cuadrangulado y creyente va-
puleado son el resultado. ¿Denominador común?: un pueblo sin 
autoestima.

3 Elegante nombre en inglés para la violencia y el patoterismo escolar.
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Pero todavía falta un agente, un vector de este proyecto nacional 
de desmoralización. El Estado nacional por las obras y las pom-
pas del gobierno de turno. Nos enteramos por ejemplo de que ni-
ñas y niños cruzan tal o cual frontera para ir a estudiar al otro país, 
que los enfermos apelan a parientes en algún país fronterizo para 
hacerse atender gratis (incluyendo medicamentos), que nuestros 
puestos y centros de salud están desabastecidos (de profesionales, 
instrumental y medicamentos), o que tal o cual hospital está “co-
lapsado” (palabrita de moda en cronistas también de moda). La 
policía caminera está para recaudar y no para educar en vialidad 
(tanto a peatones incautos como a choferes atolondrados), que la 
policía no es tal sino que son polibandis, que ciertos ministros 
en vez de cuidar el patrimonio nacional buscan privatizar todo lo 
que esté bajo su jurisdicción, que los parlamentarios lograron su 
silla a puro dinero, que los ministros de la corte suprema venden 
sus dictámenes, que los partidos de oposición (y de gobierno) son 
instituciones busca-zoquetes y no correas de transmisión de la 
demanda social, que en todas las instancias del Ejecutivo hay “in-
ternas” feroces que las paralizan en sus funciones, que el Estado 
no está presente en donde debiera estar y por eso aparecen esas 
entidades fantasmas tipo EPP, que meten miedo a la población y 
justifi can que la policía meta palo a dirigentes sociales. La des-
ocupación, subempleo, empleo precario, etc., socavan la moral 
de los no-trabajadores, hijos de gente que hace una generación se 
forjó con la conciencia de que sólo se salía adelante con el sudor 
de la frente4. Estamos siendo convencidos de que somos un “Es-
tado fallido”. Somos un pueblo desmoralizado.

Otro dato importante. No se nos enseña historia; la verdadera his-
toria de nuestro país. Somos un pueblo sin memoria. Y esto es pa-

4 “La precariedad laboral afecta profundamente a quien la sufre; al convertir el futuro 
en algo incierto, impide cualquier previsión racional y, en especial, aquel mínimo de 
fe y esperanza en el futuro que es preciso poseer para rebelarse, sobre todo colectiva-
mente, contra el presente, incluso el más intolerable”. Bourdieu (1999) “Actualmen-
te, la precariedad está en todas partes”. En, Contrafuegos, Barcelona, Anagrama, 121.
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tético. La amnesia es parte del síndrome de la esquizofrenia, esa 
enfermedad mental que lleva a la pérdida de identidad. Para tener 
dignidad se necesitan memoria e identidad. Los niños y jóvenes 
de nuestro país hasta creen que el Mariscal López es un shopping 
que está en Villa Morra, mucho menos conocen de la forma como 
se resistió a la corona española, o se enfrentó en mil y una jor-
nadas los intentos que se dieron para seguir colonizados. En fi n, 
somos un rebaño de tiernos corderitos amamantados con jugo de 
soja y alimentados con hamburguesas y pizzas transnacionales. 
Ya no tenemos el recuerdo de lo que fuimos. Es por eso que no 
tenemos la audacia de pensar en nuestro propio futuro.

El control colectivo de las mentes, que conduce a esta desmora-
lización, no es una ilusión y menos aún el fruto de la paranoia 
de cierta gente. Al menos esto es lo que nos muestra Estulin5 en 
varias de sus obras. En el capítulo 2 del libro que cito, Estulin 
habla de uno de los tantos mecanismos utilizados para el control 
buscado: “La MTV, un canal de mercado para música popular de 
rock y vídeos musicales, inventada y dirigida por Robert Pittman 
para el público adolescente y joven, se fundó el 1 de agosto de 
1981. Hoy forma parte del imperio Viacom (conocido como CBS 
Corporation, cuyo presidente y director general, Sumner Reds-
tone, es miembro pleno del CFR6 y cuyo grupo mediático forma 

5 Estulin, Daniel (2006). Los secretos del Club Bilderberg. Ediciones del Bronce. En 
este libro el autor menciona el trabajo de Aldous Huxley. “En Un mundo feliz –dice– 
Huxley se centró en el método científi co para mantener a todas las poblaciones fuera 
de la élite minoritaria en un estado casi permanente de sumisión y enamoradas de 
sus cadenas. Las herramientas principales para lograrlo fueron unas vacunas que 
alteraban las funciones del cerebro y medicamentos que el Estado obligaba a la 
población a consumir. En opinión de Wells, esto no era una conspiración, sino más 
bien ‘un cerebro mundial trabajando como policía de la mente’”.

6 Council of Foreign Relations. El CFR es el brazo promocional de la elite gobernante 
de los Estados Unidos. Los más infl uyentes políticos, académicos y personalidad de 
los medios son sus miembros, y usa su infl uencia para infi ltrar el Nuevo Orden Mun-
dial en la vida norteamericana. Sus “expertos” escriben textos académicos que son 
usados en las tomas de decisiones, los académicos esbozan las ventajas de un mundo 
unido y los miembros de la prensa diseminan el mensaje. Blase, William ttp://www.
conspiracyarchive.com/NWO/Council_Foreign_ Relations.htm.
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parte del Club Bilderberg7). Para llegar a los jóvenes sin que la 
sociedad se diera cuenta del engaño, se hizo necesario ‘disponer 
de una contrainstitución que predicara valores contrarios a los 
valores dominantes en la sociedad’. Eso es precisamente lo que 
hace MTV. ‘Pero para que tal esfuerzo tenga éxito –dice L. Wol-
fe–, se debe neutralizar la infl uencia positiva de los padres y de la 
escuela o, al menos, debilitar su infl uencia.’”. Nótese la impor-
tancia que esta gente da a neutralizar los valores que pueden ser 
inculcados por la familia o la escuela.

En su libro, Estulin cita a Aldous Huxley, el autor de “Un mun-
do feliz”, y afi rma: “Predijo que las democracias cambiarían su 
esencia: las viejas y extrañas tradiciones –elecciones, parlamen-
tos, tribunales supremos– permanecerán, pero el substrato que 
habrá debajo será el del totalitarismo no violento. [...] Mientras 
tanto, la oligarquía dirigente y su bien entrenada élite de sol-
dados, policías, fabricantes de pensamiento y manipuladores de 
mentes dirigirán tranquilamente el mundo como les plazca. En 
efecto, esta descripción de Huxley se ajusta perfectamente a la 
situación actual”, concluye nuestro autor.

¿Cuánto de lo que estamos viviendo corresponde exactamente a 
lo apuntado al comienzo?, ¿será que la autoestima es ya hoy un 
antivalor y que cuanto más desmoralizados estemos, tanto más 
felices seremos?

7 El Bilderberg es un club donde los más importantes presidentes, primeros ministros 
y banqueros del mundo se mezclan entre si, donde la realeza está presente para ase-
gurarse de que todo el mundo se lleva bien, donde la gente poderosa responsable de 
empezar guerras, infl uir en los mercados y dictar órdenes a Europa entera dice lo que 
nunca se ha atrevido a decir en público. Se constituyó del 29 al 31 de mayo de 1.954 
en un hotel de Holanda, el Bilderberg, que acabaría dando nombre a la sociedad 
y el organizador de aquella primera reunión fue el príncipe Bernardo de Holanda, 
aunque se dice que el auténtico fundador del Club fue Joseph Rettinger, sacerdote 
jesuita masón de grado 33. Lord Rothschild y Laurence Rockefeller, miembros cla-
ve de dos de las familias más poderosas del mundo, eligieron personalmente a 100 
participantes procedentes de la élite mundial con el propósito de cambiar Europa. 
Alejandro Vaquerizo Ardanaz, http://www.alejandrovaquerizo.com/page4/page12/
page12.html.
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Obstáculos de carácter político y de carácter legal, sumados a los 
de carácter económico y fi nanciero, junto a difi cultades de orden 
social, se presentan como las principales trabas para un cambio 
en las relaciones sociales en el campo paraguayo. El país no dejó 
de ser un territorio marcado por la herencia feudal, oligárquica y 
conservadora desde la guerra contra la Triple Alianza. La tierra 
sigue siendo el elemento mediador para la obtención de los sím-
bolos de estatus social, de acumulación de riqueza y, en conse-
cuencia, de ejercicio del poder político.

1.  Introducción
En lo que va del gobierno de Fernando Lugo, pocos han sido los 
avances en el disfrute de los derechos a la reforma agraria y el 
desarrollo rural en el país. Si bien en este artículo se analizarán 
los principales obstáculos para que la reforma agraria se inicie, 
primeramente se hace una breve referencia a la actual situación.
Los elementos que siguen afectando negativamente los derechos 
de las comunidades campesinas están directamente asociados a la 
incorporación de material genéticamente modifi cado y el uso ma-

Un país que sigue aguardando 
los primeros pasos hacia la 

desconcentración de la tierra, la 
reforma agraria y el desarrollo rural*
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sivo de nuevos y potentes agrotóxicos en la agricultura empresa-
rial, así como el sostenido repunte de los precios internacionales 
de la carne, que implicaron una mayor demanda de tierra para la 
producción agropecuaria de exportación y aceleraron la expan-
sión de la frontera de la soja1. Los precios de la tierra aumentaron 
y el acoso a la economía campesina fue objeto de una agresión 
sin precedentes.
Fernando Lugo, quien en su campaña había prometido como pun-
to más importante el inicio de la reforma agraria, no ha logrado 
dar avances signifi cativos, o al menos, ir revirtiendo algunos de 
los principales problemas del sector campesino.
En relación a la tierra, persiste la altísima concentración de ella: el 
coefi ciente de Gini2 es 0.91. Según la FAO, se estima en un poco 
más de 300 mil las familias sin tierra(Palau et al. 2010), hecho 
que tiende a agravarse por la inseguridad jurídica de la tenencia 
de la tierra por parte de una amplia franja de pequeños producto-
res y pequeñas productoras rurales y por la falta de regulación de 
la venta de tierra al empresariado extranjero. Asimismo, repercu-
te negativamente la falta de reglamentación del Estatuto Agrario, 
Ley 1863/01, que permita implementar de manera efectiva las 
formas alternativas de tenencia de la tierra en él contempladas.
El insufi ciente apoyo estatal a asentamientos y colonias campe-
sinas se expresa en el reducido gasto público orientado al sec-
tor. No existe apoyo para la diversifi cación productiva y se tiene 
una ausencia casi completa de tecnología adecuada a los reque-
rimientos de la agricultura de las familias rurales empobrecidas. 
La asistencia técnica –cuando existe– está dirigida a los rubros de 
exportación de fi ncas mayores, por lo que es inadecuada para la 
producción campesina. Prácticamente es nulo el desarrollo de las 
micro-agroindustrias bajo control campesino. A esto se le suma 

1 Entre 1974 y 2000 (26 años) la soja pasó de 40 mil, a 1 millón de hectáreas. Entre 
2000 y 2009 se llegó a 1 millón 600  mil hectáreas. Esto es, en 9 años casi duplicó el 
área de siembra alcanzada en un cuarto de siglo.

2 El coefi ciente de Gini se utiliza para medir la desigualdad en la distribución, siendo 
el valor 0 la igualdad total y el valor 1 la máxima desigualdad.
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la degradación de los suelos y la caída sostenida de los rindes 
productivos, especialmente en tierras de asentamientos rurales sin 
una política de recuperación. Todo ello es resultado del inade-
cuado marco normativo e institucional para encarar procesos de 
apoyo a la economía y la sociedad campesinas en un escenario 
de equidad distributiva, dado que el actual marco normativo e 
institucional es funcional a un modelo de concentración. La es-
tructura fi scal regresiva también atenta contra las posibilidades de 
fi nanciamiento al sector.
En lo fi nanciero existen defi ciencias estructurales del sistema de 
crédito a las y los pequeños productores, con ausencia signifi ca-
tiva de la banca pública para el fi nanciamiento de la agricultura 
campesina; estrechez del mercado para la producción de las fa-
milias rurales empobrecidas, con redes de comercialización con-
troladas por agentes especulativos; inexistencia de mecanismos y 
oportunidades para la inserción de las organizaciones de peque-
ños productores y pequeñas productoras para comercializar in-
ternacionalmente de manera directa su producción; y el deterioro 
sostenido de los términos de intercambio de la fi nca campesina 
con agentes económicos externos.
La insufi ciente unidad de las organizaciones de pequeños produc-
tores y productoras agrícolas, y la cooptación política y económi-
ca por parte de las autoridades de algunos líderes de las organiza-
ciones, también es otro problema preocupante. Sobre todo cuando 
además no existe una voluntad de dar participación efectiva al 
campesinado en el sistema de toma de decisiones, sobre todo en 
instituciones como el MAG, el INDERT y otros.
Se puede mencionar que la expansión sin control de la agricultura 
empresarial –tipo farmer para ampliación del área de cultivo de 
soja transgénica– y, en menor medida, de caña de azúcar, son cau-
santes de muchos de estos problemas, además de la destrucción 
acelerada de los recursos naturales: deforestación, contaminación 
de cursos de agua, uso intensivo de agrotóxicos, que generan la 
pérdida acelerada del patrimonio genético autóctono.
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La falta de implementación de una política agraria que benefi cie a 
las familias campesinas, genera el aumento del empobrecimiento 
de las mismas, así como la intensifi cación de la migración campo- 
ciudad. Por su parte, la desvalorización de la cultura e identidad 
campesinas, repercute directamente en el desapego creciente de 
las y los jóvenes rurales hacia la actividad agrícola.
Finalmente, no puede dejar de señalarse que continúa la crimina-
lización de la lucha social, con persistencia de prácticas autorita-
rias de representantes del poder político, administrativo, militar y 
policial en las comunidades rurales.
Los problemas mencionados, muestran solo algunas de las difi -
cultades en las que ha venido sobreviviendo la agricultura cam-
pesina en el país. Estos problemas tenderán a agudizarse en el 
futuro de no tomarse las medidas correctivas que podría proveer 
una reforma agraria, tal como había sido prometida por el actual 
gobierno.

2.  Marco Legal
El derecho a la reforma agraria y al desarrollo rural, tienen base 
constitucional y carácter jurídicamente vinculante ligado a las 
obligaciones internacionales del Estado, emergentes de los trata-
dos en materia de Derechos Humanos que el país ha adherido. Tal 
como lo señala Juan Martens (2010):
[…] la Constitución Nacional de 1992 sienta las bases normativas 
y posibilita que se inicie un proceso de modifi cación de la estruc-
tura de la tenencia de la tierra en Paraguay, impidiendo que siga 
concentrada en manos de pocos propietarios. Manda de manera 
expresa, la adopción de un sistema equitativo de distribución de 
tierras para lograr la desconcentración de la propiedad privada y 
el acceso a ella, a quienes tienen como forma de subsistencia el 
trabajo agrario, de manera directa y personal (Arts. 109, 114 y 
115). Coherente con este mandato, fi ja como límite de la propie-
dad privada de la tierra, la función social y económica que debe 
cumplir, de tal manera a hacerla accesible a todos y todas (Art. 
109). Es por ello que la carta magna afi rma que “se garantiza la 
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propiedad privada, cuyo contenido y límites serán establecidos 
por la ley, atendiendo a su función económica y social, a fi n de 
hacerla accesible a todos”. Este mismo artículo establece los mo-
tivos por los cuales se puede expropiar una propiedad privada, 
aunque la misma se encuentre racionalmente explotada: la utili-
dad pública y el interés social.
Martens señala asimismo que: […] los servidores públicos, prin-
cipalmente diputados y senadores, tienen la obligación de poner 
en vigencia estos mandatos constitucionales, pues forma parte de 
sus funciones, cumplir y hacer cumplir las leyes. No cumplir los 
mandatos de la Constitución Nacional, implica mal desempeño 
de sus funciones y constituye causal de juicio político.
En cuanto a las obligaciones derivadas del Derecho Internacional, 
el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales expresó 
entre sus preocupaciones en el 2007: […] la lentitud en la reali-
zación de la reforma agraria. Aunque observa que el Instituto de 
Bienestar Rural se transformó en INDERT, el Comité reitera su 
preocupación ante la situación de los campesinos y de la pobla-
ción indígena que no tienen acceso a sus tierras tradicionales y 
ancestrales. El Comité observa con preocupación la concentra-
ción de la propiedad de las tierras en un porcentaje muy reducido 
de la población (Comité DESC, 2007: párr.12 inc.b).
Dicho Comité expresamente recomendó al Estado: […] que in-
cremente sus esfuerzos para acelerar la demarcación y recupe-
ración de las tierras y territorios ancestrales de los pueblos indí-
genas, acompañando la repartición de tierras a los campesinos 
de medidas tales como asistencia técnica, insumos, herramientas, 
microcréditos, capacitación e infraestructura como sistemas de 
irrigación y electricidad. El Estado parte debe vigilar que el pre-
supuesto destinado a la reforma agraria no sea desviado de su fi n 
(Comité DESC, 2007: párr.23 inc.b).
Por lo tanto, la no realización de la reforma agraria no sólo con-
tradice mandatos constitucionales, sino que también recomenda-
ciones explícitas de órganos internacionales de vigilancia de los 
tratados de derechos humanos.
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3.  Balance de un año de iniciativas y omisiones
Si bien el gobierno de Lugo –especialmente a través del INDERT 
y la CEPRA– ha intentado dar inicio a algunas acciones que po-
drían enmarcarse en la reforma agraria, los actores en cuestión, 
tanto campesinado como agroempresariado, coinciden en que los 
avances han sido mínimos (Palau y Riquelme, 2010). Durante el 
presente año, continuaron realizándose algunas acciones tendien-
tes a la recuperación de lotes, así como también asistencia a algu-
nas comunidades, pero no han llenado las expectativas que había 
creado la propuesta electoral, de una reforma agraria integral para 
el movimiento campesino. Por otro lado, la fuerte presión de los 
sectores conservadores continuó difi cultando la implementación 
de una política más efectiva por parte del gobierno.
Son varias las instituciones, planes, programas y proyectos orien-
tados al desarrollo rural y la reforma agraria diseñados en los me-
ses previos y posteriores a la asunción de Lugo a la presidencia 
del país. Cuatro son las principales reparticiones del Ejecutivo 
más visiblemente involucradas en el tema: el MAG, el Gabinete 
Social de la Presidencia de la República (GS), el INDERT y la 
SAS. Todos los planes y programas de reparticiones –cuya lista 
incompleta se enumera en el Cuadro 1– han mostrado la mayor de 
las inefi cacias para promover sus metas durante este año.
Vale mencionar también el convenio de cooperación entre el CAH 
y la Secretaría de la Mujer (SMPR) en el marco del Plan Paraguay 
2020, que contempla la profundización de los procesos de incor-
poración de la perspectiva de género en los planes, programas y 
proyectos del CAH.
Puede apreciarse fácilmente que esta gran cantidad de planes, 
programas, proyectos e iniciativas de diferentes reparticiones gu-
bernamentales, elaborados muchos de ellos de manera paralela 
(en el mejor de los casos) o de manera antagónica cuando los 
intereses en pugna eran o son políticamente distintos, no puede 
sino ofrecer un panorama desolador: es la más clara expresión de 
que no se hará nada.
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Cuadro 1. 
Programas y planes asociados al desarrollo rural 

y la reforma agraria en el Ejecutivo
Institución Programas y Planes
MAG Marco Estratégico Agrario

Sistema Integrado de Gestión para el Desarrollo Agrario y Rural (SI-
GEST)
Plan Estratégico Económico y Social (PEES) 2008-2013
Lineamientos Estratégicos para una Política de Reforma Agraria Integral 
y Desarrollo Rural Territorial
Programa Nacional de Producción de Alimentos, a cargo del Vice Minis-
terio de Agricultura
Dirección General de Planifi cación (Dincap) del MAG implementa la 
Conferencia Internacional sobre Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
(CIRADR) y su Consejo Directivo, el Comité Internacional de Plani-
fi cación (CIP), así como Paraguay Rural y el Programa de Desarrollo 
Rural Sostenible (PRODERS), elaborado en 2006 con apoyo del Banco 
Mundial.
El Registro Nacional de Agricultura Familiar (RENAF) pretende cons-
tituir una base de datos completa de las y los productores agropecuarios 
del país.
El Programa Nacional de Apoyo a la Agricultura Familiar (PRONAF) 
tiene como objetivo promover la agricultura familiar con rubros de auto 
consumo, así como incrementar la adopción de tecnologías agropecua-
rias y forestales sostenibles. Se conecta con el Programa de Diversifi ca-
ción de la Agricultura Familiar (Prodaf) y el Programa de Reactivación 
de la Agricultura Familiar (REAF).
Programa Hemisférico de Agricultura Orgánica (PHAO).

INDERT Diseñó la CEPRA, cuya creación apuntaba a centralizar todas las accio-
nes orientadas al sector de la pequeña agricultura familiar.
Cuenta además con el Fondo de Inversiones Rurales para el Desarrollo 
Sostenible (FIDES)

Gabinete 
Social de 
la Presi-
dencia

El principal de los planes del GS es Paraguay para todos y todas - Pro-
puesta de Política Pública para el Desarrollo Social 2010-2020, presen-
tado en los primeros meses de 2010.
El otro programa relevante a la cuestión rural es el Plan Nacional de So-
beranía y Seguridad Alimentaria y Nutricional (PLANAL). Los princi-
pales programas referidos a la cuestión rural que forman parte del Planal 
son: el Programa Nacional de Seguridad Alimentaria para la Agricultura 
Familiar (PRONSADAF), Programa Nacional de Seguridad Alimenta-
ria y Desarrollo de la Agricultura y la Economía Indígena (PRONSA-
DAI), el Programa Nacional de Fomento de la Agricultura Orgánica y 
Agroecológica (PRONAOR) y el Programa Nacional de Fortalecimiento 
de la Educación para la Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional 
(PRONAFED).

SAS Cuenta con cuatro programas con incidencia en el sector rural del país: 
Tekoporã, el Plan Integral con Pueblos Originarios, Ñopytyvo y el Pro-
yecto Piloto de Desarrollo Comunitario (PRODECO), este último con 
apoyo del Banco Mundial.

Fuente: Elaboración propia a partir de relevamiento en las instituciones
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¿Por qué se llega a esta situación? La respuesta es relativamente 
sencilla: cada grupo quiere imponer sus ideas. Así ocurrió cuando 
en el Ministerio de Hacienda se formó el grupo que elaboraría el 
componente agrario del Programa Estratégico Económico y So-
cial (PEES), y por su lado, el entonces ministro de Agricultura y 
Ganadería, Cándido Vera Bejarano, recogiendo la vieja inspira-
ción neoliberal que había orientado la conducción del MAG du-
rante el período nicanorista, se apoya en el SIGEST, que no es 
sino una versión maquillada de las propuestas propias del Banco 
Mundial para el agro. Y si la extrema derecha del MAG se en-
frentaba con la orientación de derechas de Hacienda, cuánto más 
se enfrentaría a la intención progresista que inspiraba, quizás de 
manera algo principista, la dirección que Alberto Alderete inten-
taba darle al Indert. No sólo Vera Bejarano no quiere inclinar la 
cerviz a la conducción del Indert que la Cepra suponía para su im-
plementación, sino que directamente, y apoyado por los sectores 
más conservadores del país como los gremios ganaderos y “de la 
producción”, o sea sojeros y la prensa, boicotean la CEPRA. El 
resultado es que el PEES es un listado de buenas intenciones, el 
Sigest opera en la mayor intrascendencia de proyectos micro, en 
tanto la CEPRA directamente no funciona.
Por su lado, Miguel Ángel López Perito, Secretario de la Presi-
dencia de la República, con intenciones políticas no manifestadas 
aún3, quizás presidenciales para el 2013, prepara una pesada arti-
llería de propuestas de desarrollo rural bajo el amparo directo de 
Lugo. Su radio de acción no se restringirá al Gabinete Social, sino 
que se extenderá a la SAS, a cargo también de un controvertido 
incondicional de Lugo, Pablino Cáceres, que poco puede hacer 
para superar las propuestas de la ayuda social focalizada, de neto 
corte neoliberal.
En resumen, se trata de un conjunto de diferencias ideológicas 
de concepción de la cuestión agraria que se expresan tanto en 
animadversiones personales, como bajo la forma de sectarismos 

3 Todavía no se había creado el Movimiento 20 de Abril cuyo principal referente es 
López Perito.
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partidarios que generan obstáculos adicionales (como si hubieran 
hecho falta) a la ejecución de acciones tendientes a la reforma 
agraria y al desarrollo rural.

4.  Principales obstáculos a la Reforma Agraria4

4.1  Obstáculos de carácter político
Analizando estos dos años del gobierno de Lugo, en particular el 
2010, las observaciones realizadas llegan a la constatación de que 
las principales trabas para un cambio en las relaciones sociales 
en el campo paraguayo son de orden político. El país no dejó 
de ser un territorio marcado por la herencia feudal, oligárquica y 
conservadora iniciada con la guerra contra la Triple Alianza. La 
tierra sigue siendo el elemento mediador para la obtención de los 
símbolos de estatus social, de acumulación de riqueza y, en con-
secuencia, de ejercicio del poder político. No es casual que la de-
recha política y el poder real (el económico) se conglomeren para 
la defensa de los intereses latifundistas. De ellos derivan, todavía, 
la hegemonía política y la acumulación capitalista de riquezas.
Una primera forma en que se expresó esa dominación es la misma 
constitución del gabinete de Lugo o, si se mira un poco más atrás 
en el tiempo, en el triunfo electoral de Lugo. No hubiera podido 
ganar solo y de las alianzas surgieron los compromisos. La alian-
za con la derecha marcó la conformación del gabinete. Fue ahí, en 
la heterogeneidad del Poder Ejecutivo, donde se gestaron los pri-
meros obstáculos para la reforma agraria. Tal como se menciona 
más arriba, la proliferación desconexa de iniciativas en los planes 
y programas se convirtió en un verdadero pantano institucional en 
que naufragarían las aspiraciones de cambio.
El MAG no estuvo ni está preparado para acompañar la Reforma 
Agraria, está organizado para apoyar al modelo agroexportador 

4 Los datos de este apartado referido a los Obstáculos para la RA fueron extraídos de 
fuentes periodísticas y de entrevistas realizadas por el autor.
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del empresariado. Lo fue con Vera Bejarano y lo es ahora con 
Enzo Cardozo Jiménez.
El Ministerio de Hacienda, entidad clave para fi nanciar el cambio 
social, es un baluarte de la derecha económica y, siempre que 
pudo, se encargó de obstaculizar el fi nanciamiento de inversiones 
sociales que no fueran de inspiración neoliberal.
La oposición de Alderete al frente del Indert, para aceptar un fon-
do del Banco Mundial destinado a la Reforma Agraria, cuyo pre-
supuesto ya había sido consignado por el ministro de Hacienda al 
mismo Indert, hizo posible la acusación de baja ejecución presu-
puestaria al presidente del Indert5.
Las disidencias entre el Gabinete Social y el MAG, por un lado, 
así como las toscas relaciones mantenidas entre López Perito y 
Alderete, por otro, no hicieron más que hacer naufragar las aspi-
raciones del campesinado y sus organizaciones.
Si bien Alberto Alderete no logró impulsar la reforma agraria y ni 
siquiera avanzar signifi cativamente hacia la misma, el hecho de 
que contara con el apoyo de ciertas organizaciones campesinas, 
molestaba a los sectores más conservadores, quienes lanzaron una 
campaña por su destitución; parte de la campaña fueron, el recor-
te presupuestario, la interpelación a Alderete en el caso Teixeira, 
intervenciones fi scales y judiciales a esta institución. Con su des-
titución, se lograba frenar lo (poco e insufi ciente) que se venía 
intentando implementar desde esta instancia gubernamental.
Si esto ocurría bajo la carpa del mismo Poder Ejecutivo y sus ad-
herentes, es fácil imaginar el tipo de artillería que tenía preparada 
la derecha política. Por cierto, un obstáculo de la mayor importan-
cia fue la obstrucción sistemática del Poder Judicial a las inicia-
tivas de recuperación de tierras y la represión y desalojo de inva-
siones. Cuando se intentó la recuperación de tierras fi scales (con 

5 Por otro lado, se dieron persistentes difi cultades para recibir las transferencias de 
recursos del Ministerio de Hacienda y del MAG. “El Ministerio de Hacienda quiere 
dar la impresión de que consigue recursos para los diferentes sectores, pero  h a y 
difi cultades para disponer a la hora de ejecutar”, según manifestó Alberto Alderete 
en entrevista realizada por el autor en el mes de julio.
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estudios técnicos sobre propiedades que abarcaban más que las 
que estaban en los títulos) empezó una guerra frontal contra el In-
dert desde el Congreso, la UGP, la ARP y la prensa conservadora.
Las escaramuzas no se hicieron esperar: el titular del Indert, Al-
berto Alderete, criticó duramente a los parlamentarios y las parla-
mentarias, al Poder Judicial, a la Fiscalía y a la Policía, a quienes 
acusó de obstaculizar la realización de la Reforma Agraria en el 
país, principalmente para la recuperación de tierras improducti-
vas y malhabidas. Fue precisamente el intento de recuperación 
de estos lotes, lo que le llevó a la interpelación, impulsada por la 
ARP, la UGP y el apoyo de Partido Patria Querida (PPQ)6. Por su 
parte, el Parlamento, abrumadoramente conservador, recortó pre-
supuestos para tierras al mínimo, asfi xiando al Indert. A pesar de 
esto –según entrevista realizada en julio de 2010 a Alderete– “se 
pudo legalizar a 40 asentamientos existentes con la compra de las 
tierras”, manifestó en la entrevista realizada.
Éstas no son sino solo algunas de las difi cultades encontradas para 
implementar el proceso de reforma agraria, que muestran con cla-
ridad la forma como se expresa la barrera política que existe para 
innovar en el sector.

4.2  Obstáculos de carácter legal
Los enfrentamientos y obstáculos interpuestos en el escenario de 
la política no son menores a los que el proceso de la reforma 
agraria encontró en la confusa maraña de la legislación que regula 

6 “Habíamos detectado tierras irregulares en Caaguazú, 17.000 has; se inició el pro-
ceso que fue boicoteado por Héctor Cristaldo [referente de la Unión de Gremios 
de Productores] y la ARP. En Alto Paraná se detectaron 145.000 has irregulares en 
manos de brasileños, tampoco se pudo recuperar por las presiones en las instancias 
judiciales. En San Juan había brasileños que no vivían allí, que tenían entre 15 y 
20 lotes, violando el Estatuto Agrario, pues no eran paraguayos, no residían allí y 
tenían más de un lote. Incluso algunos brasileños me demandaron por usurpación 
de propiedad privada, y para colmo, el fi scal dio lugar a la demanda. Y no existían 
títulos para esos lotes en el INDERT, tenían títulos falsos”, según reveló Alderete en 
la entrevista mencionada anteriormente. Un testimonio –de los varios existentes– de 
cómo la derecha no está dispuesta a negociar un sólo palmo de la tierra dedicada a 
la soja o a la ganadería.
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el sector agrario, confusión que sólo contribuye a que las cosas 
no puedan hacerse de manera legal sin infringir alguna norma 
contradictoria. Baste el dato de que en un país eminentemente 
agrario, no existe un fuero jurisdiccional propio en que puedan 
dirimirse los confl ictos surgidos alrededor de la tenencia de la 
tierra, para darse cuenta que la legislación que se fue construyen-
do históricamente alrededor de la cuestión agraria, fue hecha a 
medida de los intereses oligárquicos.
Los problemas concretos surgidos en el período analizado, se ex-
presaron de diferentes maneras. En efecto, el método de la ex-
propiación es inservible por lo establecido en el Estatuto Agrario 
para considerar a un inmueble como “racionalmente explotado”. 
Esta norma sólo exige un parámetro de productividad del 30%7.
Cuando las tierras ya tienen algún título es más problemático aún, 
porque hay que iniciar un “juicio de nulidad del título” vía judi-
cial, lo cual lleva mucho tiempo. Según testimonio del ex pre-
sidente del Indert, “hasta hoy los jueces y fi scales se prestan al 
juego de los especuladores de la tierra” (idem).
Tampoco ha habido iniciativas para reglamentar el Estatuto Agra-
rio, condición jurídica indispensable para dar algunos pasos hacia 
la reforma agraria.

4.3  Obstáculos de carácter institucional
A la fuerte confrontación política, a los obstáculos con que se 
tropieza judicialmente y a la deliberada propuesta de iniciativas 
planifi cadoras múltiples, debe agregarse la herencia de corrup-
ción, cultura burocrática y zancadillas administrativas internas 
que encontró el cambio de liderazgo político dentro del Indert (y, 
por cierto, también fuera de él).
La promesa de realización del Catastro Nacional, anunciada por 
Lugo en su campaña, continuó en un profundo y deliberado olvi-

7 Mientras que en Brasil es del 80% pagadero con bonos, en Paraguay se exige el 
previo pago al contado.



257

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

do. A la derecha le interesa mantener la mayor confusión posible 
en los lindes de las propiedades8 y en estos dos años no se volvió 
a hablar del tema.
Otro obstáculo interno fue –en general– la desorganización de los 
trabajos emprendidos por el gobierno, lo cual pudo deberse a la 
inexperiencia en el poder, o directamente a la incompetencia de 
muchos funcionarios y funcionarias puestos/as en cargos que “les 
quedaban grandes”. 
Un factor de importancia decisiva es, según el decir del propio ex 
titular del ente, “El INDERT está infi cionado de punta a punta por 
la corrupción” (idem). Además –siempre según testimonio de la 
misma fuente– “cuenta con un personal con una cultura burocráti-
ca tremenda y opuesta a los cambios” (idem). Los problemas por 
pujas de poder interno dentro del ente se sucedieron sin pausa, 
debido –entre otras cosas– a los relevos impuestos por el mismo 
Alderete9, quien además señaló “al entrar al INDERT se logró 
cambiar las direcciones departamentales y las gerencias princi-
pales. Se logró la reducción al mínimo de la famosa reventa de 
derecheras, incluso antes había escribanos que legalizaban esto, 
y ahora ya no lo hacen, o se cuidan mucho de hacerlo”. Puede 
verse cómo cualquier cambio en esa cultura burocrática produce 
reacciones en los grupos internos de poder enquistados a lo largo 
de varias administraciones.
Por otro lado, no todas las instituciones se comprometieron con 
la Cepra. Así por ejemplo, el MAG aportó poco, pareciera que 
no tenía interés por este programa, dado que el MAG tiene un 
modelo distinto a la agricultura familiar campesina, consistente 
en entregar cheques a comités de productores y productoras. Eso 

8 Debe reconocerse sin embargo, el encomiable esfuerzo hecho por la CIZOSEF, en el 
Ministerio de Defensa Nacional, para ubicar las propiedades en los 50 km del límite 
territorial, considerado de seguridad fronteriza.

9 En octubre de 2009 por ejemplo, unos 50 funcionarios del Indert se manifestaron 
en contra de su titular, Alberto Alderete y anunciaron que seguirían protestando una 
vez por semana. Los mismos denunciaron a Alderete por mantener un mal manejo 
administrativo en forma arbitraria para la creación de un “Ministerio de la Reforma 
Agraria” y también por haber iniciado una campaña de persecución gremial contra 
el grupo (ABC Color, 2/10/09 “Sindicalistas del INDERT cuestionan a su jefe).
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no es agricultura familiar campesina; eso es una caricatura de la 
agricultura familiar campesina, dada la insustentabilidad y la de-
pendencia que la misma genera. Esto podría cambiar durante el 
2011, a partir de la iniciativa del vice ministerio de Agricultura a 
cargo de Andrés Wherle, dado su mayor conocimiento y afi nidad 
con el funcionamiento de la sociedad campesina.
Por lo tanto, los dos ejes centrales de la reforma agraria, acceso a 
la tierra y asistencia, tuvieron un desarrollo dispar: el primero no 
avanzó nada, tuvo demasiadas limitaciones, y el segundo, avanzó 
un poco más, se consiguió asistencia técnica para volver sosteni-
ble la agricultura, pero tampoco en el nivel deseado. Esto se debió 
a que, de parte de los sectores conservadores del Parlamento, eli-
minaron a CEPRA del Indert (pese a los recursos que tiene, por-
que cuenta con los que pagan las personas benefi ciarias). También 
fue eliminado por el Parlamento, el pequeño recurso que estaba 
previsto para ser utilizado para garantizar reuniones en las bases 
en los departamentos, orientadas a coordinar acciones, establecer 
planes, reunirse mensualmente para hacer evaluaciones sobre la 
marcha del proceso con las distintas instituciones, también para 
adquirir móviles, combustible, viáticos para el funcionariado. En 
síntesis, el Parlamento excluyó del presupuesto a Cepra. Como 
consecuencia, tuvo un impacto ínfi mo, si bien logró mantener re-
uniones quincenales con los ministerios, instalar en sus estructu-
ras organizativas un programa pequeño especial de Cepra, pero 
no fue posible avanzar mucho más debido, como se dijo, a su 
escaso presupuesto.

4.4  Obstáculos de carácter económico y fi nanciero
No caben dudas acerca de la existencia de una gran cantidad de 
difi cultades económicas que el gobierno debió afrontar en térmi-
nos generales por el pertinaz boicot que sobre temas presupuesta-
rios y fi nancieros ejerció el Parlamento; durante el año, fueron las 
políticas sociales las más afectadas por esta actitud corporativa de 
la oposición. Pero tampoco es menos cierto que la política econó-
mica del gobierno, al ceñirse estrictamente a las recomendacio-
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nes emanadas del Fondo Monetario Internacional (FMI) y otros 
organismos fi nancieros multilaterales10, no hizo sino adoptar una 
posición defensiva ante los desafíos que exigía una nueva con-
ducción económica.
En materia de reforma agraria y desarrollo rural los obstáculos 
específi cos fueron varios:

• Para personas conocedoras del tema, hoy la única forma via-
ble de acceso a la tierra para la reforma agraria es la compra a 
precios de mercado, a través de una licitación pública en que 
interviene la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas 
(DNCP), procedimiento no sólo engorroso administrativa-
mente, sino imposible presupuestariamente.

• A su vez, la compra directa de tierras solo se puede dar en 
ocupaciones o asentamientos que tienen más de 8 años y cuyo 
dueño haya perdido la esperanza de recuperar y quiera vender. 
La licitación no es adecuada, nadie quiere vender su tierra por 
el valor que la ha adquirido. En algunas licitaciones no se pre-
sentó nadie y se declararon desiertas. No se quiere vender al 
Estado porque paga poco, y además los dueños y las dueñas 
oferentes tienen que estar al día en el pago de sus impuestos 
y otros gastos administrativos. Prefi eren vender a cualquier 
persona extranjera que paga mucho más.

• El Indert adolece, aunque ya desde hace mucho tiempo, de fal-
ta de recursos para movilidad. Para la compra de tierras prime-
ro debe tasarlas, acto a cargo del Departamento de Tasaciones 
del Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones (MOPC), 
el cual durante un largo período estuvo intervenido por irregu-
laridades en tasaciones para la SAS (hasta julio de 2009).

10 Como fi nanciar défi cits contratando más deuda externa, o negándose a echar mano 
de las crecientes reservas internacionales, o manteniendo altas las tasas de interés, o 
negándose a intervenir en el sistema fi nanciero local y otras.
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• Cuando se crea la Cepra, no se le asignan fondos especiales, 
sino que debe operar con los presupuestados en cada institu-
ción que la integran. Ése fue un problema, porque las diferen-
tes reparticiones de gobierno no tenían rubros para los asen-
tamientos. Algunas de ellas hicieron grandes esfuerzos para 
colaborar con la Cepra, principalmente el Ministerio de Salud 
Pública y Bienestar Social (MSPBS), el Servicio Nacional de 
Saneamiento Ambiental (Senasa), el Servicio Nacional de Ca-
lidad y Sanidad Vegetal y de Semillas (Senave), durante la 
administración de Luis Llano, el MOPC, la Administración 
Nacional de Electricidad (ANDE) y el Crédito Agrícola de 
Habilitación (CAH), pero otras simplemente no lo hicieron, 
porque no tenían fondos o voluntad.

• Los obstáculos fi nancieros se vuelven más difíciles de remon-
tar si se considera que el Ministerio de Hacienda sólo transfi e-
re el 5% del 80% del Impuesto a la Renta de las Actividades 
Agropecuarias (Imagro) que por ley debe transferir al Fondo 
de Inversiones Rurales para el Desarrollo Sostenible (Fides), 
dependiente del Indert. De esta manera el Fides, que tiene a su 
cargo la compra de tierras y la realización de obras de infra-
estructura, no cuenta con fondos para encarar debidamente la 
reforma agraria.

• El Senado modifi có en parte el destino de un crédito de US$ 
100 millones del Banco Mundial, recortando US$ 20 millones 
del Indert, destinados a la compra de tierras para la reforma 
agraria.

4.5  Difi cultades de orden social
Sólo se apuntan dos de ellas, que han sido de crucial importancia 
para dejar abandonada la bandera de la reforma agraria por parte 
del nuevo gobierno:
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• La falta de unidad en las organizaciones de quienes hubieran 
sido los principales benefi ciarios de un programa de reforma 
agraria y desarrollo rural: el campesinado.

• Las disidencias tempranamente manifestadas entre organiza-
ciones campesinas restaron fuerza y capacidad de negocia-
ción. En consecuencia, hubo muy bajo acompañamiento de 
las organizaciones campesinas y de la sociedad civil a las tí-
midas acciones que, en un momento, intentó el gobierno.

5.  Recomendaciones
Las recomendaciones de carácter técnico carecen al momento, de 
importancia en cuanto a su viabilidad, hasta que el gobierno no 
asuma una decisión política de dar los primeros pasos hacia la 
desconcentración de la tierra, la reforma agraria y el desarrollo 
rural. Sin esta decisión, cualquier recomendación sería inútil.
Se reconoce el papel que en esta dirección juega el Congreso, 
constituido mayoritariamente por personas vinculadas a los inte-
reses latifundistas y de las empresas agroexportadoras. No obs-
tante, hay acciones que pueden implementarse independiente-
mente del Congreso.
Una de ellas y quizás por el momento la única, que tendería a 
paliar en algo la creciente pobreza rural, es potenciar programas y 
proyectos que manejan diferentes reparticiones gubernamentales, 
fi nanciándolos debidamente, en especial el MAG, sobre todo en 
el Vice Ministerio de Agricultura, el principal de cuyos progra-
mas es el Programa Nacional de Producción de Alimentos.
El Gabinete Social, la SAS y el Indert se encuentran también de-
sarrollando programas que podrían redundar en benefi cio de esa 
creciente masa de campesinos y campesinas sin tierra y de aque-
llos y aquellas que poseen menos de 20 ha que van camino a la 
descampesinización.
Es importante que todos estos programas y proyectos guberna-
mentales contemplen la especial discriminación de las mujeres 
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campesinas en cuanto a su acceso a la tierra, título de propiedad, 
créditos agrícolas, educación, participación en las organizaciones 
campesinas, que tengan en cuenta su tradicional rol reproductivo 
y la violencia de género a que están expuestas.
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“Quien controla los alimentos, controla a la gente; 
quien controla la energía, controla los continentes; 

quien controla el dinero, controla el mundo”.
Henry Kissinger

La mayoría de la gente en nuestro país no sabe que la alimenta-
ción es un derecho, es un derecho de cada persona que debe ser 
garantizado por las instituciones del Estado y por los gobiernos 
de turno. La Constitución Nacional de 1992 y varios tratados in-
ternacionales de derechos humanos que forman parte del ordena-
miento jurídico paraguayo, por haber sido ratifi cados por el Esta-
do, consagran este derecho.

¿Por qué entonces el veintitantos por ciento de la población para-
guaya pasa hambre? ¿No es esto una violación a la Constitución? 
¿O la Constitución sólo se viola cuando se tocan los intereses de 
los politiqueros y empresarios? Al parecer sólo algunos tienen 
derechos y los demás…

El control sobre los alimentos: una 
cuestión básicamente política*



266

Tomás Palau Viladesau

El tema de la producción de alimentos, del acceso que tiene la 
mayoría de la gente a ellos, el precio de los mismos (harina, maíz, 
azúcar, carne, etc.) aumenta permanentemente y cada vez hay 
más gente con hambre (y con desnutrición y con más enfermeda-
des a causa de ella). Esto no pasa sólo acá, está pasando en todos 
los países1. ¿Por qué ocurre esto si la producción de alimentos 
acompaña al crecimiento de la población mundial?2

• Por la forma como está estructurada la producción mundial de 
alimentos. El agronegocio. Hoy en día para que un alimento 
llegue desde del productor al consumidor pasa por un circuito 
controlado por grandes empresas multinacionales monopóli-
cas que hacen grandes negocios en los cuatro eslabones prin-
cipales de ese circuito. El primero de esos eslabones es el de la 
provisión de insumos (semillas, insecticidas y otros biocidas, 
fertilizantes, combustibles, tractores y otros) proveídos en su 
casi totalidad por corporaciones multinacionales. El segundo 
eslabón es el de la agroexportación o comercialización inter-
nacional (en nuestro país operan cuatro multinacionales que 
controlan el 75% de toda la exportación de granos). El ter-
cer eslabón es el de las empresas procesadoras de alimentos 
(como Unilever, Nestle, Coca Cola, Pepsico, Parmalat, Arcor 
y muchas otras), eslabón cada vez más controlado por multi-
nacionales. Y fi nalmente, y último eslabón, el de las distribui-

1 “Entre 2010 y 2011, los precios de los alimentos han batido récords siete meses 
consecutivos () asimismo, los incrementos en los precios de los productos básicos 
se han convertido en un factor desestabilizador de la economía mundial, y que han 
provocado tensiones y disturbios en varios países en desarrollo y, más recientemen-
te, en Argelia, Túnez y Egipto”. Así lo aseguraba el Parlamento Europeo en una 
resolución aprobada el 17 de febrero, añadiendo que “…los altos precios de los 
alimentos sumen a millones de personas en la inseguridad alimentaria y amena-
zan la seguridad alimentaria mundial a largo plazo”. http://www.europarl.europa.
eu/RegData/seance_pleniere/textes_ adoptes/provisoire/2011/02-17/0071/P7_TA-
PROV%282011%290071_ES.pdf En: http://www.elparquedelashamacas. org/html/
verbo.html.

2 Boix, Vicente (2011). “Otra crisis alimentaria y al ‘Dios Mercado”’ no hay quien 
le tosa”. http://www.efeverde.com/contenidos/blogueros/la-blogosfera-de-efeverde/
la-vozdel-experto/otra-crisis-alimentaria-y-al-dios-mercado-nohay-quien-le-tosa.
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doras minoristas de alimentos; grandes hiper y supermercados 
que controlan una creciente porción de la venta de alimentos. 
Este sistema, el del agronegocio, muy concentrado y domi-
nante es ávido de ganancias crecientes y controla los precios 
en todos los eslabones.

• Por la especulación internacional de los precios. Debido a la 
debilidad (o volatilidad) del dólar, a la inestabilidad de las 
bolsas de valores, a las bajas tasas de interés de los bonos del 
tesoro (principalmente norteamericanos y a su vez nominados 
en dólares) y a otros factores, los inversores, desde hace tiem-
po, prefi eren invertir en “activos”, o sea en cosas tangibles: 
tierra, metales, petróleo y materias primas agrícolas, esto lleva 
a una carrera por comprar cosechas a futuro3. Lo mismo hacen 
muchos bancos; invierten sus capitales volátiles en mercan-
cías agrícolas, para protegerse de la crisis general.

• Por la producción agrícola de agrocombustibles (etanol y 
agrodiésel), que tiene sus precios basados en el petróleo, lo 
cual termina empujando la tasa media de ganancia en la agri-
cultura hacia arriba. O sea, suben los precios de los cultivos 
que producen alcohol y diesel4.

• Por el elevado costo de transformar millones de toneladas de 
cereales en proteína animal. O sea, las élites, los consumi-
dores y países ricos, demandan cada vez más carnes, y por 
eso parte de la producción de vegetales (que es el caso de la 
expansión del cultivo de soja transgénica en nuestro país), que 
podría ser consumida por la población, va para la producción 
de los animales (que es el caso clarísimo en nuestro país en el 

3 Por ejemplo, se compra a precio de hoy (2011) y se vende en el 2013 al precio que 
esté en esa fecha, que por efecto de la especulación siempre será mucho más alto y 
se hacen superganancias especulativas.

4 Las razones siguientes han sido tomadas del artículo “Por qué sube el precio de los ali-
mentos” http://alfacentauro.info/2011/02/27/%c2%bfpor-que-suben-los-alimentos/.
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que las grandes haciendas ganaderas ocupan crecientes exten-
siones de tierra).

• Por las privatizaciones de los servicios públicos para la agri-
cultura, que los transfi eren al control de las empresas multina-
cionales. Los silos del Ministerio de Agricultura y Ganadería 
por ejemplo fueron vendidos al mejor postor, la asistencia téc-
nica fue tercerizada, se abandonó la investigación en semillas 
y ahora se compra de multinacionales extranjeras y así… va-
rios ejemplos.

• Por la vigencia de legislaciones ambientales de sanidad y cer-
tifi cados de patentes, implementados en el periodo de los go-
biernos neoliberales (como lo fueron los de Rodríguez, Was-
mosy, Cubas, Duarte Frutos y Lugo) para favorecer el control 
oligopólico de algunas empresas, lo cual les da poder para 
imponer precios (el caso de las regalías que la Monsanto co-
bra a los productores de soja, las variedades de semillas que 
imponen, etc.).

• Por la regla general impuesta por la Organización Mundial del 
Comercio (OMC) a partir de 1994, que transformó los alimen-
tos en meras mercancías, que deben ser reguladas sólo por el 
mercado. O sea, que los países deben adaptarse a sus disposi-
ciones que considera a los alimentos como artículos sujetos a 
la legislación comercial impuesta de manera general.

• Por la introducción de la propiedad privada de las semillas 
transgénicas que impuso una nueva matriz tecnológica con 
costos de producción mayores y en benefi cio de las mismas 
empresas que controlan el comercio, las semillas y los insu-
mos agrícolas. Semillas que vienen acompañadas de un pa-
quete tecnológico (en particular herbicidas especiales) que 
encarecen signifi cativamente los costos de producción.
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• Porque los precios de los alimentos se internacionalizaron. 
Los parámetros de producción y de los precios no son más el 
costo real de producción de alimentos en cada país, sino que 
se establece un precio medio mundial, controlado por las em-
presas. Como la cadena del agronegocio está tan concentrada, 
esos precios se fi jan a voluntad y están en condiciones hasta 
de fi jar “precios sugeridos”, como ocurrió con el caso de la 
“Casa Grutter” hace pocos meses.

Además de todo lo anterior, deben considerarse otros aspectos; la 
insalubridad de lo que se come dado el alto nivel de contamina-
ción de los alimentos con pesticidas, metales pesados, modifi ca-
ción transgénica; la dependencia de la agricultura del agronegocio 
con respecto al petróleo5 hace que la correlación entre el precio de 
éste y los alimentos sea muy alta; otro tema es la padronización, 
igualación, de las dietas en todo el mundo (lo que se llamó la 
macdonalización alimentaria): todos comemos hamburguesas y 
tomamos colas; cuál será el futuro de las sociedades campesinas 
si se les usurpa su rol de productoras de alimentos, en fi n, abordar 
el tema alimentario como lo hacemos en este número de Acción 
es abordar un tema que está en la base misma de nuestra cultura y 
de nuestra existencia como nación.

…y tenemos que anticipar con el mayor detalle posible un futuro 
que ya está entre nosotros, un futuro para nada promisorio si las 
políticas públicas no lo toman en cuenta, si la gente, nosotros, no 
tomamos conciencia de que el alimento es la energía que mueve 
a los seres humanos6.

5 Un mundo sin petróleo amenaza nuestra posibilidad de acceder a los alimentos. Para 
muestra un dato: El 17% de la energía consumida en el mundo se utiliza en la pro-
ducción, distribución y suministro de productos agrícolas. Este porcentaje se divide 
de la siguiente manera: 4% a la producción; 5% al procesamiento; 8% al transporte y 
distribución desde la granja hasta los supermercados. Beyond Oil, J. Gever, Univer-
sity of Colorado, 1991, pág. 172. En: http://www.rebelion.org/noticia.php?id=57390.

6 Charles Hugh Smith (2011). Beyond the False Dawn: Global Crisis 2020-2022. http://
www.benzinga.com/11/02/ 873673/beyond-the-false-dawn-global-crisis-2020-2022.
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Se habla mucho de “modelos” pero se dice poco de lo que es un 
modelo, de lo que se entiende por la palabra o el concepto de 
modelo. El mapa de un país es un modelo, o el plano de una casa. 
O sea, es la simplifi cación de una realidad en la que se presentan 
sólo sus elementos constitutivos más relevantes, no sus detalles. 
Cuando por ejemplo se habla de tal o cual modelo económico se 
alude a lo que caracteriza el funcionamiento de la economía de 
un determinado país: su producción principal puede ser agríco-
la, industrial, orientada al mercado interno o a las exportaciones. 
Para que un modelo económico funcione se requiere del concurso 
de una buena cantidad de actores que lo implementen: políticas 
públicas elaboradas por funcionarios, instituciones como el par-
lamento o la justicia conformados por políticos que defi enden el 
modelo, por determinados grupos de productores que lo imple-
mentan, por empresas, etc.

En el caso paraguayo, todos estos actores que implementan el 
modelo agroexportador del agronegocio juegan un rol gravitante 
en la implementación de un sistema productivo que está empo-

Los actores del modelo: gremios y 
empresarios bien alineados*
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breciendo rápidamente al país por varias vías: la ocupación de 
grandes extensiones de tierra, la mecanización expulsora de mano 
de obra, la emigración del campo a la ciudad, la deforestación, 
la contaminación del suelo y el agua y varios otros mecanismos. 
Entre esos actores llama la atención, la agresividad política y la 
desmesurada apetencia de lucro económico de quienes genérica-
mente se autodenominaron los “gremios de la producción”1.

Puede afi rmarse que la mayoría de los “viejos” gremios (los hay 
nuevos) son los responsables de haber edifi cado y consolidado 
una casi omnipotente oligarquía de base agraria que ha mante-
nido al país –hasta ahora– fuera del proceso de industrialización 
sustitutiva, modelo que fue característico de buena parte de los 
países sudamericanos durante las primeras seis décadas del siglo 
pasado. De ser exportador de carne, madera y yerba mate has-
ta los años 50, pasó a ser exportador de carne, algodón y soja 
posteriormente. O sea, el país se mantiene desde la Guerra de la 
Triple Alianza desarrollando un modelo primario exportador. La 
industria aporta, desde que hay censos económicos, entre 14% y 
16% del PIB. Pueden haber cambiado los rubros pero los actores 
responsables del dolor paraguayo (al decir de Rafael Barret) si-
guen agrupados en los mismos tipos de gremios.

El carácter expoliador de los mismos encontró un medio propi-
cio de expansión con la dictadura de Alfredo Stroessner que fue 
sostenida y extendida en gran parte por la alianza entre la élite 
político militar y actores privilegiados del sector privado. En esta 
época entraron a fortalecerse los llamados gremios empresariales, 
que brindaron una fuerte base de sostenimiento a la dictadura des-
de el sector privado, especialmente aquellos vinculados a las con-
trataciones públicas. Estos oportunos aliados eran benefi ciados a 

1 La información aquí contenida fue extraída principalmente de los artículos de Ar-
moa, Miguel (2011) El presidente de la Feprinco se habría enriquecido en negocios 
con la dictadura, en E’A, Julio 1, y La historia prohibida de los gremios de la pro-
ducción: UIP, FEPRINCO y ARP, en E’A, Julio 22.
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través del Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones, que 
mantenía una clientela de consorcios y empresas de amigos que 
eran adjudicados en todas las licitaciones con obras sobrefactura-
das para dejar importantes benefi cios. Pero estos actores no fue-
ron los únicos. Aníbal Miranda2 por su parte afi rma que también 
la UIP, FEPRINCO, la ARP, la Cámara Paraguaya de Bancos y la 
Cámara de Importadores se vieron benefi ciados con franquicias y 
exenciones para juntar y mover libremente el capital doméstico3. 
Esta relación de los gremios empresariales con el poder no se de-
tuvo con la caída de la dictadura. Su infl uencia, poder y benefi cios 
continuaron en las siguientes décadas.

Una nota especial merece la ARP, creada sobre las ruinas y des-
pojos de la Triple Alianza en 1885 por ganaderos que ocuparon, 
merced a las dádivas de los gobiernos de ocupación y la recien-
temente emitida Ley de Tierras Públicas de octubre de 1883 pro-
mulgada por Bernardino Caballero, inconmensurables extensio-
nes del territorio paraguayo. Dice Armoa que con el correr del 
tiempo la misma fue integrada por antiguos y nuevos hacenda-
dos y ganaderos benefi ciados por el stronismo, siendo un soporte 
fundamental para la dictadura. Se dieron protección mutua, pues 
gran parte de los agremiados acapararon grandes extensiones de 
tierra ilegítimamente a través del IBR.

Mediante y en gratitud a esto, los miembros de la ARP constru-
yeron un gremio poderoso que apoyó las políticas del gobierno. 
A través de ellos, la dictadura mantuvo control sobre la población 
en las zonas de infl uencia de sus estancias y enclaves pecuarios. 
El poder de los asociados a este gremio está dado tanto por la 

2 Miranda, A. (2001) Crimen organizado en Paraguay, Asunción, Miranda y Asociados.
3 Miranda dice en esa obra textualmente lo siguiente: “A los nucleados en la UIP, 

FEPRINCO, ARP, Cámara Paraguaya de Bancos, Cámara de Importadores y otras 
similares le tocó franquicias y exenciones para juntar y mover libremente el capital 
doméstico…”.
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tierra que poseen4, como por el ganado en sí mismo y la cantidad 
de dinero que mueven anualmente. Su poder se ha potenciado 
durante las últimas décadas por el sostenido incremento de los 
precios internacionales de la carne y su vinculación a frigorífi cos/
exportadores. Un dato poco conocido y de alto interés para el con-
sumidor nacional atendiendo el sostenido incremento del precio 
interno de la carne: en 2008 (que es el último año del que se tiene 
datos) de 1.149.338 de cabezas que fueron faenadas, 1.022.911, o 
sea el 89% fueron exportadas y sólo el 11% o sea, 131.099 cabe-
zas vendidas en el mercado interno. Es lógico que internamente 
los precios se disparen. Este comportamiento despreciativo hacia 
el abastecimiento interno, y la complicidad gubernamental para 
regular estas prácticas, muestran, entre varias otras cosas5, el ca-
rácter eminentemente depredador del gremio y su enorme contri-
bución al “modelo” agroexportador.

Como se mencionó, el sector industrial paraguayo participa poco, 
o casi nada en el “modelo” de crecimiento impuesto por el gobier-
no mundial de las multinacionales para la sub región del cono sur 
sudamericano. A pesar de ser uno de los dos gremios empresaria-
les más antiguos del país, a la UIP, creada en 1936 en pleno perío-
do contradictorio y efervescente de la revolución de febrero, le ha 
tocado históricamente un papel secundario en la defi nición de las 

4 Una estimación gruesa dada por un técnico de una conocida ONG conservacionista 
internacional habla de que sus socios detentan 10 de las 15 millones de hectáreas de 
la región Oriental del país.

5 Armoa (2011) cita por ejemplo el caso de “un reconocido integrante de la Asocia-
ción Rural del Paraguay, quien presidió el gremio por varios años, José Ignacio 
Bobadilla Barudi, alias “Yiyo”. Según fi gura en el informe de la Comisión de Verdad 
y Justicia, el ganadero, pese a no ser campesino sin tierra y por lo tanto no benefi -
ciario de la Reforma Agraria, percibió en 1967 unas 2.691 hectáreas en el distrito de 
Presidente Hayes, del departamento con el mismo nombre. Título número 56.675. 
Durante el gobierno de Luis Ángel González Macchi, volvió a percibir unas 4.320 
hectáreas en el distrito de Mariscal Estigarribia, departamento de Boquerón. Finca 
número 21.089, título número 191.947. El ex presidente de la Rural también fue 
benefi ciario de los insólitos créditos realizados por el Instituto de Previsión Social 
(IPS) entre 1993 y 1998. El ente realizaba por entonces préstamos como si fuera un 
banco de plaza, supuestamente para reactivar la economía. Yiyo Bobadilla percibió 
5.500 millones de guaraníes de crédito durante el gobierno de Juan Carlos Wasmosy.
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políticas económicas nacionales, así como a la AIP, un desprendi-
miento de la UIP cuyo líder, Arturo Jara Avelli intentó tomar una 
posición de defensa del proceso de industrialización nacional.

La FEPRINCO, Federación de la Producción, la Industria y el 
Comercio fue fundada por acuerdo del Primer Congreso de 
Entidades Económicas del Paraguay que se reuniera en Asun-
ción, los días 18 y 21 de abril de 1951. Al poco tiempo, al asumir 
Stroessner, este gremio se supedita totalmente a las consignas po-
líticas emanadas del dictador. Su historia y la de algunos de sus 
Presidentes están estrechamente vinculadas a la corrupción y al 
enriquecimiento por vías poco legales de muchos de sus integran-
tes6. Si bien esto no desmerita integralmente al gremio al menos 
muestra su acrítica adscripción a un “modelo” económico que no 
ha signifi cado progreso alguno para el país.

Por otra parte, la migración brasilera se inicia a fi nes de los años 
60. El cultivo de la soja empieza a expandirse a partir del año 
1973, cuando habían 137 mil hectáreas sembradas, y en 1980 al-
canza las 400 mil has. A comienzos de ese año se funda CAPE-
CO, (que maneja el sistema soja-trigo-maíz-girasol) y aglutina a 
los empresarios que posteriormente serán los actores encargados 
(junto a los ganaderos de la ARP) de dirigir el funcionamiento del 
agronegocio en el país, conjuntamente con gremios como la CAP, 
APS y otros, que establecieron fuertes vínculos con las empresas 
proveedoras de insumos para los rubros genéticamente modifi ca-

6 Como muestra un ejemplo: según Armoa (2011) “Eduardo Felippo, presidente de la 
Federación durante Stroessner integraba el directorio de la fi rma Trafopar, socia de 
la consultora ETIC, que monopolizó por muchos años los servicios de consultoría en 
Yacyretá y tenía como socios a integrantes de Electropar. Los principales directivos 
de ETIC eran Jorge Prieto Conti, socio de Emprendimientos, de Electropar y de 
Electromon, además de alto funcionario de la ANDE cuando se fi rmó el tratado de 
Itaipú. Además, Felippo fue miembro del directorio de la Cervecería Internacional 
SA, aquella aventura empresarial que se gestó bajo el gobierno de Wasmosy. En tal 
carácter, siendo amigo del presidente de la República, obtuvo un crédito sin condi-
ciones por 15.000.000.000 de guaraníes. Una vez agotado el dinero de los asegura-
dos, mal invertidos y despilfarrados, la cervecería quebró e IPS recuperó apenas los 
despojos de una de las tantas estafas contra el Instituto.
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dos (Monsanto, Nidera, Syngenta) y con las empresas encargadas 
de la agroexportación (Cargill, ADM, Bunge, Dreyfus).

En abril de 2005 titulares de varias asociaciones, coordinadoras 
y gremios empresariales dieron lugar a la creación de la UGP 
integrado por las siguientes entidades: Asociación de Productores 
de Semillas del Paraguay (APROSEMP), Asociación de Produc-
tores de Soja, Cereales y Oleaginosas del Paraguay (APS), ARP, 
Cámara de Fitosanitarios y Fertilizantes (CAFYF), Coordinado-
ra Agrícola del Paraguay (CAP), Cámara Paraguaya de Sanidad 
Agropecuaria(CAPASAGRO), Cámara Paraguaya de la Stevia 
(CAPASTE), Cámara Paraguaya de Exportadores de Cereales y 
Oleaginosas (CAPECO), Cámara Paraguaya de la Carne (CPC), 
Federación de Cooperativas de Producción Ltda. (FECOPROD), 
Federación Paraguaya de Madereros (FEPAMA), Sociedad Na-
cional de Agricultura (SNA), Centro Azucarero Paraguayo (CAP), 
y la Cámara Paraguaya de Exportadores de Sésamo (CAPEXE). 
Estas 14 nucleaciones empresariales reúnen a los principales ac-
tores que producen para el agronegocio en el país7.

Estos “gremios de la producción” desarrollaron durante los úl-
timos años no sólo una ofensiva en cuanto a su presencia acti-
va (y destructiva del ambiente y de las condiciones de vida de 
poblaciones indígenas y campesinas) en el sector rural, sino una 
campaña de obstrucción de las iniciativas gubernamentales para 
implementar los intentos de reforma agraria, por sí o a través de 
sus numerosos representantes en el parlamento, el poder judicial, 
el ministerio público e incluso de algunos ministerios del Ejecuti-
vo. Son los más genuinos representantes del capital multinacional 
en el sector agrario y responsables de un “modelo” que nos volvió 

7 Aunque según el portal de la UGP faltan algunas de relevancia como; la Asociación 
de Productores de Aceites Vegetales, la Cámara Paraguaya de Molineros (cuyo Pre-
sidente, Andrés Trociuk Levko es un importante empresario), la Cámara Paraguaya 
de Industriales Lácteos, la Cámara Algodonera del Paraguay (CADELPA), entre 
otras.
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a los paraguayos y las paraguayas, más pobres, más desiguales, 
más aislados de nuestros vecinos y en consecuencia con menos 
posibilidades de una recuperación nacional. El gobierno de Lugo 
se ha mostrado débil a la hora de plantear e impulsar políticas 
transformadoras para el desarrollo económico, como las necesa-
rias para mejorar la situación fi scal y agraria, y ante esas vacila-
ciones los gremios patronales han sido intransigentes y agresivos 
en la defensa de sus intereses y privilegios.

Estos actores principales del modelo se han constituido en un 
muy efectivo y pesado ancla para la conservación del contradicto-
rio modelo económico del Paraguay, generador de riquezas para 
el pequeño sector que concentra los medios de producción, así 
como de la marginación y precariedad de las mayorías sociales 
del país.
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Del Paraguay migran, principalmente, gente muy joven. Según estudios del 
año 2002-2003, el 48,6% de los migrantes paraguayos que viven en Buenos 
Aires tienen entre 15 y 24 años. Y si se toma las edades menores a 35 años, 
el porcentaje total trepa al 96%, solo en Buenos Aires. Al Paraguay esto le 
afecta muchísimo, ya que educa a su gente para que luego esa fuerza joven 
sea expulsada del país. Paraguay produce una fuerza laboral que luego no 

utiliza. El 80% de los paraguayos en la Argentina llega en la edad más pro-
ductiva de su vida: de 15 a 44 años. 

Gerardo Halpern

En el año 2007 realizamos un estudio1 en diferentes zonas rurales 
del país para medir el impacto del avance del monocultivo de soja 
en las comunidades campesinas, ahí se encontró que de las 144 
familias consultadas, el 81% de ellas no tenía ningún miembro 
que pensara migrar y que no existía relación estadística entre el 
tamaño familiar y la propensión a migrar de sus integrantes (ex-

1 Palau, T. y otros (2007) Los refugiados del modelo agroexportador Asunción, Base. 
Investigaciones Sociales.

Juventud y migración, breve 
recuento del problema*
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cepto en las de más de ocho integrantes). Qué nos está diciendo 
este dato?

En primer lugar nos dice que los y las paraguayas del campo NO 
quieren migrar, por deducción concluimos que los que migran 
(situación que obviamente afecta a más del 19% de las familias 
rurales) lo hacen forzados por las circunstancias. Estamos enton-
ces ante un fenómeno de expulsión y no de atracción migratoria 
para aprovechar oportunidades laborales que puedan existir en los 
lugares de destino. En segundo lugar, el hecho que la propensión 
a migrar no aumente con el tamaño del grupo familiar nos indica 
que –en este caso los y las jóvenes que son las que más salen a 
rebuscarse– preferirían seguir al lado de sus antecesores, recrean-
do la cultura familiar y comunitaria. Este dato no es menor al 
analizar la problemática de la migración juvenil; saben, intuyen 
que lejos de la familia no la van a pasar tan bien como estando 
cerca de ella.

En ese mismo estudio, analizamos la situación de 111 migran-
tes que fueron encuestados en sus lugares de destino (la mayoría 
a CDE, Asunción, otras ciudades paraguayas) y les hicimos una 
pregunta muy simple, ¿qué percepción tenían de su situación aho-
ra en comparación a cómo estaban antes de migrar?. Un 43% dijo 
que estaban mejor o mucho mejor, un 34% dijo que estaba peor o 
mucho peor y un 23% dijo que estaba igual. Como puede verse, 
para un 57% de los que migraron la migración no le mejoró su 
situación o la empeoró. El 85,6% tenía 25 años o menos al mo-
mento de la consulta.

Debe considerarse al respecto que, no obstante la considerable 
proporción de población joven paraguaya nacida en el campo en 
las dos décadas pasadas, también Paraguay se acopla al patrón 



279

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

regional de vaciamiento juvenil2. En nuestro caso, además de los 
diferentes fl ujos y ciclos migratorios con destinos urbanos inter-
nos, y al exterior en búsqueda de puestos de trabajo, es preciso 
considerar los desplazamientos forzosos de jóvenes y familias 
campesinas enteras que se vienen produciendo como consecuen-
cia del avance de los monocultivos transgénicos y la ganadería 
extensiva, actividades que requieren muy poca mano de obra y 
van acoplando los predios más pequeños, contaminan con sus 
agroquímicos a los cultivos campesinos y a las mismas comuni-
dades.

En otro estudio del que se participó institucionalmente3 un joven 
participante de uno de los tantos grupos focales del trabajo expre-
saba textualmente: “la migración impone a los jóvenes, tanto ur-
banos como rurales, roles de adultos ya sea a los que se van como 
a los que se quedan y se intensifi ca así la exigencia de la sociedad 
por ser adultos cada vez más temprano. La exigencia (el resalta-
do es mío) de migrar es mucho mayor para las personas jóvenes 
que viven en el campo, ya que, como se explicaba, numerosas y 
grandes difi cultades para trabajar en la agricultura…la migración 
es desafi ante, enriquecedora, emocionante, pero al mismo tiempo 
exige que se deje atrás a la familia, a los amigos, a la propia cul-
tura, con todo el peso emotivo que esto comporta” (40).

Migración juvenil forzada que no necesariamente mejora las con-
diciones de vida de los que tomaron el camino de la separación 
familiar. Esta es una parte del drama del desarraigo de la juventud 
rural paraguaya, pero hay varios otros problemas…

2 “Para el año 2025 los jóvenes rurales serán un porcentaje menor del total de la po-
blación rural, a causa del envejecimiento prematuro del campo debido, entre otros 
factores, a la mayor propensión a migrar de los jóvenes”. (CEPAL/OIJ; 2008:.205).

3 El proyecto se llamo “Juventudes Sudamericanas” del que –entre sus varias pu-
blicaciones– utilizamos el libro de conclusiones fi nales Juventudes Sudamericanas 
(2010) Rio de Janeiro, IBASE/Polis/IDRCy.
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Una preocupación que se manifi esta sobre todo por sus repercu-
siones en el ámbito escolar es el efecto que produce en los niños, 
adolescentes y jóvenes la migración de sus padres o madres. Sin 
embargo, los efectos no repercuten solamente en la escuela sino 
que tienen que ver en general, con el tipo de personalidad que se 
construye en un/a joven por efecto de la migración de sus padres. 
Hace poco tiempo se publicaron los resultados de un estudio de 
Global Infancia4 en el que se afi rma que “La migración de padres 
y madres al exterior produce trastornos emocionales, psicológi-
cos y afectivos… a los niños, niñas y adolescentes se les niega el 
derecho de crecer en un hogar digno”. Otro trabajo aún inédito5 
es concluyente al aseverar que “el desplazamiento (o migración) 
forzoso genera impactos psicosociales en el individuo, la familia 
y toda la comunidad”.

El Paraguay rural-campesino es hoy una clara expresión de las 
pobres oportunidades que actualmente ofrecen los modelos de de-
sarrollo rural. Así lo destacada la CEPAL y la OIJ6: “En las zonas 
rurales las condiciones de vida de la juventud son más críticas, lo 
que las convierte en claro factor de expulsión de jóvenes que emi-
gran hacia las ciudades. La ruralidad entraña mayor incidencia 
de pobreza e indigencia, menores logros educacionales, empleos 
menos institucionalizados, más difi cultad de acceso a activos pro-
ductivos para la juventud, y condiciones especialmente críticas 
para jóvenes rurales indígenas…” (2008: 212-213). Idéntica si-
tuación ésta de invisibilidad de la juventud rural que viene rigien-
do por décadas en el Paraguay, con la característica que el Estado 
paraguayo, por un lado, ha frenado sistemáticamente cualquier 

4 Francezón, Silvina (2010) Horizontes, movimientos y emociones. Explorando los 
derechos de niños, niñas y adolescentes en las migraciones. Asunción, Global In-
fancia.

5 Almeida, E. y J. Rodríguez (2010) Salud mental de las personas desplazadas por el 
modelo agroexportador del monocultivo de soja, Asunción, Facultad de Filosofía, 
Univ. Nac. de Asunción. Tesis de grado en preparación (abril).

6 CEPAL/OIJ (2008) Juventud y cohesión social en Iberoamérica, Santiago de Chile, 
CEPAL, LC/G.2391, Octubre.
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fórmula de reforma agraria que no sea por el mercado inmobi-
liario privado y, por el otro, no se ha destacado precisamente por 
políticas públicas de distribución de tierras para jóvenes.

De manera sucinta un relevamiento de los problemas generados 
por la migración juvenil es el siguiente:

En la comunidad de origen

• Disuelve los lazos familiares, de amistades y comunitarios
• Crea diferenciación social entre familias con parientes migra-

dos que reciben remesas y mejoran y las familias que no tie-
nen migrantes que continúan en la pobreza.

• El “efecto demostración” estimula otras migraciones, espe-
cialmente en los y las jóvenes, contribuyendo a la desapari-
ción de comunidades.

En los hogares de origen

• Si el migrante es jefe o cónyuge hay un principio de desinte-
gración familiar

• En no pocos casos se llega a la ruptura del vínculo, con las 
conocidas consecuencias

• Las remesas en ocasiones son apropiadas por cónyuges irres-
ponsables quedando los menores, jóvenes y los adultos mayo-
res en el desamparo

• Pérdida de contención en los menores, su socialización queda 
a cargo de la TV o de grupo de pares

• Sensación de abandono y depresión en niños y adolescentes
• Problemas de conducta en niños y adolescentes, aumento de 

la vulnerabilidad alimentaria, sanitaria, en consumo de sus-
tancias psicotrópicas
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• Problemas en el desempeño escolar (repitencia, aplazos, con-
ducta)

En el migrante

• El desarraigo de sus lugares de origen provoca alteraciones 
psicológicas

• Adquisición de nuevas pautas culturales (algunas buenas otras 
no tanto)

• Adquisición de otra visión de mundo

Principales problemas de los migrantes en el exterior

• Por lejos, el principal obstáculo que deben atravesar todos los 
migrantes que llegan y piensan radicarse (temporal o defi niti-
vamente) en el país, tiene que ver con la regularización de su 
documentación migratoria.

• Los abusos de autoridad a los que se ven expuestos
• Las difi cultades para la Integración cultural en el nuevo con-

texto
• La discriminación de que son objeto por razones étnicas, de 

idioma, etc.
• La Informalidad laboral en el lugar de destino
• La explotación sexual de mujeres jóvenes migrantes
• La trata de personas en el caso de las mujeres jóvenes

Puede concluirse que más allá de todos los tratados, acuerdos y 
convenios internacionales referidos a la migración, la juventud, 
principalmente la juventud rural, tiene que hacer valer el primero 
de esos derechos, el derecho a no migrar. Y que las políticas pú-
blicas den las condiciones para que ese derecho tenga vigencia.
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1.  Introducción

Resulta confuso tratar de encontrar un patrón que caracterice los 
desplazamientos espaciales de la población que habitaba el terri-
torio paraguayo hasta por lo menos la independencia del país en 
1811, periodo que podría extenderse hasta la guerra contra la Tri-
ple Alianza. La ascendencia de los pueblos guaraníes en la región 
se había encargado de ignorar cultural y prácticamente los límites 
impuestos por la colonia y luego por las independencias nacio-
nales. Esta “ausencia de límites” en un territorio culturalmente 
continuo parecería haber sido introyectada por los mestizos que 
sobrevivieron a la tragedia de la guerra, marcando el carácter 
fuertemente migratorio de la población paraguaya, que no era en 
realidad más que movimientos dentro de un único territorio. Ob-
viamente la guerra fue un hecho político que produjo inmediata-
mente, luego de su trágico desenlace, movimientos poblacionales 
desde y hacia el país.

El marco expulsivo de la migración paraguaya.

Migración interna 
y migración externa*
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2.  El temprano contexto de la exclusión1: Malinche, todo 
para los extranjeros

En efecto, la población paraguaya después de esa guerra (1865-
1870) quedó diezmada; de alrededor de 1.300.000 habitantes 
antes del confl icto, sobrevivieron aproximadamente 300.000. El 
Paraguay se encontró no solo ante una crisis poblacional, sino 
también política y económica. La primera década de posguerra se 
caracterizó por una serie de revueltas y cambios de gobernantes, 
todos ellos impuestos por los países ganadores de la contienda.

La primera medida adoptada por el Gobierno, amparado en la 
ley de 18722, para levantar la economía nacional fue la venta de 
las tierras públicas, que dio origen a los grandes latifundios. Por 
primera vez se pudo vender y comprar tierras “libremente” en el 
Paraguay. Asimismo, se dio la libertad de contratar trabajadores, 
elegir las profesiones y trasladarse de un lugar a otro.

El remanente de la población paraguaya –en su mayoría mujeres, 
niños y ancianos– no estuvo en condiciones para acceder a los 
benefi cios suscritos en aquella ley. En realidad, fue una ley que 
impedía a la población campesina del país el acceso a la tierra; 
sin embargo, constituyó una atracción para los extranjeros que 
aprovecharon la oferta de tierras a precios ínfi mos. Los grandes 
yerbales, la producción de petit grain3 y la de tanino pasaron a 
manos de estos, quienes contrataron mano de obra paraguaya 
para la producción. Como la mayor ocupación laboral fue la ela-
boración de la yerba mate, trabajo discontinuo y estacional, la 
pequeña masa de paraguayos empezó a migrar temporalmente, 
al comienzo, dentro del territorio nacional para luego cruzar las 
fronteras. Los primeros países receptores de paraguayos fueron 

1 Este apartado se basa en el trabajo de Fischer y otros (1997).
2 La ley del 9 de febrero de 1872 autorizó al Poder Ejecutivo a establecer la Ofi cina 

de Inmigración.
3 Esencia oleaginosa extraída de la hoja de la naranja agria. 
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Argentina y Brasil. Durante el periodo 1870-1880, entre 4.000 y 
5.000 personas (paraguayos, argentinos, bolivianos y brasileños), 
empleadas directamente en recolección y preparación de la yerba 
mate, circularon libremente en toda la región del Plata (Herken, 
1984).

El desplazamiento espacial de la población campesina en el Pa-
raguay, si bien respondía en lo inmediato a causas económicas, 
obedecía más que nada al temor a las revoluciones y a las perse-
cuciones políticas, así como al servicio militar obligatorio, meca-
nismo normalmente utilizado para reclutar combatientes para las 
revueltas internas de carácter político. Recién con la ascensión al 
gobierno del general Bernardino Caballero (1880-1886), se llega 
a una relativa tranquilidad económica y social. Se fundan los pri-
meros bancos, casi todos de origen extranjero, en su mayoría de 
capital inglés o argentino.

Debido a la escasa población del país, se inicia la promoción ofi -
cial respecto a la inmigración con vistas a la colonización agrí-
cola. Las razones obedecen a una necesidad económica y a la 
estructuración de una división social del trabajo en el país, que 
permita el sustento de la oligarquía en el poder político (Herken, 
1995). Precedida de una intensa campaña periodística en favor de 
la inmigración, fue promulgada la primera Ley de Inmigración 
y Colonización el 7 de junio de 1881. Esta ley autorizó al Poder 
Ejecutivo a establecer algunas colonias agrícolas con inmigrantes 
agricultores en tierras públicas o en propiedad de los particula-
res, no pobladas o cultivadas, aptas para la agricultura y ubicadas 
preferentemente sobre los ríos. Asimismo, reorganizó la Ofi cina 
de Inmigración, creada en 1872 como Departamento General de 
Inmigración, que debía promover la llegada de inmigrantes agri-
cultores y atender la elección de los terrenos destinados a colo-
nias. Finalmente, esta Ofi cina quedó adscrita al Ministerio de Re-
laciones Exteriores bajo el nombre de Departamento General de 
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Inmigración, en 1888. Los benefi cios a los que podían acogerse 
estos inmigrantes fueron importantes.

Sin embargo, los primeros intentos de atraer a extranjeros resul-
taron casi todos un fracaso, ya que la mayoría de ellos, al poco 
tiempo, salieron del país. A la vista de los resultados, en 1903, 
bajo la presidencia de Juan A. Escurra (1902-1904), se promulga 
una nueva Ley de Inmigración que deroga la anteriormente vi-
gente de 1881. No obstante, los esfuerzos por atraer migrantes, 
principalmente de origen europeo, no prosperan.

Mientras tanto, la región sur del Paraguay, que se hallaba en un 
total despoblamiento, comenzó a nutrirse con inmigrantes prove-
nientes de la provincia argentina de Corrientes. Según los Anua-
rios Estadísticos del Paraguay, entre 1880 y 1889 ingresaron 
4.895 argentinos, y en menor proporción ingresaron los de otros 
países americanos, teniendo en cuenta que solo vinieron 530 bra-
sileños y 198 uruguayos. En el mismo periodo ingresaron un total 
de 2.078 europeos y en una ínfi ma cantidad, los orientales, que 
sumaron 73. En todo caso, la recepción de inmigrantes en el país 
resulta irrelevante ante la que tuvieron Argentina, Brasil y Uru-
guay (Zacarías Arza, 1954).

Al comenzar el siglo pasado, las turbulencias políticas se agudi-
zan. En 1904, una violenta revuelta sume al país en permanente 
inestabilidad; suben los “liberales” (expulsando a los “colorados” 
del gobierno) y el presidente que asume, Cecilio Báez (1905-
1906), vuelve a optar por la inmigración europea, dado el desas-
troso estado económico del país.

El carácter eminentemente político de la emigración paraguaya al 
exterior ya era claramente percibido por los analistas de la época: 
la situación política durante los primeros años del siglo XX que-
dó marcada en la memoria de Saturnino Ferreira (1986: 84, 253) 
con las siguientes palabras: “Va casi medio siglo que vivimos la 
tragedia de las deportaciones y confi namientos. Antes de 1904 
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no se conocían esos procedimientos bárbaros, que tuvieron sus 
periodos de violencia en 1908, 1912 y 1922, provocando la emi-
gración de 300.000 paraguayos […]”. Sin embargo, los sucesivos 
gobiernos nacionales insistieron en suscitar la venida de extran-
jeros, por lo que seguían expropiando tierras para fundar nuevas 
colonias de europeos.

La inmigración europea, sin embargo, aumentó con el inicio de 
la Primera Guerra Mundial (1914). Los gobiernos de la época es-
peraban de ellos sostenibilidad económica y moral. No obstante, 
según otra fuente (Archivo del Liberalismo, 1987), los cargos su-
periores de la Ofi cina de Inmigración fueron suprimidos a través 
de la Ley General de Presupuesto para el año 1915. Se creó la 
Sección de Protocolo y la de Colonización, Inmigración y Propa-
ganda, que fue separada de la sección Consular. La inmigración 
sufrió una baja a causa de que los principales países expulsores, 
que hasta el momento habían dado mayor cantidad de inmigran-
tes, cerraron sus puertas a la salida de estos.

Durante el gobierno de Eduardo Schaerer (1919-1920), un núme-
ro importante de paraguayos fueron repatriados, inspirados en las 
facilidades que se ofrecieron con las promesas de la repartición 
de tierras para el cultivo, a pesar de los aspectos negativos que les 
esperaban: falta de infraestructura vial y un mercado poco propi-
cio para la comercialización de los productos.

En noviembre de 1919 se fi rmó el Tratado de Comercio Para-
guay-Japón, que estableció que los ciudadanos de ambos países 
pueden poseer propiedades y gozar de los mismos privilegios. 
Los ciudadanos paraguayos serían tratados en tierras japonesas 
igual que los nativos de aquella tierra. En febrero de 1925 se fi r-
mó un decreto ley que promovía la inmigración japonesa, la cual 
recién se concreta en 1936, con la masiva inmigración provenien-
te de ese país con fi nes exclusivos de colonización agrícola y la 
exportación de los productos al Japón (Pastore, 1972).
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En 1921 llegaron a instalarse los primeros inmigrantes menoni-
tas4, que se sucedieron año tras año hasta 1948, apoyados por la 
Ley Nº 514 (Ratzlaff, 1993), que les llenó de privilegios y bene-
fi cios. Con el inicio de la inmigración menonita en el Chaco, lle-
gó también un grupo considerable de austriacos, al que siguieron 
otros.

A partir de 1930-1931, se produjeron los aprestos militares y civi-
les fi nales que llevarían a la declaración de la guerra con Bolivia 
en 1932. Durante esa década, y en particular durante los años de 
la confrontación (1932-1935), el fl ujo de inmigrantes no cesa5. 
En efecto, a partir de 1935 la entrada de inmigrantes se incre-
menta sostenidamente hasta 1938-1939. Este hecho puede estar 
sugiriendo que la guerra en sí no constituyó un impedimento para 
la migración y que, por el contrario, pudieron haberse hecho in-
tentos adicionales para cubrir las necesidades emergentes propias 
de la misma y la escasez relativa de mano de obra masculina en 
edad activa.

Una nueva Ley de Inmigración6 se promulgó el 29 de marzo de 
1937, la cual seleccionaba a los inmigrantes según las profesio-
nes. Estos fueron diferenciados entre inmigrantes privilegiados 
(agricultores, artesanos e industriales) y no privilegiados (profe-
siones liberales, comerciantes, empleados y obreros no califi ca-
dos).

En 1947, otro estallido político interno, al cual nos referiremos 
más adelante, llegó a concretarse en una guerra civil. Este con-

4 Si bien algunas fuentes indican que el primer ingreso de menonitas se dio en 1921, 
otras indican que estos empiezan a colonizar (e ingresan) al Chaco en 1927 (Archivo 
del Liberalismo, 1987).

5 Sin embargo, en 1930 la vialidad seguía siendo una difi cultad para la internación del 
inmigrante y para la circulación de los productos agrarios que, además, se encontra-
ban ante un pequeño mercado interno y sin demanda exterior (Pidoux, 1975).

6 Esta ley, así como la propia composición de los principales grupos inmigrantes, 
menonitas, polacos y japoneses, eminentemente agrarios, obraron en la dirección 
deseada por el Gobierno, permitiendo al fi n el ingreso de los esperados agricultores 
(Pidoux, 1975).
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Paraguay. Inmigrantes según origen nacional y 
década de ingreso al país (1870-1960)

Origen 1870-
1879

1880-
1889

1890-
1899

1900-
1909

1910-
1919

1920-
1929

1930-
1939

1940-
1949

1950-
1959

Paraguayos 
repatriados 0 0 0 51 193 105 111 0 0

Argentinos 0 4.895 18 364 1.122 100 141 512 2.036
Brasileños 0 530 0 29 44 0 12 77 474
Uruguayos 0 198 0 59 68 40 12 43 188
Bolivianos 0 0 0 4 0 0 8 13 75
USA 0 0 6 37 3 35 9 60 385
Canadá 0 0 0 0 0 1 0 20 99
Otros 
americanos 0 0 0 2 4 0 5 36 136

Subtotal 
América 0 5.623 24 546 1.434 281 298 671 3.393

Italianos 0 824 251 1.115 973 37 41 238 580
Españoles 0 321 9 809 1.494 37 73 159 1.287
Franceses 0 228 10 124 111 15 109 63 148
Ingleses 800 39 28 35 31 9 8 84 160
Alemanes 0 467 11 479 811 814 1.038 186 661
Austriacos 0 0 1 122 318 137 533 50 32
Rusos 0 53 0 99 252 46 515 288 319
Belgas 0 0 0 15 46 14 12 168 80
Suizos 0 0 3 22 85 137 96 30 38
Checos 0 0 0 0 0 44 527 126 90
Polacos 0 0 0 0 0 34 8.079 461 188
Otros 
europeos 0 146 0 14 14 44 332 279 480

Subtotal 
Europa 800 2.078 313 2.834 4.135 1.368 11.363 2.132 4.063

Sirio-
libaneses 0 0 0 0 0 2 52 17 75

Otros 
Medio 
Oriente

0 0 0 15 4 2 2 3 0

Subtotal 
Medio 
Oriente

0 0 0 15 4 4 54 20 45

Japoneses 0 0 0 25 0 0 533 161 4.085
Otros 
orientales 0 73 78 0 127 0 0 18 72

Subtotal 
orientales 0 73 78 25 127 0 533 179 4.157

Menonitas 0 0 0 0 0 1.876 381 4.258 7
Total 
inmigrantes 800 7.774 415 3.420 5.700 3.529 12.629 7.280 11.665

Total 
migrantes* 0 4.808 3.743 7.115 6.306 3.264 20.141 7.555 10.044

Población 
paraguaya 0 239.774 0 490.719 651.040 843.905 987.824 1.259.826 1.816.890

* Según Pidoux (1972) / Fuente: Anuarios Estadísticos del Paraguay, varios años.
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fl icto fue motivo para que miles de paraguayos emigraran a los 
países vecinos, mientras que la inmigración disminuyó durante 
algunos años.

El cuadro de la página anterior presenta el panorama general que 
ha podido extraerse sobre los volúmenes de la inmigración al 
país. Puede observarse que hasta 10 años luego de concluida la 
Guerra contra la Triple Alianza, el país no registra (o no se tienen 
registros de) inmigración alguna, a excepción de un grupo de in-
gleses, los verdaderos vencedores de aquella guerra colonialista 
y genocida.

Como puede apreciarse, los volúmenes, en los 90 años conside-
rados, tienen grandes oscilaciones, parte de las cuales podrían 
atribuirse a la baja calidad de la información disponible, o bien 
podrían ser el refl ejo del azaroso periodo económico y político 
en el cual tuvieron infl uencia dos guerras internacionales y una 
guerra civil.

A partir de la década de los sesenta del siglo pasado, los patrones 
inmigratorios sufren modifi caciones. En efecto, la proporción de 
población de extranjeros residiendo en el Paraguay aumentó de 
manera sostenida entre la década del sesenta y la del noventa para 
luego estabilizarse. Estos datos, sin embargo, deben ser asumidos 
con cautela, ya que existe un importante subregistro debido, prin-
cipalmente, a la alta proporción de migrantes indocumentados o 
que residen en el país con visa de turista. Esta situación es parti-
cularmente válida para la migración de países limítrofes que, en 
el 2002, seguía siendo la más importante7.

7 Las estimaciones que maneja la Pastoral Social de la Iglesia Católica, así 
como la propia Cancillería brasileña, por ejemplo, triplican el número de 
brasileños residiendo en el Paraguay con respecto a los nacionales de ese 
país registrados en el Censo paraguayo de 1992. Si se toman en cuenta estas 
estimaciones, la cantidad de extranjeros residiendo en el Paraguay represen-
taría –en ese año– aproximadamente el 10% de la población total del país. 
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Quizás el hecho más llamativo es el rápido aumento de inmigran-
tes brasileños en las décadas del setenta y del noventa (que llegan 
a representar el 57% de todos los inmigrantes), y el descenso pos-
terior de migrantes de ese país en el último periodo intercensal, 
periodo en el que se cierra la frontera agrícola paraguaya (agota-
miento de las tierras fi scales). Nótese, asimismo, el importante 
aumento registrado en ese último periodo de la inmigración de 
argentinos, coincidente con la crisis económica de ese país en 
2001. En el cuadro de abajo se resume la información disponible.

Población nacida en otros países censada en Paraguay (1972-2002)

País de 
nacimiento 1972 1982 1992 2002**

Brasil 34.276 43.0 98.730 58.4 108.526 56.8 81.592 47.1

Argentina 27.389 34.4 43.670 25.8 49.166 25.8 63.153 36.5

Uruguay 763 1.0 2.310 1.4 3.210 1.7 3.239 1.9

Japón 3.876 4.9 3.317 2.0 2.581 1.3

Corea 365 0.5 2.744 1.6 5.031 2.6

México 
(mennos) 646 0.8 3.170 1.9 2.982 1.6

Chile 359 0.4 1.560 0.9 2.398 1.2 2.336 1.3

Alemania 1.457 1.8 1.724 1.0 2.055 1.1

China 122* 0.2 1.904 1.0

Oriente 
Medio 291 0.4 1.160 0.6

Otros 10.142 12.7 11.915 7.0 11.894 6.2 22.856 13.2

TOTAL 79.686 100.0 169.140 100.0 190.907 100.0 173.176 100.0

* Considerados por el censo de ese año como “Resto de Asia y Oriente Medio”.

**Los datos proporcionados por el último censo no contienen otra desagregación por país de 
nacimiento.
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3.  Las otras formas de exclusión o el Paraguay fuera del 
Paraguay

El Paraguay, al tiempo que llamó a la inmigración (sobre todo 
europea), y a pesar de su escasa población, también expulsó a sus 
propios habitantes a países vecinos desde fi nes del siglo pasado 
en forma alarmante. La venta de las tierras públicas, así como 
motivó la inmigración, también causó la emigración de miles de 
campesinos desposeídos cuyo único medio de vida era la agri-
cultura. En 1881, la emigración ya era considerada un mal para-
guayo de antigua data que se trató de corregir ofreciendo pasajes 
gratuitos a todos los ciudadanos que desearan regresar al país. 
Esto es, los esbozos de un programa de repatriación.

Los motivos de la emigración fueron principalmente políticos, 
pero también la desigualdad social, empezando por la ausencia 
de una distribución equitativa de las tierras y de los productos, la 
falta de trabajo y los profundos trastornos fi nancieros, entre otros. 
Pero el temor a las represiones políticas, sobre todo en los albores 
del siglo pasado y hasta concluido el régimen de Stroessner en 
1989, jugó un rol preponderante en el éxodo paraguayo.

Desde sus comienzos, la emigración tuvo como destino princi-
pal la Argentina. Según Zacarías Arza (1954), las cifras reporta-
das para la primera mitad de siglo XX son muy variables y poco 
confi ables, pues varían entre 40.000 para Genaro Romero (1914), 
20.000 para Teodosio González y 200.000 emigrantes para J. Na-
talicio González.

Durante los primeros años, los paraguayos se instalaron en las pro-
vincias de Formosa, Misiones, Corrientes, Chaco y Entre Ríos. Los 
paraguayos emigraron “en busca de labores que podían ofrecerles 
una vida mejor”, pero lo que en realidad encontraron no siempre 
fueron condiciones de vida digna para ellos. “Al presidente (Gon-
zález Navero, 1908-1910) le preocupaba la excesiva facilidad con 
que son contratados brazos en nuestro país para ser llevados al ex-
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terior a dedicarse a industrias peligrosas en regiones malsanas y le-
jos de todo centro de población civilizada” (Archivo del Liberalis-
mo, 1987). Puede notarse el carácter claramente subalterno de los 
mercados laborales hacia los que emigraban estos compatriotas.

Según el Censo Nacional de la Argentina, en 1895 había 14.562 
paraguayos en dicho país. El 48% del total de paraguayos resi-
dentes en la Argentina se distribuían en las provincias de Misio-
nes con 5.962, Formosa 1.766 y Chaco con 777. Se destacó la 
cantidad elevada de los varones con relación a las mujeres (Pérez 
Acosta, 1952). En 1914, en otro censo de la Argentina, se registró 
la residencia de 28.049 paraguayos, casi el doble con respecto 
a 1895; de esta cantidad están excluidos los descendientes. Este 
documento reveló la baja posición económica de los paraguayos, 
quienes no poseían ningún tipo de bien. En 1947 la población 
paraguaya en la Argentina aumentó a 93.248.

Las razones históricas principales de esta migración deben atri-
buirse a los problemas políticos que azotaron al Paraguay durante 
todo el siglo pasado. A un año de haber terminado la guerra contra 
Bolivia, se produjo una oleada de desterrados, a consecuencia del 
golpe de Estado de febrero de 1936 encabezado por el coronel 
Rafael Franco, quien destituyó al presidente Eusebio Ayala. El 
gobierno provisorio recién instalado, preocupado por la situación 
económica y social del país, realizó un estudio para estimular la 
repatriación de connacionales. Para este propósito adquirió en Vi-
lla Hayes un total de 89.928 ha. Esta fue la primera consecuencia 
del estudio de repatriación realizado en 1938 (Archivos del Libe-
ralismo, 1987).

En años posteriores se produjo otra oleada de emigrantes para-
guayos, especialmente entre 1941 y 1946, durante la dictadura 
de Higinio Morínigo. No menos de 50.000 paraguayos se vieron 
obligados a abandonar el territorio nacional (Pastore, 1972), aun-
que solo se dispone de la cifra de los residentes en las provincias 
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de Misiones, Chaco y Formosa, donde se encontraban 157.385 
paraguayos.

Los emigrantes paraguayos ascendían a 200.000 en la Argentina 
antes de la revolución de 1947 (marzo-agosto), éxodo que fue ver-
daderamente extraordinario, de proporciones jamás vistas, tanto 
por su cantidad como por su duración (Pérez Acosta, 1952). En 
efecto, en esa fecha estalló la guerra civil, que duró 4 meses y que 
provocó la fuga de miles de paraguayos que temieron a la terrible 
represión de parte del Gobierno, vencedor de esa gran disputa 
fratricida. Efraín Cardozo señala que el éxodo de los opositores al 
régimen triunfante fue elevado a cerca de 400.000 paraguayos en 
los territorios limítrofes con el Paraguay.

El mayor porcentaje de emigración a la Argentina se produjo en-
tre 1947 y 1960. Hasta la década del cincuenta, la principal emi-
gración de paraguayos no era defi nitiva o permanente. Es recién a 
partir de la década del 60 cuando este fl ujo tiende a fi jar residen-
cia en el país de destino; en esa década, un 23,7% del total de pa-
raguayos viviendo en ese país decidieron adoptar la nacionalidad 
argentina. Un análisis adicional de la migración paraguaya a la 
Argentina acá es innecesario, toda vez que el lector puede recurrir 
al trabajo de Halpern (2009), en el que encontrará un minucioso y 
documentado tratamiento del tema.

La emigración hacia el Brasil, aunque en menor cantidad en 
comparación con la Argentina, también se inició inmediatamente 
después de la Guerra de la Triple Alianza (1864-1870). Los pa-
raguayos emigrados se ubicaron primeramente en las zonas ru-
rales, sobre todo en el estado de Matto Grosso. A partir de 1950, 
la emigración se diversifi ca hacia las grandes metrópolis, en es-
pecial San Pablo. Según los Censos del Brasil, en 1920 se re-
gistraron 17.329 paraguayos en aquel país; en 1950, eran 14.762 
(OIM, 1991). Esa emigración continuó hasta situarse en torno a 
los 40.000 a comienzos de este siglo, según datos informalmente 
aportados por el Servicio Pastoral de los Migrantes de San Pablo.



295

Es lógico que una sociedad agredida se defi enda

Más recientemente, esto es, a la vuelta del siglo actual, se inicia 
y consolida una importante corriente emigratoria hacia Europa, 
principalmente España. Según Espíndola (2010), hacia 2007 la 
cantidad de paraguayos en ese país era casi de 50.000 personas, 
aunque fuentes periodísticas hacían llegar esa cifra a poco menos 
que el doble. Lo cierto es que a partir de la crisis de 2008 ese fl ujo 
empieza a retornar.

4.  La migración constante: el deambular interno de la 
población

Históricamente, la migración interna, tanto la rural-rural como 
la rural-urbana, se inició conjuntamente con la inmigración y la 
emigración. Alrededor de 1883 –según Pastore (1972)–, la pobla-
ción rural buscaba refugio en la ciudad como consecuencia de la 
venta de las tierras públicas y el alambramiento de los campos 
iniciados ese año.

Para las capas campesinas que fueron desarraigadas, la ciudad 
presentaba factores de atracción. Por otra parte, la realidad rural 
presentaba sus desventajas para la sola sobrevivencia. E. Ayala 
(1996) había dicho: “El desequilibrio de la economía agraria ha 
dotado a la clase agrícola de la movilidad y fl exibilidad propia 
de la clase asalariada, sin posesiones estables, la ha divorciado 
del suelo, ella ha decretado la movilización rural”. Otra causa del 
abandono de la tierra campesina era –según Ayala– el alto número 
de hijos en cada familia, a quienes al resultarles insufi ciente la tie-
rra disponible para sus trabajos agrícolas, no encontraban otra al-
ternativa que buscar refugio en las ciudades en donde, por falta de 
capacitación, no podían acceder a un trabajo mejor remunerado.

A partir de comienzos de la década de los años setenta, el patrón 
habitual de movilidad interna de la población, que estaba prin-
cipalmente caracterizado por los desplazamientos rurales/rurales 
para la ocupación de la frontera agrícola, fue cambiando. En efec-
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to, desde que asume Stroessner en 1954, su gobierno empieza a 
implementar programas de colonización, tanto hacia el Eje Este 
dirigido hacia lo que luego sería Ciudad Pdte. Stroessner (hoy 
Ciudad del Este) y hacia el Eje Norte de la Región Oriental. Am-
bos programas se hicieron con un criterio eminentemente políti-
co, tratando de poblar áreas hasta entonces más o menos vacías de 
población paraguaya (no así de indígenas, que empezaron a sufrir 
una sistemática agresión y expulsión de sus tierras). La inspira-
ción de estos programas venía de la doctrina de seguridad nacio-
nal y estaba basada en la escuela brasileña de Goldebry de Couto 
e Silva. Stroessner, fi el discípulo de aquel, ubicó en los puntos 
clave de esos ejes de colonización a campesinos de su estricta 
confi anza, que, por otro lado, provenían en su mayoría de los mi-
nifundios de la región central del país, que en 1947 (apenas siete 
años antes) habían ayudado a la fracción de los colorados que 
apoyaba Stroessner en la guerra civil de ese año. Estos programas 
de desconcentración poblacional de zonas minifundiarias tuvie-
ron así una impronta eminentemente política. Desde luego, los 
campesinos de la oposición no tenían cabida en este programa de 
repartición de tierra, lo cual, considerando el periodo económico 
recesivo que caracterizó a toda la década de los años sesenta, fa-
voreció la emigración de esta mano de obra que quedaba excluida 
del acceso a la tierra.

A partir de los primeros años de la década siguiente, se dan cam-
bios productivos de importancia que modifi can este patrón migra-
torio interno. El auge de los precios internacionales del algodón, 
así como los precios internos, insertan a la familia campesina de 
manera rápida y desigual a un mercado en esencia oligopsónico, 
el de las agroexportadoras. El simultáneo aumento de los precios 
de la soja a su vez estimula –entre otros factores– la migración 
masiva de brasileños que pasan a ocupar las mejores tierras de la 
margen derecha del río Alto Paraná. El encarecimiento del pre-
cio de las tierras y el prematuro cierre de la frontera agrícola (o 
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“tierras sin dueño”) crean condiciones aún más difíciles para el 
campesinado. Sumado esto a la iniciación de las obras civiles de 
la represa de Itaipú y al fl ujo de capitales que dicha obra atrajo, 
la migración interna empieza a adoptar la dirección rural/urbana.

El Censo del año 1982 registra por primera vez el importante des-
censo relativo de la población paraguaya que habita en áreas ru-
rales (de 63% en 1972 a 58% en 1982, a 49.7% en 1992 y a 43% 
en 2002). Estas cifras refl ejan el éxodo migratorio interno a las 
ciudades del país.

La migración interna (rural/urbana) se vuelve conspicua en las úl-
timas décadas. Morínigo (2005) toma como ejemplos los distritos 
de Saltos del Guairá y Gral. Francisco Álvarez, afi rmando que en 
el año 1992 Salto del Guairá tenía 11.246 habitantes, y en 2002 
se redujo a 1.352; y el distrito de Francisco Álvarez tenía 21.644 
en 1992 y en 2002 se redujo a 619. Ocurre lo mismo en Alto Pa-
raná: en Minga Porá se pasó de 11.000 pobladores a 9.000. De 
acuerdo a este autor, esta migración se da por la falta de trabajo 
que enfrentan los jóvenes, hecho que se contrapone con el argu-
mento de que el modelo productivo de la soja genera empleos. 
Ante esta problemática, los jóvenes migran a las ciudades, donde 
a su vez nuevamente se enfrentan a la falta de puestos de trabajo 
(Morínigo, 2005).

A partir del ciclo agrícola 1999/2000, el cultivo de la soja transgé-
nica introducida vía contrabando al país se expande rápidamente. 
Si en los 27 años anteriores se había llegado al millón de hectá-
reas, al cabo de 10 años, en 2010, se había expandido hasta 2,6 
millones de hectáreas. Buena parte de esa expansión se hizo sobre 
tierras campesinas. Así, pues, en esta última década aumenta rá-
pidamente el número de “desplazados” por el modelo agroexpor-
tador, en gran parte pequeños campesinos, los que en su mayoría 
se refugian en “ciudades” que, en la práctica, son realmente tugu-
rios. Otros, los menos, optan por la emigración.
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La cuestión de la expulsión del campesino de su comunidad de 
origen y su posterior desplazamiento a las ciudades debe enten-
derse como la consecuencia extrema más visible del complejo 
proceso de degradación de condiciones de vida provocado por la 
expansión del modelo de monocultivos orientados a la exporta-
ción, fundamentalmente de soja, y el apoyo político que recibe 
de las autoridades de turno. Así, los emigrados deben ser consi-
derados como desplazados, ya que en una gran proporción estos 
movimientos poblacionales no tienen ninguna relación con lo que 
se suele denominar migración voluntaria y responden en mayor 
grado a un proceso de migración forzosa8.

Existe sobre este punto, de parte del Gobierno, una estrategia de 
negación y silenciamiento de la situación de violencia generaliza-
da que se vive en el campo, y que tiene como principales víctimas 
a las familias campesinas paraguayas afectadas directa o indirec-
tamente por el modelo agroexportador de monocultivo de soja, a 
través de fumigaciones indiscriminadas, presiones y otros actos 
de violencia por parte de grandes productores, capataces, fi scales, 
policías, funcionarios del Instituto Nacional de Desarrollo Rural 
y de la Tierra (Indert), paramilitares y demás agentes implicados 
en el confl icto, que tiene como consecuencia extrema el desplaza-
miento de estas familias.

5.  En brevísimo resumen

No es común en América Latina que un país tenga más del 10% 
de su población nativa viviendo fuera del país y, a la vez, que 
más del 10% de su población actual no haya nacido en el país. Se 
puede dar una de las situaciones, o la otra, pero las dos juntas no 
son frecuentes.

8 Estas ideas han sido extraídas en su casi totalidad del trabajo de Palau et ál. 
(2007) Refugiados del modelo agroexportador.
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Un país de fronteras demográfi cas abiertas se lo llamó alguna vez. 
Muy abiertas diría yo. La razón es muy clara: el descompromiso 
y hasta la agresión de sus gobernantes contra su pueblo, la medio-
cridad y el fanatismo político, la hiperconcentración de recursos 
generadora de una pobreza ancestral de las mayorías, la ausencia 
casi completa de una racionalidad anclada en el bien común y 
dirigida a fuerza de represión y violencia hacia el bien propio 
o corporativo. Ahí están las raíces del éxodo paraguayo y de la 
entrega del mejor territorio y recursos de nuestra tierra a intereses 
que nada tienen que ver con la reivindicación de lo paraguayo.
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A propósito del ataque a una comisaría de Horqueta

Haciendo abuso del pensamiento de síntesis puede afi rmarse que 
en nuestro país hay cuatro grupos de poder real: los ganaderos, 
los narcos, los empresarios mafi osos y los sectores vinculados a 
empresas transnacionales (en un amplio abanico en el que caben 
los sojeros, las agroexportadoras, el sector fi nanciero, la mayo-
ría de los medios de prensa empresariales y otros). Amparando 
políticamente a estos grupos opera una derecha muy atrasada y 
voraz que se ubica en varias dependencias del Poder Ejecutivo, 
del Judicial y Ministerio Público, y obviamente, del Legislativo.

Cuando ocurre –otra vez!- un ataque a una comisaría, un operati-
vo, por cierto muy parecido al de Hugua Ñandú en el 2006, o el 
incendio intencional a las instalaciones de la Ganadera Santa Her-
minia en Curuzú de Hierro en 2008, y ese mismo año el ataque y 
quema de una instalación militar en Tacuatí y otros episodios, e 
inmediatamente la prensa invoca al Ejército del Pueblo Paragua-
yo (EPP), cualquier ciudadano o ciudadana medianamente racio-
nal tiene derecho a hacerse una pregunta obvia: ¿a quién benefi cia 

En medio de coincidencias, una 
tremenda casualidad*
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eso?¿A la izquierda política? ¿A las organizaciones campesinas? 
…y …suena raro.

Las coincidencias

Desde hace poco tiempo estamos viviendo una serie de aconte-
cimientos que se sucedieron uno detrás de otro. Entre ellos (y es 
una lista muy incompleta) los siguientes:

• Un juez ecuánime libera a 14 detenidos, a todas luces de ma-
nera injusta, de la causa que los mantenía retenidos por su-
puesta “colaboración” con miembros del EPP, curiosamente 
la mayoría de ellos eran de una organización campesina, la 
OCN, Organización Campesina del Norte. La prensa empre-
sarial monta en cólera y el juez de marras es enjuiciado y san-
cionado.

• El SENAVE se decide a reglamentar la ley 3742/09 y el de-
creto 2048/04 con la resolución 660/11 por la cual se hacen 
especifi caciones claras sobre uso y manejo de plaguicidas de 
uso agrícola. Esto molestó tremendamente a los gremios de 
los productores de soja.

• El INDERT inicia un proceso para la ubicación y fi scalización 
de tierras indebidamente ocupadas y recuperación de tierras 
en Concepción con el caso de Antebi Cué y en Alto Paraná 
con las ex tierras de Barthe. Los “ganaderos” del norte, don 
Favero, y con él los sojeros de Santa Rita y todo el país se 
pusieron muy enojados. Cierta prensa también tomó partido a 
favor de ellos.

• El vicepresidente de la UGP teme una “guerra civil”.

• Por una obvia desidia de algunos ganaderos, se descubre un 
brote de aftosa que bloquea las exportaciones de carne a los 
grandes frigorífi cos que operan en el país, dando al traste con 
“la mejor carne del mundo”, al decir de algunos poco avisados 
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analistas. La ARP se rasga las vestiduras, así como trata de 
exculparse el titular de la CPC.

• Carlos Filizzola es nombrado Ministro del Interior.

• Efraín Alegre el ministro “privatízalotodo” es removido del 
cargo.

• Se produce el secuestro de la Srta. Dalia Scappini.

• Se decomisan importantes cargamentos de droga y se detie-
nen (y luego lo sueltan) a un importante operador de las dro-
gas buscado en Brasil.

• Cartes da su apoyo explícito a los sojeros (Cartes!!!) y a Fave-
ro en Hohenau.

• Detonan una bomba en la fi scalía de Horqueta.

• En una estancia de menonitas en Potrero Álvarez, Nueva Du-
rango, Canindeyú, “campesinos sin tierra” entran, destruyen 
y queman cuanto encuentran. La mayoría de los autores “se 
internaron en un monte y escaparon”. Al decir del dueño afec-
tado “son peores que los del EPP”.

• Lugo viaja al exterior.

• El 28 de setiembre debe iniciarse el replanteo de la mensura 
judicial en las tierras de Ñacunday ahora ya sobre planos y do-
cumentos verifi cados por el INDERT y los sojeros amenazan 
con bloqueos de ruta para impedir el inicio de la mensura.

Habría muchas otras coincidencias pero ¿no le parece a usted que 
como coincidencias ya son muchas? Lo curioso de estas coinci-
dencias es que todas apuntan hacia el mismo lado. En medio de 
ellas, se da una destacada casualidad: el todopoderoso EPP asalta 
una comisaría y mata a dos policías.
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El derecho a la duda

Por la forma como está actuando la prensa en este caso, una pren-
sa por cierto vocinglera, alarmista, ultraconservadora, con pe-
riodistas cuya ética deja mucho que desear y dueños de medios 
estrechamente vinculados a intereses de aquellos cuatro grupos 
citados al comienzo, cualquiera tiene derecho a dudar. A dudar 
y en consecuencia a plantearse otras interpretaciones del mismo 
hecho.

Dado que todas las coincidencias apuntan a un mismo grupo de 
objetivos: desarticular a organizaciones campesinas, a crear un 
clima de zozobra en la ciudadanía, atemorizar a determinados 
grupos, a desestabilizar las acciones que pueda tomar un ministe-
rio del interior menos hostil hacia sectores populares, a militari-
zar el campo para resguardar el inminente inicio de la siembra de 
soja, o a saldar cuentas entre narcos, o entre sectores de la policía 
en zonas donde la ley está dada por otros criterios que no emanan 
precisamente de las leyes del Estado. Dadas todas estas conside-
raciones uno puede pensar por ejemplo:

• Que se está preparando el terreno para provocar un “mini 
caos” para el 28 de setiembre y culpar de eso al Ing. Marciano 
Barreto, desplazarlo del cargo a él y al Ing. Miguel Lovera 
del SENAVE y –si se hace una doble carambola– también al 
Ministro del Interior.

• Que los enfrentamientos de Hugua Ñandu, Curuzú de Hierro y 
Horqueta ahora, son “ajustes de cuenta” entre narcos, o entre 
policías que apoyan a los narcos y policías “institucionalis-
tas”.

• Que el EPP no es sino un membrete con el que operan estos 
sectores, ellos sí fuera de la ley, en departamentos como el de 
Concepción, Amambay, Canindeyú y otros.
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• Que estos hechos forman parte de un plan a más largo plazo 
destinado a despejar el campo de campesinos para poder im-
plementar proyectos directamente relacionados a la expansión 
de monocultivos, a la expansión de la ganadería y –porqué 
no– de cultivos así llamados “ilícitos”.

• El Departamento de Concepción se ubica en un rincón estra-
tégico que conecta a dos regiones de Matto Grosso do Sul 
con el Chaco central y sus infl uyentes productores y con vías 
transoceánicas a construirse en el marco de la Iniciativa para 
la Integración de la Infraestructura Regional Suramericana 
(IIRSA) en pleno andamiento. Pero esto es a largo plazo.

En otras palabras, uno puede ir haciendo conexiones para nada 
descabelladas y llegar a diseñar perspectivas que tienen poco que 
ver con acciones de un grupo cuasi fantasmal. Conexiones que 
por cierto resultan bastante más explicativas de lo que está pasan-
do en el país.

Ciertos intereses están siendo amenazados. La existencia del EPP 
es extraordinariamente conveniente a esos intereses como para no 
hacer uso de ese “ejército” e instalar el montaje que los benefi cia 
por donde se lo mire.

¿A quiénes entonces benefi cia la existencia del EPP?
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viembre de 2011 Asunción: Via  Campesina, BASE-IS

Quiero hacer unas refl exiones que no solemos hacer en el proble-
ma alimentario. Resulta que los intelectuales, los que estudiamos 
algo y tenemos la obligación de instalar temas en la sociedad, 
fuimos criados bajo un sistema dominante, la fi losofía escolás-
tica. La cuestión era ubicar los hechos sociales en el espacio y 
el tiempo: la dimensión espacio-temporal en la fi losofía tomista. 
Por otro lado también, fuimos criados en la formación marxista, 
a través del materialismo histórico o dialéctico. Esas son las dos 
vertientes que dejan ver cómo funciona nuestra cabeza.

Resulta que ahora, un gran maestro de las ciencias sociales, a 
quien agradezco, don Pablo González Casanova, de 90 años, está 
produciendo una serie de artículos sobre cómo funcionan los sis-
temas complejos. Me puse a leer sus artículos y resulta muy inte-
resante lo siguiente: aparte de la historia y la simultaneidad de los 
fenómenos a nivel mundial, tenemos que entender los sistemas 
complejos. No podemos hablar solo del capitalismo, sino de va-
rios sistemas complejos.

La crisis alimentaria en Paraguay, 
agronegocios, tierra y escasez*
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Nosotros analizamos la evolución del sistema alimentario. Ri-
chard Doughman tiene un excelente trabajo sobre cómo evolu-
cionaron los sistemas alimentarios, el complejo del sistema in-
dustrial y el impacto de la urbanización. Esa es la parte histórica 
y evolutiva. Estamos acostumbrados a escuchar acerca de la des-
localización de la alimentación por parte del agronegocio y te-
niendo en cuenta eso me pregunto ¿cuántos kilómetros tiene que 
viajar la uva chilena para llegar al consumidor holandés?

Pero volvamos a lo que Pablo González Casanova llama siste-
mas complejos, por ejemplo, un sistema complejo es el sistema 
de las multinacionales y la producción de insumos químicos para 
la agricultura. Dentro de este sistema hay permanentes interac-
ciones, confl ictos, etc. Si juntamos provisión de insumos para la 
agricultura con el sistema fi nanciero veremos que éstos interac-
túan generando confl ictos.

Ahora bien, ¿Cuál es el confl icto principal del capitalismo mun-
dial y en Paraguay? Teniendo en cuenta que somos apenas un 
apéndice del sistema mundial. Básicamente, a nivel mundial, el 
capitalismo está en crisis, ya que el capitalismo industrial vio re-
ducirse su tasa de ganancia. ¿Qué signifi ca esto? Signifi ca que ya 
no se gana como antes. ¿Qué se produce entonces? El capitalismo 
industrial avanzó produciendo productos de buena calidad a bajo 
precio. Esto llega al mercado, pero resulta que el mercado no tie-
ne capacidad de consumir tanta producción. Esto se conoce como 
crisis de consumo. Cuando se instala este confl icto, aparece toda 
la complicada arquitectura del sistema fi nanciero, como surgió 
hace dos o tres años con la crisis del 2008, con una actividad 
absolutamente improductiva, que es la especulación fi nanciera. 
Retomando entonces, los sistemas complejos, podemos decir que 
estos tienen problemas internos y otros que interactúan y generan 
más problemas.
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Un sistema complejo, como es el alimentario, para entenderlo, 
es necesario primero conocer las interacciones con otros siste-
mas igualmente complejos, en la lógica del capital. No podemos 
entender lo que está pasando con la alimentación si no compren-
demos que la alimentación es parte de un conjunto que abarca 
prácticamente todo el sistema complejo del mundo.

Una cita de Pablo Casanova dice que el sistema dominado por el 
capital, con su disminución de riesgos, incremento de las utilida-
des para las corporaciones multinacionales, tanto en la economía 
y en la guerra; enfrenta confl ictos. En este sistema dominado por 
el capital, las relaciones de interacción, de ocupación de territo-
rios, depredación ambiental, parasitismo, corrupción de funcio-
narios, persuasión virtual –la guerra de comunicaciones– produce 
terror colectivo, porque sobrevolar una plantación de soja con una 
comunidad campesina al lado, con agroquímicos, genera terror. Y 
elimina la resistencia, ¿cuántos campesinos imputados, desaloja-
dos hay? Elimina también las formaciones defensivas, como Vía 
Campesina, ante el avance del capitalismo en la producción de 
alimentos.

Entonces, la realidad histórica que vivimos es mucho más com-
pleja de lo que analizamos algunos y ni siquiera la imaginamos. 
Esto no lo digo yo, sino don Pablo González, probablemente el 
maestro de las Ciencias Sociales en América Latina a quien traigo 
a colación para entender el sistema alimentario.

De este modo, tenemos militares, políticos, mediáticos, defen-
diendo la lógica del capital que se aplica a los alimentos. No po-
demos entender lo que pasa con los sistemas alimentarios, el del 
agronegocio, la agricultura campesina, de los pueblos pescadores, 
silvícolas, etc., sino entendemos que uno aparece como hegemó-
nico. No podemos entender esto si no sabemos qué pasa con las 
corporaciones fi nancieras, que hacen que el precio de los alimen-
tos continúe subiendo, o cuando no sabemos qué pasa con las 
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industrias, las farmacéuticas, por ejemplo: manejo el dato de que 
los que están hambrientos en el mundo, son mil cien millones de 
personas, y hay mil trescientas millones de personas con enfer-
medades derivadas de la ingesta de comida basura: obesidad, dia-
betes, colesterol, etc. Algunos que no comen y otros que comen 
porquerías. La mitad de la población del mundo está con proble-
mas alimentarios. ¿Quiénes salen ganando? Las corporaciones de 
seguro prepago, las corporaciones médicas, las farmacéuticas. Se 
necesitan pueblos enfermos y para ello, nada mejor que la comida 
chatarra.

No podemos entender esto sin entender el sistema complejo de 
provisión de insumos, combustible, tractores, semillas, Organis-
mos Genéticamente Modifi cados (OGM), petróleo, sobre todo, el 
sistema complejísimo de las corporaciones dedicadas al proce-
samiento de alimentos. Haciendo un paréntisis, refl exiono sobre 
la Coca Cola, que oxida tuercas y la gente sigue tomándola, por 
ignorancia, por gusto, por costumbre ¡Sigamos envenenándonos!

Entonces, no podemos entender que son las grandes corpora-
ciones quienes salen ganando, sin entender el sistema complejo 
militar-industrial, les doy un ejemplo: la invasión a Libia, la ma-
sacre a este pueblo, y la muerte de Gadafi , ¿se entiende sólo por 
el petróleo libio? No, sino porque allí se tiene uno de los acuíferos 
más importantes del mundo; el gobierno de Gadafi  lo estaba pro-
tegiendo. El agua es alimento, y Libia está cerca de Europa. ¿Por 
qué será que Sarkozy así como Mussolini, en su momento, estaba 
tan interesado en la destrucción del régimen político Libio? La 
respuesta puede empezar a formualrse si pensamos que con el 
agua de Libia, el metro cúbico saldrá 50 centavos de euro, más 
barato.

La Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) tuvo 
que utilizar un armamento sofi sticado para destruir este régimen, 
y para ello la tecnología bélica está al servicio de las industrias 
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que las producen. Así también se pretende destruir Irán por su 
gran reserva de petróleo.

Sin entender el sistema complejo político, no podemos entender 
que en Paraguay falten alimentos. Hasta 1990 fue el tercer país 
de mayor ingesta calórica por habitante, y en 20 años estamos 
entre los que menos comemos. Casulamente, en esos 20 años y un 
poco más llegó la democracia. Hoy en día, la corporación política 
está supeditada a los designios complejos del sistema complejo 
alimentario. Por ello, hay un bombardeo mediático en los diarios, 
alegando que la biotecnología es la salvación del mundo, que los 
OGM son innocuos, etc., que termina convenciendo a la gente.

Por otro lado, para entender lo que es un sistema complejo, ima-
gínense la relación que puede haber entre el sistema alimentario 
y el sistema climático. El clima está cambiando. En estos días co-
mienza una cumbre en Sudáfrica para saber qué pasó después de 
la Cumbre de Río de 1992. La situación climática es peor que la 
vaticinada por los mejores científi cos del mundo, y la capacidad 
de producir alimentos está relacionada con el clima. Ahora está 
lloviendo más espaciado pero más torrencialmente. Los campe-
sinos saben que una lluvia tan abundante destroza los cultivos. 
Existe, entonces, una relación entre el sistema alimentario y el 
clima.

Cada uno de estos sistemas complejos se superpone y compiten 
entre sí. El sistema alimentario, el militar, el climático etc. Esto 
tiene implicaciones enormes para una organización como Vía 
Campesina o la CONAMURI que no se enfrentan con particula-
res políticos criollos, Lugo, Filizzola o Alegre, no. Detrás de to-
dos ellos está el sistema complejo relacionado con los alimentos. 
Esto se defi nió en el Documento de Santa Fe en 1979, el alimento 
se defi nió como un arma de control político, en el régimen de Ro-
nald Reagan. Hablamos de comida, probablemente el bien social 
más importante que existe en el mundo. El mundo puede existir 
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sin automóviles, pero no sin comida. Ya a fi nales de la década de 
los ’70 el alimento fue defi nido como un arma de control político.

Concluyo esta parte con una idea. ¿Cómo solucionar este proble-
ma social? Sería imposible solucionar este problema sin entender 
la lógica o la acumulación capitalista. Esto es terrorífi co, tenemos 
que cambiar la lógica del funcionamiento del capital. Haciendo 
uso de un artículo que reciente que leí puedo decir que el manejo 
de la alimentación por el capital es como el de un arma silenciosa 
para una guerra tranquila. Arma silenciosa porque no se trata de 
una bomba, vos te vas a casa, te servís una Coca Cola, abrís una 
lata de tomate y la echás sobre el fi deo o comés la lechuga fumi-
gada antes de ser cosechada. Y dice Vandana Shiva, comerse un 
plato de comida es como jugar ruleta rusa, no sabés lo que tiene. 
La guerra tranquila es una en la que nadie se da cuenta que está en 
guerra. Produce hambruna, enfermos, epidemias. Dejo instalado 
el concepto.

Hay otros autores también que dice que siguiendo la lógica del 
sistema capitalista, en los años 2030, o 2035, la población del 
planeta deberá reducirse en al menos 3 mil millones de personas, 
porque la producción, los recursos etc ya no serán sufi cientes. 
Yo me pregunto, ¿Cómo reducir la población del planeta? Con 
hambruna, epidemia, nuevos virus que se están experimentando, 
como el e’coli, la salmonella, que se dan en el primer mundo, el 
VIH Sida por ejemplo, fue un engendro de laboratorio para dis-
minuir la población en el mundo.

Situándonos en el Paraguay, la guerra a muerte del capital contra 
la población rural, sobre todo, tiene varios frentes compitiendo 
entre sí y que afectan directamente la producción y consumo de 
alimentos.

La competencia por la tierra, la soja, la carne y el azúcar son sis-
temas expulsores de productores de alimentos. Según los datos 
de la Dirección General de Estadísticas, Encuestas y Censos de 
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Paraguay (DGEEC), no menos de 90 mil pobladores rurales, en 
general, dejan el campo y se van a las ciudades. Ya el Censo 1992 
notó una curiosidad demográfi ca, que el distrito paraguayo que 
más rápido creció, fue Curuguaty; creció más rápido que ciuda-
des de Gran Asunción, como San Lorenzo. Con Fogel estuvimos 
hablando y él dijo que se está echando a los campesinos con fu-
migaciones masivas y su primera parada es Curuguaty. De este 
modo también, cada día aumenta el número de campesinos sin 
tierra. Esta guerra de la producción de alimentos se nota en el 
caso de la tierra, se expresa en desalojos, imputaciones a líderes 
campesinos (más de 2000), apresamientos, asesinatos, con una 
legislación cada vez más represiva. Esto es el frente de la tierra.

El segundo frente es el de las empresas proveedoras de insumos, 
que ejercen un control completo sobre las políticas públicas sec-
toriales de la agricultura. Cuando Andrés Werhle, Viceministro 
de Agricultura, viajó a Alemania, el Titular del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería, Enzo Cardozo, sin consultar con su vi-
ceministro, hizo aprobar la reglamentación sobre agroquímicos. 
Tampoco hubo consulta con el SENAVE. Con esto quiero mostrar 
cuán obediente es Enzo Cardozo ante las empresas como Mon-
santo y Syngenta.

Estas empresas, se expanden también, a lo fi nanciero, las petro-
leras mantienen el sistema de importación de carburantes, se si-
gue importando petróleo. Las importaciones de maquinaria y las 
obras de infraestructura son en su 90% para integrarse al IIRSA.

Marcos Glausser descubrió que 20% del territorio paraguayo está 
controlado por empresas o individuos extranjeros. Todo esto que 
tiene que ver con la tierra, el consumo, la agroexportación, Car-
gill, Syngenta, Bunge, imponen sus obras. Cargill contamina el 
agua de Asunción. Ellas determinan qué y cuándo exportar. La 
soja, la carne, el azúcar, el sésamo, una concentración impresio-
nante.
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El procesamiento de alimentos importados, por parte de empresas 
como Unilever, Arisco, Kellogs, todos producidos en el primer 
mundo e importados. La instalación de empresas procesadoras 
de alimentos, nueva inversión de producciones en cadena. En un 
diario salió el caso de Burger King, que instaló su primer local 
sobre Calle Palma. Ahora ese mismo diario publicó ¡con orgullo! 
que se instalará en Paraguay una franquicia de Kentucky Fried 
Chickens.

¿En Paraguay hay salida o no? Yo creo que no vamos a hacer 
nada solos. Estamos hablando de la necesidad de un cambio de 
época que va a signifi car alguna modifi cación en el sistema com-
plejo capitalista, que no lo vamos a cambiar desde Paraguay, 
sino que tiene que ver con la internacionalización de las luchas 
de las organizaciones sociales. Si solos, los campesinos creemos 
que vamos a hacer la revolución estamos equivocados; hará falta 
la coalición de fuerzas sociales que diga basta. Repetiré la vieja 
máxima: información, organización y movilización. Esa sería la 
fórmula, para no quedarnos de brazos cruzados, hay que liderar 
una articulación con los demás movimientos anticapitalistas a ni-
vel mundial.
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La creación de Zuckerberg (el creador de Facebook) 
es un fenómeno que cambió la manera 

en que el mundo se comunica. 
Scott Rudin. Productor de Red Social.

Los premios obtenidos recientemente por la película Red Social 
pusieron de nuevo sobre el tapete la discusión sobre las implican-
cias de la sociabilidad virtual. Prefi ero defi nir así a estas llamadas 
“redes sociales” ya que –al menos en las ciencias sociales– el 
término red social está conceptualmente defi nido para describir 
otro tipo de comportamientos.

En la antropología por ejemplo, cuando se intentó superar el aná-
lisis vinculado únicamente a organizaciones formalizadas se abrió 
el interés por las interacciones iniciadas por individuos que gene-
ran pautas por decisiones propias por iniciativa, en los distintos 
marcos de interacción. Ahí el análisis de redes cobró más impor-
tancia y se desarrolló con más fuerza en la antropología urbana 
en la que la ciudad fue considerada como una “red de redes”. En 

Redes sociales; 
sociabilidad virtual o algo más?*
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América Latina marco un hito en el análisis de las redes sociales 
las investigaciones de Larissa Adler Lomnitz. En “Como sobrevi-
ven los marginados” la autora estudió las redes de intercambio en 
una barriada pobre en México1. En Sociología las acepciones del 
concepto de red social son múltiples, pero tienen en común que 
trata de describir a organizaciones pluralistas y descentralizadas, 
y es un sistema de organización cuyo lazo solidario no se constru-
ye ni a través de la coacción ni a través de la culpa. El encuentro 
y el entretenimiento como sistema es el que reemplaza en este 
tipo de redes a otros fi nes. En fi n, es mucho lo que en las ciencias 
sociales se ha escrito y discutido sobre este nombre que aplicado 
a las nuevas formas de sociabilidad virtual resulta algo forzado.

Más allá del auge de esta forma de comunicación (que no deja de 
implicar la difi cultad de la proximidad personal en el mundo de 
hoy, la necesidad insatisfecha de afecto o hedonismo) están los 
aspectos comerciales y políticos de instrumentos como Facebook 
y varias otras de estas “redes”. La ausencia completa de privaci-
dad de la información volcada en “la red”, que por cierto aparece 
en la letra chica del contrato que uno se aviene a fi rmar al ingresar 
(por lo menos en Facebook), permite por ejemplo, a los que la 
controlan vender información sobre los gustos, enfermedades y 
otros detalles personales a empresas que luego ofertan sus pro-
ductos o servicios de manera dirigida a los “clientes” previamente 
identifi cados.

Pero también hay un uso político y de espionaje: un ejemplo (de 
los incontables aparecidos en Internet) denuncia cómo las agen-
cias federales de inteligencia norteamericanas usan las redes so-

1 Ana Laura Rivoir Redes sociales: ¿Instrumento metodológico o categoría sociológi-
ca? http://www.lasociedadcivil.org/uploads/ciberteca/articulo_redes.pdf
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ciales para espiar a sus ciudadanos2. Este “rastreo” llega a ser 
incluso compulsivamente aprovechado por estas agencias y se ex-
tiende a ciudadanos de otros países3.

Efectivamente, la manera como se comunica el mundo cambió. 
Hay mucha más comunicación pero mediatizada por controlado-
res, a quienes no controlamos.

2 The New York Times informa que a principios de esta semana (15 oct 2010) el direc-
tor del FBI, Robert Mueller, se reunió con altos ejecutivos de varias de las princi-
pales empresas de Silicon Valley, entre ellas Google y Facebook, para implementar 
acciones de espionaje a través de Internet. Según NYT Andrew Noyes, director de 
políticas públicas de Facebook, dijo “puedo confi rmar que el director del FBI Ro-
bert Mueller, se encuentra de visita a Facebook durante su viaje a Silicon Valley“. 
Un portavoz del FBI, reconoció las reuniones, pero no dio más detalles. US federal 
agencies use social networks to spy on Americans. http://www.digitaljournal.com/
article/298977.

3 EL FBI desea que una ley de 1994 se aplique también a las empresas de Internet. 
Un grupo de trabajo interinstitucional de la administración Obama está desarrollan-
do una legislación para el plan, y lo presentará al Congreso norteamericano el año 
próximo. Según la propuesta, las empresas tendrían que diseñar sistemas para inter-
ceptar y descifrar mensajes cifrados, además de la obligación de que todo servicio 
localizado en el extranjero envíe las comunicaciones a través de un servidor de Es-
tados Unidos, donde serían intervenidas. 
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Los problemas agrícolas y alimentarios son globales y son el 
resultado de convertir los alimentos en una mercancía.

Esther Vivas1

1.  Introducción

Dicho de un modo abreviado, la soberanía alimentaria es el “de-
recho de los pueblos, de sus países, a defi nir su política agraria y 
alimentaria, sin dumping frente a países terceros. El derecho de 
los campesinos a producir alimentos y el derecho de los consumi-
dores a poder decidir lo que quieren consumir y, cómo y quién se 
lo produce”2. La pérdida de esta soberanía implica entonces que 

1 Para esta autora la soberanía alimentaria “Consiste en tener la capacidad de decidir 
sobre todo aquello que haga referencia a la producción, distribución y consumo 
de alimentos. Apostar por el cultivo de variedades autóctonas, de temporada, sa-
ludables. Promover los circuitos cortos de comercialización, los mercados locales. 
Combatir la competencia desleal, los mecanismos de dumping, las ayudas a la ex-
portación. Conseguir este objetivo implica una estrategia de ruptura con las políticas 
de la Organización Mundial del Comercio (OMC). 

2 Vía Campesina, http://www.ecoportal.net/Temas_Especiales/Desarrollo_Sustenta-
ble/Que_es_la_soberania_alimentaria.

Alimentación, Agricultura y 
Neoliberalismo en Paraguay*
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los países, en realidad, los gobiernos de los países y menos aún 
sus pueblos, ya no tienen la capacidad de defi nir su política agra-
ria y alimentaria, que los campesinos perdieron o van perdiendo 
su capacidad de producir alimentos y que los consumidores poco 
y nada pueden decidir sobre lo que quieren comer, cómo se pro-
duce lo que comen y quién produce ese alimento.

Esta pérdida es uno de los objetivos del capitalismo, es decir, de 
la fase imperialista actual del capitalismo, que, retrotrayéndose a 
sus fases iniciales apela para el efecto a formas de acumulación 
originaria, o, en conceptos más recientes, a la acumulación por 
desposesión, imponiendo reglas para organizar el saqueo a escala 
universal.

Los alimentos son un arma en un mundo de guerra3 expresa con 
notable claridad uno de los varios documentos elaborados por 
think tanks norteamericanos que precedieron a los programas de 
gobierno de Reagan (1981-89) y Thatcher (1979-90), muchos de 
cuyos postulados fueron posteriormente (1989) incluidos en el 
Consenso de Washington4. 

La buscada dependencia alimentaria de los países “potencial-
mente hostiles” del sur del planeta, tiene para los Estados Unidos 
múltiples aristas. Sin duda tres de las principales son: el control 
político de las poblaciones, el control económico de los recursos 
naturales de esos países y garantizar las sobreganancias de las 

3 Documento de Santa Fe I, Tercera Parte. Las políticas económicas y sociales. A. 
Energía.

4 Buena parte de lo concerniente a cuestiones agrarias y libre comercio ya habían 
sido acordadas entre EEUU y los países latinoamericanos en la Alianza para el 
Progreso, cuyo lanzamiento tuvo lugar en Punta del Este en agosto de 1961, como 
una reacción del gobierno de Kennedy a la revolución cubana. En sus documentos se 
encuentra que “Las principales medidas eran una reforma agraria en función de me-
jorar la productividad agrícola, libre comercio entre los países latinoamericanos, 
modernización de la infraestructura de comunicaciones, reforma de los sistemas de 
impuestos…”.
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multinacionales que deben operar con total libertad de mercado 
en estos territorios controlados. 

Por otro lado, la conversión del cono sur sudamericano en la re-
pública unida de la soja5, no es ni casual ni espontánea. Es un 
proceso que viene siendo preparado desde hace tiempo por es-
trategas de la geopolítica norteamericana, quienes asignaron a 
nuestra región geográfi ca el rol de proveedora de materias primas 
de origen agropecuario, principalmente de soja, pero también de 
carne, caña de azúcar y otros pocos productos, además como es 
sabido, de la producción forestal, la minería y la extracción de 
recursos energéticos.

La creciente agresión imperial en el campo alimentario se mani-
fi esta de múltiples maneras, entre las que se pueden mencionar: 
el cambio de la legislación para permitir –entre otras cosas– la 
represión a los campesinos organizados que defi enden su acceso 
a la tierra (convertirlos de productores que son de alimentos, a 
consumidores); disciplinamiento fi scal, que reduce el gasto o in-
versión social especialmente dirigido a los sectores rurales; una 
reforma del sistema tributario tirando el bulto de la recaudación 
a los consumidores, vía IVA, y reduciendo la carga a empresas y 
personas de altos ingresos (o impidiendo la aplicación del IRP); 
liberalización de las tasas de interés que entre otros, tiene el efec-
to de convertir en inaccesible el crédito formal a pequeños pro-
ductores que deben caer así, o en manos de usureros o de fi nan-
cieras privadas; mantener una tasa de cambio “competitiva” que 
estimule las exportaciones de bienes primarios que son los únicos 
que exporta un país como el nuestro; la liberalización del comer-
cio internacional6, que opera en la misma dirección anterior o sea 

5 Esta expresión hace referencia a un tríptico publicitario de la multinacional Syngen-
ta aparecido hace unos años.

6 Que como lo apunta Osmar Sostoa (2011) en “Los diez mandamientos del neolibe-
ralismo y sus devotos en Paraguay”, opera: “mediante la reducción de las tarifas 
arancelarias y abolición de trabas existentes a la importación”.
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propiciando que la exportación sea un negocio rentable; modifi -
cación de la legislación que facilite la radicación de inversiones 
privadas directas extranjeras, inversiones que en un país de alta 
corrupción como el nuestro, tienden a radicarse en el negocio in-
mobiliario rural, forzando a programas de privatización de todas 
aquellas instituciones y empresas del Estado que son económi-
camente competitivas (como el caso de puertos, estructura vial 
y otros); leyes referidas a los derechos de propiedad; patentes, 
regalías, etc.

Algunas de estas medidas (y por supuesto, muchas más que no se 
mencionan ahora) empezaron a aplicarse ya hace casi 40 años7, 
pero la mayoría de ellas y de forma masiva se aplicaron luego 
del golpe de Estado de Rodríguez (1989), quien de hecho, tuvo 
el apoyo de la embajada norteamericana para realizarlo, con la 
condición de que aplique el recetario neoliberal en el país. Como 
puede apreciarse, las medidas aludidas tienen un impacto general 
sobre la dependencia que el Paraguay acepta asumir, entre ellas la 
dependencia alimentaria. 

2.  Breve mención al proceso de territorialización e inserción 
paraguaya a la globalización alimentaria

La fuerte inmigración de brasileños al país a partir de la segunda 
mitad de los años sesenta, propiciada por varios factores (geopo-
líticos y económicos principalmente como ya ha sido explicado 
en otras publicaciones), introdujeron de manera estructurada la 
agricultura capitalista en el país8. Stroessner, obediente a las su-

7 Con la inserción del país al mercado internacional con el algodón y la soja a comien-
zos de la década de los 70s.

8 Incluso antes de su asunción, ya en 1952 se había concretado un convenio con el Go-
bierno de los EEUU por el cual la dirección, administración y operación del Servicio 
de Extensión Agrícola Ganadera quedaba a cargo del Servicio Técnico Interameri-
cano de Cooperación Agrícola (STICA). Estigarribia, Juan Carlos (s/f) La extensión 
rural en el Paraguay. En: http://archivo.abc.com.py/suplementos/rural/articulos.
php?pid=287466.
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gerencias de la embajada norteamericana había fi rmado la carta 
de Punta del Este y admiraba las innovaciones tecnológicas de la 
“revolución verde”. El ingreso de estos farmers, muchos de ellos 
de origen alemán (como él), trajeron máquinas agrícolas, nue-
vas técnicas de cultivo, implantaron la soja (por aquel entonces 
todavía convencional) y difundieron la agricultura empresarial 
sobre tierras originalmente asignadas a la reforma agraria, como 
la inmensa colonia de Minga Guazú en Alto Paraná. Pocos años 
después se fi rmaría el Tratado de Itaipú (1973) cuyas obras se 
inician en enero de 1975, obras que requirieron grandes cantida-
des de trabajadores de la construcción, en su mayoría jóvenes no 
califi cados provenientes casi todos ellos de fi ncas campesinas, lo 
cual implicó un importante vaciamiento de mano de obra en edad 
activa del campesinado.

El crack petrolero de 1973 implicó un aumento explosivo del pre-
cio del algodón por parte de las empresas textiles mundiales lo 
cual repercutió inmediatamente en el país y principalmente en el 
campesinado; se instala el monocultivo de algodón de base cam-
pesina y el uso indiscriminado de agrotóxicos por parte de estas 
familias, con sustitución de las mejores parcelas de la fi nca fami-
liar de cultivos alimentarios, por el cultivo de la fi bra.

Coincidentemente, en 1974 la entonces Comunidad Económica 
Europea suspende las importaciones de carne de países sudame-
ricanos y anuncia que importará proteínas vegetales (soja) en lu-
gar de las animales. Esto dispara el precio internacional de dicha 
oleaginosa, cuyo cultivo ya venía expandiéndose en países de la 
región, principalmente en el Brasil.

Para esa época la compra de tierras por parte de empresas ex-
tranjeras ya estaba en auge, venían bajo de la forma de inver-
siones privadas directas extranjeras9. Esa ocupación empresarial 
del territorio elevó rápidamente el precio de las tierras, situación 

9 Empresas como Agropeco, Gulf and Western, Favero y muchas otras.
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aprovechada por funcionarios del IBR, caudillos políticos, mili-
tares y cuadros policiales, para obtener importantes lucros ilícitos 
ofi ciando de intermediarios para el traspaso de tierras públicas a 
personas y empresas mayoritariamente extranjeras. Para media-
dos de los ochenta, la frontera agrícola estaba cerrada: no queda-
ban tierras fi scales y menos aún en la zona agrícolamente más rica 
de la Región Oriental. Obviamente el campesinado fue quedando 
acorralado. Por ello, no es casual que las primeras ocupaciones 
masivas de tierra, se den en Alto Paraná ya en 1982 (Tavapy I y 
Malvinas).

La conjunción de estos factores: inicio de la implantación de mo-
nocultivos agrícolas, mecanización empresarial de la agricultu-
ra, descampesinización, encarecimiento de las tierras, cierre de 
la frontera agrícola, inserción desventajosa del campesinado al 
mercado, ingreso de capitales e inversiones por Itaipú, urbaniza-
ción tardía sin industrialización y otros factores vinculados, irían 
a afectar decididamente los patrones de alimentación de la pobla-
ción y la soberanía alimentaria misma del país.

Lo que pasa durante ese período que va de mediados de los seten-
ta hasta el golpe de 1989, es un anticipo de lo que vendría a ace-
lerarse con los gobiernos desde Rodríguez hasta Lugo. Se da un 
paulatino desmantelamiento de los escasísimos apoyos con que 
podría haber contado el campesinado, y la inundación del campo 
con “proyectos rurales de desarrollo” fi nanciados principalmente 
por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Banco Mun-
dial y sostenido por otras tantas agencias de desarrollo tipo JICA, 
GTZ, etcétera (López,1996). Es en la agricultura y en el sistema 
alimentario nacional donde se aplica más tempranamente el rece-
tario neoliberal.

Haciendo un recuento rápido de la forma como el país fue “globa-
lizándose” y pasando a formar parte del territorio alimentario im-
perial durante los últimos veinte años, puede constatarse que du-
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rante el gobierno de Andrés Rodríguez se liberó la tasa de interés 
bancario; se redujo sustancialmente el encaje legal a los bancos; 
se liberó el tipo de cambio y se iniciaron las primeras gestiones 
para la privatización de las empresas públicas; en materia espe-
cífi camente agraria, se eliminaron los precios preferenciales para 
la fi bra de algodón, lo que –junto con otros factores– determinó 
la muerte del algodón como opción campesina para subvenir sus 
necesidades de dinero en efectivo y en consecuencia para su so-
brevivencia10.

Con Wasmosy vino la privatización que resultó altamente lesiva 
para los intereses nacionales y se terminaron de rematar los silos 
del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), que hasta en-
tonces eran una opción campesina para la espera de mejores pre-
cios de algunas cosechas. La sustitución de la semilla Reba P279 
de algodón adaptada a suelos locales, fue también sustituida por 
la Delta Pine, que terminó de arruinar el negocio algodonero para 
la economía campesina. 

Durante la administración de Duarte Frutos se da la reducción 
del Impuesto a la Renta Empresarial del 30% al 10% mediante la 
promulgación de la Ley de Reordenamiento y Adecuación Fiscal; 
se elimina el impuesto sobre Actos y Documentos del 12% para 
la importación de insumos agrícolas, permitiendo a las transna-
cionales del agronegocio aumentar sus ganancias; y se agudiza la 
ausencia del Estado con programas de asistencia técnica, fi nan-
ciera, de mercadeo y social. La corrupción que se aceleró desde 
Wasmosy, asume características endémicas con González Macchi 
y domina todo el período Duarte Frutos, que permite a las corpo-
raciones del agronegocio y a los gremios sojero y cárnico –con 
coimas o comisiones– adueñarse prácticamente de la institucio-
nalidad agraria. De hecho, todos los ministros de agricultura que 

10 De hecho, la demanda de la resurrección del algodón como alternativa productiva 
para el campesinado, sigue siendo la principal de la FNC.
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desfi laron en esos veinte años no eran sino agentes de los intere-
ses de la soja y la carne y profundamente anticampesinos.

Con Lugo las cosas no sólo no cambian sino que la inserción del 
país en el imperial proceso de globalización alimentaria adquie-
re nuevos ímpetus, ahora con el aura de procederse democráti-
camente en un gobierno de “centro-izquierda”. El ridículamente 
bajo Impuesto a la Renta a las Actividades Agropecuarias (IMA-
GRO) se mantiene; se desfi nancia al INDERT cuando éste está 
bajo la presidencia de Alderete; el ministro Borda, a cuyo cargo 
está la Dirección de Catastro, se niega a impulsar la realización 
de un catastro nacional, porque pondrá en evidencia a los latifun-
dios y a las multinacionales que se dedican al agronegocio; los 
intentos de reforma agraria son sistemáticamente diluidos de di-
ferentes maneras pero principalmente con la profusa elaboración 
de planes y programas que no se ejecutan, en fi n. Las medidas 
que se tomaron durante este gobierno, y sobre todo las que no se 
tomaron, aceleraron una creciente expulsión de campesinos de 
sus tierras y con ello una disminución de los productores de ali-
mentos que ahora son consumidores (si pueden).

Entender la difícil situación alimentaria por la que atraviesa el 
país exige tener una noción aunque sea general del sistema de 
los agronegocios, esto es, cómo está estructurado el sistema. De 
una manera muy esquemática puede decirse, que es la estructura 
empresarial, corporativa, mayormente multinacional, que exis-
te entre el productor y el consumidor. Un primer eslabón es el 
conglomerado formado por empresas que proveen insumos a la 
producción agropecuaria (semillas y material genético en gene-
ral, fertilizantes, biocidas11, maquinarias, combustibles, bancos y 
fi nancieras, y otros). Este sector de los agronegocios está notable-
mente concentrado en pocas corporaciones multinacionales.

11 En agrotóxicos, diez empresas transnacionales realizan el 84% de las ventas glo-
bales. Son: Bayer, Syngenta, BASF, Dow, Monsanto, Dupont, Koor, Sumitomo, 
Nufarm y Arista, en: ttp://www.aporrea.org/tecno/a21553.html.
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Un segundo eslabón está formado por empresas que se dedican a 
la exportación de las materias primeras. En el Paraguay la presen-
cia de éstas es prácticamente monopólica (Cargill, ADM, Bunge 
y Dreyfus controlan el 85% de la soja exportada12).

El tercer eslabón –siempre de una manera quizás excesivamen-
te esquemática– es el constituido por las empresas propiamente 
procesadoras de alimentos y bebidas, que procesan un altísimo 
porcentaje de lo que se consume en el planeta (Unilever, Nestlé, 
Danone, Grupo Altria (Kraft y Philip Morris), ADM, Pepsico, Ty-
son Food, Coca Cola)

Finalmente, el último eslabón antes que el alimento llegue al con-
sumidor está formado por las multinacionales vinculadas a la dis-
tribución (mayorista y minorista) de alimentos (entre las que se 
encuentran Wal Mart13, Carrefour, Tesco, Kroger, Royal Ahold y 
Costco)14. Las principales cadenas de supermercados en el Para-
guay se encuentran en tratativas con algunas de las citadas más 
arriba y probablemente serán adquiridas por ellas.

Lo descrito hasta acá es lo que podría llamarse el “núcleo duro” 
del agronegocio, que no explica aún por sí solo la importancia e 
infl uencia que este sector corporativo multinacional tiene. Resul-
ta que estos sectores económicos globalizados tienen tanto poder 
económico, que puede considerarse con toda propiedad, que de-
tentan el poder mundial. Con ello dominan gobiernos y –asocia-

12 Otro tanto ocurre con la carne, el azúcar, el sésamo y en su momento, el algodón. El 
comercio exterior de exportación de materias primas y alimentos está casi totalmen-
te desnacionalizado.

13 La empresa más grande del mundo sigue siendo Wal-Mart, cuyo volumen de ventas 
es mayor que el producto bruto interno de Noruega, Arabia Saudita y Austria. Wal-
Mart es la vigésima economía de planeta (nótese que dice economía, no multinacio-
nal), en: http://www.aporrea.org/tecno/a21553.html.

14 Actualmente operan cinco cadenas multinacionales en América latina: Makro de 
Holanda, Carrefour y Casino de Francia, Wal Mart de Estados Unidos y Cencosud 
de Chile  con ventas anuales de 100.000 millones de dólares en los 13 países donde 
actúan, en: http://www.suite101.net/content/hipermercados-la-evolucion-de-un-sis-
tema-de-compras-a21081.
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dos a las burguesías de los países en los que operan– los resortes 
del poder político, judicial, mediático, etc.

Al tratar de conocer el ámbito de infl uencia del agronegocio es 
preciso entender que sus aliados locales son a su vez sectores e 
instituciones que en el caso paraguayo, pueden –de manera in-
completa– ser enumerados en los siguientes:

• Los actores gubernamentales y políticos. Antes que nada el 
Ejecutivo mismo, que recibe una fuerte presión de las em-
bajadas de países hegemónicos; el MAG y sus dependencias 
técnicas, el Ministerio de Industria y Comercio (MIC), el 
INDERT, el Instituto Nacional de Cooperativismo de Para-
guay (INCOOP), el Ministerio Público, el Poder Judicial, el 
Ministerio del Interior. Pueden incluirse también las políticas 
y proyectos gubernamentales orientados a la promoción de 
exportaciones de materias primas; los organismos y acuerdos 
internacionales de los que participa el país y condicionan el 
funcionamiento del gobierno (Protocolo de Kyoto, Organiza-
ción Latinoamericana de Energía OLADE, Instituto Interame-
ricano de Cooperación para la Agricultura IICA, Organización 
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
FAO y varios otros); los eventos, seminarios y otros en los que 
la presencia gubernamental es notoria (Encuentros de la Mesa 
Redonda sobre Soja Sustentable, Seminarios internacionales 
sobre biocombustibles y otros).

• Los actores fi nancieros multilaterales y nacionales que con-
dicionan fuertemente la disponibilidad de recursos por parte 
del gobierno para ejecutar sus políticas (el Banco Mundial, el 
Banco Interamericano de Desarrollo, Fonplata, la banca pri-
vada multinacional, la banca pública, las fi nancieras y otros) 
y que actúan sólo y exclusivamente en respaldo del modelo 
económico imperante y siguiendo pautas dictadas por los cen-
tros de poder mundiales.
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• Actores corporativos nacionales, entre los que se incluyen las 
cámaras patronales principalmente vinculadas a la importa-
ción de maquinaria agrícola, cooperativas de grandes produc-
tores (Fecooprod, Colonias Unidas, Neuland), gremios em-
presariales del agro (UGP, CAPECO, ARP, Unión Industrial 
Paraguaya UIP, Federación de la Producción, Industria y Co-
mercio Feprinco y otros varios).

• Productores propiamente tales, unos siete mil entre medianos 
y grandes.

• Empresas procesadoras de alimentos y bebidas vinculadas a 
multinacionales (Coca Cola, MHP y varias otras).

• La prensa empresarial estrechamente vinculada ideológica, 
política y económicamente a los intereses del agronegocio.

Obviamente faltan muchos otros actores para dar un panorama 
completo, pero la enumeración anterior es sufi ciente para recono-
cer el poder de los factores que actúan sobre el modelo y sobre la 
situación alimentaria que forma parte medular del modelo que se 
aplica en el país.

3.  La forma en que se expresa la creciente dependencia 
alimentaria

En este apartado se retoma el esquema del agronegocio mencio-
nado más arriba sólo con el propósito de organizar la forma como 
este sistema está operando en el país15. Vale la pena reiterar que 
el propósito fi nal es llegar al control de las diversas etapas del 
proceso de producción y distribución de alimentos.

15 La información que se presenta releva información periodística sistematizada por 
una base de datos de lo que sería un observatorio de soberanía alimentaria que man-
tiene BASE IS y que se refi ere al año 2010.
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3.1  La situación de los productores campesinos de 
alimentos

Lo observado durante el último año no presenta diferencia alguna 
con lo que ha sido la constante durante las últimas dos décadas. 
Se trata de un bien armado esquema para inviabilizar la economía 
campesina a través de diferentes mecanismos.

El primero de ellos es el de deteriorar paulatina y sostenidamente 
los precios relativos de intercambio pagados al productor cam-
pesino. Mientras los precios de insumos y consumo básicos que 
deben ser adquiridos por el productor y sus familias aumentan, 
los precios pagados en fi nca por su producción caen en términos 
relativos y en algunos casos, nominales. Esto se ha podido ob-
servar con claridad en los casos del algodón, el sésamo, la caña 
de azúcar, las frutas, el tomate y hasta en la leche de los peque-
ños tamberos, sector este último, que está siendo absorbido por 
productores mayores y los precios controlados por tres o cuatro 
grandes procesadoras que van dirigiendo los precios al consumi-
dor. Aparentemente esta tendencia no se está dando sólo en el país 
sino también en otros países de la región16. 

Un segundo mecanismo y que sirve de regulador de los precios 
pagados al productor, es el contrabando de una gran cantidad de 
productos generados en la fi nca campesina. Como se sabe, el 
contrabando está manejado por autoridades, grandes empresarios 
evasores e intermediarios de todo tipo, normalmente al servicio 

16 Protestas del sector lechero en Bogotá, Colombia, contra el Tratado de Libre Co-
mercio y prohibición de vender leche cruda, en: http://www.telesurtv.net/secciones/
noticias/90006-NN/sector-productivo-lechero-protesta-en-colombia-contra-tlc-y-
restricciones-de-venta/.
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de los intereses de grandes comerciantes e incluso industriales del 
ramo17.

Otro factor no menos importante e s la barrera que se puso a la 
implementación de la reforma agraria en el país (responsabili-
dad que por cierto no recae exclusivamente en el gobierno actual) 
y a la forma que siguió adoptando la “ayuda” ofi cial al sector 
campesino. Esta ayuda consistió básicamente en una asistencia 
pulverizada (unas ovejas en Concepción, algunas azadas y ma-
chetes para tantos productores en Caazapá, semillas para familias 
en Caaguazú, etc.) a través de programas que actúan de manera 
descoordinada y más con la lógica de fondos de inversión foca-
lizados a través de proyectos de la “cooperación” internacional, 
cuando no desde una perspectiva rubrista ya de pasada. Los casos 
del PRONAF y del proyecto Paraguay Rural, son un típico ejem-
plo de esta perspectiva asistencialista al pequeño campesinado 
que no hace sino seguir considerando a estos productores de ali-
mentos como sujetos de la benefi cencia gubernamental. Esto no 
ocurre en el caso de productores medianos y grandes, quienes sí 
reciben un apoyo sostenido, como es el caso de los productores 
de Tung, por citar solo uno, que recibieron Gs. 1.000 millones del 
MAG para el mejoramiento de las nueve mil has de la oleaginosa 
que se encuentran en producción.

Al respecto vale la pena citar al IICA: El Paraguay es un territo-
rio libre, donde han arribado numerosos grupos humanos a ha-
cer lo que quieren, sin orden y sin que nadie los haya convocado 
nunca a participar del diseño y construcción de una visión de 
país productivo de largo plazo (sostenible)18.

17 Como ha sido el caso de la introducción de azúcar en bolsas “blancas” etiquetadas 
posteriormente por alguno de los importantes ingenios azucareros del país, situación 
que obviamente repercute tanto en el precio al consumidor como en el pagado en 
fi nca, al pequeño productor cañero.

18 IICA (2010) Situación y perspectiva del sector agrorrural paraguayo 2009 Asun-
ción.
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Si a estos factores de carácter económico/productivos se le agrega 
la persecución policial, de la fi scalía y judicial, a la dirigencia de 
las organizaciones campesinas intimidando a las familias de pro-
ductores que pretenden organizarse, se obtiene apenas una pálida 
imagen de la ofensiva gubernamental y del agronegocio contra 
este –hasta ahora aún– amplio sector de productores de alimentos.

Las reacciones campesinas han sido puntuales, escasas y descoor-
dinadas, aunque debe destacarse la acción de la CONAMURI en 
defensa de las semillas nativas, su campaña en contra de la intro-
ducción del maíz transgénico de la Monsanto, y el crecimiento de 
las ferias campesinas que se expanden en los pueblos del interior.

3.2  La provisión de insumos para la producción 
agroalimentaria

La agricultura de exportación controlada por el agronegocio es 
altamente intensiva en el uso de insumos importados (combusti-
bles, maquinarias, fertilizantes, biocidas, semillas modifi cadas).

Combustibles. Estimaciones de diversas fuentes a nivel global 
sostienen que entre el 17% y 19% del petróleo que se bombea 
en el planeta diariamente, es utilizado por la agricultura para la 
producción de alimentos. En el caso paraguayo lo que se observa 
es que del total de U$ 9.400 millones de importaciones del año 
2010, no menos de U$ 900 millones corresponde a combustibles 
varios, la mayor parte diesel, que como se sabe, es principalmente 
consumido para actividades agropecuarias.

En lo que respecta a maquinarias agrícolas y tomando sólo in-
formación fragmentaria (referida a la importación de tractores y 
cosechadoras, excluyendo sus implementos), los datos son reve-
ladores: entre 2009 y 2010 se dio un aumento de 131% y 125% 
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respectivamente19. Si uno observa la evolución del crecimiento 
de las exportaciones e importaciones observa en efecto que el au-
mento de las exportaciones de soja está estrechamente vinculado 
al aumento mucho más acelerado de la importación de combus-
tibles, lubricantes y maquinarias agrícolas, lo cual puesto en tér-
minos técnicos, implica un deterioro sostenido de los términos de 
intercambio en el comercio exterior del país.

Las empresas que dominan la importación de agroquímicos son: 
ADM (que durante 2010 tuvo un confl icto son SENAVE por 
utilizar agroquímicos no registrados); Agrofértil, distribuidora 
local de Monsanto, así como Dekalpar; Agrotec, que distribuye 
productos de Bayer, Pioneer y Bunge; Agrosan nombre local de 
Syngenta20; la Cargill y la Bayer por su propia cuenta, así como 
la Dow Agrosciences Py. En total importaron el año pasado por 
valor (registrado) de U$ 365.6 millones; un 13.4% más que el año 
anterior. A esto hay que agregarle los agrotóxicos introducidos de 
contrabando de origen brasileño (la Fiscalía intervino en marzo 
un depósito con productos de la marca Calfi ller, brasileña, con 
productos de contrabando), y de origen chino.

Pero el control que estas empresas vinculadas al agronegocio 
ejercen sobre el uso de estos productos con sus ruines consecuen-
cias para la población y el ecosistema son múltiples; durante todo 
el año se denunciaron verdaderos desastres ambientales en varias 
zonas del país, incluso se dieron los primeros casos del síndro-

19 En cuanto a las maquinarias agrícolas, la importación de tractores nuevos ha regis-
trado un incremento del 131% respecto al 2009, llegando a 1.854 unidades. Mientras 
que las cosechadoras nuevas registran un aumento del 125%, totalizando 435 unida-
des, en: http://www.cadam.com.py/noticia.php?id=35. Otra fuente http://www.cip.
org.py/nuevos/pre-com-ext-ene-2011.pdf informa que del total de importaciones del 
país en 2010, el 17,95% correspondió a combustibles y lubricantes.

20 La compañía Syngenta, dedicada a la “protección” (comillas nuestras) de cultivos, 
investigación y otras actividades relacionadas con el agro, adquirió la marca Agro-
san, encargada de comercializar defensivos agrícolas. Así lo anunció Juan José Pe-
tignat, director para Paraguay, Uruguay y Bolivia de la fi rma. La transacción fue por 
U$ 120 millones. http://www.lanacion.com.py/articulo.php?multinacional-syngen-
ta-adquiere-agrosan-en-mas-de-&edicion=2&sec=2&art=7013.
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me de Guillain-Barré en pobladores de Concepción, directamente 
vinculados a la exposición a agroquímicos. Hasta la misma Cá-
mara Exportadora de Sésamo recibió el rechazo de importadores 
japoneses por la fuerte presencia de agroquímicos en las partidas.

Pero quizás donde pudo evidenciarse con más nitidez el poder 
político y económico de los peones del agronegocio (institucio-
nes como la Unión de Gremios de la Producción UGP, diarios 
como ABC color y otros) es en la enorme presión que se ejerció 
contra Miguel Lovera (Presidente del SENAVE) desde el mismo 
momento en que fue nombrado. El primer episodio giró alrededor 
de la reglamentación de la ley 3742/09 que había sido elaborada 
a gusto y paladar de los barones de la soja. De hecho, todo el 
SENAVE no era más que una ofi cina de la UGP; los intentos de 
Lovera de hacer cumplir la legislación vigente siguen molestando 
a los peones. 

Con respecto al uso de semillas genéticamente modifi cadas puede 
decirse que los que dictan la política en el país son J.J. Petignat y 
Hugo Campos, directores para Paraguay de Syngenta y Monsanto 
respectivamente. El control de estas dos empresas a través de su 
personal doméstico (empresario sojeros y miembros de la prensa 
masiva), se expresa en la facilidad con que se imponen sus nor-
mativas en ministerios, entre los funcionarios y en general en los 
tomadores de decisiones de políticas públicas. Por poner un solo 
ejemplo, el Centro Rregional de Investigación Agrícola (CRIA), 
otrora centro modelo de investigación y desarrollo agropecuario, 
está hoy al servicio de aquellas dos empresas para desarrollar va-
riedades locales de semillas y OGM.

Otro episodio anecdótico que muestra el poder de estas empresas 
se dio cuando el director del SENAVE, el Sr. Lovera, destruyó 44 
has. de maíz transgénico, semillas que no están permitidas en el 
país, ni siquiera para experimentación. La reacción de los “pro-
ductores” fue tal que tuvo que intervenir el propio Ministro del 
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Interior pidiendo a Lovera que no continúe con los procedimien-
tos ya que podría generarse un confl icto social. Es decir, el minis-
tro del interior elevó un pedido para que se continúe infringiendo 
la ley.

Otra muestra del poder de las multinacionales de semillas transgé-
nicas fueron las declaraciones del Ministro de Agricultura, Enzo 
Cardozo, en la inauguración de la Expo 2010 (muestra anual de la 
oligarquía nacional en el barrio asunceno de Roque Alonso). Ahí 
expresó textualmente “un equipo de juristas del MAG tiene ya 
casi delineado el camino administrativo para sortear la barrera 
que estableció la SEAM y que impide el inicio de los ensayos 
agronómicos con maíz transgénico”. Otro ministerio que está dis-
puesto a sortear barreras impuestas por la legislación nacional.

Finalmente en noviembre de 2010 el MAG saca la resolución 2128 
por la cual se habilita la apertura a la investigación con transgé-
nicos en parcelas agrícolas de instituciones públicas21. Según la 
misma, la institución técnica capacitada es la Comisión Nacional 
de Bioseguridad (Combio), “que se encargará de la elaboración 
del protocolo del ensayo regulado, previendo la evaluación del 
evento, las medidas de bioseguridad y las fi scalizaciones desde 
la presiembra hasta la poscosecha”. La Combio está desde luego 
integrada mayoritariamente por representantes del empresariado 
sojero. Debe destacarse que tanto la ofi cina local de la FAO como 
del IICA, han realizado durante todos estos años una desemboza-
da campaña a favor de los OGM.

Consideramos innecesario mencionar acá las acciones de Mon-
santo y Syngenta en el país. Para información estadística y aná-
lisis pertinentes recomendamos la publicación de Rojas (2009).

21 En realidad fueron cuatro resoluciones que benefi cian a Agrotec, Dow Agroscience 
Paraguay, Monsanto y Syngenta Crop Protection, a iniciar los procedimientos lega-
les para cinco variedades de maíz transgénico. Los ensayos se harán en el CRIA de 
Capitán Miranda que depende del IPTA.
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3.3  La agroexportación

La cifra de 5.6 millones de toneladas exportadas en el 2010 repre-
senta la cifra más alta alcanzada hasta ahora por el sector sojero. 
Son sólo cinco empresas las que concentran la casi totalidad de 
dichas exportaciones. Entre las cinco (Cargill, ADM, Bunge, Dre-
yfus y Noble) exportaron en 2010 U$ 1.940 millones. Ese año las 
exportaciones totales del país representaron U$ 4.535.1 millones, 
o sea, sólo cinco empresas exportaron el 43% del total nacional. 
Con las exportaciones de carne pasa algo similar; los ingresos 
representan el 20.3% (U$ 919 millones) de las exportaciones to-
tales y cinco empresas representan más del 60% de lo exportado 
por el sector. Esto muestra el grado de control que tienen no más 
de diez grandes agroexportadoras (y algunas de ellas procesado-
ras) multinacionales de alimentos o materias primas para la pro-
ducción de alimentos, las cuales controlan casi dos tercios de las 
exportaciones totales del país.

La tendencia es que este proceso se profundizará durante los 
próximos años dadas las inversiones que estas empresas se en-
cuentran realizando en el país. ADM, Dreyfus, Cargill y Mon-
santo han anunciado durante los últimos meses, importantes in-
versiones en la ampliación de sus plantas, algunas de las cuales 
incorporarán procesadoras de aceite de soja. Mientras tanto, los 
productores campesinos de alimentos locales siguen siendo ex-
pulsados de sus tierras a través de diversos mecanismos.

3.4  Las empresas procesadoras de alimentos

Tomando datos de Rojas (2009) existen “cinco empresas que re-
presentan a cuatro corporaciones transnacionales en el país…Tres 
empresas realizan procesos de industrialización (Cargill, Conti-
paraguay y Parmalat). Otras dos, Nestlé y Unilever realizan la 
industrialización en sus fi liales de otros países y en Paraguay sólo 
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importan sus productos y los distribuyen a los establecimientos 
comerciales, en vista que Contiparaguay es de su propiedad”.

Es inusitado el interés por instalarse en el país de empresas proce-
sadoras de alimentos, la mayoría de ellas para la producción acá y 
exportación de su producción, aunque buena parte de dichas em-
presas, aprovechándose de los bajos precios de la tierra, bajos sala-
rios y abundancia de materias primas, orientan parte de su produc-
ción al mercado interno. Haciendo un recuento incompleto de ese 
interés, enumeramos un listado de empresas extranjeras y multina-
cionales que –durante 2010– anunciaron su presencia en el país:

• El grupo holandés Van Luin Food Group, procesa, empaca y 
distribuye carne de especies bovinas, porcinas, aves y pesca-
dos, además de elaborar productos vegetales y otros. Ya fun-
ciona en Brasil.

• WS Lloyd: compañía inglesa especializada en aceites vegeta-
les para la industria. Va a dedicarse a la exportación de aceite 
de ricino.

• Pepsico vuelve al país con el Grupo Vierci. Durante un tiem-
po mantuvo una disputa con el grupo Riquelme que no quiso 
vender la marca Niko. Productos de Pepsico y existentes o a 
lanzarse en el país son: Lay’s, Doritos Cheetos, Quaker, Twis-
tos y Toddy. Sus distribuidoras: Codisa, Edesa y Nicovinos.

• Timac Agroparaguay (del grupo Roullier) francés, rubro agro-
pecuario y agroalimentario.

• Se fi rmó una “alianza estratégica de la fi rma nacional NL Ste-
via y la multinacional Cargill”, que apunta directamente al 
mejoramiento genético de la hoja de stevia.

• Marfl ig, empresa brasileña productora de carne procesada. 
Sus productos incluyen carne vacuna cocinada, embutidos, 
picadillo y otro tipo de alimentos vegetales congelados, carne 
enlatada, pescado y platos rápidos.
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• Rici-Chem Productos Químicos Ltda y Proquinor. Instalarán 
plantas industriales para la fabricación de aceite de ricino.

• La cadena Pizza Hut duplicará sus locales para inicios de 
2012.

• La empresa española Alimentos Congelados Carrascal SA, 
está interesada en producir helados a base de ka’a he’e en 
Europa. Directivos de la empresa se reunieron con represen-
tantes de la fi rma local NL Stevia. Llevaron un volumen de 
steviol glucósido para experimentar, esperando la habilitación 
ofi cial en Europa.

• La empresa transnacional canadiense GLG Life Tech Corpo-
ration, se instala en el país para el desarrollo de variedades de 
ka’a he’ê.

• La empresa transnacional Pure Circle ya lleva invertido en el 
país más de 10 millones de dólares en el desarrollo del ka’a 
he’ê.

• Sustentare de Brasil, instalará una planta procesadora de ali-
mentos deshidratados, tanto de hortalizas como de frutas. En 
el Brasil es una de las mayores empresas de distribución de 
meriendas escolares.

La información disponible muestra un rápido proceso de desna-
cionalización del sector procesador de alimentos en el país.
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3.5  La distribución minorista de alimentos

Supermercados22

La forma más explícita de pérdida de la soberanía alimentaria 
del país es el creciente control de los súper e hiper mercados en 
la oferta minorista de alimentos. En el Paraguay, la tendencia es 
de que las grandes cadenas existentes se fusionen o hagan joint 
ventures con cadenas multinacionales23. No obstante, según datos 
de la consultora multinacional CCR “En toda la región, Paraguay 
tiene la menor penetración de los súper en el mercado, ya que 
atienden solo un 12% a nivel general y 30% en Gran Asunción y 
área metropolitana”24.

Debido precisamente a este –hasta ahora– bajo nivel de pene-
tración, el crecimiento durante los últimos años ha sido verda-
deramente rápido. Según Salemma, presidente de la Cámara 
Paraguaya de Supermercados (CAPASU), en 2011 está prevista 
la instalación de 12 nuevos supermercados con una inversión de 
U$ 25 millones. Esto coincide con el anuncio de que productos 
de la cadena Jumbo de Brasil, incursionará en el mercado local 
durante 2011 con una línea de sus snacks. Los productos Jumbo 
son producidos por la cadena del mismo nombre, que a su vez 
forma parte de la cadena Cencosud, propietaria de varias otras 
cadenas en la región como los supermercados Disco y Super Vea. 
Esto es, poco a poco, las cadenas nacionales se van incorporando 
a cadenas regionales y posteriormente pasan a ser parte de ca-
denas globales de hiper y supermercados. Además de Cencosud, 

22 “Hoy, siete empresas en el estado español controlan el 75% de la distribución de 
los alimentos. Y esta tendencia va a más. De tal manera que el consumidor cada vez 
tiene menos puertas de acceso a la comida y lo mismo sucede con los pequeños pro-
ductores a la hora de acceder a los consumidores. Este monopolio otorga un control 
total a los supermercados a la hora de decidir sobre nuestra alimentación, el precio 
que pagamos por lo que comemos y cómo ha sido elaborado”. Esther Vivas: http://
alainet.org/active/44019.

23 Tal es el caso de Jumbo de Brasil que pertenece al grupo Cencosud.
24 En Chile es del 65% y en Argentina y Brasil 45% y 46% respectivamente.
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otras cadenas buscan instalarse en el país como Walmart Chile, 
el Grupo de Empresas D&S S.A., Fallabella y Ripley. Durante el 
año pasado se conocieron varias iniciativas (entre ellas la feria de 
CAPASU), que buscan que los Supermercados de Latinoamérica 
unifi quen criterios de gestión para lo cual darán fuerte impulso a 
la capacitación del personal

En 2010 se registran (de manera incompleta) las siguientes aper-
turas:

• Colonias Unidas que invirtió U$ 5 millones en un nuevo súper.

• Ampliación de la cadena Stock del Grupo Vierci, con expan-
sión a Ñemby, Villa Elisa y Mariano Roque Alonso. Va por 20 
locales. Este grupo anuncia también la apertura de un “super-
mercado boutique” para consumidores gourmets.

• El súper El Pueblo con un nuevo local en Lambaré.
• El Grupo Riquelme, dueño de la cadena Real, también se ex-

pande con cuatro nuevos supermercados. 
• Ampliación del súper Los Jardines de Luque
• Nuevo local del supermercado Luisito
• Reapertura del local del supermercado La Bomba

Las quejas con respecto al funcionamiento de estos estableci-
mientos abundaron: venta de productos vencidos, quejas por el 
estado de los carritos, bolsas, trato del personal, y lo que es aún 
más grave, por el robo en las cajas con el lector óptico. Se reportó 
incluso la venta de suero en lugar de leche en un Supermercado 
de Cnel. Oviedo.

Los efectos de la expansión de estos centros de venta ya son co-
nocidos: los panaderos fueron muy afectados por la venta de pan 
en los súpermercados a precios de dumping, la desaparición de 
almacenes y panaderías de barrio, la explotación de sus trabajado-
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res con salarios por debajo del mínimo y extorsión en los horarios 
laborales, entre otras cosas.

Por otro lado, debe tenerse en cuenta que la Agencia de Estados 
Unidos para el desarrollo Internacional (USAID por sus siglas en 
inglés) está apoyando fuertemente la “supermercadización” del 
país con el programa “Tu producto al súper”, campaña orientada 
a proveedores minoristas de supermercados para “disciplinarlos” 
en técnicas de ventas a estos centros de compra. Este programa, 
que forma parte del proyecto “Paraguay Vende” se inició en agos-
to de 2003 y orienta a fi rmas privadas para “aumentar sus ventas y 
generar empleo”. Estimamos que no es casualidad esta iniciativa.

Los supermercados, a medida que dominan crecientes porciones 
de venta de alimentos, van constituyéndose en formadores de pre-
cios de los mismos, precios domésticos que van adaptándose a 
los precios internacionales y que contribuyen al encarecimiento 
de los productos fi nales. En el país no hay atisbos de que se esta-
blezcan mecanismos regulatorios de dichos precios, o de que al 
menos, el gobierno intente intervenir en los precios de los bienes 
de la canasta básica.

La situación de los consumidores
La indefensión del consumidor ante este rápido proceso de con-
centración de los centros de venta minorista de alimentos es 
completa, ya que el propio Ministerio de Industria y Comercio 
se declara incompetente para intervenir en casos de abuso en el 
precio de venta de los productos. Además no existe una ley de 
competencia en el país que legalmente regule los abusos que se 
cometen –entre otras cosas– en esta materia. La falta de control 
sobre los precios a minoristas quedó de manifi esto con el caso de 
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Casa Grutter25. Al respecto se reproduce a continuación un artícu-
lo no publicado, de Milena Pereira de BASE-IS: “Oligopolios y 
suba artifi cial de precios de alimentos”. 

En abril de este año (2010), a partir de la publicación de un 
comunicado a la opinión pública emitido por la empresa mayo-
rista-minorista Casa Grütter, se puso de manifi esto la marcada 
desprotección en la que se encuentran las pequeñas y medianas 
empresas, así como los consumidores/as en el país. Desde hace 
años, las cada vez más concentradas cadenas supermercadistas 
imponen la práctica ilegal de los “precios sugeridos”, lo que im-
plica en muchos casos, provocar la suba artifi cial de precios de 
productos de la canasta familiar, entre ellos, alimentos. Esto fue 
confi rmado por varios comerciantes de la zona de Garibaldi, del 
Mercado de Abasto y de pequeños y medianos supermercados, 
quienes denunciaron en medios de prensa las presiones y extor-
siones similares que les afectaban. 

Desde el 2003, el Parlamento Nacional bloquea la sanción de 
una Ley de Defensa de la Competencia o antimonopolio. Por su 
parte, el Ministerio de Industria y Comercio (MIC) se autodecla-

25 Ampliamente difundido por la prensa local. Una cita periodística explica con cierta 
claridad el núcleo del problema: “La mafi a que envuelve a grandes cadenas de su-
permercados y a proveedores es tal que hasta se generan multas millonarias para los 
abastecedores, en caso de que se descubran negocios que venden a precios más bajos 
que los “sugeridos”. Así lo desnudaron los comerciantes de la zona de Garibaldi en 
un recorrido realizado ayer por La Nación en las cercanías del Puerto de Asunción. 
“Los grandes supermercados hacen su comparativo de precios y por la diferencia le 
hacen una boleta de crédito al proveedor. Por ejemplo, a mí me venden un vino a G. 
12.000 y yo vendo a G. 12.500 y el supermercado vende a G. 15.000, entonces hacen 
la diferencia y le cobran los G. 2.500 al proveedor. Eso no es justo, porque no es que 
nos vendan más barato a nosotros, nos venden al mismo precio que a los supermer-
cados”, señaló Denis Rodríguez, encargado de la casa comercial Ña Kuka. Ésta es 
la forma en que las grandes tiendas extorsionan a los proveedores y lo que ocasiona 
es que dejen de surtirle a los comercios minoristas-mayoristas que no respetan los 
precios establecidos por determinadas marcas. Varios de los locales consultados co-
incidieron en que así funciona “el negocio”. En Garibaldi poco o nada se respetan los 
precios sugeridos, pese a los riesgos que corren de ser desabastecidos. El motivo: los 
comercios viven en constante competencia con “el vecino” para no desaparecer y la 
consigna es vender siempre más barato, siempre que eso no represente vender bajo el 
costo, porque por lógica nadie quiere perder. (La Nación, 22 de abril 2010, 14).
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ró impotente frente al pedido de intervención efectuado por los 
representantes de Casa Grütter y por las asociaciones de consu-
midores y amas de casa. En particular, el Viceministro de Comer-
cio, Agustín Perdomo y el Director General de Defensa del Con-
sumidor del MIC, Wilson Agüero sostuvieron que la inexistencia 
de una ley de defensa de la competencia les impedía actuar, lo 
cual carece de sustento atendiendo lo establecido en la CN y en la 
ley orgánica vigente del MIC. Lo que reviste mayor gravedad es 
la actuación posterior de estos funcionarios y del titular de dicha 
cartera de Estado, quienes no mostraron ningún tipo de inicia-
tiva para lograr que el Congreso destrabe el proyecto de ley de 
defensa de la competencia que el Poder Ejecutivo vía MIC había 
presentado en el año 2003 y que fue paralizado en comisiones del 
Senado. Tampoco se pudo observar ningún intento de reglamen-
tar las prácticas más lesivas vía Resolución o Decreto violándose 
de este modo la obligación de proteger los derechos a la alimen-
tación adecuada y a la calidad de vida de la población, así como 
el principio de libre concurrencia previsto constitucionalmente.

La indefensión del consumidor en materia de precio de los ali-
mentos aumentará considerablemente cuando empiece a operar 
el Mercado de Abasto privado del Grupo Zucolillo26 en Limpio, 

26 Las principales actividades del Grupo tienen que ver con la venta de inmuebles, la 
importación, la construcción, las fi nanzas, el comercio, las telecomunicaciones, en-
tre otras. Poseen innumerables inmuebles en Asunción, edifi cios, shopping centers, 
además de tierras en casi todos los Departamentos del país. Entre las empresas de 
Aldo Zuccolillo, propietario de ABC Color, podemos mencionar: Inmobiliaria del 
Este (con 24 agencias en todo el país, probablemente la más grande inmobiliaria 
del Paraguay); Financiera Atlas (hoy convertida en Banco Atlas, que recientemente 
absorbió al Banco Integración por U$ 25 millones); Constructora Atlas (con por lo 
menos 15 torres construidas en Asunción y más en otras ciudades del país); Nueva 
Americana (centro comercial); Shopping Mariscal López (uno de los dos shopping 
mall más grandes de Asunción); acciones en Núcleo Personal (la segunda de las 
cuatro operadoras de telefonía celular en cuanto a usuarios); acciones en Tapé Ru-
vichá (representante de Ford y New Holland); Tabacalera Pety; Editorial Gráfi ca 
Mercurio. Segovia, Diego (2009) “Medios de comunicación y agronegocio” (Rojas, 
2009). A esta lista hay que agregar la construcción de un segundo hotel de la cadena 
Sheraton, el hotel Four Points y la construcción en la ex fábrica de Martel de un 
centro gastronómico.
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con 13 hectáreas y una inversión de entre U$ 12 y U$ 15 millo-
nes. De acuerdo a los operadores del Grupo “esta solución estra-
tégica busca disminuir en gran medida el alto costo estructural 
de distribución de estos productos, recomponiendo los canales 
de distribución y fortaleciendo el último eslabón de la cadena de 
distribución, las despensas y los pequeños comercios, incorporar 
tecnología de punta para el proceso de comercialización, e incor-
porar modernas técnicas de marketing en la gestión y promoción 
del negocio”27. Con más del doble de la extensión del actual Mer-
cado de Abasto municipal, y la fortísima inversión a realizarse, 
el Grupo Zucolillo estará en condiciones de controlar práctica-
mente la totalidad de los precios de los productos alimenticios.

Como puede apreciarse, la cadena del agronegocio no deja res-
quicio por el que pueda lograrse una cierta autonomía en la pro-
ducción y consumo de alimentos. Para este sistema, los pequeños 
productores de alimentos (indígenas y campesinos) deben ser 
considerados subversivos ya que subvierten el orden establecido 
por ellos. Los productores deben producir para el agronegocio y 
los consumidores deben consumir del agronegocio28.

4. Tendencias y consecuencias

De acuerdo a la visión parcial e incompleta de la forma como la 
fase neoliberal del capitalismo avanza en el sector alimentario a 
nivel global y en el país, pueden extraerse las siguientes tenden-
cias:

• Las empresas multinacionales proveedoras de insumos, prin-
cipalmente las de semillas modifi cadas, herbicidas y pestici-
das, combustibles y maquinaria agrícola, seguirán defi niendo 

27 http://www.ultimahora.com/notas/328484-El-mercado-de-abasto-privado-de-Lim-
pio-tendra-784-locales.

28 Dice al respecto Sebastián Pinheiro: “el que come sin pasar por la caja del supermer-
cado es un subversivo”.
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la política agraria del país, aumentando la producción de ma-
terias primas para la exportación y reduciendo la producción 
alimentaria para el mercado interno.

• El control del comercio exterior paraguayo, tanto por los 
aranceles pagados por la importación, como por el control 
logístico que tienen las empresas multinacionales dedicadas a 
la agroexportación y los frigorífi cos, aumentará hasta el punto 
que las ofi cinas gubernamentales del sector sólo serán facili-
tadoras de las transacciones internacionales que se efectúen29.

• Irán desapareciendo paulatinamente las empresas de capital 
nacional dedicadas al procesamiento de alimentos y bebidas 
y convirtiéndose en fi liales de grandes empresas extranjeras 
o directamente siendo absorbidas por ellas, especialmente 
empresas procesadoras nacionales que todavía mantienen un 
mercado rentable.

• Las ventas minoristas de alimentos seguirán concentrándose 
en súper e hipermercados que tienen sus propios centros de 
distribución y mercados de recepción de la producción de pe-
queños productores, constituyéndose cada vez más en forma-
dores de precios de los alimentos de primera necesidad.

• El sostenido aumento del precio del petróleo y sus derivados 
repercutirá directamente en los precios de alimentos, tanto a 
nivel nacional como internacional.

• La paulatina desaparición del campesinado en el país, redun-
dará en una creciente reducción de la oferta interna de ali-
mentos, aumentando la ya importante pérdida de soberanía 
alimentaria.

29 En la gran mayoría de los casos entre empresas para eludir impuestos, como 
ya ocurre en otros países de la región. http://www.pagina12.com.ar/diario/ul-
timas/20-163287-2011-03-01.htmlhttp://www.pagina12.com.ar/ diario/ulti-
mas/20-163287-2011-03-01.html y en especial: http://www.pagina12.com.ar/diario/
economia/2-163185-2011-02-28.html.
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• El aumento de la pobreza extrema será una consecuencia in-
evitable de lo anterior lo que puede presumirse aumentará 
el nivel de descontento y confl ictividad social con el consi-
guiente aumento de la represión por parte de las “fuerzas del 
orden”. La delincuencia puede llegar a alcanzar niveles hasta 
ahora insospechados.

• La diminuta clase media paraguaya seguirá reduciéndose.

• El control soberano de la poca riqueza nacional en recursos 
naturales que queda, pasará a manos de agentes económicos 
extranjeros o multinacionales.

Bibliografía 
Estigarribia, Juan Carlos (s/f) La extensión rural en el Para-
guay, en: http://archivo.abc.com.py/suplementos/rural/articulos.
php?pid=287466
López B., Teresa (1996) Proyectos de desarrollo rural apoyados por la 
cooperación internacional en Paraguay 1985-1995 (Asunción: BASE 
Investigaciones Sociales) Documento de Trabajo No. 79.
Palau, T. y M.V. Heikel (1987) Los campesinos, el Estado y las empre-
sas en la frontera agrícola (Asunción: BASE/PISPAL)
Rojas, Luis (2009) Actores del agronegocio en Paraguay, Asunción, 
BASE. Investigaciones Sociales/Diakonía. 



345

* A publicarse.

1.  Breve contextualización de la producción de soya en 
Paraguay

En una primera etapa la soja fue introducida al país como abono 
verde antes de la década de los años 60. En una segunda etapa, 
que se inicia aproximadamente en los años 1972/73, coincidien-
do con la expansión de la ganadería intensiva en la región y las 
restricciones de la Comunidad Económica Europea para impor-
tar proteína animal pero sí proteína vegetal el área de siembra 
se expande desde poco más de 40 mil hectáreas, hasta el millón 
doscientas mil hectáreas en 2000/2001, ciclo agrícola en el que 
se introduce masivamente la soja GM, dándose inicio a la actual 
tercera etapa (CEIDRA, 2004).

Actualmente la soja y sus derivados componen el rubro más im-
portante de la economía nacional. Su aporte al PIB es del 16%, re-
presenta el 60% de las exportaciones del país (2010) y el principal 
destino de las mismas es la Unión Europea en el caso de la soja en 
granos, seguido de Turquía (12%) y Rusia (11%). En el caso del 
aceite de soja, que representa muy bajos volúmenes, el principal 
destino es Venezuela (39%), seguida de India (29%) y Ecuador 
(11%). Para los pellets de soja el principal destino es Perú (32%), 
seguido de Chile (31%) e Italia (10%) (MAG, 2010).

Producción de soya 
en América del Sur 

Una revisión sobre el uso de tierras y agroquímicos*
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Los principales problemas que genera su cultivo son (Palau y 
otros, 2007):

 Deforestación masiva 
 Contaminación de cursos y espejos de agua
 Sobre utilización del suelo (tractorización y uso de agroquí-

micos) con pérdida de fertilidad del mismo.
 Intoxicaciones y enfermedades varias en seres humanos 
 Abortos espontáneos y deformaciones en recién nacidos
 Expulsión de comunidades campesinas e indígenas de sus lu-

gares de origen
 Aumento de la violencia rural por presencia de grupos arma-

dos al servicio de grandes productores

Los principales confl ictos en el acceso y uso de la tierra vincu-
lados a la producción de la soja tienen que ver con (Palau, M. y 
otros, 2009):

 El desmesurado aumento del precio de las tierras
 La difi cultad de adquisición de tierras por parte del gobierno 

para satisfacer la demanda de campesinos sin tierra
 La incapacidad política del gobierno de recuperar tierras mal 

adjudicadas a propietarios ilegales (problema que se arrastra 
desde la época de Strossner)

 Las ocupaciones campesinas de tierras (93 en período agosto 
2008-mayo 2011)

 Los desalojos (70 en igual período)
 Los dirigentes presos (1527 en igual período)
 Los asesinato de campesinos (100 registrados desde el adve-

nimiento de la “democracia” en 1989, 10 asesinatos en el pe-
ríodo 2008-2010)

 Las detenciones arbitrarias de líderes de organizaciones cam-
pesinas

 Las imputaciones de líderes (398 en el período 2008-2010)
 La criminalización judicial de las luchas reivindicativas cam-

pesinas
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2.  Uso de tierra

¿Qué área de cultivo ocupa la soya? De las aproximadamente 
40 mil hectáreas en 1973, o sea en 24 años se llega a 1 millón en 
1997 y a 1,2 millones en el año que se introduce la soja GM. A 
partir de ahí en los 11 años siguientes se llega en el ciclo agrícola 
2010/11 a 2,8 millones de hectáreas. Puede apreciarse una veloz 
expansión del área de siembra (MAG, 2010).

El incremento de la superfi cie bajo cultivo de soya, ¿afecta 
otros sistemas de producción? La expansión del área de siembra 
se hace sobre tres tipos de tierras; tierras campesinas e indígenas; 
grandes propiedades de sojeros que se expanden por compra de 
tierras aledañas y sobre tierras de ganaderos que reconvierten par-
cialmente sus grandes propiedades a la producción de soja. 

Los datos disponibles muestran una notable expansión de los cul-
tivos comerciales y/o de exportación y un estancamiento de ru-
bros de autoconsumo familiar campesino más orientados al mer-
cado interno (SENAVE, 2011).

El incremento de la superfi cie cultivada con soya, ¿tiene al-
gún impacto en los niveles de deforestación o destrucción de 
hábitats naturales? No existen datos fi dedignos ofi ciales sobre 
niveles de deforestación agregados (para las dos regiones en que 
se divide el país; la Oriental y el Chaco) por lo que una estima-
ción cuantitativa se vuelve poco seria. Lo que si resulta relevante 
(por trabajos de la Fundación Moisés Bertoni) es que a partir de 
los años 50 la masa boscosa de la región Oriental se redujo en 
un 85% y en el Chaco la deforestación se intensifi có durante la 
última década (Fundación Moisés Bertoni, 2007). Es imposible 
conocer que parte de esa deforestación se debe a la expansión del 
monocultivo de la soja, y qué parte a la implantación de pasturas 
artifi ciales para la ganadería.
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¿Qué porcentaje de la soya cultivada es GM? Ofi cialmente, 
el 80% (MAG/DGP, 2010), otras fuentes (periodísticas, ONGs) 
hablan de 95%1.

¿Quiénes cultivan soya? El 80% de la soja es producida en fi n-
cas mayores de 200 has. 92.2% del arroz es producido en fi ncas 
mayores de 100 has. 94.5% de la mandioca en fi ncas menores de 
50 has. 94.1% del poroto en fi ncas de menos de 20 has (MAG, 
2010). El maíz y el maní son productos mixtos (tienen un destino 
de autoconsumo y de comercialización (id.).

Las fi ncas productoras de soja de más de 200 has son el 10.1% del 
total de las que cultivan el rubro pero concentran el 78.0% de la 
superfi cie sembrada con soja y aportan el 78.3% de la producción 
del país. De esos aproximadamente 3000 grandes productores un 
alto porcentaje (el último Censo Agropecuario Nacional del 2008 
no incluye nacionalidad del productor por estrato) es brasileño, 
en menor medida menonitas y de otras nacionalidades entre ellos 
paraguayos2.

3.  Uso de pesticidas

La información ofi cial sobre el uso de pesticidas en el país es 
prácticamente inexistente y por lo demás –si existiera– tendría 
escaso valor ya que una parte desconocida pero importante es in-
troducida por vía ilegal (contrabando). El contrabando proviene 
principalmente de Brasil, pero el producto puede ser de otro ori-
gen3.

¿Qué pesticidas se usan en la producción de soya convencio-
nal y GM? Para la soja convencional se usa la siembra directa, 
se utiliza glifosato como herbicida de amplio espectro antes de la 

1 Comunicaciones personales en encuentros y seminarios varios.
2 Estimaciones propias en base a diferentes fuentes.
3 Entrevista al Ing. Agr. Bartolomé Sánchez.
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siembra o inmediatamente después de la siembra. Luego el con-
trol de malezas con azada (id.). Para Soja Transgénica: Siembra 
directa, se utiliza glifosato como herbicida de amplio espectro an-
tes de la siembra o inmediatamente después de la siembra. Luego 
el control de malezas con el mismo herbicida. Insecticidas: Pire-
troides para control de insectos en ambos casos (id.).

¿Cómo ha ido cambiando el uso de pesticidas en la soya a lo 
largo de los años? No se dispone de datos sobre uso de pestici-
das. Según informantes califi cados con el transgénico aumentó 
considerablemente la cantidad de herbicida e insecticida. Actual-
mente el uso se estima, está en alrededor de los 5 millones de 
litros al año (id.).

¿Cuál es el origen de estos pesticidas? No hay pesticidas de 
fabricación nacional sólo se fraccionan y envasan. Origen de los 
pesticidas: legales y de contrabando: Brasil, Argentina. El glifo-
sato de contrabando es barato y de mala calidad proviene princi-
palmente de China (id.).

4.  Disponibilidad de semillas

¿Cómo ha cambiado la disponibilidad de semilla convencio-
nal y GM de soya desde la introducción de soya GM? Como 
en el caso de los pesticidas, no existe información sobre el vo-
lumen y las variedades de semillas utilizadas en la producción 
de soja. Antes de la introducción de la GM las semillas eran; de 
producción propia de los productores; de instituciones públicas 
dedicadas al mejoramiento de semillas o; adquiridas de empresas 
particulares. Con la introducción de las GM la casi totalidad de 
las semillas con proveídas por Monsanto/Syngenta y sus distri-
buidores nacionales (id.).
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“Los crecientes niveles de desempleo global y la mayor polarización entre ri-
cos y pobres crean las condiciones necesarias para la aparición de disturbios 

sociales y una guerra abierta de clases a una escala nunca experimentada, 
con anterioridad, en la historia humana. El crimen, la violencia indiscrimi-

nada y el estado de guerra de baja intensidad son aspectos incipientes de 
esta nueva situación” (...). 

Jeremy Rifkin, El fi n del trabajo1

Sin apelar a la sociología, el estar desintegrado signifi ca no estar 
unidos. Al hablar de social se hace referencia a que afecta a todos, 
desde el individuo aislado a los grupos pequeños, a las asociacio-
nes y al cuerpo social en su conjunto. Desintegración social es 
así un proceso de acentuación cada vez mayor del “sálvese quien 
pueda”. Se propone acá que nuestro país entro en esto desde hace 
ya unas décadas y sigue avanzando.

1 Citado por: Clementi, Luis (2002) El “Subdesarrollo” factor po tential de desintegra-
cion social y amenaza política a la seguridad international, http://www.resdal.org/
Archivo/cf000025f. Htm.

Un incompleto ejercicio 
para imaginar nuestro futuro 

como sociedad
Por qué nuestro país acelera su camino hacia la 

desintegracion social*

* Publicado en la Revista Acción, N° 320, noviembre 2011 - Centro de Estudios Para-
guayos Antonio Guasch (CEPAG).
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Según la mayoría de los autores que se refi rieron a este tema hay 
un conjunto de características de una sociedad que llevan a que 
sus integrantes se enfrenten unos a otros en una interminable ca-
dena de confl ictos en vez de formar un cuer po cohesionado en 
torno a metas comunes. Este proceso conduce a una perdida cre-
ciente de todo sentimiento de intereses comunes.

En el cuadro que aparece en la siguiente página se hace un ejerci-
cio (incompleto por cierto) acerca de hacia donde estamos yendo 
como so ciedad como resultado de lo que hemos podido observar 
durante los últimos anos. Es incomple to porque cada uno puede 
agregar decenas de otras tendencias que le tocan mas de cerca y 
que afectan su modo su vida,

Luego de leer el cuadro se puede concluir que todas estas cosas 
vuelve a la gente agresiva, frustrada, desconfi ada del otro, egoís-
ta, individualista. Pensemos cuanto tiempo llevamos viviendo 
en estas condiciones y sacara usted sus conclusiones sobre cuan 
desintegrada esta nuestra sociedad y, lo que es peor, cuanto mas 
desin tegrada puede llegar a estar.

Si bien en este análisis se tomaron solo las tendencias negativas, 
dado el tema mismo del articulo, no todas las tendencias que po-
demos observar son de este cariz, pero son lo sufi ciente-mente 
importantes como para inclinar la balanza hacia una prospección 
mas bien desintegradora de los intereses comunes que debieran 
primar en una sociedad que se piensa con un futuro mejor, con 
que otro Paraguay es posible.

La desintegración social que se avizora es reversible, puede cam-
biarse, aunque para ello hace falta una decisión política. La so-
lución es política, pero es obvio que con las estructuras políticas 
actuales y los políticos actuales poco o nada podrá hacerse para 
revertir un futuro que se presenta mas bien oscuro.
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Lo que venimos arras-
trando

Lo que probablemen-
te ocurra en el futuro 
inmediato

Sus previsibles consecuencias
(cinturones de seguridad, abrocha-
dos)

Altos niveles de des-
empleo.

Alta probabilidad de 
que se mantengan.

* Desocupación y precarización del 
trabajo con su consecuente impacto 
sobre la constitución de los lazos 
familiares. Aumento de la violencia 
familiar contra mujeres y niños.

Creciente desigual-
dad entre ricos y 
pobres.

No hay indicios de 
que disminuya.

* Mayores disturbios sociales 
d e  c a r á c t e r  p r e - p o l í t i c o s 
(violencia, inseguridad, etc.).
* Agudización de la lucha de clases de 
los ricos contra los pobres (medidas 
anti-pobres: impuestos regresivos, 
controles policiales, barrios privados, 
securitización, discriminación por 
“portación de rostro”, y otros).

Escasa presencia del 
Estado.

Continuará, a ex-
cepción de su faceta 
represiva que tenderá 
a aumentar.

* Mantenimiento del cacicazgo en 
amplias regiones del país, lo que 
implica una privatización de la auto-
ridad con su carga de arbitrariedad y 
descoordinación de políticas.

Altos niveles de co-
rrupción.

Se mantendrá. * Continuarán el drenaje de fondos 
públicos y su impacto sobre la inver-
sión social. Coimas.

P r e v a l e n c i a  d e l 
clientelismo político.

* Nombramientos de funcionarios 
ineptos para la gestión pública.

Las instituciones no 
cumplen, o lo hacen 
muy defi cientemen-
te, sus funciones.

Podría darse una te-
nue, casi impercep-
tible, corrección de 
esta tendencia.

* Leve mejoramiento en la histórica 
inoperancia de la mayoría de las 
instituciones del Estado.

Angustiosa situación 
económica de la ma-
yoría de la población 
del país.

No se avizoran cam-
bios

* Mayor degradación de la dignidad 
de los sectores más pobres. Mayor 
presión hacia la emigración. Aban-
dono del campo hacia la ciudad. 
Aumento de personas con hambre.

Política económica 
obediente a dictados 
de organismos fi nan-
cieros multilaterales.

Se seguirá en la mis-
ma dirección.

* Mayor desigualdad. Falta de cré-
ditos para inversiones productivas.

Un mapa de tendencias sin pretensiones anticipatorias
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Incumplimiento de 
compromisos socia-
les básicos por parte 
del Estado (salud, 
educación, vivienda, 
tierra y otros).

Lento mejoramiento 
en algunos de los 
servicios básicos.

* Falta de presupuestado en educa-
ción, salud, vivienda. Incumplimien-
to en entrega de tierras a campesinos. 
Continuación de huelgas y movili-
zaciones.

Sentimiento de des-
protección por parte 
de la mayoría de la 
población.

Aumentará. * Aumento en la sensación de des-
protección. Aumento de la frustración 
colectiva. Agresividad en la gente.

Desprestigio de los 
partidos políticos.

Seguirá el proceso 
de deslegitimación 
de los mismos.

* Aumento de luchas interpartida-
rias irrelevantes para la población, 
fanatismo de la militancia partidaria. 
Exacerbación del “carguismo”, pe-
leas por cuoteos.

Expansión del mono-
cultivo y del modelo 
extractivista.

Aumentará. * Mayor expulsión de la población 
rural. Aumento en la concentración 
de la tierra.

Lo que venimos 
arrastrando

Lo que probable-
mente ocurra en el 
futuro inmediato

Sus previsibles consecuencias
(cinturones de seguridad, 
abrochados)

Graves alteraciones 
al medio ambiente.

Continuará. * Deterioro creciente del medio 
ambiente. Intoxicaciones por agro-
tóxicos. Contaminación genética de 
semillas nativas. Mayor inseguridad 
alimentaria.

Intolerancia de gre-
mios empresariales 
hacia la moderni-
zación institucional 
del país.

* Criminalización de la lucha so-
cial reivindicativa. Mayor boicot 
a instituciones gubernamentales 
regulatorias del sector. Campañas 
difamatorias por la prensa.

Gobierno parlamen-
tarista de facto.

Continuará. * Aprobación de proyectos de ley 
contrarios al interés de las mayorías.

Poder Judicial y Fis-
calía supeditados a 
intereses económi-
cos.

Continuará. * Aplicación de la legislación represi-
va hacia organizaciones sociales, me-
nos capacidad de reclamos sociales.
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Creciente deterioro 
del transporte “pú-
blico” controlado 
por un oligopolio 
privado.

Seguirá igual. * Acentuación del fatalismo en la 
población trabajadora sobre su co-
tidianeidad.

Incertidumbre con 
respecto al futuro 
en la mayoría de la 
población.

Aumentará. * Consolidación de un imaginario 
colectivo carente de esperanzas 
con respecto a un futuro personal y 
familiar mejor.

Problemas de acce-
so a la alimentación 
y/o deterioro de la 
misma.

Aumentará. * Aumento de la desnutrición, enfer-
medades. Control empresarial de la 
distribución minorista de alimentos. 
Alimentos más caros.

Prensa empresarial 
de baja calidad y ten-
denciosa.

Continuará igual. * Opinión pública desinformada e 
intoxicada con información chatarra.

Sensible deterioro 
de la educación, es-
pecialmente de la 
educación superior 
(privatización del 
mercado educativo).

Continuará igual. * Retroceso sensible de la calidad 
profesional de egresados universita-
rios. Poco o ningún avance en políti-
cas de ciencia y tecnología.

Prol i feración de 
grandes centros de 
compra y edificios 
“corporativos”.

Aumentará. * Desaparición creciente de pequeños 
almacenes y despensas. Mayor con-
trol de precios por parte de súper e 
híper mercados. Aumento del precio 
de la tierra urbana.

Infraestructura ur-
bana en proceso de 
franco deterioro.

Continuará. * Mayor caos en el tránsito urbano y 
de accidentes. Difi cultades crecientes 
para provisión de servicios urbanos 
básicos.

Cada vez menos jó-
venes tienen opor-
tunidad de ingresar 
al mercado laboral 
y si lo hacen son ex-
plotados.

Continuará. * Mayor cantidad de jóvenes sin 
acceso al trabajo: informalidad, va-
gancia, consumo de drogas, barras 
bravas, etc.

Ocupación empresa-
rial y latifundiaria de 
tierras indígenas.

Continuará. * Aumento de la cantidad de indíge-
nas en situación de miseria.
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* Inédito.

En el ámbito político durante el año parece percibirse un cierto 
redireccionamiento de la orientación del gobierno, dentro del em-
pantanamiento generalizado al que condujeron las negociaciones 
de cúpula del Ejecutivo en términos de avances de la situación 
social.

A dos años de las próximas elecciones, el Ejecutivo parece ha-
berse dado cuenta que luego de lo realizado durante la primera 
mitad de su período de gestión es poco lo que podría retener de su 
importante base electoral del 2008 y ha tomado ciertas decisiones 
algo más progresistas: cambió al ministro del Interior fuertemente 
infl uenciado por la embajada norteamericana y asesores colom-
bianos que desarrolló una fuerte política represiva hacia las orga-
nizaciones sociales igualmente cambió al ministro de obras pú-
blicas, de clara tendencia neoliberal nombró como presidente del 
Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (INDERT), 
órgano encargado de la política de tierras a un ingeniero dispuesto 
a iniciar el proceso de saneamiento de las tierras indebidamente 
adjudicadas a no benefi ciarios de la reforma agraria cambió al 
Canciller nombrando a una persona altamente califi cada e incli-
nada a impulsar la adhesión del país a los acuerdos regionales y 
mantuvo en su puesto –a pesar de los embates de los sojeros- a 

Breve análisis de coyuntura 
del 2011*
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otro técnico dispuesto a hacer cumplir la normativa ambiental en 
las zonas rurales en el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad 
Vegetal (SENAVE).

En el ámbito parlamentario el Ejecutivo, que había presentado an-
teriormente tres proyectos de Ley de clara inspiración neoliberal 
(la ley de concesión de aeropuertos, la ley de Mipymes –Peque-
ñas y Medianas Empresas– que fl exibilizaba el código laboral, y 
la ley de defensa de la competencia) dos de la cuales ya habían 
sido aprobadas por el Congreso, fueron posteriormente vetadas 
por el propio, retornando las mismas al Congreso para una nueva 
discusión. 

Debe destacarse que el gobierno ha mostrado cierta intención de 
avanzar en temas socialmente sensibles como la recuperación de 
tierras irregularmente adjudicadas a terratenientes. Ante estas ini-
ciativas los gremios empresariales reaccionaron ferozmente con-
tra el INDERT, con el apoyo de los partidos de derecha, principal-
mente el Partido Patria Querida (PPQ) y la Asociación Nacional 
Republicana (ANR), y de los medios masivos de comunicación, 
encabezados por el diario ABC Color. El Poder Judicial se ha 
prestado para detener las mensuras impulsadas por el instituto de 
la tierra. Como respuesta a ello las organizaciones campesinas y 
sociales formaron una Coordinadora en apoyo al proceso iniciado 
por el INDERT, y hacia fi nes del año, en octubre, realizaron una 
importante movilización en Asunción.

En el ámbito partidario, los sectores políticos de izquierda han 
fortalecido su espacio de unidad, y de apoyo al gobierno, consoli-
dando lo que se llamó el Frente Guazú (Frente Grande), que tiene 
como prioridad en su agenda llegar fortalecidos a las elecciones 
presidenciales del 2013, donde esperan dar continuidad al actual 
gobierno, mediante una nueva alianza con el Partido Liberal Radi-
cal Auténtico o sin ella. Su segundo objetivo, es hacer una buena 
elección para el Parlamento obteniendo una bancada importante. 
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La derecha tradicional está defi niendo su candidatura para el 2013 
dentro del Partido Colorado, donde la pugna es entre el podero-
so empresario Horacio Cartes (con vínculos con el empresariado 
legal y la mafi a del país) y por otra parte el político de la zona 
fronteriza con Brasil, Javier Zacarías Irún. Los demás partidos de 
derecha como la UNACE y PPQ, parecería ser meros espectado-
res de esta puja, y buscarán en todo caso reubicarse a través de 
algún tipo de alianza. 

En el ámbito económico el 2011, puede considerarse como un año 
más que se pierde. Los cambios estructurales necesarios así como 
las reformas mínimas que deberían implementarse para redirec-
cionar la economía hacia mejores resultados, no han sido imple-
mentados; por varias razones, principalmente porque afectarían 
los intereses económicos de los grupos más ricos del país. El PIB, 
que el año 2010 creció al nivel inédito del 15%, crecerá este 2011 
a no más del 5%, según las estimaciones, lo cual, en términos 
de la micro economía, o sea, para la gente común, no signifi cará 
ningún cambio en su condición de vida.

El modelo económico implantado en el país continúa fortale-
ciendse. La agroexportación sigue siendo la principal actividad 
en términos de producción y exportación, pero no lo es en gene-
ración de empleos, donde su capacidad es muy restringida. La de-
pendencia de todo tipo de productos industriales extranjeros sigue 
en aumento, dado el pobre crecimiento del sector industrial en el 
país. El resultado es, a partir de la relación entre la enorme canti-
dad de productos importados y la exportación de commodities de 
escaso valor agregado, el crónico défi cit comercial que se tiene 
como país año tras año, pues las exportaciones tan solo alcanzan 
a un 50% de las importaciones. Esta relación comercial negativa 
del Paraguay con el exterior, es una garantía para el subdesarrollo 
y la dependencia externa.
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Los problemas de fondo del país y de la mayoría de la población 
siguen en la misma situación. Las últimas estadísticas publicadas 
son frías demostraciones de que el modelo económico paraguayo 
es excluyente y no sirve a una enorme cantidad de compatriotas 
para satisfacer sus necesidades básicas. A pesar del alto creci-
miento económico, festejado en demasía por los empresarios y 
el gobierno, la extrema pobreza en el último año subió del 18 al 
19%, y la desigualdad económica aumentó: mientras el 10% de 
la población más rica recibe el 41% de los ingresos, el 10% más 
pobre percibe solo el 1%. Vista la desigualdad de otra manera, 
puede decirse que el 10%, de los ricos, tienen más ingresos que el 
70% de la población de menores ingresos, dado que estos últimos 
en conjunto reciben solo el 32%. 

Riqueza y pobreza en Paraguay, ambas extremas. A las dos puede 
vérselas en las calles, y a veces, en los diarios1: Otra muestra clara 
de la veracidad de estos datos y situaciones, se refl eja en la infor-
mación del PNUD que acaba de publicar su Índice de Desarrollo 
Humano (IDH), en el cual muestra el pobre desempeño del Para-
guay en mejorar las condiciones de vida de la gente, expresado en 
el retroceso en la posición del país, que pasó este año del lugar 96 
al 107 según el nivel de desarrollo humano. 

Las asimetrías que genera el sector privado en Paraguay, no pue-
den ser compensadas o disminuidas por el Estado a través de 
políticas públicas por varios motivos, entre ellos el principal: el 
sistema impositivo no sirve para eso, pues no contribuyen los que 
más ganan; el IVA, que grava a los consumidores sigue siendo de 

1 El 8 de noviembre ABC Color publicaba que los “Turistas paraguayos, los más gas-
tadores en Uruguay”, donde relataba que los turistas procedentes de nuestro pobre 
país son los que más dinero gastan en sus vacaciones en Punta del Este y otros bal-
nearios uruguayos. En el 2009 fueron 36.672 turistas paraguayos, quiénes gastaron 
en su viaje, en promedio, 6 millones de Gs. cada uno, lo que da un gasto total aproxi-
mado de 48.000.000 US$. A modo comparativo, el Impuesto a la Renta Agropecuaria 
(IMAGRO), en el mismo año, teniendo 64.000 contribuyentes inscriptos, principal-
mente ganaderos y sojeros, solo recaudó el equivalente a 4.000.000 US$. www.abc.
com.py/nota/los-turistas-paraguayos-son-los-que-mas-gastan-en-uruguay/.
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lejos la principal fuente de ingresos de la Hacienda pública. Nue-
vamente durante el 2011, el IRP no entró en vigencia, a pesar de 
que el Ejecutivo lo ha mutilado en varios aspectos para que pase 
el fi ltro del Parlamento, pero ni así. Tampoco se aprobó el necesa-
rio impuesto a las exportaciones de soja y carne, y mucho menos 
se discutió la posibilidad de modifi car el Impuesto Inmobiliario 
actual, gran estímulo a la concentración y especulación de la tie-
rra en el país. De esta manera, la función redistributiva del Estado 
no está siendo cumplida. 

En este difícil contexto, hubieron dos hechos positivos a destacar: 
en primer lugar, la aprobación por parte del Brasil del aumento de 
la compensación al Paraguay por la cesión de energía de Itaipú, 
lo que representan más de 200 millones US$ adicionales, para el 
Estado paraguayo de lo que venía recibiendo, que pueden repre-
sentar recursos muy importantes para el desarrollo y la inclusión, 
dependiendo del modo en que se los utilice. Hasta el momento, el 
destino de esos fondos estaba en manos del Congreso Nacional. 
En segundo término, la decisión del Ejecutivo, a través del IN-
DERT y otras instituciones, de iniciar un proceso de saneamiento 
de las tierras irregulares o malhabidas, que representan una por-
ción importante en el país (9 sobre 40 millones de hectáreas), y 
constituye uno de los principales obstáculos para la realización de 
la reforma agraria, la inclusión del campesinado y los indígenas al 
sistema productivo. No se ha podido aún avanzar mucho en esta 
tarea, por la intransigente resistencia de los gremios de la produc-
ción, pero en contrapartida las organizaciones campesinas con-
juntamente con otras de la sociedad civil, han conformado una 
Coordinadora por la recuperación de las tierras malhabidas, que 
puede jugar un papel importante para avanzar con este proceso 
tan postergado y tan necesario. 

Esta Coordinadora –que articula tanto a organizaciones campesi-
nas, urbanas y políticas, con una gran heterogeneidad, como ha-
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cía tiempo no se daba– podría constituirse en un importante actor 
para presionar a que el gobierno avance en algunas acciones que 
se orienten a la reforma agraria y probablemente también juegue 
un papel político importante durante el año 2012, año que se ca-
racterizará por la dinámica y la lógica electoral. 







Se terminó de imprimir en junio de 2012.
Arandurã Editorial
Tte. Fariña 1028 

Teléfono: (595 21) 214 295
e-mail: arandura@hotmail.com
www.arandura.pyglobal.com


